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DICE una de las más grandes figuras entre los escritores 
de Derecho internacional, Blunschli: cLa ciencia ha 
>influido grandemente en la tundación y respeto del derecho 
>internacional. Ahora es su deber preparar su desarrollo 
>abriéndole la era del progreso. No hay duda de que los 
ihombres de Estado tienen en su mano, con la práctica de 
>los negocios, el perfeccionamiento del derecho internacio- 
>nal, pero la gran palanca del progreso es, evidentemente, 
>la opinión pública. Es importante que ella conozca y 

> apruebe los principios que deben prevalecer, y que la con- 

> ciencia popular esté ilustrada en la materia. Cuanto más 
>se extiendan y admitan estos principios y cuanto más se 

> desarrolle en la humanidad el sentimiento claro del derecho, 

> tanto más asegurada quedará en el mundo la eficacia del 
> derecho internacional.» 

Inspirado, acaso, en este sabio consejo, leemos en el 
art. 826 de nuestro reglamento de campaña: «En esta ma- 
>teria (derecho de gentes) la principal autoridad, el juez 
>más imparcial y respetable, el órgano y regulador, es la 
>op¡nión pública. Ella condena los actos irregulares, crea 

> usanzas y costumbres; dicta fallos soberanos sin apela- 
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eso conviene que la opinión se ilustre y que las 
re el derecho de la guerra se discutan y genera- 

buir en la medida de mis escasas fuerzas á este 
lime del jurisconsulto y del legislador, ha sido la 
rminante de lanzarme á dar forma de libro á mis 
notas en esta rama del derecho y á la publica- 
e modesto trabajo: modesto por la personalidad 
or, y modesto por sus pretensiones que no son 
as de coadyuvar á la generalización del estudio 
lal, mediante- un libro en el que todos puedan leer 
que sea su preparación. 

á este fin no podía abanderarme en escuela de- 
que si en el orden puramente ideológico el exclu- 
considero perjudicial, en el práctico que el dere- 
ue, y más en esta manifestación de la vida juri- 
puede tener por fin el disgregar aquellos elemen- 
ecisamente, trata de armonizar, 
las sociedades humanas, menos la internacional, 
etidas á un poder superior, por eso que al estu- 
incipios porque ésta ha de regirse, haya de aten- 
•imer término á la naturaleza de los miembros de 
potestad de defender por la fuerza sus derechos, 
3Z en lo humano que la opinión pública en pri- 
ncia, y en segunda, la historia cuyos fallos nin- 
íncia tienen en el dictado por el éxito sobre los 
batalla que es el ejecutivo, 
(orrado poderosos imperios y ha erigido otros 
. variado las fronteras de las naciones en la su- 
3S tiempos; ha vuelto á la barbarie primitiva pue- 
L cultos y florecientes, y ha llevado la civiliza- 
ones cuya existencia fué durante muchos siglos 
a hasta de los más sabios. 
1 medio de este vaivén á que á razas, pueblos, 
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DERECl INTERNACIONAL PUBLICO 

Pitelitninaites 



EN la clasificación general del derecho recibe el 
internacional el nombre de derecho público 
externo^ que se divide en internacional público y 
privado. Estudia aquél las relaciones de los pue- 
blos como entidades independientes y miembros 
de la sociedad universal cuando el objeto son las 
cosas del mismo Estado, y el privado regula las 
relaciones de las personas y bienes de los subdi- 
tos de una nación en el territorio de otra en tiem- 
po de paz. 

Conforme á nuestro propósito, hemos de pres- 
cindir en este ensayo de cuanto al privado se re- 
fiere, para consagrar nuestra atención al derecho 
internacional público. 

Son los Estados ó Naciones en la vida de rela- 
ción entre si, y con respecto al conjunto general 
que constituye la humanidad, á modo de las per- 
sonas en el derecho común y asi como la activi- 
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dad de éstas dentro de un Estado se encuentra 
sujeta á preceptos que rigen su funcionanoiento 
en orden al bien individual y social, que es el fin 
del hombre y de la sociedad, así también existen 
principios que regulan la funcionalidad de los* 
Estados de manera que su vida se desenvuelva 
armónicamente, para la consecución del bien 
universal que es el fin de la liumanidad. 

En este concepto, como conjunto de condicio- 
nes necesarias, pero libres para la realización del 
bien, el derecho internacional existe y ha existido 
siempre, porque los principios son eternos é in- 
mutables, aunque su conocimiento y aplicación 
sean temporales y relativos, efecto de la condicio- 
nalidad humana: así sucede que la mayoría de 
los que fundamentan esta rama del derecho son, 
tal vez, los últimos que han sido objeto de prefe- 
rente estudio en la ciencia del derecho, y obteni- 
do consagración en el convencional, que entre 
nosotros, por falta de ley, equivale al positivo ó 
escrito. 

Uno de los requisitos de ésta, acaso el prin- 
cipal para su eficacia, es la sanción, para cu- 
ya exigibilidad se necesita un poder superior que 
obligue á su cumplimiento ó castigue al pertur- 
bador del derecho ó infractor del deber, poder 
que en el orden internacional no existe, ni puede 
existir, por la absoluta igualdad é independencia 
de los individuos que forman la sociedad jurídica; 
de aquí que los derechos mejor garantidos, al pa- 
recer, no tengan en la práctica más estabilidad 
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que la compatible con el interés de una Nación 
que se considere lo bastante fuerte para violarlos. 

Por esto de modo muy gráfico decía el malo- 
grado catedrático de Derecho D. Luis Antón M¡- 
ralles, que «el derecho internacional es un orga- 
nismo fisiológico que al primer estado patológico 
perece, sin que pueda restablecerse por ningún 
procedimiento terapéutico. 

Asi se expresaba hace 27 años, y de entonces 
acá no puede asegurarse que haya mejorado la 
naturaleza de tal organismo, como lo prueban 
las recientes guerras de los Estados Unidos con 
España y de Inglaterra con el Transvaal en las 
que, ni la falta de justicia de las causas que las 
pretextaron, ni la considerable diferencia de fuer- 
za? entre las partes contendientes motivó otra 
cosa que algún movimiento de simpatía, más ó 
menos timido, que al final en nada influyó en el 
resultado de las desiguales luchas. 

En resumen: que el derecho internacional pú- 
blico como conjunto de los principios que deben 
regular las relaciones de los pueblos entre sí ha 
existido siempre, aunque poco conocido y menos 
practicado hasta tiempos muy recientes, y que la 
ley internacional con sus verdaderos caracteres 
no existe: 

Hasta mediados del siglo xvii se designó con 
el nombre dejusgenüum^ derecho de gentes, al 
internacional, nombre tomado del derecho roma- 
no en el que unas veces se daba tal denominación 
al derecho universalmente admitido, ó sea al na- 



Digitized by LjOOQIC 



Í2 ("RELlMtNARÉS 

tural, y obras al de todos aquellos pueblos que 
no gozaban del derecho de ciudadanía romana y 
no podían por tanto disfrutar de la ley solamente 
reservada al civis romanus. Por eso Zouch le de- 
nominó /í¿s Ínter gentium: y Jeremías Benthan, 
jefe y fundador de la escuela utilitaria, fué el pri- 
mero en llamarle derecho internacional, denomi- 
nación generalmente aceptada, si bien, ni códi- 
gos ni escritores han renunciado por completo á 
la antigua, y de ahí que indistintamente se usen 
uno y otro nombre. Ninguno de los dos satisface á 
Fiore, quien teniendo en cuenta la universalidad 
que deben alcanzar los preceptos del derecho in- 
ternacional, propone que se le llame Derecho del 
género humano. 

Todas las escuelas filosóficas que, en los tiem- 
pos modernos, han llevado su influencia al estu- 
dio del derecho, han dejado huella en el interna- 
cional, aunque no todas tienen la misma impor- 
tancia; y los principios de alguna, no sólo son fa- 
vorables á la aspiración hoy generalizada de con- 
solidar el imperio del derecho entre los pueblos, 
sino que más bien pueden considerarse como 
una negación. 

«Homo homini lupus» dice Hobbes, el gran 
maestro de la escuela individualista, consideran- 
do la guerra como el estado natural del indivi- 
duo, y Hege!, en su filosofía del derecho," hacien- 
do aplicación de esta teoría sienta que el Estado 
es la individualidad, y ésta supone siempre una 
negación, un enemigo; y que aun cuando muchas 
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naciones formasen una familia, como individuali- 
dad, hallaría oposición en las que no se hubieren 
adherido, de donde resultaría la guerra. 

En contraposición al individualismo de Hob- 
bes, y Hegel el colectivismo de Rousseau, Kant y 
Benthan, con sus aspiraciones á la paz univer- 
sal, ha prestado señalados beneficios al progreso 
jurídico: y hoy asistimos al desarrollo de una im- 
ponente fuerza, el socialismo, que teniendo por 
lema de su bandera la fraternidad y solidaridad 
universal, se declara enemigo de la guerra como 
contraria á estos principios, y ha de imprimir 
rumbos nuevos al derecho internacional podero- 
samente auxiliado por quienes aun con otros fi- 
nes, encaminan sus esfuerzos al predominio ab- 
soluto del derecho, laborando por la realización 
de la profética frase de Mirabeau «El derecho será 
un día el soberano del mundo». 

Es indudable que los eternos principios del 
derecho natural son fuente y principal origen 
del internacional, pero no la única, y que si bien 
deben aplicarse é las relaciones jurídicas entre 
los pueblos, no puede hacerse de modo tan abso- 
luto que se den al olvido su historia é institucio- 
nes seculares, y las condiciones de tiempo, lugar, 
civilización y tantos otros accidentes que, si son 
dignos de atención al regular el derecho interno 
de las naciones, no lo son menos cuando se trata 
de condicionar las relaciones de éstas, en las que 
los principios de utilidad y propia defensa han de 
tener especial consagración; el primero como fin 
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próximo de la sociedad internacional, y el segun- 
do como garantía de la falta de un poder supe- 
rior que ejerza el de castigar y finalmente, dada 
la absoluta independencia de los pueblos, sus 
pactos siempre son el origen más inmediato del 
derecho. 

Por eso que si en alguna rama de éste tiene 
razón de ser el eclecticismo, sea en el internacio- 
nal. Habrán podido discutir los filósofos si la so- 
ciedad internacional es voluntaria ó impuesta por 
la naturaleza; si es la utilidad ó la cortesía la 
fuente del consorcio de los pueblos, lo indudable 
es que la sociedad existe y que no puede haber 
sociedad sin ley que la gobierne, á cuya conclu- 
sión vienen á parar en definitiva la escuela histó- 
rica, la utilitaria y la filosófica, sin que las doc- 
trinas tengan en la realidad transcendencia, ma- 
yor en este derecho en el que más que los prin- 
cipios separan á los escritores las tendencias de 
la política exterior de las Naciones en el período 
histórico en que ven la luz sus trabajos, influen- 
cia á la que no pueden sustraerse como iremos 
viendo en el estudio detallado de las institu- 
ciones. 



Reseña lilstórioa 

Hemos dicho que los principios del derecho 
internacional han sido, acaso, los últimos de toda 
la ciencia jurídica que han ocupado seriamente 
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la atención de los jurisconsultos, y más aun de 
los legisladores, y este aserto exige que dedique- 
mos algún espacio á una somera reseña histórica: 
exploración que cuando se trata de investigar las 
fuentes de donde emanan las instituciones que se 
estudian, ó de cómo unos y otros pueblos, remo- 
tos ó próximos en el tiempo ó en el espacio, en- 
tendieron y practicaron los preceptos jurídicos 
que se examinan, tiene grandísima importancia, 
ya sea en el orden puramente genealógico ó cro- 
nológico de los códigos, ya en el comparativo en- 
tre unas y otras legislaciones, para de él deducir 
el mayor acierto en la concepción, expresión y 
práctica del mandamiento legal. 

Pero cuando éste casi no existe, y donde se 
encuentra surge por modo casual, sin cohesión de 
principios ni otra finalidad que satisfacer una ne- 
cesidad sentida más que pensada, resulta de es- 
caso interés la incursión por los códigos de la an- 
tigüedad, toda vez que el estudio y tonocimiento 
de aquellas civilizaciones nos acusa, que en tiem- 
po de paz las relaciones entre los pueblos eran 
escasas, muy frágiles y dictadas sólo por conve- 
niencias pasajeras de las que no era posible que 
naciese el cultivo de principios jurídicos que 
las hiciera, ya que no perdurables, por lo me- 
nos medianamente estables: porque si del mo- 
mento era la necesidad que los unia, muchas 
fueron las veces que no hubo lugar á que ésta 
desapareciese, para que el pacto quedara roto, 
vicio del que ni Israel ni Roma se vieron libres, 
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sin necesidad de recordar á Fenicios ni Carta- 
gineses. 

Si esto era en la paz, en la guerra no se perse- 
guía vencer al enemigo, sino exterminarle en sus 
ejércitos y en sus ciudades, buscando borrar de 
la historia pueblos y razas para imponer el do- 
minio del vencedor al mundo conocido, aspiran- 
do siempre al imperio universal. 

Ni Platón ni Aristóteles con sus preclaras in- 
teligencias pudieron sustraerse al influjo de estas 
ideas. 

El mismo pueblo romano, el que de entre los 
antiguos mayores progresos acusa en la ciencia 
del derecho, en la que llegó al límite que ninguno 
antes ni en aquel tiempo alcanzaron, consigna 
en sus tablas esta ley: «Adversus hostem aeterna 
auctorítas esto.» Teniendo en cuenta el concepto 
que del enemigo entonces se tenia, que se reputa- 
ba por tal á todo aquel que de un modo ú otro no 
formaba parte de la República, es inútil buscar 
en sus códigos enseñanzas que puedan sernos de 
utilidad y provecho, que sirvan de orientación ó 
marquen, al menos, un jalón en la vida progre- 
siva del derecho internacional. 

En algunos libros sagrados de los pueblos 
orientales se impone el respeto al peregrino y, lo 
mismo que en los occidentales, al embajador ó 
emisario que con algún fin especial se mandaban 
unos Estados ¿ otros, inviolabilidad en más de 
una ocasión quebrantada; en Roma y el pueblo 
judio es preceptiva la declaración de la guerra 
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antes de emprenderla, y en el Antiguo Testamen- 
to se consignan preceptos para que se respete la 
vida de las mujeres, ancianos y nifios; se prohibe 
el saqueo y devastación de las ciudades sitiadas 
que se entregan á discreción y, por último, matar 
al enemigo rendido. 

La aparición del Cristianismo, las enseñanzas 
del Evangelio predicando la paz y la caridad, la 
igualdad y la fraternidad humanas, y las doctri- 
nas de los doctos y santos Padres de la nueva Igle- 
sia, prepararon el terreno para mejorar las rela- 
ciones de los pueblos en la paz y modificar las 
condiciones de la guerra; pero, como era semilla 
que no caía en tierra abonada, precisaba que tras- 
curriesen siglos para que diese el resultado ape- 
tecido. 

Y efectivamente, tampoco los siglos medios, 
periodo de gestación de las modernas nacionali- 
dades, siglos de turbulencias y de guerras cons- 
tantes y en los que éstas, por regla general, revis- 
ten los mismos caracteres de crueldad y de bar- 
barie que en los antiguos; siglos en que la ciencia 
y el estudio son patrimonio de unos pocos y el 
mejor título al favor de Reyes y señores la mayor 
destreza en el mqnejo de las armas, y menospre- 
ciada toda otra profesión que no sea ésta; siglos 
en los que luchan la Cruz con la media luna, la 
realeza con la nobleza, y ésta, entre si y contra el 
pueblo que va dando señales de vida propia y as- 
pira á ocupar en el concierto social el lugar que 
le corresponde, no son medios propios y adecua- 
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ara el desenvolvimiento de los principios de 
nidad universal que deben informar las re- 
les jurídicas de los Estados, 
lín en medio de tal ambiente vemos nacer 
Liciones como las órdenes de caballería, cu- 
jballeros, haciendo profesión de guardarlos 
ptos de la Religión cristiana y las leyes del 
icrisolado honor, pelean con todo el denue- 
su esforzado corazón y de su poderoso bra- 
je generosamente tienden al vencido; y á la 
Je practican la caridad fundando hospede- 
hospitales donde encuentran asilo y asis- 
{ los peregrinos que se dirigen á los distintos 
es consagrados por la fe, toman sobre sí la 
a carga de la guarda de los caminos, 
ayor es el avance dado en el derecho inter- 
nal marítimo con la aparición de las leyes 
Msulado de mar, concepción jurídica, tal 
10 mejorada hasta el presente, y la primera 
anza de corso promulgada por D. Pedro IV 
agón en 1356. 

spiración constante del Papado fué en los si- 
fué nos ocupan el dominio, no sólo de las 
sucias, sino también de la política; y cual- 
i que sea el juicio crítico que de esta tenden- 
forme, habrá de consignarse, á nuestro pro- 
», el señalado servicio que los Pontífices pres- 
al derecho internacional, interviniendo, ya 
mediadores ó como arbitros, en varias 
indas entre Reyes y señores, enseñanza que 
de ser de gran provecho para la posteridad 
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Del mismo modo que en la época antigua he- 
mos encontrado preceptos de derecho internacio- 
nal esparcidos en los códigos, también en ésta 
los hallamos, pocos en verdad, y en los cánones 
de los Concilios, decretales y obras de los escrito- 
res cristianos, principalmente de Santo Tomás de 
Aquino; pero ni el conjunto de todas ellas reviste 
importancia bastante para acusar un adelanto 
positivo, ni las máximas que encierran eran, por 
desgracia, observadas ni aún por los mismos pa- 
ladines del Cristianismo. 

Para que el derecho internacional fijara la 
atención de sabios y estadistas y adquiriese condi- 
ciones de vida propia abandonando la tutela de 
las demás ramas del saber, era precisa la concu- 
rrencia de circunstancias que, sucesivamente, 
fueron presentándose. 

1.* El renacimiento, que ennobleciendo el 
estudio, encaminóla actividad del espíritu huma- 
no al cultivo de todos los ramos de la ciencia, 
principalmente de la jurídica. 

3.* La progresiva inñuencia del estado llano 
en la política y gobierno de las naciones: porque 
constituido por personas atentas, en su mayoría, 
á la creación y fomento de los intereses materia- 
les, más que en guerrear, habían de poner su in- 
flujo en adquirir relaciones amistosas y garantías 
para el comercio de los que, no tomando parte 
alguna en las contiendas, no debían sufrir sus 
efectos más que en lo puramení^ indi*=ipensable. 
3.* La desaparición de los fueros y privile- 
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gios que disfrutaban los señores feudales, que 
acabó con los bandos que acuchillaban y se com- 
batían con la mayor ferocidad. 

4." El descubrimiento de las Américas y del 
camino á las Indias; esto, á la vez que vías al co- 
mercio, abría ancha válvula por donde de todas 
las partes déla Europa escapaban á las vírgenes 
tierras de América las gentes aventureras y tur- 
bulentas que, avezadas al libertinaje de la guerra, 
no podían avenirse con los ocios déla paz en los 
cuales pronto consumían los restos del último bo- 
tín ó de la postrera soldada, incapaces de consa- 
grarse á ningún trabajo que les proporcionara 
decoroso, sustento. 

5.* La constitución de grandes Estados; pues 
obligaba á los Reyes á cuidar de la conservación 
de sus dominios más que á procurar su engran- 
decimiento. 

Si á estas causas se añade la invención de la 
imprenta, por cuyo maravilloso medio fácilmente 
se difundían los escritos de los hombres doctos; 
la introducción de las armas de fuego que modi- 
ficó esencialmente la táctica y condiciones de la 
guerra; y, finalmente, la creación de los ejércitos 
permanentes convirtiendo en profesión honrosísi- 
ma lo que antes fuera estímulo y ambición de 
logreros dispuestos á servir á quien mejor les pa- 
gase, cuando no pesaba sobre ellos la obliga- 
ción de la mesnada, no ha de ser difícil compren- 
der el rápido incremento que las ciencias adquie- 
ren, y cómo los hombres lanzan á la publicidad 
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los escritos que van poco á poco infiltrando en el 
ánimo de las gentes las ideas de comunidad en la 
paz y humanidad en la guerra. 

Cuando todo hacia presagiar una paz estable 
y duradera^ favorable al desarrollo de estos prin- 
cipios^ tenemos que señalar un período de regre- 
sión motivado por la malhadada predicación de 
la reforma de Lutero^ que rompiendo la unidad 
católica dividió hondamente á los pueblos y abrió 
una larga era de sangrientas y crueles guerras, y 
un vasto paréntesis en la obra de la civilización. 

Pero ya en esta época las guerras terminan 
por tratados como el de Witemberg de 1547, el 
de Passáu de 1552 y el de Augsburgo de 1555; 
otros, como el de Schmalkalden de 1530, el de 
Utrecht de 1575 y el de Querasco de 1631, tienen 
por objeto la formación de graijfles ligas para la 
defensa de las ideas religiosas por las que enton- 
ces se peleaba, y en todos se ve cómo, laboriosa- 
mente, va el derecho abriéndose camino hasta lle- 
gar al tratado de Westphalia de 1648 en el que 
adquiere sanción legal el principio de la libertad 
de conciencia, quitando el pretexto para nuevas 
guerras por causa de religión. 

Esta es la primera conquista positiva del dere- 
cho internacional, hasta el punto de que este tra- 
tado señala para la mayor parte de los autores el 
oriente del nuevo sol que ha de alumbrará los 
hombres con resplandores de paz perpetua. 

La de Westphalia, firmada para poner fin á 
Ja guerra llamada en la historia de los 30 años, 
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10 representa sólo el fin de las luchas religiosas, 
ino que, habiéndose en sus estipulaciones seña- 
ado los límites geográficos de cada Estado, y 
isignádole sus dominios, inició la política del 
iquilibrio europeo en el que, según Federico el 
jrande, estribaba la paz de Europa, y consistía 
in que la fuerza de una Monarquía poderosa es- 
u viese compensada por la de la unión de otros 
oberanos. 

Murieron sí las contiendas por la Religión, 
)ero la Europa se vio envuelta en otras no menos 
erribles, buscando el deseado equilibrio, á cuyo 
in no encontraban las Naciones otro medio que 
oaligarse contra aquélla que más pujanza de- 
mostraba. Cabe una gran parte en estas luchas á 
uestra patria, por las aspiraciones á ceñir la co- 
ona de España, que quedó definitivamente asen- 
ada en las sienes del Duque de Anjou, Felipe V, 
espuésde la guerra de sucesión, concluida, como 
:)das las que entonces existían, con las paces de 
Itrecht y Rastadt en 1713 y 1714, y restablecido 
uevamente el equilibrio. 

De nuevo también la revolución francesa, con 
US bruscas sacudidas conmovió al mundo civili- 
ado, y otra vez se vieron por el momento borra- 
os los limites y fronteras de los Estados, al im- 
ulso de las Águilas vencedoras guiadas por el 
rimer Napoleón, y derrumbados buena parte de 
)S tronos de la Europa, que atónita contemplaba 
Reyes y Príncipes prisioneros ó fugitivos, y á los 
ue aún quedaban libres en riesgo de ser uncidos 
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al carro triunfal de aquel coloso cuya ambición 
no hubiera bastado ¿ satisfacer el dominio de todo 
el mundo. 

En el supremo esfuerzo de los ejércitos repu- 
blicanos primero y luego imperiales, por vencer, 
y el odio profundo con que los aliados pelean por 
no ser sometidos, ó librarse del dominio, hay que 
buscar las causas de la ferocidad que caracteriza 
á las guerras de la primera República francesa y 
del primer imperio Napoleónico, en las que por 
parte de todos campea el más odioso olvido de los 
más elementales principios del derecho de gentes, 
cuyo estudio ya entonces estaba muy divulgado, 
á pesar de lo cual llegó á tales ex Iremos el vértigo 
de destrucción que se apoderó de los combatien- 
tes, que ni las cosas de los aliados fueron por al- 
gunos de éstos respetadas. 

Y es que estos principios del derecho interna- 
cional, según ya hemos indicado, mas que pese 
á su universalidad, y aunque sean unánimemente 
reconocidos, ofrecen cierta consistencia y viabili- 
dad en la paz; pero en la guerra, hasta ahora, 
puede afirmarse que están á merced del más 
fuerte. 

Vencido y á buen recaudo el héroe de la pri- 
mera década del siglo xix, se restableció la paz 
por los tratados de París de 1814 antes del reina- 
do de los cien días, y por el de 1815 posterior á 
él, en cuyo intermedio se celebró el Congreso de 
Viena de 1.® de Noviembre de 1814 á 11 de Junio 
de 1815, en el que después de intentar nueva ni- 
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de la balanza Europea, se fijaron tres 
n porta ntísimos del derecho internacional 
cuales son: la navegación fluvial Ja aboli- 
a trata de. negros, y las categorías de los 
tantes diplomáticos: por lo que este Con- 
L merecido ser considerado como otro 
etapa en la peregrinación laboriosa de 
lerecho. 

irecia asegurada la paz; pero los enci- 
as del siglo xvín por un lado, y por otro 
)res de la Revolución francesa, habían 

ideas que rápidamente se fueron pro- 
con gran amenaza para las instituciones 

á prevenir sus consecuencias corrieron 
Emperadores de Rusia y Austria y el 
^rusia concertando en París en 1815 la 
ianza, mediante una acta cuya finalidad 
sido difícil descubrir sin los tratados 
intes de Aquisgrán, en que se garantizó 
a de la Francia contra cualquier movi- 
Bvolucionario, y de Troppan 1820, Lay- 
íl y Verona 1822, en los que se decretó 
snción en España, Portugal, Ñapóles y 
nte, contra los progresos de la revolu- 
iándose de este modo la política interna- 

1 las intervenciones armadas (1), cuya 
;ia se debe al movimiento revolucionario 



consecuencia de estos tratados fué enviado á EspalLa un 
K>.ooo franceses al mando, del daque de Angulema para res- 
>biemo absoluto de Femando VII. 
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Narrar las diferentes perturbaciones que el 
equilibrio europeo ha sufrido, y los cambios y al- 
teraciones introducidas en los limites impuestos 
á los Estados por el Congreso de Viena, y como 
se ha proclamado la independencia de Grecia, y 
se ha formado el Reino de Italia, el Imperio ale- 
mán y los Estados desligados de Turquía, corres- 
ponde más á la historia política que á la del de- 
recho: Tampoco hace á nuestro propósito disertar 
sobre las amenazas que sobre aquél pesan con 
motivo de los grandes problemas de Oriente y 
Marruecos, puestos constantemente en estudio 
por todas las cancillerías; pero si debemos con- 
signar los grandes progresos realizados por el de- 
recho en el siglo que ha terminado, dando como 
fruto la abolición del corso y fijación de las re- 
glas de la guerra marítima en el tratado de París 
de 1856: el mejoramiento de las condiciones de 
los heridos en la guerra, estatuida por el conve- 
nio de Ginebra en 1864 hecho extensivo á la gue- 
rra marítima por el de París de 1868: determina- 
ción del calibre de los proyectiles explosivos que 
se hace en el convenio de S. Petersburgo del 
mismo año. 

Finalmente el Congreso de Bruselas de 1890, 
libra á la humanidad de la ignominiosa afrenta 
que sobre ella pesaba, consintiendo aun la escla- 
vitud, á lo que hay que agregar los plausibles 
esfuerzos encaminados al mantenimiento de la 
paz y á hacer menos aflictiva la guerra. 

Pero el paso más gigantesco en pro del dere- 
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aternacional se ha dado en la llamada Con- 
cia de la Paz convocada por el emperador 
Lisia y reunida en El Haya, en 18 de Mayo 
79. 

marón parte en ella Alemania, Austria, Hun- 
Bélgica, China, Dinamaca, España, Estados 
)s de América, ídem Mejicanos, Francia, In- 
Ta, Grecia, Italia, Japón, Luxemburgo, 
enegro. Países Bajos, Persia, Portugal, Nu- 
jia, Rusia, Servia, Siam, Suecia y Noruega, 
, Turquía y Bulgaria. 

ruto de esta magna asamblea fué la firma de 
del dicho afío, de tres convenciones relati- 
i primera, al arreglo pacífico de los conflic- 
ternacionalesj la segunda, á las leyes y usos 
guerra terrestre con su reglamento anexo, 
ercera, para la adaptación á la guerra mari- 
de los principios de la Convención de Gine- 
e 22 de Agosto de 1864. 
irmaron también tres declaraciones referen- 
empleo de proyectiles explosivos; al lánza- 
lo de proyectiles y explosivos desde lo alto 
Dbos ó por medios análogos nuevos y al de 
íctiles que tienen por único objeto desarro- 
jases asfixiantes ó deletéreos, la segunda 
3or cinco años. 

5 verdaderamente de lamentar que tan im- 
nte Congreso dejase á resolver, como en su 
final se dice, temas tan importantes como la 
ón del convenio repetido de Ginebra; dere- 
V deberes de los neutros, calibre de los fusi- 
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les y cafiODesde la marina; iimilación de los ar- 
mamentos de mar y tierra; inviolabilidad de la 
propiedad particular en la guerra marltimu^ y 
bombardeo de puertos y ciudades por las fuerzas 
navales. 

No se nos ocultan las dificultades que cada 
uno de ellos encierra para obtener un común 
acuerdo; pero si haremos constar nuestro deseo 
de que tan importante empresa sea de nuevo aco- 
metida con éxito tal que podamos decir que el 
derecho internacional público esté casi codifi- 
cado- 
Grandes son como acabamos de decir los pro- 
gresos realizados por el derecho internacional y 
de esperar es que continúen sin interrupción, 
ya que por fortuna parecen aplazadas esas gran- 
des conflagraciones que hacen acudir al campo 
de batalla á lodos, ó Ja mayor parte de los pue- 
blos, intimamente ligados hoy por una comuni- 
dad de intereses que afectan á todos los órdenes 
de la vida moral y material, lazos de cuya fortale- 
za no es dable dudar, pues como decía Juan Bau- 
tista Vico en su «Ciencia nueva» la comunidad 
de los derechos no puede nacer sino de la comu- 
nidad de intereses, comunidad que puede susci- 
tar en todas las naciones ciertas ideas uniformes 
sobre la necesidad de su sociedad y su utilidad 
para cada uno: y Montesquiun, en el «Espíritu de 
las leyes». El espíritu del Comercio une á las no- 
ciones. Todas las uniones están fundadas sobre 
mutuas necesidades. Dos naciones que nego- 
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cian entre si se hacen mutuamente dependien- 
tes. (1) 

Esta necesidad no sólo ha sido sentida sino 
practicada hoy por todos los pueblos cultos, y ga- 
rantizado su cumplimiento^ además de por la 
creación de grandes uniones internacionales para 
la uniformidad de servicios determinados, por la 
celebración de tratados de comercio, de propie- 
dad industrial y literaria, de extradición, tratados 
que, si no son enteramente uniformes, constituyen 
un verdadero nexo jurídico entre todas las Na- 
ciones. 

Dejaríamos incompleta esta resefla histórica 
si no consagráramos algún recuerdo á los precla- 
ros maestros que han dedicado los esfuerzos de 
su inteligencia á esta importantísima rama de la 
ciencia jurídica, sin que por esto se entienda que 
vamos á hacer un nomenclátor, ni menos un estu- 
dio bibliográfico. 

Igual confusión que en la legislación de los si- 
glos medios existia, por virtud de la cual encon- 
tramos preceptos de derecho político, penal é 
internacional entre los Cánones de los Concilios 
y en algunas decretales de los Papas, existe en 
los escritores de la antigüedad pagana y, más 
tarde, entre los Doctores de la Iglesia católica, de 
los cuales merecen especial mención San Agustín 
en su obra «De civilitate Dei» y Santo Tomás en su 



(i) Cuando escribíamos este capítulo oo habia entallado la guerra 
Ruso Japonesa, ni podía preverse su inminencia. 
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cuál es justa y cuál injusta^ dando consejos atina- 
disinios sobre la manera de hacerla y acerca de la 
conducta que debe observar el vencedor con el 
vencido. 

También Domingo de Sola, como consecuen- 
cia de su arbitraje en el célebre proceso de Bar- 
tolomé de las Casas contra Sepúlveda, escribió 
un libro que tituló «De justitia et jure» condenan- 
do acerbamente la trata de negros. 

En 1548 se imprimió el libro del preboste del 
Ejército Español en Flandes D. Baltasar de Aya- 
la, con el título «De jure officiis belli», tratado el 
más completo de su tiempo. Distingüese en él la 
manera de hacer las guerras cuando son interna- 
cionales y cuando civiles, y si bien, en éstas prin- 
cipalmente, ha sido tildado de gran dureza de 
ideas, debe tenerse en cuenta al criticarle la épo- 
ca y condiciones en que escribía. Por lo demás, 
contiene disposiciones tan acertadas como negar 
que entre los cristianos pueda reducirse á escla- 
vitud á los prisioneros; y no está menos atinado 
al hablar de la inviolabilidad de los embajadores 
y del derecho de embajada. 
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Para terminar con la enumeración de los es- 
pañoles ilustres que en esta época se ocuparon 
del derecho de gentes, citaremos al Jesuila Fran- 
cisco Suárez, el que más científicamente y con 
mayor generalidad, hizo el estudio en su obra 
«De legibus ac Deo legislatore», separando los 
principios naturales del derecho del que tiene su 
origen en las convenciones. 

También por estos mismos tiempos de fines 
del siglo XVI y principios del xvii, Oldendorg y 
Herming, en Alemania, y Conrado Bruno y Pie- 
rino Bello, en Italia, escriben sendos Tratados 
sobre las cosas de la guerra; pero ninguno tan 
importante como losde Alberico Gentile (Genti- 
lis), «De legationibus» y «De jure belli», para 
quien la escuela italiana quiere recabar la gloria 
de ser el fundador de la ciencia del derecho inter- 
nacional. Es indudable que su trabajo es muy 
completo y acertada la tendencia reiterada á se- 
parar completamente los derechos de los pueblos 
déla comunión de Iglesia. 

Pero en el primer tercio del siglo xvii, el 
aflol624, aparece en París el libro inmortal de 
Grocio «De Jure belliet pacis». Es el holandés 
Juan Groot, Grotius por la costumbre de latinizar 
el apellido entonces muy extendida, y hoy cono- 
cido por Grocio, uno de los hombres más fecun- 
dos de su tiempo y que con mayor acierto estudió 
y expuso teorías científicas sobre la aplicación 
del derecho natural al orden individual v so- 
cial. 
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No hemos de alegar en el pleitea seguido entre 
los autores sobre la paternidad de la ciencia del 
derecho internacional. Sin negar la historia no es 
posible reconocer que á Grocio precedieron en el 
tiempo algunos, cuyas obras no fueron por aquél 
desconocidas, singularmente las de Alberico Gen- 
tilis (por más que sea de extrañar que guarde si- 
lencio sobre derechos de los neutrales que éste 
niega); pero lo indudable es que ninguno prece- 
dió, ni igualó á Grocio en el carácter científico 
de sus doctrinas, y buena prueba de ello es el 
gran número de ediciones hechas del citado libro, 
que según el Marqués de Olivart, solamente en 
Alemania y en poco más de un siglo, ascienden á 
47; y. que para explicarlo por hombres doctísimos 
se crearon cátedras en las más famosas Universi- 
dades, pudiendo concluirse que, si no fué el fun- 
dador de tal ciencia jurldico-internacional, fué su 
mejor apóstol, hasta el extremo de que aún hoy 
se le consulta con interés, como indiscutible auto- 
ridad en muchas materias que todavía están en 
el punto en que el gran Maestro las dejó. 

El impulso dado por hombre tan eminente no 
podia perderse en el vacio, y asi lo vemos cons- 
tantemente sostenido por el desarrollo que en el 
mismo siglo xvii y en el xvni obtienen los estudios 
filosóficos y jurídicos, apartándose aquéllos del 
escolasticismo y éstos del derecho romano y canó- 
nico que habían adquirido tal dominio que llega- 
ron á darse al olvido las legislaciones propias y 
originales de la mayor parte de los pueblos la ti- 
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nos. (1) Y cuantos filósofos y jurisconsultos se 
dedican á la consideración del hombre social, y 
luchan por la emancipación de éste mediante el 
reconocimiento de sus derechos dentro de la so- 
ciedad civil, consagran buena parte de sus es- 
fuerzos á regular las relaciones pacíficas ó belico- 
sas de los Estados como miembros de la sociedad 
universal, trabajos que han llevado su inñuencia 
al Estado actual del derecho, y es de esperar que 
su benéfico influjo se deje sentir más en el por- 
venir. 

No nos es posible dar una lista cabal ni apro- 
ximada y menos en ella establecer categorías, 
que para esto sería preciso también poseer una 
suficiencia de que carecemos; por eso nos limita- 
remos á citar á aquellos que en estos últimos 
tiempos han logrado fama universalmente confe- 
sada y autoridad por todos reconocida; Blunschli, 
Lorimer, Calvo, Mancini, Pierantoni, AsserMoy- 
nier, Rollin Jacquemins, Laveleye, Besobranoff 
y Dudley Field, miembros fundadores del Institu- 
to internacional de Bruselas y Philimore, Orlo- 
lan, Ficre, Riquelme, Hefler, Bulmeriney y Ne- 
grin, tratadistas cuyas doctrinas en general son 
dignas de respeto aunque no siempre de servil 
aceptación. 

También, además de por sus enseñanzas, son 



(i) Esto f:ncedió en Castilla, donde el Código de las Partidas, oo 
siendo más que hupletorío, fué el único que se estudiaba y aplicaba; ha- 
ciéndose caso omiso de los Fueros Juzgo y Real, códigos eminentemente 
nacionales. 
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Las opiniones de esta pléyade de sabios^ á fal- 
ta de ley positiva, pues ni como tal puede consi- 
derarse el derecho convencional que solamente 
obliga á las partes contratantes con fuerza de ley 
cuyo cumplimiento queda á merced de la buena 
fe, son la fuente principal en el estudio del derecho 
internacional, tanto para conocer el usual ó con- 
suetudinario como para la decisión de las dudas 
á que la ejecución de los pactos ó convenios pue- 
de dar lugar, teniendo siempre en cuenta la má- 
xima de Pradier Fodere que el derecho real 
debe aproximarse indefinidamente al derecho 
tipo. 

Dejando á un lado los proyectos de codifica- 
ción de Leibnitnitz y Bentham, se han hecho en 
estos d!as varias tentativas con tal objeto como 
las de Blunschli, Dudley Field y Bulmering. Úl- 
timamente ha publicado Fiore un «Derecho inter- 
nacional codificador si bien con la salvedad de 
no ser su pretensión el que pueda inmediatamen- 
te aceptarse, sino un método de exposición. No 
podemos dudar de la sinceridad de su explicación 
ni atribuirla á pretexto que le libre de la critica 
hecha á sus predecesores de traducir en precep- 
tos sus propias opiniones y que sus códigos no 
son la expresión del derecho actual, sino de lo 
que deberla ser según el criterio de sus autores, 
pues así Fiore lo reconoce en cumto á él. 

También se han hecho intentos para codificar 
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las leyes y usos de la guerra con carácter de ob - 
servancia general. 

El primero en la conferencia internacional de 
Bruselas, en 1874, que no fué definitivamente 
acordado por dificultades sobrevenidas entre las 
Potencias que acudieron á la invitación de Rusia, 
pero cuyas conclusiones tienen mucho valor doc- 
trinal, y otro en el Congreso Ibero-Americano ce- 
lebrado en Madrid en 1872. El convenio de El 
Haya y su reglamento no pueden considerarse 
como un código. 

La codificación del derecho internacional no 
puede ser labor de un jurisconsulto, más ó menos 
conspicuo, ni siquiera de un Congreso magno; ha 
de ser obra de los tiempos, mereciendo la aquies- 
cencia general de los Estados aquellos puntos 
parciales en que ya la costumbre, ya la opinión 
unánime en lo fundamental, expresada en los có- 
digos de cada Nación, ya finalmente una imperio- 
sa necesidad generalmente sentida imponga el 
reconocimiento universal de ciertos principios 
como hemos visto que ha sucedido con la libertad 
religiosa, la trata de negros, el trato de los heri- 
dos, la abolición de la esclavitud y la extradición 
de los criminales. La misma abolición del corso 
y reglas de la guerra marítima no han merecido 
aún la anexión de todos los Estados como en su 
lugar se dirá. 

Los principios del derecho internacional, los 
pactos solemnemente contraídos, la costumbre y 
las doctrinas de los escritores, son otras tantas 
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fuentes del derecho y han de servirnos de guias 
en el camino que nos proponemos recorrer; y 
como todos los pueblos han llevado á sus leyes 
privativas preceptos del derecho internacional de 
obligatoria observancia para sus subditos^ los que 
de esta clase están consignados en nuestros códi- 
gos y disposiciones oficiales^ forzosamente han de 
serobjeto de atención preferente por nuestra parte. 
El sistema de estudio del derecho internacio- 
nal público en los escritores antiguos, y bastante 
número de los modernos, es dividir en dos partes 
la materia, tratando separadamente de lo que 
corresponde al tiempo de paz y de lo concernien- 
te á la guerra; otros adoptan distinta línea diviso- 
ria, apartando el derecho internacional terrestre 
del marítimo, habiendo algunos que sólo se ocu- 
pan de una de estas ramas. Nosotros opinamos 
que no siendo todo ello sino los medios en que el 
derecho se realiza, no pueden servir de base á 
una división racional y científica; ésta debe tener 
por fundamento los elementos que integran toda 
relación jurídica y son el sujeto, el objeto y el 
modo cómo la relación se establece, conserva ó 
recobra en caso de perturbación, bien por los 
medios pacíficos, ó por los violentos. 

Del sujeto. — SI Elstado 

PERSONA Ó sujeto del derecho internacional pú- 
blico son los Estados con vida independiente 
y gobierno constituido dentro de su propio territo- 
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, reconocidos y admitidos como tales por los 
nás. 

Fiore en su introducción al derecho interna- 
lal codificado, partiendo del supuesto de que 
a la sociedad humana constituye loque él lia- 
Magna Cioitas (Civitas máxima la llamó 
)lfF), considera susceptibles de personalidad 
írnacional á la tribu nómada que en cualquie- 
órma se relacione con los Estados permanen- 
á los pueblos que constituyen éstos y ¿ quie- 
atribuye libertad para proclamarse indepen- 
íites ó para cambiar de nacionalidad, lo mis- 
que pueden efectuar esto último las personas 
Urales, por cuya razón también pueden ser 
sideradas como personas internacionales, á 
Iglesias y, en general, á cuantas entidade* 
n susceptibles de relación independiente; de- 
iendo de aqui que la ciencia no debe limitar- 
i señalar las reglas que deben gobernar las 
iciones entre los Estados constituidos, sino 
as las que de hecho y de derecho median entre 
lellos que forman parte de la Sociedad in- 
lacional. 

Con sólo decir que no existe tal <cMagna civi- 
í cae por su base toda la argumentación que, 
el pensamiento puesto en un porvenir sofia- 
emplea el ilustre escritor para demostrar có- 
en el derecho internacional son susceptibles 
personalidad cuantos individuos ó colectivida- 
de cualquiera orden puedan relacionarse de 
ho ó de det'echo, siempre que sus relaciones 
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DO puedan ser regidas por intereses meramente 
territoriales. Pero si aquélla llegase á existir, co- 
mo para constituirla seria preciso que las Nacio- 
nalidades se sometiesen á un Poder supremo que 
ejerciese la tutela jurídica, abjurando de una 
parte de su soberanía é independencia, perderían 
ipso f(icto la característica de su verdadera perso- 
nalidad y el derecho internacional su carácter 
propio y peculiar, viniendo á convertirse en una 
ampliación ó extensión del Político, civil, mer- 
cantil, etc; dejarían los Estados de ser personas 
naturales para convertirse en jurídicos y enton- 
ces sí podrían tener el mismo carácter todas 
aquellas entidades á quienes el Poder superior, 
regulador ó tutelar de la «Ci vitas Magna» quisie- 
ra otorgárselo. 

En el estado actual no puede reconocerse per- 
sonalidad á las tribus nómada, bárbara, no porque, 
por salvaje que sea, esté fuera del derecho de la 
humanidad, sino porque no está capacitada paro 
obligarse, pues esta capacidad, en el derecho in- 
ternacional la otorgan la estabilidad, el dominio 
del territorio y el tener gobierno responsable, co- 
mo en lo civil la mayor edad, sana inteligencia ) 
libre voluntad. 

Solamente dentro de un Estado universal en 
que la Nación nada signifique puede admitirse el 
que un pueblo ó provincia tenga libertad para cam- 
biar de soberanía cómo y cuando se les ocurra á 
sus naturales, á la manera como un ciudadano 
cambia de domicilio; pero ni aun en el Estado 
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universal ¿Acaso en el orden administrativo hoy 
vigente se consiente á las villas ó ciudades en 
ninguna Nación cambiar de Provincia, Depar- 
lamento ó Región á su antojo? 

Es indiscutible que la Iglesia Católica tiene y 
debe tener representación internacional pero li- 
mitada á aquello preciso para la realización libre 
de sus fines espirituales; al decir la Iglesia, claro 
es que nos referimos á su Augusto Jefe el Vicario 
de Jesucristo, cuya soberanía espiritual nadie 
puede poner en duda, pero no la plena personali- 
dad, porque carece de medios propios para el 
ejercicio de todos los derechos que ésta lleva apa- 
rejados. 

Lo mismo sucede con otras entidades de ca- 
rácter internacional á las que también se recono- 
ce la representación é independencia necesarias 
para el cumplimiento de su misión. 

La personalidad internacional absoluta sólo es 
atribuiblo á los Estados en las condiciones que al 
empezar dijimos: esto es, independientes, consti- 
tuidos, con dominio territorial y fuerza adecuada 
para hacer valer sus derechos contra la injusticia. 

Por carecer de éstos toda la personalidad que 
quiera darse al individuo estará siempre absorbi- 
do por la del Estado de quien sea subdito, que es 
el llamado por derecho propio á defender los de 
aquél, cuya violación representa la de una rela- 
ción internacional no precisamente por el indivi- 
duo sino por la conculcación de la ley del Estado 
de origen que lo cubre y protege donde quiera. 
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No queremos con esto decir que no deban 
existir reglas de derecho internacional que deban 
aplicarse á las relaciones del individuo, de la Tri- 
bu, de la Iglesia, etc., con un Estado de que di- 
recta é inmediatamente no dependen, y que en 
estas relaciones especificas no puede atribuírseles 
cierta personalidad jurídica ó determinadas facul- 
tades de las que á ella afectan pero la personali- 
dad plena solamente de hecho y de derecho la 
tiene el Estado. 

Aun cuando usamos como sinóminas las voces 
Nación y Estado, existe notable diferencia entre 
una y otra, constituyese aquella por pueblos que 
tienen su origen, costumbre, é idiomas comunes, 
y límites marcados por la naturaleza; mientras 
que la constitución del Estado se basa en la uuí- 
dad del poder, siendo sus límites meramente po- 
líticos y extendiéndose su territorio á todos los 
pueblos sujetos á una misma soberanía. 

Ni la forma de gobierno, ni la religión, ni los 
usos y costumbres existentes en cada Estado son 
obstáculos para poder entrar á formar parle de la 
sociedad internacional. Respecto de los de exis- 
tencia antigua nada hay que decir, pero como ni 
aun hoy es cosa desusada la formación de otros 
nuevos, éstos para ser admitidos en el concierto 
de los pueblos, necesitan ser por éstos reconoci- 
dos^ con cuya formalidad adquieren capacidad 
para el ejercicio de los derechos internacionales. 

Este reconocimiento cuando procede de parle 
del soberano á quien antes estaba sometido el 
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vo Estado como ocurrió con la República de 
a en el tratado de París de 1898^ lleva ¡mpli- 
el de todas las demás; pero como este caso 
s frecuente, sino por el contrario es lo regu- 
¡ue Estado anterior tarde en reconocer el 
vo durante muchos años, de lo que la historia 
ofrece ejemplos muy frecuentes, sin salir de 
uestra en los siglos pasados la independencia 
lolanda y Portugal y en el último la de las 
>nias americanas, los demás Estados sin incu- 
en falta con el antiguo soberano más que 
ido el reconocimiento fuera prematuro, pue- 
hacerlo bien de un modo directo, expreso, 
iante un tratado á este fin, ó una declaración 
unicada á las Potencias, como han hecho los 
dos Unidos y Francia con la nueva República 
Panamá, á pesar de la oposición de Colombia 
uien antes formaba parte, ó bien por modo 
recto mediante el envío de agentes consulares 
^lomáticos, celebración de tratados de comer- 
b en alguna entablando relaciones de las que 
mente pueden existir entre Estados Sobe- 
os. 

ío es preciso que todos los Estados reconoz- 
al nuevo para que se le considere como tal, 
[ reconocimiento, por universal quesea, pri- 
1 desposeído de la facultad de intentar en 
quiera tiempo la reivindicación de los de- 

lOS. 

ís atribución del Jefe del Estado, con inter- 
jión ó no, según las leyes de cada país del po- 
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der legislativo, el reconoGimienlo de todo Estado 
nuevo, sin cuyo requisito los Tribunales no pue- 
den hacer aplicación de las leyes de éste. 

En orden al derecho internacional los Estados 
se dividen en independientes, federados y confe- 
derados, Estados unidos con unión personal, y 
unidos con unión real. Libres y protegidos. Sobe- 
ranos y semi soberanos ó feudatarios. 

a) Son Estados independientes, soberanos y 
libres los que tienen una sola representación poli* 
tica é internacional. 

b) Estados Federados los que conservando 
mayor 6 menor independencia en la política inte- 
rior, en la exterior tienen una sola representación 
ejercida por un poder central como los Estados 
Unidos de América y la República de Suiza. 

c) Estados confederados los que sometidos á 
un Imperio Soberano, conservan personalidad en 
sus relaciones exteriores entre si y con los demás 
pueblos conforme á su constitución, como el Im- 
perio alemán. 

d) Estados unidos con unión personal se lla- 
man aquellos que recayendo la soberanía en una 
sola persona conservan en todo lo demás, y desde 
luego en sus funciones internacionales, la perso- 
nalidad propia de cada Estado. Esta clase de 
Unión tuvo importancia en la antigüedad. 

e) Estados unidos con unión real son los que 
bajo una sola soberanía conservan su individuali- 
dad en lo político pero no su representación in- 
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ternacional, tal sucede con Inglaterra, Escocia é 
Irlanda y con Austria y Hungría. 

f) Llámanse Estados protegidos aquellos que 
por su debilidad para sostener sus relaciones ex- 
teriores confian su representación á otro Estado 
que se llama Protector y que es el que interviene 
por su protegido en cuanto se refiere á la política 
exterior, siendo nulos cuantos actos realice en 
este orden, mientras subsista la protección. En 
este caso se encuentran muchos de los Estados 
del Congo. 

Finalmente daré el nombre de Estados semi 
sobeíanos, feudatarios ó vasallos, á aquellos que 
renuncien á favor de otro á una parte de su sobe- 
ranía: mientras la renuncia se refiere á derechos 
inherentes al Gobierno interior no sufre menos- 
cabo su personalidad; pero sí la pierden por 
completo, si la renuncia se hace de los derechos 
internacionales convirtiéndose desde el momento 
en Estados protegidos. 

Las Colonias aun cuando tengan concedida la 
mayor autonomía administrativa carecen de per- 
sonalidad en el derecho internacional. 

Otra situación anormal en la vida interior de 
las Naciones y que puede suscitar dudas entre los 
demás, sobre la personalidad, es la existencia de un 
poder de hecho pero no de derecho, y el encon- 
trarse en guerra civil. 

Nosotros en el corto espacio de 16 años he- 
mos atravesado dos: el primero desde la revolu- 
ción de Septiembre de 1868 hasta la proclama- 
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ción de D. Amadeo I; y el segundo desde el golpe 
de Estado del General Pavía hasta la restauración 
de la Monarquía en la persona de Alfonso XII, 
períodos de interinidad política en los que el Go- 
bierno funciona de hecho sin verdadera base ju- 
rídica para hacerlo, mas como por esto el Estado 
no puede perder su personalidad muy por encima 
de los accidentes políticos, ni suspenderse la vida 
de relación con los demás, éstos aceptan el Go- 
bierno de hecho como si fuera de derecho á cam- 
bio de que los actos que realice, como á quien 
obligan es á la Nación y no al Gobierno, sean 
respetados y cumplidos por el que legítimamente 
se constituya. 

Otra situación anormal en la vida interior 
de un Estado y que puede afectar á la vida inter- 
nacional, es el de encontrarse en guerra civil y 
que ésta haya tomado tales proporciones que los 
insurrectos dominen parte importante del territo- 
rio, en la que pueden estar comprendidos intere- 
ses materiales de subditos de distintos países, y 
ejerzan actos de soberanía. 

Bien se comprende que en estas condiciones 
los Estados no pueden mirar impasibles el fin de 
la lucha y que están obligados á tomar las medi- 
das conducentes á garantizar las personas y bie- 
nes de sus subditos existentes en el teatro de la 
guerra, pero sin intervenir directamente en el re- 
sultado de la contienda. 

Estas medidas consisten, en primer término, 
en el reconocimiento de la beligerancia con todos 
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los derechos á ello anexos, lo cual si no es un re- 
conocimiento expreso de personalidad jurídico- 
internacional, sí lo es tácito; pues aun cuando no 
traspasen los limites de la neutralidad, por esto 
sólo, á los efectos de la guerra, les otorgan los 
mismos derechos que al Gobierno legitimo ó 
constituido, y es un acto preparatorio para el re- 
conocimiento de la independencia: resultando por 
el primero obligados los rebeldes á todo aquello á 
que la guerra obliga á los beligerantes con res- 
pecto á las personas y bienes de los neutros. 

Para que pueda reconocerse la beligerancia es 
preciso: — Que los insurrectos hayan adoptado una 
forma de Gobierno, y con arreglo á ella estable- 
cido su poder. — Que á la zona dominada por ellos 
no llegue en forma eficaz la acción del Gobierno 
á quien combaten. — Y que en el país dominado 
por la rebelión haya plazas fuertes, fronterizas de 
importancia comercial, ó puertos de exportación 
é importación. 

Todo reconocimiento de beligerancia hecho 
sin estos requisitos es prematuro. 

Por este acto de una ó más Potencias, á nada 
resulta obligado el poder legítimo, que puede 
continuar aplicando á los rebeldes el trato corres- 
pondiente con arreglo á las leyes interiores del 
país, y, si llega á dominarlos, tampoco tiene que 
guardar consideración alguna á los pactos entre 
aquellos y sus enemigos y aun cuando hubieran 
logrado que se les reconociera la independencia, 
porque todo debe volver al estado anterior á la 
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guerra, y los contratos de los revolucionarios no 
obligan al Gobierno legítimo, al contrario de lo 
que sucedería triunfando la revolución, á cuyo 
gobierno obligan sus propios contratos y los ante- 
riores del Estado cuyo poder conquista. 

Finalmente, si termina la guerra por la foi- 
mación de un nuevo Estado desmembrado de la 
anterior soberanía, salvo lo que se estipule en los 
tratados no está aquél sujeto al cumplimiento de 
ninguna de las obligaciones contraídas por el So- 
berano de quien acaba de emanciparse, pudiendo 
contraer las que quiera en completa libertad. En 
cambio el Estado antes dominante está obligado 
á cumplir todos los pactos realizados por él, aun 
cuando en garantía de ellos figurasen cosas ó ser- 
vicios de los territorios perdidos. 

Esta teoría tiene grandísima importancia en 
lo relativo á las deudas públicas, y en armonía 
con ella España reconoció y paga la deudas lla- 
madas coloniales, aun después de perdidas las 
colonias, no sólo porque el crédito y buen nom- 
bre de una Nación exige que no se aplique á este 
género de contratos los principios del derecho ci- 
vil sobre el crédito hipotecario, sino que debe 
considerarse como perdida la prenda y subsisten- 
te la obligación personal, salvo pacto en contrario. 

Hay además otra razón de moralidad, y es que 
la deuda, aun cuando se adquiriese en beneficio 
inmediato del territorio ó colonia emancipada, 
lo fué en el mediato del Estado contrayente, y 
mientras éste conserve su personalidad debe res- 
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pondep de ella y no el nuevo Estado que carecía 
de personalidad cuando la obligación se contrajo. 
Estos Estados asi formados son los que, como 
hemos dicho, necesitan de la formalidad del re- 
conocimiento en los términos expuestos. 

Dereclios inmanentes del Bstado 

LÁMANSE derechos inmanentes del Estado aque- 
llos que, derivándose de su misma naturale- 
za, son de tal modo necesarios para el ejercicio 
de la soberanía que la falla de cualquiera de ellos 
implicarla la pérdida de ésta, y por tanto la de la 
personalidad jurídica internacional. 

Estos derechos, que también se llaman funda- 
mentales, son inviolables é inalienables, y cual- 
quiera atentado contra ellos se considera como 
casas belli. 

Constituyen estos derechos:— :Los de autono- 
mía. — Independencia. — Libertad é igualdad. — 
Imperio y Jurisdicción y Representación. 

En virtud de estos primordiales derechos pue- 
de un Estado desenvolver su actividad en el inte- 
rior, sin más limitaciones que las naturales para 
que la libertad de cada uno coesista con la libertad 
de los demás, ó las que nazcan de las reglas ge- 
nerales del derecho ó de las particulares estable- 
cidas en los tratados ó convenios. 

Así todo Estado es absolutamente libre para 
darse la organización política y forma de gobier- 
no que estime conveniente, y organizar sus pode- 
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res ejecutivo, legislativo y judicial; dictar y pro- 
mulgar sus leyes, lo mismo las que afectan á los 
naturales exclusivameete, que aquellas cuya ob- 
servancia pueda obligar á los extranjeros siempre 
que á éstos no se niegue capacidad jurídica en lo 
civil; puede decretar impuestos y adoptar las me- 
didas oportunas para la defensa de sus intereses 
fiscales, estableciendo aduanas y gravando las 
mercancías/ la estancia, carga y descarga de los 
buques en sus puertos, y para la de la salud pú- 
blica imponer medidas sanitarias como acordó- 
namientos, cuarentenas, lazaretos, etc., y con to- 
da independencia organiza el Estado sus ejércitos 
de mar y tierra, adopta armamentos, fortifica sus 
costas y fronteras, moviliza aquéllos dentro del 
territorio nacional, y puede prohibirla entrada en 
él no solo de toda fuerza armada, sino de cual- 
quiera particular cuya permanencia en él consi- 
dere peligrosa y expulsarlos por igual motivo. Ni 
los mismos Soberanos pueden pasar las fronteras 
de un Estado sin permiso de éste, ó menos de 
perder sus derechos como tales. 

También ejerce la plena jurisdicción, crimi- 
nal, civil y administrativa, sobre todo lo que está 
sujeto á su soberanía por razón de las personas, 
de las cosas ó por el principio de extraterritoriali- 
dad, que á su vez limita la jurisdicción é Imperio 
del Estado en cuanto ¿ las personas ó cosas 
pertenecientes é otro, en lo que les ampara di- 
cha ley. 

Por esto ningún Estado puede ejercer en el 
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territorio de otro, ni en aquellos medios que son 
de uso común á todos, acto alguno que implique 
dominio, posesión ó imperio, que no esté autori- 
zado por los tratados ó por la costumbre recípro- 
ca; pues lo contrario sería atentar á su integridad; 
ni imponerle determinada forma de gobierno, ni 
sistema alguno politice, religioso ó social porque 
esta intervención, de la que luego hablaremos, es 
contraria á la autonomía é independencia de los 
Estados. 

Todos son jurídicamente iguales sin que las 
desigualdades de hecho consientan que el Estado 
más poderoso sea superior al más débil en las 
relaciones internacionales. 

Para el sostenimiento de éstas le es indispen- 
sable el derecho de representación. 

Esta no es sólo personal; tan respetable, tan 
preciada, ó más aún, es la simbólica, la bandera 
emblema sagrado de la patria. Ella personifica 
todo su poder, toda su gloria, y donde quiera que 
ondea, legítimamente arbolada, en los más igno- 
rados continentes ó en los mares más lejanos, con 
ella está la Nación toda, cuya es la enseña. Ella 
guía á los ejércitos á la victoria y cubre al marino 
en los mares solitarios; por su honra muere el 
soldado sonriendo á la gloria inmortal, y por más 
glorificarla acomete el héroe las hazañas legen- 
darias que inmortalizan su nombre. 

¿Qué mucho, pues, que si todos tributamos 
religioso culto á tan frágil símbolo exijamos á los 
demás el más profundo respeto para él? Asi no es 
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de extrañar que cualquiera manifestación de me- 
nosprecio, el menor insulto al pabellón, sea ofensa 
que sólo con la guerra se redima cuando no se 
obtienen cumplidas satisfacciones del agravio, 
las que se exigen aun á ios pueblos bárbaros, 
llegándose hasta á imponer el más solemne saludo 
como desagravio. 

Oe la intervención 

DE lo expuesto en el capítulo anterior se des- 
prende que ningún Estado puede mezclarse 
en los asuntos de orden interior del otro sin atentar 
á su soberanía y á su independencia, y sin atri- 
buirse superioridad respecto de él que no admite 
la igualdad que entre todos existe. 

Eiste derecho individualista de la no interven- 
ción está condicionado y limitado por las exigen- 
cias de la vida común de las Naciones expuestas 
á sufrir en la normalidad de su vida y en sus in- 
tereses perturbaciones y quebrantos reflejos del 
estado anormal de alguna, lo que el derecho de 
propia defensa y hasta el de utilidad de los más 
les obliga á evitar, ó contener dentro de ciertos 
limites, pasados los cuales resultaría justificado 
que impusieran su autoridad y fuerza para el res- 
tablecimiento del equilibrio perdido. 

De donde se deduce que, si en la vida ordina- 
ria de un Estado la intervención es un atropello 
de sus legítimos derechos, pueden justificarla cir- 
cunstancias extraordinariast 4 
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»s autores, pocos en número pero 
cuentan tan notables como Martens 
uo pretenden elevar á la categoría 
ervenir en determinados casos, 
eemos que siendo el derecho á la 
1 consecuencia legítima de los na- 
'tad, igualdad é independencia de 
o puede oponérsele otro derecho, 
ion fundado á su vez en otros dere- 
laturales como son los de legitima 
ica utilidad; y que la necesidad y 
de ejercitarlos ó renunciar á su 
puede ser apreciada por los propios 
;ún las circunstancias. 

como un deber, sobre que no 
le lo regule y exija, podría conver- 
nstante amenaza para los Estados 
biles, por lo que debe reconocerse 
10 una excepción á aquel derecho 

una necesidad social nacida de la 

1 Estado intervenido para dirigir 
í su fin propio, y por cuya impoten- 

los demás Estados la realización 
n general. 

en cuya política trate de intervenir 
onerse á ello por la fuerza de las 
ién las demás Potencias si conside- 

lugar á la intervención ó que pue- 
1 perjuicio de sus intereses. 

siglo pasado tuvo este problema 
iportancia merced á la política ini- 
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ciada por la Santa Alianza que verdaderamente 
no tenia más objeto real que combatir las ideas 
liberales que amenazaban concluir con el impe- 
rio absolutista y hacían tambalearse á los tronos 
seculares. Tan peligrosa consideraron los ameri- 
canos la política de la Santa Alianza^ que por lo 
que pudiera afectar á los Estados del otro lado del 
Atlántico, opuso Monroe el más terminante veto 
en su mensaje al Congreso Americano en 1823, 
en el que decía que consideraría como un acto 
de hostilidad para con los Estados Unidos cual- 
quiera tentativa de los gobiernos Europeos que 
tendiese á oprimir á alguno de los Estados ame- 
ricanos cuya independencia hubiese sido recono- 
cida solemnemente por aquéllos, y añade, que 
por el estado de cultura á que habla llegado el 
territorio americano, no era susceptible de colo- 
nización por parte de gobierno alguno del viejo 
continente. Esta es la doctrina que sintetizada en 
la frase de «América para los Americanos», ha 
inspirado la política internacional de los Estados 
Unidos que tantas amarguras ha costado á nues- 
tra patria. 

Las intervenciones más importantes han sido, 
además de la de los cien mil hijos de San Luis en 
España en favor de Fernando VII, que lodos co- 
nocemos, la de Inglaterra en 1825, en favor de 
D.* María de la Gloria de Portugal, la de 1827 
por Rusia, Inglaterra y Francia contra Turquía, 
en favor de la Independencia de Grecia, la de las 
Naciones católicas, en que también tomó parle 
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Ispaña, en favor del Papa en 1848, la de 1861 en 
léjico, empezada por Inglaterra, España y Fran- 
ia, y en la que las primeras dieron por termina- 
a su misión en virtud del convenio de la Sole- 
ad; y finalmente la de las grandes potencias en 
hiña en el último año del siglo, hecha con ge- 
eral aplauso de todos los pueblos civilizados. 

Veamos ahora las causas que pueden motivar, 
istificar y hasta hacer necesaria la intervención, 
requisitos que han de llenarse. 

Desde luego es preciso que se haya alterado 
i paz en el Estado objeto de la intervención, pero 
o por una revolución pasajera ni por una guerra 
ivil en que los combatientes peleen guardando 
js leyes del derecho de gentes, á menos que el 
uxilio sea reclamado por el gobierno legítimo, ó 
[ue habiéndosele ofrecido lo acepte; es preciso 
[ue la guerra tenga carácter sanguinario y cruel, 
• que por parte de los rebeldes no se respeten los 
lerechos de los extranjeros ó sus bienes y el go- 
bernó carezca de fuerza para ampararlos; tam- 
bién que haya fundados temores de que las ideas 
evolucionarías puedan alterar la paz de otros Es- 
ados. 

Podría invocarse como causa legítima de inter- 
rención el que la larga duración de una guerra 
íivil perjudicase notablemente los intereses co- 
nerciales de los demás pueblos, pero siempre 
lebe la intervención ser á favor del poder consti- 
uído: un solo caso encontramos en que pudiera 
ustiñcarse en favor de los rebeldes y es, cuando 
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dominando éstos la mayor parte del país, en la 
sometida al gobierno legitimo reinase una anar- 
quía repugnante al derecho de gentes. 

En todo caso la intervención ha de ser desin- 
teresada, y es preferible la colectiva ó sea la que 
se ejerce por acuerdo de varias potencias, debien- 
do cesar obtenido que se.i el fin que la motivó, ó 
sea el restablecimiento de la paz y el imperio del 
derecho; sin que sea lícito como consecuencia de 
aquella la desmembración del Estado intervenido, 
porque tal resultado haría presumir lógicamente 
que éste había sido el verdadero móvil del que in- 
tervino. 

Como toda intervención armada ocasiona gas- 
tos, éstos debe pagarlos el Estado intervenido, á 
no ser que pacten otra cosa las naciones que 
acuerden la operación; si la solicitó ó la aceptó, 
no cabe duda; y si le fué'impuesta, como reportó 
el beneficio, justo es que pague el costo. Negarse 
motivaría una guerra, y como consecuencia de 
ella tendría que pagar mucho más. 

Además de la intervención armada existe otra 
que pudiéramos llamar fiscal y consiste en que 
una ó más potencias intervengan parte de las 
rentas de un Estado. Esto puede tener lugar para 
el cobro de una indemnización de guerra, cuya 
acción va generalmente apoyada, por lo menos 
durante algún tiempo, por un ejército de ocupa- 
ción, ó también para obligar al pago de las obli- 
gaciones contraídas con el extranjero, ó deuda 
exterior como la llaman los hacendistas. 
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Este último caso no es frecuente, pues supon- 
dría una inconcebible desorganización en la ha- 
cienda pública, que todo gobierno procura evitar; 
porque llegado el momento en que los demás Es- 
tados se creyeran obligados á exigir de un tercero 
el cumplimiento de sus compromisos financieros, 
ó á falta de ello intervenir su administración, se- 
ría el primer paso para otras más graves deter- 
minaciones. 

Jefes de ESstado 

PARA que los estados vivan la vida internacio- 
nal necesitan encarnar su personalidad me- 
diante la representación que por derecho propio 
corresponde á los Jefes. 

La misma igualdad que hemos sentado, gozan 
ante el derecho internacional todos los Estados 
independientes, se trasmite á sus representantes 
natos, si bien en cuanto á honores y precedencia 
en los actos oficiales disfrutan mayores y obtienen 
ésta los Jefes de aquéllos Estados más poderosos 
y que más importancia tienen en la política inter- 
nacional, siempre dentro de cierto orden preesta- 
blecido. Así es que la misma alteración que en el 
orden de los tiempos ha sufrido el poder de los 
pueblos se ha trasmitido á la precedencia de sus 
Soberanos, siendo además el único punto del de- 
recho internacional en que tiene alguna influen- 
cia la forma de gobierno. 

En los tiempos en que los Reyes no eran sola- 
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mente la representación del Estado sino que se 
consideraban como el Estado mismo^ tuvieron 
grandísima importancia estos puntos de honores 
y precedencias, hasta el extremo de dar ocasión á 
serios conflictos; pero hoy, con espíritu más posi- 
tivo y práctico, relega nse á lugar muy secundario 
estas cuestiones previéndolas para que no se sus- 
citen, y, si llega el caso, procurando resolverlas 
en la mejor armonía, y hasta en último término 
cediendo á las pretensiones poco justificadas con 
la reserva de que el acto no sirva de precente ni 
establezca jurisprudencias pero nunca se supedita 
¿ aquéllas la consecución del fin qne se persigue. 

Disfrutan de honores reales los Emperadores 
y Reyes y aquellos Presidentes de Repúblicas que 
por la importancia ó la antigüedad de los paises 
que gobiernan los tenían atribuidos; en la actua- 
lidad solamente son tres las Repúblicas, Francesa, 
de los Estados Unidos y Confederación Helvética. 
También al Soberano Pontífice se le tributan 
iguales honores. 

En cuanto á la precedencia, en las naciones 
católicas se da siempre al Jefe supremo de la 
Iglesia al que siguen los Emperadores, luego los 
Reyes y Presidentes de las Repúblicas con hono- 
res reales y en último lugar los Jefes de los de- 
más Estados. 

En las visitas que mutuamente se hacen los 
Soberanos, por cortesía y cumplimiento á los de- 
beres de hospitalidad, se cede siempre la prefe- 
rencia al extranjero. 
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Todas estas reglas son de más interés para el 
liplomático que para el jurisconsulto, (1) por cu- 
a razón renunciamos á ocuparnos más de ellas, 
lasando á tratar de algo más esencial desde el 
lunto de vista jurídico, ó sea de la inviolabilidad 
extraterritorialidad de los Soberanos. 

La inviolabilidad garantiza la absoluta seguri- 
lad personal del Jefe de Estado en país extranje- 
o haciendo inmunes su personalidad y domicilio, 
íov lo que la inmunidad se divide en personal y 
eal; para asegurarla se toman las mayores pre- 



(i) Aun entendiendo que el formalismo que en su trato privado y 
ficial emplean los Jefes de Estado en sus relaciones entre sí, no corres- 
onde al estudio del derecho y sí al de la diplomacia» y que cada día es 
lenor la importancia que estos detalles tienen y, por consecuencia, menor 
i atención que debe prestárseles, hasta el punto de estar convencidos de 
ue lo que observa J. de Marteus, de haber sido una de las causas de la 
uerra de Crimea el haber tratado el Emperador de Rusia al de Francia 
e Monsteur y no de Mon frcre, hoy difícilmente se repetiría, vamos á 
ar una ligera idea de este ceremonial. 

Los Emperadores y Reyes en su correspondencia privada no tienen 
ue someterse á regla alguna: en la Oñcial dánse el tratamiento de herma- 
os, y cuando se dirigen á los Presidentes de Ref>ública emplean, por lo 
eneral, el encabezamiento de grande y querido ó buen amigo, valiéndose 
e las cartas de cancillería ó de las de Gabinete 

Además de en el tamaño del papel y sello, se diferencia en que aqué- 
os van refrendados por el Canciller (Ministro de Relaciones exteriores) y 
ntiguamente se u^aba en ellas del llamado título grande de Rey ó sea c] 
xpresivo de todos los dominios y señoríos del soberano: hoy solan-ente se 
mplea para contestar al que lo usó. £n los demás documentos diplomáti- 
os, ni en Congresos, Conferencias, ni tratados lo vemos usado, porque 
ealmente resulta ec la mayoría de los casos bastante arcaico, como puede 
erse por el del Rey de Espafla, tal como lo vemos en el Marqués de Oli- 
ar, aun otorgando á algunos de los títulos una signiñcación meramente 
leráldica. 
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cauciones, no sólo cuando un Soberano va á resi- 
dir temporalmente á un pais extranjero, sino 
cuando con cualquier motivo lo atraviesa; pre- 
cauciones que si siempre han tenido razón de ser, 
hasta por interés del propio Estado que las adop- 
ta, hoy hacen preciso extremarlas las tenebrosas 
maquinaciones de los anarquistas. 

Cualquiera atentado de que pudiera ser victi- 
ma un Jefe de Estado en el territorio de otra Na- 
ción daría lugar á reclamaciones, hasta dejar jus- 
tificado que no habla habido omisión ó descuido, 

DON ALFONSO XIII 

Por la gracia de Dios y de la Constitucióo, Rey de Espafia, Rey de Cas- 
tilla, de León, de Aragón, de las dos Siciliasi de Jerusalén, de Na- 
varra, de Granada, de Toledo, de Valencia, de Galicia, de Mallorca, 
de Menorca, de Sevilla, de Cerdeña, de Córdoba, de Córcega, de 
Murcia, de Jaén, de los Algarbes, de Algeciras, de Gibraltar, de las 
Islas Canarias, de las Islas Orientales y Occidentales, Islas y Tierra 
firme del mar Océano, Archiduque de Austria, Duque de Borgofla, 
de Bramante y de Milán, Conde de Habsburgo, de Flandes, del Tirol 
y de Barcelona, Señor de Vizcaya y de Molina. 

Generalmente se emplea el título pequeño que es, no más, el primer 
inciso del grande. La correspondencia autógrafa, no representa más que 
ana atención muy digna de estima. 

Algo parecido ocurre con los saludos en navegación ó puerto entre los 
buques de guerra de distintos países ó entre ellos y la Plaza, reglamenta- 
dos hoy sobre la base de la mas estricta igualdad y reciprocidad, habiendo 
desaparecido las antiguas pretensiones de supremacía y exigencia de salu- 
dos, en algo humillantes, que en más de una ocasión dieron lugar á verda- 
deros combates, y al presente tan sólo, en caso de omisión ó devolución no 
adecuada, motivarían una queja ó reclamación que terminaría, seguramen- 
te, con la promesa de corregir al supuesto infractor de las reglas comun- 
mente observadas. 
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se ponian en juego los medios más eficaces 
el castigo de los culpables. 
3s Códigos de todos los pueblos cultos casti- 
on penas severisimas estos delitos contra la 
labilidad de los Soberanos extranjeros, penas 
gas en todas las legislaciones, pues la reci- 
dad es en derecho internacional un principio 
rsalmente consagrado y practicado, como 
diatamente veremos. 

uestro Código penal de 1870 califica los he- 
de que nos ocupamos como delitos contra el 
ho de gentes, preceptuando: 
^rt. 153. El que matare á un Monarca ó 
le otro Estado, residentes en E^afía, será 
jado con la pena de reclusión temporal en su 
) máximo á muerte. 

I que produjere lesiones graves á las mismas 
lias, será castigado con la pena de reclusión 
oral, y con la de prisión mayor si las lesio- 
aeren leves. 

n la última de dichas penas incurrirán los 
;ometieren contra las mismas personas cual- 
a otro atentado de hecho no comprendido en 
irrafos anteriores, 
rt. 154. El que violare la inmunidad per- 

ó el domicilio de un Monarca ó del Jefe de 
Estado, recibidos en España con carácter ofi. 
) el de un representante de otra potencia, se- 
stigado con la pena de prisión correccional, 
uando los delitos comprendidos en este ar- 
) y en el anterior no tuvieren señalada una 
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penalidad reciproca en las leyes del pais á que 
corresponden las personas ofendidas, se impondrá 
al delincuente la pena que sería propia del delito, 
con arreglo á las disposiciones de este Código, si 
la persona ofendida no tuviese el carácter oficial 
mencionado en el párrafo anterior.» 

El que acabamos de transcribir puede servir 
como modelo de proclamación del principio de 
reciprocidad. 

Consiste la extraterritorialidad en la exención 
de que gozan los soberanos de no ser juzgados 
criminal ni civilmente por actos realizados como 
tales Jefes de Estado en territorio extranjero. Es 
decir, que fuera de sus dominios conservan igua- 
les derechos que si estuvieran en ellos. 

El fundamento de este derecho no es, como 
algunos suponen, la ficción legal de que el Sobe- 
rano que está en país extrafto debe considerárse- 
le como si no estuviera, sino el principio de igual- 
dad entre todos los pueblos y, por ende, entre sus 
representantes natos, por virtud del cual ninguno 
puede ser juez del otro, porque la facultad de juz- 
gar implica imperio y sumisión, ideas que no 
caben entre iguales. 

Para que los jefes de Estado gocen de la ex- 
traterritorialidad, se necesita: — Que viajen con 
tal carácter. — Que su estancia ó tránsito haya sido 
autorizada por el Soberano en cuyos dominios se 
encuentren. -Y que en los actos en que pretenda 
alegarla excepción de extraterritorialidad, haya 
procedido como tal Jefe de Estado, 



Digitized by LjOOQIC 



60 JEFES DE ESTADO 

S/>W^->-/->^.^ Nw^S- >.^^N/ \-/^v^' \ 

En su consecuencia, viajando de incógnito no 
alcanza el privilegio á los actos realizados antes 
de descubrirse, ni á los contratos que haya cele- 
brado como particular, ni á ninguno, si su estan- 
cia no ha sido debida y formalmente autorizada. 

No goza ningún soberano del derecho de ex- 
traterritorialidad por razón de los bienes de su 
patrimonio particular que pueda poseer en país 
distinto del suyo, y la pierde siempre actuando 
como demandante ante tribunales extranjeros, 
porque este acto de sumisión implica la renuncia 
de los derechos de soberanía en este punto con- 
creto. 

También pierde el privilegio, y hasta puede 
ser reducido á prisión, el Soberano que comete 
actos de hostilidad contra la Nación en cuyo te- 
rritorio se encuentra, ó si penetrare en él una vez 
declarada la guerra, pero si esta declaración ocu- 
rriere después de hallarse en aquélla, sólo hay de- 
recho á expulsarlo, y aun á conducirlo á la fron- 
tera con la conveniente custodia para garantizar 
su seguridad personal, si invitado á abandonar el 
territorio no lo hiciere en el plazo que se le se- 
ñale. 

La extraterritorialidad no faculta al que de 
ella goza para el ejercicio de jurisdicción alguna 
criminal ni civil, no ya sobre los subditos suyos 
residentes en el Estado que visita, ni aun sobre 
las personas de su séquito; solamente puede ejer- 
cer la disciplinaria; lo contrario serla atentar con- 
tra la Soberanía del Estado donde se hubieran 
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cometido los delitos ó celebrado los contratos cuyo 
juicio se atribuyera; único caso de excepción es 
el de delitos que, adenfíás de por personas del sé- 
quito, se hubieren cometido en el domicilio del 
Soberano y contra otros subditos de éste, en cuyo 
caso habría lugar á aplicar otros principios de 
derecho. . 

Los individuos de la familia real sólo gozan 
de este privilegio cuando acompañan al Jefe de 
ella. También lo disfrutan los Regentes que ejer- 
cen la soberanía en nombre del menor, ausente ó 
incapacitado. 

Hemos estudiado á los Jefes de Estado en sus 
relaciones con los demás, y ahora trataremos de 
los derechos y deberes á ellos correspondientes 
para realizar sus funciones en orden al derecho 
internacional. 

Corresponde á los Soberanos la dirección de 
la política internacional en la paz y en la guerra; 
nombrar á sus representantes diplomáticos ó con- 
sulares en el extranjero, y ratificar toda clase de 
tratados. Estas atribuciones, en las Monarquías 
puras, no tienen limitación alguna; pero en los 
gobiernos representativos se hallan condicionadas 
por las leyes fundamentales de cada país, por lo 
que al llegar aquí parece que debiera dejarse su 
estudio al del derecho político, mas consideramos 
que para el perfecto conocimiento del internacio- 
nal es imposible dejar de hacerse cargo de las re- 
glas á que, entre nosotros, está sujeta la suprema 
representación de la Patria. 
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La Constitución de la Monarquía Espaftola 
promulgada en 30 de Junio de 1876, enumerando 
en el art. 54 las atribuciones del Rey, dice: 

«Cuarto. — Declarar la guerra, hacer y ratificar 
»la paz, dando después cuenta documentada ¿ las 
»Cortes. 

»Quinto. — Dirigir las relaciones diplomáticas 
v>y comerciales con las demás potencias». 

Completa la doctrina constitucional en punto 
al derecho público externo, el art. 55 que precep- 
túa lo siguiente: 

«El Rey necesita estar autorizado por una ley 
»especial: 

»1.** Para enagenar, ceder ó permutar cual- 
»quiera parte del territorio espaftol. 

»2.** Para incorporar cualquiera otro terrilo- 
»rio al territorio español. 

»3.^ Para admitir tropas extranjeras en el 
»Réino. 

»4.^ Para ratificar los tratados de alianza 
»ofensiva, los especiales de comercio, los que esti- 
»pulen dar subsidios á alguna potencia extranjera 
»y todos aquellos que puedan obligar individual- 
»mente á los españoles. 

»En ningún caso los artículos secretos de un 
»tratado podrán derogar á los públicos». 

Parece completamente opuesto á los principios 
que informan el régimen representativo, dejar al 
arbitrio del Rey las funciones de gobierno más 
graves de cuantas pueden ejercitarse, porque lo 
mismo al declarar la guerra que al hacer la paz 
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puede comprometer, y de hecho compromete, 
todos los intereses de la nación; pero ello está 
fundado en una ley de necesidad superior á loda^ 
las teorías y principios, porque ni las Cortes están 
siempre reunidas, ni hay términos hábiles de 
convocarlas con la perentoriedad que una decla- 
ración de guerra exige, ni conviene preparar al 
enemigo y darle lugar para armarse, movilizar 
sus ejércitos y escuadras, y acumular elementos 
y medios de ataque y defensa. 

Además las discusiones de las Cámaras son 
generalmente largas, y no siempre el patriotismo 
ahoga la voz de las pasiones políticas, y esto y el 
mucho pesar el pro y el contra, podría hasta lle- 
gar á influir en la moral de las tropas que deben 
combatir con el entusiasmo que presta el conven- 
cimiento de la justicia de la causa y la seguridad 
de la victoria, entusiasmo que fijamente merma- 
ría si aquélla se ponía en duda, y podría conver- 
tirse en desaliento haciéndoseles saber la supe- 
rioridad numérica del enemigo ó de sus arma- 
mentos. 

Como se ve, toda discusión anterior á la de- 
claración de la guerra es imposible, y la posterior 
inútil. 

Tampoco para hacer la paz puede exigirse au- 
torización previa porque la oportunidad la impo- 
ne el estado de la guerra, y las condiciones son 
consecuencia del resultado de ella, por lo que no 
debe dejarse resquicio alguno, como acertada- 
mente lo hace nuestra Constitución^ para que pu- 
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dieran suscitarse obstáculos á la ratificación. La 
obligación de dar cuenta documentada á las Cor- 
tes se explica, no sólo porque el país debe conocer 
todas las circunstancias que han concurrido á la 
conclusión de la paz, sea con condiciones favora- 
)les ó adversas, sino también para que en todo 
:aso esa publicidad sirva de estímulo á loscomi- 
iionados para negociarla. 

Según el núm. 5.® del art. 54 que nos ocupa, 
5S también atribución de la Corona dirigir las re- 
aciones diplomáticas y comerciales con las demás 
potencias; dirección que puede hacer extensiva 
lasta la conclusión de los tratados y ratificación 
le aquellos que, como los de alianza de/ensioa, 
extradición, propiedad industrial ó literaria y 
cualesquiera otros, no están taxativamente con- 
signados en el art. 55 de la Constitución. 

Hemos contado entre los que el Rey puede ra- 
ificar sin la autorización de una ley especial los 
le alianza defensiva, en vista de que el núm. 4.^ del 
ñtado artículo habla sólo de los de alianza oíensi- 
/a, y no es presumible que el legislador en mate- 
ria de tal importancia relegase los de alianza de- 
fensiva, de suyo importantísimos, y más en los 
momentos actuales, al inciso final incluyéndolos 
3n la vaga generalidad de todos aquellos que pue- 
dan obligar individualmente á los españoles. 
Tampoco el Código penal los señala en sus artícu- 
los 142 y 143; como no cabe duda de que tales 
alianzas pueden obligar á los españoles indivi- 
dualmente, conviene fijar la doctrina en cuanto 
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puede afectar á su eficacia y por lo tanto á la exi- 
gibilidadpor parte de la otra potencia estipulan- 
te, que podría encontrarse con que en el momen- 
to critico las Cortes no estimasen conveniente el 
trato y negasen los créditos necesarios para la 
ejecución, fundadas en que había sido ratificado 
indebidamente. 

El repetido núm. 4.* del art. 55 deja margen 
para cumplir un tratado de Alianza defensiva, 
ratificado sin el concurso de las Cortes, si pare- 
ce conveniente; y no cumplirlo, si en el momen- 
to preciso se cree perjudicial, sin que haya san- 
ción penal alguna para el Ministro responsable: 
sobre tan incierta base no es posible establecer 
relaciones internacionales. 

Estos tratados por otra parte, puede ser con- 
venieate que permanezcan secretos, y pueden 
concertarse en circunstancias perentorias que no 
permitan dilaciones ni admitan la espera de for- 
malidades, acaso imposibles de llenar en mucho 
tiempo, por lo que deben considerarse válida y 
eficaz la ratificación hecha por el Rey por su 
propia autoridad y la responsabilidad de su go- 
bierno- 

En cuanto á la dirección de las relaciones ó 
negociaciones diplomáticas ó comerciales, bien 
se explica por el sigilo que éstas exigen hasta el 
perfeccionamiento de un contrato, que no siem- 
pre se logra cuando se intenta, pero que la pu- 
blicidad de los trámites pudiera hacerlo imposi- 
ble ó por prematuras oposiciones de otras Nacio- 
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5 interesadas, ó por recelos y suspicacias de los 
3 creyeran ver algún perjuicio para sus in- 
eses. 

Perfectamente definidos están los demás ca- 
y de que aun no hemos hablado, á que se con- 
e el art. 55; y muy procedente la exigencia de 
especial, porque no siendo el Estado patrimo- 
» del Rey, justo es que no pueda enagenar, 
1er, permutar, ni aun adquirir territorios, sin 
solemne expresión de la valuntad nacional, 
nifestada por el voto de sus mandatarios. 
Es posible el quebrantamiento de estos pre- 
stos; tan posible como que el legislador lo ha 
ívisto imponiendo en los artículos 142 y 143 del 
iigo penal, el condigno castigo á un acto que 
merecido ser iucluido entre los delitos de 
¡ción. 

Con esto queda resuelta la cuestión en el 
len interno, independientemente de las com- 
:aciones de otro género á que pudiera dar lu- 
•; pero en el orden internacional falta que de- 
ir sobre la validez del tratado. 
En buenos principios de derecho debe ser nulo, 
' aquello de que lo que es vicioso desde el prin- 
io no puede hacerlo valedero el tiempo, y co- 
ló que da validez á los tratados es la ratifica- 
n, y ésta se hizo faltando á los preceptos 
ales obligatorios para la representación de 
) de las partes contratantes, de aquí que ésta 
íde negarse al cumplimiento de lo pactado; 
o la otra Potencia contratante precedió con 
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legalidad por su parte, y puede sostener la vali- 
dez del pacto que no es ya un convenio entre di- 
plomáticos, sino que ha obtenido la sanción del 
Soberano, último requisito necesario. Si el objeto 
del convenio se ha llenado, y se trata de cosas 
que no pueden volverse á su primitivo estado, la 
cuestión carece de importancia; pero en caso 
contrario y en el de querer ambas Naciones sos- 
tener su derecho lo consideramos como causa 
justa de la guerra. Para evitar estas cuestiones 
debe hacerse constar, y ya en algunos se hace, 
que no surtirán efecto hasta que se hayan cum- 
plido las formalidades que las leyes de cada país 
contratante exigen. 

Por la abdicación, por la renuncia, por des- 
tronamiento ó cualquiera otra causa por las que 
un Príncipe pierde la soberanía, pierde también 
la representación, atributo de aquélla, siendo por 
tanto nulos cuantos pactos celebre en nombre del 
país que gobernó. Pueden sin embargo en la Na- 
ción donde resida concedérsele los honores per- 
sonales correspondientes á su jerarquía. 

Debe preverse el caso de que el Monarca des- 
tronado hubiera realizado empréstito ó hecho 
promesas de otro género, pensando en la res- 
tauración; pero, ni aun en el caso de que ésta se 
realice, el Estado está obligado á cumplirlos sin 
Ja previa convalidación en la forma que las leyes 
de cada uno tengan establecidas. 
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Organismos para el ejeroiolo 
de la representación 

AUN suponiendo el poder más absoluto y res- 
ponsable es imposible, y más cada día á me- 
dida que las relaciones internacionales van ensan- 
chando su esfera de acción, que el Soberano los 
sostenga personalmente, ni aun los dirija sin el 
auxilio de personas idóneas dentro del Estado y 
en el territorio de las demás Potencias. 

A esto obedece la existencia en todos los go- 
biernos de un centro encargado de la dirección 
de la política exterior de los Pueblos que viene á 
designarse con el nombre genérico de Ministerio 
ó Cancillería de relaciones ó negocios exteriores, 
y en Espafia con el de Ministerio de Estado; es en 
nuestra administración el más antiguo y se llamó 
Secretaría de Estado durante la Monarquía ab- 
soluta. 

El estudio de su organización corresponde al 
derecho administrativo, con tanta más razón 
cuanto que entre nosotros tiene á su cargo otros 
asuntos que en nada se relacionan con el dere- 
cho internacional. 

Respecto á éste incumbe al Ministro de Esta- 
do la dirección de la política internacional, en- 
tendiéndose personalmente con los representantes 
extranjeros acreditados en España y con los Es- 
pañoles residentes en las Cortes extranjeras, co- 
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municando á éstos las instrucciones que estime 
oportunas para el cumplimiento de su misión^ 
con arreglo al pensamiento político y económico 
del gobierno; preparar los discursos que el Rey 
ha de pronunciar en las recepciones de los envia- 
dos de las demás Potencias y examinar sus cre- 
denciales; refrendar las ratificaciones de los tra- 
tados y canje de éstos, y los decretos de nom- 
bramiento del alto personal diplomático; expedir 
el execuator á los agentes consulares nombrados 
por los otros gobiernos; expedir las cartas llama- 
das de cancillería y gabinete, y finalmente, tra- 
ducir todos los documentos diplomáticos del idio- 
ma en que vengan escritos, aun cuando de ellos 
se acompañe copia en francés ó en español según 
es costumbre. 

Estas son las atribuciones más importantes y 
por su sola enumeración se comprenderá la alta 
significación que en todos los Gobiernos tiene el 
encargado de las relaciones exteriores dada la gran 
trascendencia que el más pequeño error en la po- 
lítica internacional puede tener, arrastrando á 
una Nación á pérdidas irreparables ó desyiándola 
de sus verdaderos intereses. 

Para que esta acción central pueda irradiar 
eficazmente á todos los puntos donde exista algún 
interés del Estado, ó de sus subditos, precisa la 
presencia en aquéllos de funcionarios que lo re- 
presenten, cuyos funcionarios se distinguen con 
los nombres genéricos de Agentes Diplomáticos y 
Consulares. 
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Agentes diplomáticos. — Los embajadores ó 
enviados que con ciertos fines se mandaban unos 
á otros Príncipes, tenían un carácter puramente 
eventual, lo mismo en la edad antigua que en la 
media, y sus funciones no se extendían más allá 
del cumplimiento de la misión que se les había 
confiado, cesando con ésta su representación y 
carácter. La inviolabilidad de las personas y hasta 
los auxilios que debían prestárseles, lo vemos 
consagrado en diferentes Códigos hasta de tiempos 
remotos; pero la historia nos ensefla que muchas 
veces fueron olvidados tales preceptos. 

Ya en la edad moderna, por D. Fernando el 
Católico y Luis XI de Francia, ambos hábiles po- 
líticos y sagaces diplomáticos, se hicieron tenta- 
tivas para dar carácter permanente á la represen- 
tación; tentativas que sólo tuvieron eficacia en 
cuanto á los Legados Pontificios; ni el estado de 
recelo y suspicacia que caracteriza las relaciones 
de los pueblos en aquel período histórico, eran 
á propósito para que las Cortes vieran con tran- 
quilidad la presencia de aquellos extranjeros pro- 
tegidos por la representación de su mandante, y 
en cuyo séquito figuraban, á veces, personas que 
no eran por la templanza, buenas costumbres y 
apacible genio por lo que se distinguían; así es 
que procuraban despedirlos con toda la cortesía 
que los tiempos daban de sí. 

Ward, hablando de los emisarios del Rey ca- 
tólico, dice que eran como una especie de espías 
honrosos, y Grocio reconoce el derecho de negar 
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la permanencia de las misiones permanentes en 
las Cortes. 

Para que adquiriese carta de naturaleza era 
preciso que al derecho se concediera mayor auto- 
ridad que hasta entonces, y reconociesen los So- 
beranos que habia otros medios que la guerra 
para resolver la mayor parte de las cuestiones, 
grado de cultura cuya primera manifestación nos 
ofrece la paz de Westphalia (1648), desde cuya 
época vemos crecer y generalizarse la permanen- 
cia de las misiones, hasta el punto de que en el 
Congreso de Viena (1814 á 15), se sintió la necesi- 
dad de establecer los principios generales de su 
reglamentación. 

Hoy es un principio inconcuso que todo Estado 
Soberano, por efecto de su soberanía, tiene dere- 
cho á enviar sus representantes á los demés, y re- 
cíprocamente el deber de recibir los que le en- 
víen, derecho que en nuestra ciencia se conoce 
con el nombre de derecho activo y pasivo de em- 
bajada, sobre cuyo alcance no andan acordes los 
jurisconsultos por haber pasado del reconoci- 
miento y la afirmación del derecho á querer 
convertirlos en obligación. 

Así Calvo y Huffter opinan que ninguna Na- 
ción puede exigir que se le admitan sus embaja- 
dores ni que se le envíen. 

Federico de Martens sostiene que los pue- 
blos civilizados están obligados ¿ mantener re- 
laciones, como miembros de la sociedad inter- 
nacional y para este fin no tienen más reme- 
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dio que mandarse recíprocamente representa- 
ciones. 

Finalmete, Bulmeriney es de opinión que la 
obligación de enviar y recibir representantes nace 
de lo que se estipula en los tratado^. 

Creemos, como ya indicábamos, que se han 
confundido los términos: el derecho activo de re- 
presentación ó embajada es consecuencia de la 
soberanía del Estado, quien puede ejercitarlo ó 
no: el derecho pasivo, ó sea la obligación de reci- 
bir los representantes de los demás países, es 
siempre exigible; porque tiene su fundamento en 
la soberanía de los otros y es gravísima ofensa á 
ésta y aun negación de ella, el no admitir á sus 
emisarios. 

La negativa del Emir Jacub-Chau á recibir 
una misión inglesa fué causa, en 1878, de que 
Inglaterra declarara la guerra al Afghanistan que 
terminó por el tratado de 1879, admitiendo el 
Emir un residente inglés en Cabul. 

Lo que no puede exigirse á ningún Estado es 
que nombre representantes, aun cuando se le 
hayan enviado, ni menos que sean de este ó el 
C'tro rango, si no está estipulado en los tratados; 
lo contrario sería convertir el derecho en deber 
contra las conveniencias del obligado que nadie 
más que él puede graduar, y más si se tiene en 
cuenta lo costosas que son las misiones diplo- 
máticas. 

Por eso hoy está muy admitido en la práctica 
que un Agente represente á varios países, ó al su- 
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yo en distintas Cortes; costumbre seguida princi- 
palmente por las Repúblicas del Sur de América. 

En la actualidad carece de importancia, por 
efecto de las ideas que se tienen respecto de la 
soberanía, la cuestión de si los Monarcas destro- 
nados pueden nombrar representantes. Carecien- 
do ellos de representación mal pueden otorgarla 
á otros, y en el caso en que quisieran atribuírsela 
los Estados no los admitirían, ni pueden hacerlo, 
si han reconocido al gobierdo que á aquéllos haya 
sucedido, sin cometer un acto de hostilidad contra 
éste. 

Tampoco en el caso de guerra civil, aun reco- 
nocida la beligerancia de los insurrectos, pueden 
los Estados aceptar sus representantes ni mandár- 
selos; esto equivaldría á concederles soberanía de 
hecho antes de haberles otorgado la de derecho, 
mediante reconocimiento de la independencia. 
Esto no obstante, se acostumbra enviar agentes 
secretos, cuyo carácter se hace público si el final 
de la guerra es favorable á los rebeldes. 

El Papa tiene derecho activo y pasivo de em- 
bajada, y los representantes que los Gobiernos 
acreditan cerca de la Santa Sede gozan en el Rei- 
no de Italia de todas las prerrogativas é inmuni- 
dad que el derecho internacional otorga á los 
agentes diplomáticos; y las ofensas que se les infi- 
rieran son castigadas como si se tratase de repre- 
sentantes cerca del Gobierno italiano. También 
los enviados del Papa gozan en el territorio italia- 
no, al dirigirse á su misión, de los derechos de 
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tránsito, según lo dispone el art. 11 de la ley de 
garantías de 13 de Mayo de 1871. 

Ya se ha dicho que en el Congreso de Viena 
se trazaron líneas generales para la reglamenta- 
ción unánime en los principios de la representa- 
ción diplomática. A tal efecto se señalaron tres 
categorías: pertenecen á la l.**los Embajadores, 
Legados ó Nuncios; á la 2." los Enviados, Minis- 
tros ú otros acreditados cerca de los Soberanos, y 
á la 3.** los encargados de negocios acreditados 
cerca de los Ministros de Negocios Extranjeros. 

Solamente se atribuye carácter representativo 
á los Embajadores, Legados ó Nuncios; se reco- 
mienda á los Gobiernos que establezcan un cere- 
monial uniforme en cada uno para la recepción 
de los Agentes según su clase, y que ni los lazos 
de parentesco ni las alianzas de familia ni las po- 
líticas, podrían ser motivo para precedencia entre 
los representantes de las naciones servidas por 
ellos. (1) 

Finalmente y para evitar cuestiones de etique, 
ta en la firma de los tratados ó instrumentos en- 
tre muchas Potencias, se dispone que si se admi- 
te la alternativa decida la suerte el orden que ha 
de seguirse. 

Todo esto debe entenderse que no afecta á los 
representantes del Papa. 



(i) Este acuerdo fué síd duda motÍTado por el que existia entre 
Francia y Espafia en virtud del Pacto d^ familia de 1761, sobre preceden- 
cia de los r':prescDtaQtes de las Cortes de los Reyes de la casa de BorbÓD, 
que se coDÍetía al que representase al Monarca cabeza de la estirpe. 
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Firmaron este reglamento ocho Potencias; 
pero grandes debieron ser las cuestiones entre 
diplomáticos^ cuando cinco de ellas reunidas en 
Aquisgrán tres aflos después (el 1818), acordaron 
para evitarla y también porque fué habitual la 
costumbre de enviar Ministros residentes cuya 
categoría no se menciona en el anexo del Congre- 
so de Viena^ dar categoría á dichos Ministros re- 
sidentes acreditados, colocándolos entre la 2.* y 
3.* clase de las enumeradas en Viena. 

España, á pesar de ser una de las potencias 
signatarias de este Congreso, no ha aceptado la 
última categoría con carácter permanente, y sólo 
se da el nombre de Encargado de negocios al 
secretario de la misión que desempeña interina- 
mente las funciones de jefe. 

Mucho se ha discutido sobre el carácter repre- 
senta tivo que en el Congreso de Viena se da ex- 
clusivamente á los Embajadores, Legados y Nun- 
cios: nosotros creemos que la representación 
personal que les atribuye no se extiende hoy más 
que al disfrute de preeminencias honoríficas que 
no pueden otorgarse á los demás cargos diplo- 
máticos de menos categoría; pues en el desempe- 
ño de su misión no tienen mayores atribuciones 
que éstos, y la precedencia, mayor sueldo y ma- 
yores gastos de representación se deben exclusi- 
vamente á la consideración de ser la primera je- 
rarquía en el orden diplomático, y á la importan- 
cia de las personas á quienes generalmente se 
nombra para ocupar puestos tan importantes. 
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Conforme á la ley de 1883 por que se rige la 
"era diplomática en España, las categorías 
las siguientes: 
1 / Embajador. 

2.** Enviado extraordinario y Ministro pleni- 
3nciario de 1." clase. 

3.* Las mismas denominaciones de 2.** clase. 
4.* Ministro residente. 
5.* Secretario de 1.** clase. 
6.* Id. de 2." 
7.* Id. de 3.* 
8.^ Agregado. 

Ocioso parece decir que el nombramiento de 
representantes corresponde al Jefe del Estado 
van á representar, y según la legislación es- 
iola también, como es lógico, le corresponde 
arar á los Jefes de misión; es facultad del Go- 
mo, cuya facultad no es sólo consecuencia del 
echo de libre nombramiento, sino que tiene 
1 razón de ser fundadísima, la de que son los 
ntes de la política exterior para cuya acertada 
tión debe tener el poder público absoluta li- 
tad en la elección de sus intérpretes. 
Respecto á las demás categorías, como el in- 
so es por oposición en la de agregado, tiene 
jrobierno la facultad de traslación; pero no 
íde ejercitar la de privación de empleo sino en 
lud de sentencia firme ó á consecuencia de 
)ediente motivado por faltas cometidas en el 
rcicio del cargo. 
Para las categorías correspondientes á Jefes 
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de misión de la primera y segunda, ó sean Em- 
bajadores y Enviados extraordinarios ó Ministros 
plenipotenciarios de primera clase, no está obli- 
gado el Gobierno á nombrar á individuos perte- 
necientes á la carrera diplomática, sino que tiene 
libre elección que generalmente recae en perso- 
nas que por su talla politics ú otras condicio- 
nes, se han hecho acreedores á tan alta distinción 
y merecido tan señalada confianza. 

En el reglamento especial de la carrera diplo- 
mática se señalan las funciones que correspon- 
den á cada uno de los empleados en las embaja- 
das ó legaciones! Solamente los agregados no las 
tienen propias y están á las órdenes del Jefe 
para desempeñar las comisiones que les con- 
fían. 

Tampoco pertenecen á la carrera diplomática 
los agregados militares cuya misión es importan- 
tisinr)a en estos tiempos, y exige ilustración no co- 
mún, y extremada delicadeza si han de desempe- 
ñarla á satisfacción del Gobierno que los envía, 
sin despertar recelos ni desconfianzas de aquél 
en cuyo país reside, tan excesivamente celosos, 
por regla general, en mantener secretos los in- 
ventos y perfeccionamientos de los elementos de 
combate, planes de movilización y otros, que son 
de los que precisamente deben, con la natural 
reserva, dar las noticias que pueden adquirir, sin 
valerse de medios reprobados. 

Por su reglamento están obligados á remitir 
periódicamente memoriales sobre organización, 
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miobras y cuanto acuse alguna novedad digna 
estudio en las artes de la guerra. 
La libertad existente en todo tiempo para el 
mbramiento de embajadores y los hechos his- 
icos de haberse ajustado la paz de Cambray 
mbién se la llamó de las Damas 1529), entre 
irgarita de Austria, hermana de Carlos I de Es- 
íla y Lucía de Saboya madre de Francisco I, y 
haber con posterioridad, Luis XIV de Francia, 
mbrado su representante en la Corle de Polo- 
i á la Maríscala de Guebriant, han dado que 
isar á algunos escritores y hasta llevádolés á 
rmar rotundamente, que el cargo de embajador 
3de recaer en una hembra. 
No discutiremos ni podemos poner en duda la 
luencia secreta y pública, que las damas han 
ido, y acaso tienen y tendrán en la política y 
la diplomacia, pero tampoco podemos llevar 
estro feminismo hasta conceder que hoy pueda 
ber Estado que envíe á otro una Embaja- 

En España es un cargo público que sólo pue- 
ser desempeñado por los varones. 
Asi como todo Gobierno es libreen la elección 
la persona que ha de representarle, del mismo 
ido aquél ante quien va á ejercer la represen ta- 
n tiene derecho á estudiar las cualidades per- 
jales del propuesto y negarse á su admisión si 
\¡ fundamentos racionales para ello, como seria 
pe el nombrado fuera subdito del país á don- 
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de se le destina, porque de cumplir fielmente su 
cometido podría verse en el caso de luchar con- 
tra su legitimo Soberano. Hay ejemplos de esto: 
Prusia nombró al Cardenal Hohenlohe su minis- 
tro en el Vaticano y Pío IX se negó á aceptarlo: 
la ley 1.*, título 9, libro 8.° de la Novísima Reco- 
pilación, previene que lodos los agentes diplomá- 
ticos de España sean naturales de estos rei- 
nos. 

Puede también el designado por circuníancias 
especiales no ser bien considerado en la alta so- 
ciedad de la Corte que ha de recibirle, ya porque 
habiendo estado antes, su comportamiento no 
haya sido correcto, ó por haber contraído matri- 
monio con persona indigna, ó por llevar pública- 
mente vida licenciosa é inmoral. Hay que conve- 
nir que únicamente por ignorancia de estas cuali- 
dades podría un Gobierno elegir por su represen- 
tante á persona con tales tachas. 

La importancia de las misiones diplomáticas 
y la mutua cortesía que los Soberanos se guardan, 
imponen que un embajador ó Ministro no se pre- 
sente á tomar posesión de su cargo con una sim- 
ple copia del decreto de su nombramiento y por 
eso que deban ir provistos de otros documentos 
entre los cuales los más importantes hoy son las 
credenciales, letras en las que un Soberano ratifi- 
ca al otro el nombramiento de su representante 
y le da cuenta de sus altas cualidades personales, 
recomendándole que le proteja y rogándole que 
le dé completa fe para el más fácil ejercicio de su 
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misión de mantener la paz y fomentar las buenas 
relaciones entre los dos países. 

Los pasaportes, poderes ó plenipotencia y las 
instrucciones completan ordinariamente la docu- 
mentación del emisario. Los pasaportes sirven 
para acreditar durante el viaje la personalidad 
del enviado y personas de su familia y séquito, y 
surten su efecto principal en las Aduanas por lo 
que se refiere al equipaje. Los poderes plenos ó 
plenipotencia y cartas patentes es el documento 
en el que se otorga la facultad de negociar en 
nombre del Gobierno, y por último las instruc- 
ciones relativas á las negociaciones pendientes ó 
que convenga entablar, tenian excepcional inte- 
rés en la época en que las comunicaciones eran 
difíciles; pero ahora, que las mayores distancias 
se salvan en brevísimo tiempo por las vías tele- 
gráficas y aun las postales, lo que hace que los 
Estados puedan estar en constante comunicación 
con sus representantes y apreciar en todo mo- 
mento el curso de una negociación, han perdido 
su importancia en las misiones permanentes, asi 
como la conservan en las extraordinarias. 

Estas representaciones suelen conferirse con 
motivo de grandes solemnidades ó acontecimien- 
tos faustos ó infaustos que exigen una expresión 
singular de adhesión al regocijo ó al duelo que 
afecta á una Nación amiga; y á este fin, ó se da 
un poder especial al Ministro residente de ordina- 
rio en la Corte de ésta, cuyo poder, según el re- 
petido reglamento de Viena, no les da superiori- 
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dad de categoría, ó se nombra uno nuevo que se 
llama Embajador ó Enviado extraordinario que 
goza de los mismos privilegios y honores que los 
ordinarios mientras dura su misión, estando tam- 
bién sujeto en cuanto á la precedencia á igua- 
les reglas. 

La conclusión de los tratados de paz y amis- 
tad también suelen ser causa de nombramientos 
especiales, así como los Congresos y conferencias 
internacionales bien de orden puramente cientí- 
fico ó de interés material para los pueblos. En 
este caso los poderes de los enviados son exami- 
nados y aprobados por la comisión ó asamblea 
de que los plenipotenciarios, delegados ó comi- 
sionados hayan de formar parte, y sus sesiones 
se rigen por el reglamento que previamente 
acuerden. 

Aun antes que de los honores y preeminen- 
cias disfruta el Agente diplomático de los que 
hasta hoy se llaman derechos primarios, cuyo 
goce se le otorga desde que penelra en el territo- 
rio de la Nación de su destino, si de ello ha dado 
conocimiento anticipado: estos derechos son, á 
seaiejanza de los Soberanos, la inviolabilidad y la 
extraterritorialidad. 

La inmunidad personal ó inviolabilidad de los 
embajadores ha sido siempre reconocida, como 
que es un reflejo natural y lógico de la inviolabi- 
lidad del Estado soberano á quien representan, 
viniendo á hacerse como cosa sustancial á éste, y 
por tanto, todo atentado, agresión ú ofensa, hecha 
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alegar ni hacer valer su carácter en aquellos ac- 
tos en que procediendo como particular se colo- 
que en el caso de que sean repelidos. mediante el 
uso de otro derecho natural y legítimo. 

Complemento de la inviolabilidad para la ga- 
rantía de la libertad en el ejercicio de las funcio- 
nes del Diplomático, es la extraterritorialidad que 
repitiendo ideas ya conocidas, diremos que con- 
siste en el derecho de no ser juzgado criminal 
ni civilmente en la Nación donde ejerce sus fun- 
ciones. No tiene aquí este derecho el mismo fun- 
damento que le asignábamos al tratar de los So- 
beranos, ó sea la perfecta igualdad é independen- 
cia de los Estados, pues no cabe confundir á los 
Jefes y representantes natos de éstos con sus 
mandatarios; es no más que una garantía de in- 
dependencia y una extremada cortesía; por eso la 
extraterritorialidad de los Soberanos es admitida 
sin discusión, mientras que la de los diplomáti- 
cos es muy discutida. 

Laurent la combate en absoluto. 

Pando, Pradier-Fodéré, Lorimer y Fiore, ad- 
miten este privilegio en todo aquello en que el 
Agente diplomático procede como lal, es decir, 
como representante de su Nación, y no en lo que 
pueda ejecutar como particular, concepto como 
se ve menos radical que el de Laurent. Pero Fio- 
re establece una responsabilidad subsidiaria de 
parte del Estado á quien representa, si de la ges- 
tión del cargo naciesen acciones civiles; y por úl- 
timo, autores de tanta nota como Wattel, Phile- 
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mon, Calvo, Blunschli y Heflter, son decididos 
partidarios del derecho de extraterritorialidad. 

El estado de la conciencia jurídica en general, 
y especialmente en punto al derecho internacio- 
nal, cuando empezaron á adquirir carta de natu- 
raleza las misiones permanentes, periodo históri- 
co en el que no era ciertamente la buena fe quien 
presidia las relaciones de los pueblos, que con la 
mayor facilidad y por fútiles pretextos pasaban 
del de la paz á la guerra, y de fervientes aliados 
se trasíormaban en irreconciliables enemigos, 
pudo hacer necesario que á la inviolabilidad del 
embajador sirviese de garantía esa á modo de 
irresponsabilidad criminal y civil, que es lo que 
en último caso viene á ser la extraterritorialidad, 
para evitar que con motivos insignificantes ó 
mentidos, que tales artes eran de temer, pudiera 
encarcelarse al representante de un Estado, pri- 
vando á éste de ejercitar derechos ó entablar re- 
clamaciones que pudieran evitar ó entorpecer 
otros arreglos. 

Este arbitrio era menos expuesto y arriesgado 
que el secuestro ó el puñal, aunque en definitiva 
no sea otra cosa que un secuestro con careta de 
acto legal; pero mientras la Nación representada 
tenia conocimiento de la malandanza de su en- 
viado, había tiempo sobrado para ultimar las ne- 
gociaciones, á las que pudiera servir de estorbo 
su presencia, y hasta para dar al agraviado las 
más corteses disculpas. Asi se explica fácilmente 
que todos los tratadistas antiguos, Grocio el pri- 
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mero^ sean defensores de la incondicional exen- 
ción de los Embajadores. 

Hoy han variado completamente los términos 
del problema^ y sin que se haya llegado á la per- 
fección deseada^ son muy distintos la concep- 
ción del derecho y el espíritu que informa 
las relaciones internacionales; y la comunidad 
de vida de todos los pueblos cultos ha hecho 
casi desaparecer aquel estado de recelo y descon- 
fianza que antes advertíamos, por lo que la situa- 
ción del diplomático en la corle extranjera no 
tiene los temores ó peligros que en oirás épocas 
pudo ofrecer, y por tanto, para concordar los de- 
rechos con los tiempos, no creemos que habría 
riesgo alguno en modificar esta institución que 
nos ocupa, ya que suprimirla en absoluto, como 
pretende Laurent, serla inconveniente por si en 
algún momento resurgiesen en la política general 
hábitos que parecen hace tiempo olvidados. Y no 
opinamos así porque creamos como el citado 
maestro que la extraterritorialidad sea contraria 
al derecho del Estado, ni atentatoria á su inde- 
pendencia ni mucho menos ofensiva á la rectitud 
de los tribunales modernos, cosas que miramos 
muy por encima de este uso más ó menos admi- 
tido; es porque creemos que es un privilegio y, 
como tal, no debe ir más allá del límite á que 
prudencialmente debe llegar sin lesión de los de- 
rechos de los demás. 

Concretando claramente nuestra opinión, di- 
remos que debe conservarse la exención en lo 
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criminal siempre que no se trate de delito flagran- 
te, porque debe hasta alejarse la sospecha de que 
un Representante pueda ser privado de libertad 
siquiera momentáneamente á virtud de una intri- 
ga ó de una calumnia, y en lo civil tan sólo en 
aquellos países en cuya legislación aun se admite 
la prisión por deudas y en cuanto á las acciones 
que puedan motivar tal providencia. 

Así se salvan todos los derechos y todos los 
respetos; porque los Gobiernos pueden comuni- 
carse en el momento cualquiera acto ilegal de los 
respectivos Agentes y providenciar de común 
acuerdo en todo aquello que no esté previsto con 
anterioridad sin detrimento de la justicia en el 
caso de comisión de un delito. Pero si la grave- 
dad de éste y á ello se une la circunstancia de 
haber sido el diplomático sorprendido en el acto 
lo exigen, no debe el privilegio servir de escudo 
contra la acción judicial. 

Mucho menos debe ser tenido en cuenta cuan- 
do implique perjuicio de un tercero cuyos dere- 
chos no sólo son respetables sino que siempre de- 
ben de ser protegidos por el Estado y prevalecer 
contra la excepción en que puede ampararse la 
mala fe. 

Por eso el diplomático que contrae deudas, 
para lo que nunca puede alegar como razón el 
cumplimiento de su cargo, puesto que antes de 
poner en entredicho su buen nombre y fama, pue- 
de resignar su misión si el Gobierno no le facilita 
los recursos racionalmente necesarios para des- 
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empeñarla^ debe^ en nuestra opinión^ ser libre- 
mente demandado ante los Tribunales y juzgado 
según las leyes privativas del pais donde contrajo 
sus compromisos y esto aun en el caso muy im- 
probable de que la acción civil nazca de compro- 
misos personales pero en los que puede resultar 
subsidiariamente responsable el Estado^ á menos 
que el pacto se hubiera celebrado con éste y su 
representante no hubiera tenido otra intervención 
que la de apoderado; pues lo contrario, obligar al 
demandante á litigar ante los tribunales de la na- 
ción del demandado y someterse á sus leyes, es 
hacerle en cierto modo que renuncie á una parle 
de su ciudadanía. 

Algún apoyo á esta opinión encontramos en 
nuestras leyes patrias. 

Dice el art. 333 de la Ley orgánica del poder 
judicial: Los extranjeros que cometieren faltas ó 
delinquieren en España, serán juzgados por los 
que tengan competencia para ello por razón de 
las personas ó por razón del territorio. 

Y el 334: Exceptúanse de lo ordenado en el 
artículo anterior los principes de las familias rei- 
nantes, los presidentes ó jefes de los Estados, los 
Embajadores, los ministros plenipotenciarios^ los 
encargados de negocios y los extranjeros emplea-- 
dos de planta en las legaciones, los cuales cuando 
delinquieren serán puestos á disposición de sus 
Grobiernos respectivos. 

Finalmente, el art. 140 del Código penal ordi- 
nario» después de señalar la pena en que incurren 
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los extranjeros residentes en España por los deli- 
tos á que se refiere el capitulo 1.° del título 1.° 
del libro 2.®, añade: <Salvo lo establecido en los 
tratados ó por el derecho de gentes acerca de los 
funcionarios diplomáticos. . . » 

Las leyes militares no contienen excepción al- 
guna en cuanto á los delitos de la exclusiva com- 
petencia de los tribunales militares. 

Como se ve está perfectamente reconocida la 
extraterritorialidad de los diplomáticos en lo cri- 
minal, pero en cuanto á lo civil, el art. 267 de la 
citada ley orgánica, establece que la jurisdicción 
ordinaria será la única competente para conocer 
de los negocios civiles que se suscitan en territo- 
rio español entre españoles, entre extranjeros y 
entre españoles y extranjeros, sin más excepción 
ni limitación que la que en el articulo siguiente se 
consigna en favor del fuero de guerra para la 
prevención de las testamentarlas y abintestatos 
de los militares y marinos muertos en campaña, 
y sin que en ninguna otra disposición de dicho 
cuerpo legal, se consagre privilegio alguno en fa- 
vor de los Representantes extranjeros. 

Si esto pareciera una omisión que debe suplir- 
se por las reglas usuales del derecho internacio- 
nal y por los principios de reciprocidad siempre 
respetables en este derecho, nos remontaremos 
en nuestro estudio á tiempos anteriores, encon- 
traremos la ley 6.*, titulo 9.^ libro 3.^ de la No- 
vísima Recopilación que tratando de aclarar el 
alcance de las prerrogativas de los embajadores 
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eo cuanto á deudas^ dice que las demandas por 
actos ó contratos anteriores á su misión se sus- 
penden durante ella y no pueden por tal motivo 
ser apremiados, embargados y ejecutados, pero 
sí por las deudas, negocios y contratos particula- 
res propios que durante el ejercicio de su minis- 
terio público han contraído, y añade que atender 
en este caso (1) al privilegio de su carácter fuera 
contra justicia y razón natural, y conviene que á 
la sombra de la exención no sea engañado ningún 
tercero. 

Así entendía el Rey D, Felipe V el derecho 
de extraterritorialidad de los diplomáticos en 
materia civil, opinión que en el último cuarto del 
siglo xviii sostenía también en Francia Mr. d' Ar- 
guillón. 

También Rusia en el siglo xv, sostuvo la le- 
galidad del embargo practicado al Ministro norte- 
americano Mr. Wealon, habiendo terminado el 
litigio por haberse satisfecho la demanda. 

A pesar de lodo esto la práctica hoy seguida 
generalnmente es que el diplomático que delinque 
puede ser puesto para su castigo á disposición 
del Gobierno á quien represente, y no puede ser 
demandado civilmente en la Nación donde ejerce 
sus funciones, más que por actos ó contratos re- 
lativos ú bienes ó derechos que particularmente 
posea en ella. 

(i) Bjecano elerado á S. M. Felipe V por el ennado de los Can* 
toras cat6Uoos en TÍrtnd de memoriales presentados contra ¿1 por ler 
acreedofca. 
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No se limitan á esto las inmunidades persona- 
les de que disfrutan los Jefes de misión, pues se 
extienden á no tener que comparecer ante la pre- 
sencia del Juez cuando tengan que prestar decla- 
ración. 

El núm. 7.^ del art. 412, el 413 y aparta- 
do 2.^ del 414 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal, disponen que cuando un Embajador ó repre- 
sentante acreditado cerca del Gobierno Español 
hubiere de prestar declaración, el Juez pasará á 
su domicilio ó residencia oficial, previo aviso y 
señalamiento de día y hora, y caso de resistencia 
á recibir al Juez ó á declarar, se pondrá inmedia- 
tamente el hecho en conocimiento del Ministerio 
de Gracia y Justicia con testimonio instructivo; y 
la R. O. C. de 9 de Abril de 1884 previene que 
toda comunicación que sobre estos particulares 
haya de dirigirse á un Representante extranjero 
se haga por conducto del Ministerio de Gracia y 
Justicia que á su vez lo comunicará al de Estado, 
á menos que el interesado renuncie expresamen- 
te á su inmunidad. 

El núm. 2.^ del art. 439 y 441 del Código de 
Justicia Militar, lo mismo que antes los 172 y 
174 déla ley de Enjuiciamiento Militar disponen 
que dichos representantes declaren por escrito y 
que á este ñn se les remita interrogatorio por 
conducto de la Autoridad judicial elevado al Mi- 
nisterio de la Guerra, que á su vez lo cursa al de 
Estado: y análogas disposiciones se contienen en 
las leyes de enjuiciar de la Marina de Guerra. 



Digitized by 



Google 



DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO 91 

El privilegio, tanto de no comparecer é la pre- 
sencia judicial como de declarar por escrito, es 
exclusivo de los Jefes de misión, y debe interpre- 
tarse en sentido restrictivo en cuanto á los demás 
empleados ó dependientes de las legaciones; la 
citada R. O. de 7 de Abril de 1884 dispone que 
todas las diligencias de citaciones, emplazamien- 
tos ó requerimientos en materia civil ó criminal, 
se hagan por conducto del Ministerio de Gracia y 
Justicia, y opinamos que en las demás jurisdic- 
ciones deberá precederse en la misma forma, tra- 
mitándose por los Ministerios de la Guerra ó Ma- 
rina, según el fuero. 

También gozan de franquicia de Aduanas pa- 
ra su equipaje que no puede ser detenido; pero 
en vista de los abusos grandes que, más que por 
los Representantes, en su nombre se cometían, 
las leyes fiscales de cada nación se han visto en 
el caso de ponerles coto. En España, según las 
Ordenanzas de Aduanas, se les abre un crédito 
por razón de derechos y que varia según la cate- 
goría del cargo, crédito que puede ampliarse du- 
rante el desempeño de la misión, practicándose 
la liquidación al final de ésta y abonando el Agen- 
te lo que haya excedido de lo presupuestado, y el 
total si en el plazo que se le señala no justifica la 
exportación de lo importado á su nombre ó, en 
fin, los derechos arancelarios de lo que venda en 
Elspaña. 

No están sujetos á prestaciones personales, ni 
al pago del impuesto de consumos en el caso de 
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que éste se haga por reparto, ni al de derramas, 
ni, en general, al de ningún subsidio, y están 
exentos de la carga de alojamientos y cualesquie- 
ra otra vecinal. 

Los que profesan religión diferente á la oficial 
del Estado donde residen, pueden tener en su pa- 
lacio Capilla para el ejercicio de su culto, limitán- 
dose la asistencia al mismo al personal de la Le- 
gación, familias y servidumbre. Hoy que en todas 
las naciones existe libertad ó tolerancia de cultos, 
ha dejado de ser privilegio el de la capilla y tam- 
bién ha cesado la limitación de la asistencia, pero 
no podrán verificar ceremonias fuera de ella, en 
donde, como en España, no están autorizadas las 
manifestaciones de los cultos en la vía pública. 

La mujer del embajador goza de todos los de- 
rechos y preeminencias del marido, y el resto 
del personal que forma la plantilla de la legación 
también disfrutan de los derechos de inviolabili- 
dad y extraterritorialidad reconocida en lo crimi- 
nal por el art. 334 de la ley orgánica del Poder 
judicial. 

Nada hemos de decir respecto al primero, 
pero en cuanto al segundo, conocida nuestra opi- 
nión opuesta á la ilimitada que se atribuye á los 
Jefes de misión, no habiendo en cuanto á los de- 
más empleados ni aun las débiles razones en que 
la de aquéllos se ampara, fácil es deducir que 
creemos que debe desaparecer en absoluto como 
opuesta á un principio general de exlricta justi- 
cia que demanden que, lo mismo el que comete 
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un delito, como el que se obliga mediante un con- 
trato responda de sus actos y compromisos con- 
forme á las leyes y ante los Tribunales del País 
donde tuvieron lugar los hechos motivo de la ac- 
ción judicial. 

Para nosotros no tiene razón de ser la duda 
suscitada respecto é la servidumbre, que, lo mis* 
mo si es nacional que si es extranjera, en abso- 
luto carece de exención alguna, aun cuando por 
mera cortesía las Autoridades remitan á un di- 
plomático el castigo de las faltas leves que sus 
criados puedan cometer, única jurisdicción que 
pueden ejercer. 

En los países ó casos en que se autorice á las 
embajadas para tener tropas de sus Estados para 
su custodia, éstas sí disfrutan de la extraterri- 
torialidad. 

También son inviolables los correos que con- 
ducen las estafetas diplomáticas si llevan las di- 
visas correspondientes á su cargo, así como las 
mismas estafetas que con ningún pretexto pue- 
den ser detenidas ni registradas. 

Esa inmunidad es extensiva á los Palacios de 
las Embajadas y se conoce con el nombre de in- 
munidad real, cuya violación está castigada en 
el art. 154 de nuestro código penal que ya he- 
mos insertado al hablar de los Jefes de Es- 
tado. 

Tuvo antes tal extensión esta inmunidad que 
llegaron á convertirse dichos edificios en verda- 
dero asilo donde se albergaban cuantos mal- 
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hechores podían; pero hoy que ni las más remo- 
tas fronteras sirven de refugio al crimen, pues 
donde quiera que el delincuente se oculte hay 
derecho para pedir que sea entregado para la 
debida expiación de su falta y satisfacción de la 
justicia, queda la repetida inmunidad reducida á 
ciertas solemnidades que las leyes establecen 
tanto por respetos á la elevada jerarquía y con- 
sideración de quien los habita, como para garan- 
tizar el que la práctica de una diligencia judicial 
pudiera servir de pretexto para llevar á cabo una 
inspección en los archivos diplomáticos cuya re- 
serva es absolutamente inviolable y está siempre 
exenta de toda investigación. 

Estas formalidades á que nos referimos con- 
sisten en pedir autorización para la entrada ó re- 
gistro en el edificio de una legación al que en 
aquel momento la desempeña fijándole para con- 
testar un plazo (en España es doce horas), pu- 
diendo en el ínterin tomar cuantas precauciones 
se consideren necesarias para asegurar el éxito 
de la investigación, incluso cercar él edificio por 
la fuerza pública, pero nunca penetrar en él vio- 
lentamente, pues si la autorización fuere denega- 
da debe ponerse el hecho por el medio más breve 
de comunicación en conocimiento del poder eje- 
cutivo, (artículos 559, 560 y 567, de la ley de En- 
juiciamiento criminal y 507 y 510 del Código de 
Justicia militar). Afirman algunos autores que 
estos derechos no son renunciables, nosotros cree- 
mos que sí y que la extraterritorialidad puede 
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perderse por renuncia ó sumisión expresa, lo 
mismo que la de los Soberanos. 

Concluiremos con el catálogo de los honores y 
derechos de los diplomáticos haciendo constar 
que los Embajadores, como ministros de primera 
categoría, tienen derecho al tratamiento de Exce- 
lencia, gozan de honores militares, pueden usar 
carruaje tirado por seis caballos y tener en el sa- 
lón de recepciones de la embajada el retrato de 
su Soberano bajo dosel y una silla vuelta á la pa- 
red y que deben ser recibidos y despedidos en au- 
diencia solemne según ceremonial, en cuyos 
actos pueden cubrirse luego que lo haya hecho el 
Jefe del Estado que los recibe. La audiencia de 
despedida no tiene lugar cuando la marcha obe- 
ce á declaración de guerra, ó suspensión de las 
relaciones diplomáticas entre los dos países, ó á 
expulsión por la mala conducta del Ministro. 

Entrando á tratar de los deberes de los Jefes 
de misión, y prescindiendo de si la diplomacia 
es arte ó ciencia en cuya discusión se entretienen 
algunos, diremos que el diplomático por la repre- 
sentación que ostenta y las funciones que es 
llamado á desempeñar debe ser persona de gran- 
dísima cultura é intachable moralidad, muy ver- 
sado en la marcha general de la política interna- 
cional y profundo conocedor de las necesidades 
y aspiraciones lo mismo del país que representa 
que de aquel donde ejerce su misión. 

Su trato graciable puede vencer muchas difi- 
cultades que su genio áspero tal vez hicieran in- 
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superables, imposibilitando lo más importante de 
su misión que es mantener y fomentar la armonía 
y buenas relaciones entre losEstadosá quienessir- 
ve de intermediario. Debe velar por el fiel y exac- 
to cumplimiento de los tratados, oir las reclama- 
ciones de los subditos de su país y trasmitirlas á 
su Gobierno si las considera dignas de ser por 
éste conocidas. 

Si existen emigrados políticos de su Nación, 
habrá de ejercer sobre ellos constante vigilancia 
para evitar sus manejos y conspiraciones. 

Como órgano el más directo de la vida inter- 
nacional, no sólo es el mediador entre su Gobier- 
no y la Corte donde tiene su destino, sino que, 
por su frecuente trato con los representantes de 
los demás pueblos, debe contribuir al progreso 
de las relaciones jurídicas entre todos é informar 
á su Soberano de cuanto se relacione con el pro- 
greso material ó intelectual. 

El Representante de un Estado lo es por lo 
mismo de todos los subditos de éste y debe ejercer 
sobre todos cierta tutela y protección, socorriendo 
á los necesitados y facilitando á los que deseen 
repatriarse los medios precisos si carecen de 
ellos. 

Ya hemos dicho que la corresponcia diplomá- 
tica es inviolable, pero á mayor abundamiento, 
lo mismo en la postal que en la telegráfica puede 
emplear claves ó cifras, y principalmente en caso 
de guerra de su Nación con otra, en cuyo estado 
ha de velar asiduamente porque en la en que se 
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encuentre se cumplan con todo rigor los deberes 
de la neutralidad. 

La misión termina por ruptura de las relacio- 
nes diplomáticas ó declaración de guerra entre 
los dos Estados^ y en ambos casos, bien recibien- 
do el representante orden de su Gobierno para 
retirarse, ó por despedida del contrario. En el 
primer caso debe pedir sus pasaportes j retirarse 
en el plazo más breve posible, y en el segundo en 
el que se le señale para ello. En ambos debe pres- 
cindir de despedidas solemnes, y conserva su in- 
violabilidad y extraterritorialidad y la de la co- 
rrespondencia durante el plazo señalado para su 
salida, pasado el cual, si continuase en el territo- 
rio enemigo, no tiene derecho á mayores consi- 
deraciones que las que merezcan los demás con- 
naturales suyos. Todo lo correspondiente á la em- 
bajada que no pueda ser trasportado ó enagenado, 
y principalmente el archivo, deberá dejarlo bajo 
la custodia del Representante de otra nación 
amiga. 

De todos modos porque no es la función sino 
el funcionario el que cesa, sólo interesa al derecho 
el caso de que sea por delito cometido durante el 
desempeño de su cargo, que si es común debe ser 
puesto á disposición de su Gobierno, pero si fuese 
por atentar contra la soberanía ó instituciones del 
Elstado donde tiene su misión, opinamos como 
Mr, d' Aiguillon que éste podría castigarlo. 

Agentes consulares.— ^^omo la misión de los 
Representantes diplomáticos es eminentemente 
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política, necesitan residir en la capitalidad de la 
Nación donde ejercen sus funciones, atentos en 
primer término al estudio de los altos problemas 
internacionales y á la tramitación délas negocia- 
ciones que la resolución de éstos exija; pero como 
esto sólo es una fase de la vida de relación de los 
pueblos, y éstos, como ya se ha dicho, están obli- 
gados á velar por las personas y bienes de sus sub- 
ditos residentes en el extranjero, por el desarrollo 
del comercio y la navegación, y en general por 
cuanto pueda significar aumento en la riqueza 
pública; por otro lado, los extranjeros suelen re- 
sidir en los puertos ó grandes centros comerciales 
y tabriles, de ahí que, primero que la de la repre- 
sentación diplomática permanente, se sintió la 
necesidad de establecer esta representación con- 
sular que, antes que los Gobiernos, acudieran á 
llenar las mismas ciudades comerciales y nave- 
gantes que nombraban sus Cónsules en los puer- 
tos con quienes traficaban y representaban á sus 
comitentes en todos los asuntos ó diferencias que 
del tráfico podían originarse. Hoy ha pasado á ser 
función del Estado, y la carrera consular es una 
de las por él reglamentadas y retribuidas, fuera 
de los casos en que el nombramiento de Agente 
consular recae en subdito ó residente del país en 
donde ha de ejercer sus funciones. 

Según el art. 22 del Reglamento de la carrera 
consular délos Cónsules, son agentes administra- 
tivos comerciales de la Nación, tienen además 
atribuciones judiciales y notariales y están en* 
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cargados del registro civil. Como se ve carecen 
de representación diplomática^ á menos que ex- 
presamente se les otorgue, por lo que el estudio 
detallado de sus funciones es más propio del de- 
recho internacional privado, y por eso nosotros 
nos limitaremos á una brevísima exposición. 

Son los Cónsules nombrados por el Gobierno, 
bien de entre los de la carrera ó, en las plazas de 
poca importancia^ entre subditos del pais que 
tienen en ellas su residencia habitual, ó entre los 
mismos extranjeros. Los primeros se llaman 
Cónsules missi (enviados) y los segundos elecíi 
(elegidos): aquéllos perciben sueldo con arreglo 
á sus categorías y los segundos solamente ciertos 
honorarios por los actos en que intervienen. 

Las categorías en esta carrera son: Cónsules 
Generales que residen en la capitalidad y Cónsu- 
les de 1.* clase, de 2^ y Vicecónsules: todos tie- 
nen su residencia fija en las plazas á donde se 
les destina y están subordinados al Cónsul Gene- 
ral que á su vez con todos ellos lo está al Jefe de 
la misión diplomática. 

En varias legislaciones están asimiladas estas 
categorías á las distintas de los Oñciales de la 
Marina de guerra, al efecto de reglamentar los 
honores que han de tributárseles cuando visitan 
los barcos de su nación. 

Como quiera que ni el envío de Cónsules es 
obligatorio ni tampoco lo es su admisión, según 
por nuestra parte se consigna en el reglamento 
especial de 27 de Junio de 1887, para empezar á 
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desempeñar su cometido necesitan la autoriza- 
ción del Estado dónde han de llenarlo^ la cual se 
concede por medio de lo que se conoce con el 
nombre de Execuatur^ en el que^ además de la 
autorización para entrar en el pleno ejercicio de 
sus funciones^ se detallan éstas asi como las pre- 
rrogativas. Estas tienen cierta semejanza en los 
Cónsules missi con las de los diplomáticos: pue- 
den ostentar y también los elecíi, en las fachadas 
de sus casas el escudo y bandera de la Nación 
que representan, derecho puramente honorífico; 
y gozan de cierta inmunidad y extraterritoriali- 
dad en todo aquello que se refiere al desempeño 
del cargo, perdiéndola en absoluto en cuanto sea 
por razón de la profesión que libremente ejerzan. 
A los Cónsules de carrera por el Reglamento Es- 
pañol, se les prohibe el ejercicio de toda profe- 
sión, comercio é industria, para evitar que ad- 
quieran dependencia del Estado en donde se 
encuentren. El archivo consular es siempre invio- 
lable. Ejercen plenamente la jurisdicción volun- 
taria entre sus conterráneos y llevan los libros del 
Estado civil y registro de las últimas voluntades 
que otorguen, y en lo criminal intervienen á ma- 
nera de Jueces Municipales ó de paz en las sim- 
ples faltas, y como Jueces de instrucción, en los 
delitos que con arreglo á las leyes y tratados pue- 
dan ser castigados por su Gobierno ó en aquellos 
en que, aun teniendo competencia las autorida- 
des locales, la abandonan por deferencia. Tam-^ 
bien conocen de los delitos cometidos á bordo de 
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las naves mercantes^ siempre que no hayan 
transcendido al exterior, y de la extradición de 
los marinos desertores cuando no hayan come- 
tido durante la deserción delito alguno que deba 
ser juzgado por los Tribunales de la Nación don- 
de se cometió. 

Fuera de esto las funciones de los Cónsules 
con respecto á los Gobiernos, no tienen más ca- 
rácter que el de informativas, debiendo dedicar 
su preferente atención al estudio de todo aquello 
que pueda contribuir al aumento de la riqueza, 
prcurando abrir nuevos mercados á la exporta- 
ción, asi como inclinar la importación de todo lo 
que en su país pueda ser útil ó necesario, y vigi- 
lar por el cumplimiento de los tratados de comer- 
cio, propiedad literaria ó intelectual; pero si no- 
taren alguna falta ó infracción deben abstenerse 
de toda reclamación, limitándose á una formal 
protesta, pues las reclamaciones han de dirigirse 
por la via diplomática. 

A los buques de guerra deben prestar el apoyo 
que les demanden sus comandantes y cuidar de 
su aprovisionamiento en las condiciones más 
favorables. Con respecto á los mercantes, son 
mayores sus atribuciones; ya hemos visto la in- 
tervención en los delitos, pueden además revisar 
la documentación y expedir la que los reglamen- 
tos prescriben y hasta nombrar Capitán á la nave 
de comercio que carezca de él. 

En el caso de declaración de guerra cesa la 
misión consular, debiendo entregarse el Consula- 
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do al Agente de otra Nación amiga que lo recibe 
por orden ó con la aquiescencia de su Gobierno; 
pero el personal consular no puede retirarse an- 
tes de que lo haya hecho el diplomático. 

Dereclxos complementarios 

DE los que hemos llamado derechos primarios 
del Estado^ se derivan otros que denomina- 
mos complementarios y son necesarios para la 
realización de aquéllos. 

De nada servirla afirmar el derecho que todo 
Estado tiene á la punición de todos los delitos 
que se cometan en su territorio, siempre que no 
se lo impida una excepción reconocida como la 
extraterritorialidad, si, no pudiendo realizar acto 
alguno de jurisdicción en los dominios de otro 
Soberano, no se le facilitasen los medios de arran- 
car al delincuente de donde quiera que se haya 
refugiado, sino se le otorgue la extradición de los 
criminales. 

En el largo periodo histórico en que un radi- 
cal individualismo ha informado el derecho inter- 
nacional, era opinión general que á los Estados 
en nada podían afectarles los delitos que en otro 
se cometieran, y por eso que los pocos tratados de 
extradición que hasta el siglo pasado se celebra- 
ron estén no más inspirados por lazos de estrecha 
amistad y alianza^ y sólo se estipule la entrega 
de aquellos criminales que han atentado á los in- 
tereses del Estado. 
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Pero por el colectivismo hoy dominante, mer- 
ced al cual la vida jurídica de las Naciones va de 
dia en dia adquiriendo mayores caracteres de co- 
munidad, y mayor va siendo el acatamiento á la 
universalidad del derecho, no sólo no es indiferen- 
te á los demás pueblos el castigo del que en otro 
ha delinquido, sino que por el contrario se consi- 
dera de interés común el castigo del culpable, 
como medio de restablecer el equilibrio jurídico 

perturbado por la violación del derecho. 

No es por tanto, como algunos afirman, la 
concesión de lo extradición un acto de cortesía de 
parte de los Estados, sino el cumplimiento de un 
deber moral, jurídico y social, ni el derecho á pe- 
dirlo tiene su origen en los pactos, convenciones 
ó tratados, que no hacen más que regular su ejer- 
cicio: su origen está en el reconocimiento unáni- 
me de la necesidad de la eficacia de la ley penal, 
y del derecho de cada Estado á aplicarla á aque- 
llos que en su propio territorio la quebrantaron, 
pues repugna á la conciencia social que para bur- 
lar la ley y eludir el castigo de los más feroces 
crímenes pueda bastarle á su autor traspasar los 
tan accesibles limites territoriales, cada dia más 
fáciles de trasponer. 

Asi es que en realidad ni para pedir la extra- 
dición, ni para concederla, es preciso que existan 
tratados, pero es conveniente para evitar dudas; y 
pocos principios de derecho han obtenido en tan 
corto espacio de tiempo el desarrollo que el que 
acabamos de exponer, como lo prueba el hecho 
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de que durante el siglo xix casi todos los pueblos 
civilizados han celebrado Convenios sobre este 
punto. 

Folleville, el ilustre profesor de la Universidad 
de Donai^ opina que esta materia debe estudiarse 
en el derecho internacional privado fundándose 
en que en todo delito hay siempre en juego un 
interés privado^ lo que no es absolutamente cier- 
to, pues hay bastantes hechos que sólo se califi- 
can de dehto por un interés exclusivamente pú- 
blico. 

Aparte de esto^ aun en los delitos que afectan 
á las personas y á la propiedad (sólo los que afec- 
tan á la honra y que no pueden ser perseguidos 
mAs que á instancia de parte y termina la acción 
y aun se redime la pena por el perdón del 
ofendido, pueden considerarse como de orden 
privado) el interés público se sobrepone al priva- 
do absorbiéndolo tan por completo que el perdón 
del agraviado para nada se tiene en cuenta ni aun 
en la cuantía del castigo que se impone, no sólo 
por el daño inferido á un particular, sino por la 
perturbación del orden social. 

Además, toda extradición exige una negocia- 
ción diplomática, ósea establecer una relación ju- 
rídica entre los gobiernos por razón de un interés 
público y del ejercicio de un derecho primario, el 
de jurisdicción é imperio, y por lo tanto al dere- 
cho internacional público corresponde su estudio 
y reglamentación. 

La conferencia celebrada eo Oxford en 1880 
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por el Instituto de derecho internacional acor- 
dó las bases á que deben sujetarse los trata- 
dos de extradición que á continuación inser- 
tamos. 

1/ La extradición es un acto internacional 
conforme á la justicia y al interés de los Estados^ 
puesto que tiende á prevenir y refrenar eficaz- 
mente las infracciones de la ley penal. 

2/ La extradición no se practica de una ma- 
nera segura y regular sino cuando hay tratados^ 
y es de desear que éstos sean cada día más nu- 
merosos. 

3.'. Sin embargo, no son sólo los tratados los 
que hacen de la extradición un acto conforme al 
derecho, porque puede verificarse aun en ausen- 
cia de todo vínculo contraído. 

4.* Debe procurarse que en cada país una ley 
regule el procedimiento en esta materia, asi co- 
mo las condiciones por las que los individuos re- 
clamados como malhechores, sean entregados 
ó los gobiernos con los cuales no existe tra- 
tado. 

5.* La condición de reciprocidad, con este 
motivo, puede solicitarse por la política; pero no 
exigirse por la justicia. 

6." Entre países cuyas legislaciones crimina- 
les descansen sobre bases análogas y que tengan 
mutua confianza en sus instituciones judiciales, 
la extradición de los nacionales será un medio de 
asegurar la buena administración de la justicia 
pena) porque debe aspirarse á que la jurisdicción 
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leí fuero del delito cometido sea, en todo lo po- 
ible, la llamada á juzgar. 

7.* Aun admitida la práctica actual qne sus- 
rae los nacionales á la extradición, no deberá te- 
leise en cuenta la nacionalidad adquirida desde 
a perpetración del hecho por el que dicha extra- 
lición se reclama. 

8.*^ La competencia del Estado requirente, 
lebe justificarse por su propia ley y no estar en 
ontradicción, con la del país del refugio. 

9.* Si hay muchas demandas de extradición 
lor el mismo hecho, deberá darse la preferencia 
1 Estado sobre cuyo territorio se ha cometido la 
nfracción. 

10. Si el mismo individuo es reclamado por 
arios Estados, á virtud de diversas infracciones, 
1 Estado requerido atenderá, en general, á la 
ravedad relativa de las mismas. 

En caso de duda, sobre la gravedad relativa 
e las infracciones, el Estado requerido tendrá 
n cuenta la prioridad de la demanda. 

11. Como regla, debe exigirse que los hechos 
loscuales se aplique la extradición, sean castiga- 
os por la legislación de todos los países, excepto 
n los casos que, á causa de las instituciones par- 
culares ó de la situación geográfica del país de 
efugio, no puedan producirse las circunstancias 
e hecho que constituyen el delito. 

12. Siendo siempre la extradición una me- 
ida grave, debe aplicarse sólo á las infracciones 
e alguna importancia. Los tratados deben enu- 
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mera rías con precisión; sus disposiciones^ en este 
punto^ varían naturalmente^ según la situación 
respectiva de los países contratantes. 

13. La extradición no puede verificarse por 
hechos políticos. 

14. El Estado requerido apreciará soberana- 
mente^ con arreglo á las circunstancias, si el he- 
cho por motivo del cual se reclama la extradi- 
ción^ tiene ó no carácter político. 

En esta apreciación^ debe inspirarse en las 
dos ideas siguientes: 

a) Los hechos que reúnan todos los caracte- 
res de delitos comunes (asesinatos, incendios, ro- 
bos), no deben exceptuarse de la extradición, por 
razón solamente de la intención política de sus 
autores. 

b) Para apreciar los hechos cometidos en el 
curso de una rebelión política, de una insurrec- 
ción ó de una guerra civil, es preciso indagar si 
serian ó no disculpados por los usos de seme- 
jantes perturbaciones. 

15. En todo caso, la extradición por delito 
que tiene á la vez el carácter de político y común, 
deberá concederse sólo cuando el Estado requi- 
requirente, dé la seguridad de que el extraído no 
será juzgado por tribunales especiales. 

• 6. La extradición no debe aplicarse á la de- 
serción de los individuos pertenecientes al ejér- 
cito de tierra ó mar, ni á los delitos puramente 
militares. 

La adopción de esta regla no es obstáculo 
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para la entrega de los marinos pertenecientes á 
la armada del Estado ó la marina mercante. 

17. Una ley ó un tratado de extradición pue- 
den aplicarse á hechos cometidos con anteriori- 
dad á la época de su promulgación. 

18. La extradición debe verificarse por la 
via diplomática. 

19. Es conveniente que en el país de refugio 
la autoridad judicial sea llamada á apreciarla 
demanda de extradición después de un debate 
contradictorio. 

30. El Estado requerido no debe consentir 
la extradición^ si^ según su derecho público la 
autoridad judicial ha decidido que la demanda 
no debe ser acogida. 

21. El examen versará sobre las condiciones 
generales de la extradición y sobre la verosimili- 
tud de la acusación. 

22. El Gobierno que ha obtenido una extra- 
dición por un hecho determinado^ está obligado de 
pleno derecho á, salvo pacto en contrario, no de- 
jar juzgaró castigar al extraidosino por este hecho. 

23. El Gobierno que ha acordado una extra- 
dición puede después consentir que el extraído 
sea juzgado por otros hechos que el que había 
motivado su entrega, siempre que puedan dar 
lugar á aquélla. 

24. El Gobierno que tiene un individuo en su 
poder por causa de una extradición no puede en- 
tregarle á otro Gobierno sin el consentimiento de 
aquel de quien lo recibió. 
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^. El auto emanado de la autoridad judicial 
que declare admisible la extradición^ deberá con- 
signar las circunstancias por las que tendría lu- 
gar y los hechos por los cuales hubiera sido 
acordada. 

26. El extraído podrá oponer, como excep- 
ción previa, ante el tribunal llamado á juzgarle 
definitivamente, la irregularidad de las condicio- 
nes por las cuales hubiera sido acordada la ex- 
tradición. 

Como podrá ver quien estudie detalladamente 
los tratados, no todas las reglas expuestas han 
tenido total aceptación, pero sí las principales, 
mereciendo entre ellas el puesto de honor la se- 
paración entre delitos políticos y comunes, ya en 
la práctica establecida de antes, y la excepción 
de extradición en cuanto á los políticos, al con-> 
trario de lo que, como ya se ha dicho, se hacía 
antiguamente. 

No tanta unanimidad como en la legislación 
se observa en los jurisconsultos, no faltando 
quienes, considerando los delitos políticos de 
más gravedad que los comunes, por la mayor 
perturbación que en el orden social producen y 
las más graves consecuencias que suelen llevar 
en pos de si, deduzcan que debe incluírseles en 
los tratados y consideran injusta su exclusión. 
Otros, los partidarios del actual sistema, se fun- 
dan en que los delitos políticos son producto de 
la aspiración á la realización de fines que no 
están fuera de las leyes naturales, no pudiendo 
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por lo mismo ser considerados como ilegítimos 
más que en cuanto representan una trasgresión 
de una ley positiva y privativa de cada Estado, 
la ley política. 

Nosotros, adhiriéndonos á esta opinión, pensa- 
mos que la pasividad con que los delitos políticos 
se ven por los demás Estados obedece al recono- 
cimiento del pricipio de libertad que cada uno 
goza para constituirse políticamente como plazca 
á su voluntad, y la manera como ésta se exterio- 
rice, en nada contraría los fines de la sociedad 
internacional, ni puede determinar en ella un in- 
terés común para la represión. De aquí que co- 
mo el conspirar y aun realizar actos con tenden- 
cia á variar el régimen político de un pueblo, no 
es contrario al derecho natural, ni á la moral, ni 
con ello se infringen otros principios que los de 
orden público interno, se estime que su persecu- 
ción no debe rebasar las fronteras. La ley penal 
es universal y su imperio interesa á todos y la 
política es privativa de cada Estado y sólo á éste 
interesa. 

Además la represión de estos delitos siempre 
es en extremo severa, como atenta á la seguridad 
é interés del Gobierno, que no siempre es el de 
la generalidad, y de ahí que surja el temor de que 
aun en la aplicación de la ley impere masque un 
sentido de recta justicia cierto espíritu de vengan- 
za, á la que no pueden contribuir los gobiernos 
no interesados. 

Esto no quebranta la solidaridad que debe 
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existir entre los mismos, y en virtud de ella no 
quedan desligados de toda obligación respecto de 
los emigrados politices á quienes deben seflalar 
lugar para la residencia y evitar que continúen 
conspirando y fomentando la discordia^ y mucho 
menos ayudarles en sus maquinaciones^ como 
hicieron los norteamericanos con nuestros sepa- 
ratistas^ porque esto serla conculcar los más ele- 
mentales principios del derecho internacional; en 
cambio pueden expulsarlos de su territorio si con- 
sideran peligrosa su permanencia en él. 

Es evidente que esta especie de derecho de 
asilo sólo es aplicable á los delitos exclusivamen- 
te políticos; porque cuando á éstos van unidos 
otros de carácter común, renace el interés colecti- 
vo en que no queden impunes y aquéllos no pue- 
den cubrir bajo su manto á atroces criminales^ á 
los que nunca pueden servir de guarida los Esta- 
dos civilizados sin poner en grave riesgo la segu- 
ridad de sus subditos y hasta la suya propia. 

En todos los tratados modernos van siendo ya 
objeto de estipulación estos delitos comunes, y 
también se consigna la llamaJa cláusula de aten- 
tado ó sea exceptuar de la inmunidad de los deli- 
tos políticos el asesinato, homicidio ó envenena- 
miento de un Soberano ó miembro de su familia, 
y los cometidos por medio de explosivos aunque 
tengan fin político, siempre que resulte daflo á 
las personas ó bienes de los particulares. 

La reciprocidad es la base para la celebración 
de los tratados de extradición entendiendo por 
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tal^ en este punto concreto^ que el hecho de que 
se trata estéi considerado como delito en las leyes 
de los dos países estipulantes, á menos que por 
su naturaleza especial no pueda tener cabida en 
la legislación de uno de ellos, como sucede con 
el delito de piratería en los códigos de los Esta- 
dos que no tienen costas ni marina. 

El mismo principio se observa cuando no 
existe tratado; pero puede negarse la extradición 
por prohibirla en el caso, por que se pide por las 
leyes de la Nación que ha de otorgarle. 

Si el reo cuya extradición se pide se encuen- 
tra preso por otro delito cometido en el Estado de 
su residencia, ó cumpliendo condena, se suspen- 
de la extradición hasta que haya extinguido su 
responsabilidad, y si el delito por el que se le per- 
sigue ha sido objeto de amnistía ó indulto, ó se 
alega la prescripción, basta que haya recaído re- 
solución en el incidente motivado por la excep- 
ción. 

Las reglas 9, 10, 14, 16, 18, 22, 23 y 24 de las 
acordadas en Oxford, se hallan en general con- 
signadas en los tratados. 

La extradición, no siendo de los marinos que 
no se hayan refugiado en buque de guerra ex- 
tranjero que pueden tramitarla los Cónsules, se 
pide siempre por la vía diplomática, acompañan- 
do á la petición el auto de procesamiento y pri- 
sión ó testimonio de h sentencia. En Espafta para 
pedirlo deben tenerse en cuenta los artículos 824 
al 833 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en 
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la jurisdicción ordinaria, y los 671 al 677 del Có- 
digo de Justicia Militaren la de Guerra. (1) 

Recomienda la regla 19 de las antedichas que 
en la concesión de la extradición intervenga el 

(i) 824. Los Fiscales de las Audiencias y el del Tribanal Sopremo. 
cada aoo en su caso y logar pedirán que el Juez ó Tribanal proponga al 
Gobierno que solicite la extradición de los procesados ó condenados por 
sentenda firme, cuando sea procedente con arreglo & derecho. 

825. Para que pueda pedirse ó proponerse la extradición, será requi- 
sito necesario que se haya dictado auto motivado de prisión ó recaído sen- 
tencia firme, contra los acusados á que se refiera. 

826. Sólo podrá pedirse ó proponerse la extradición: 

I .° De los espafioles que habiendo delinquido en Espafta se hayan 
refugiado en pais extranjero. 

2.* De los espafioles que habiendo atentado en el extranjero contra 
la seguridad exterior del Estado, se hubiesen refugiado en país distinto 
del en que delinquieron. 

3.* De los extranjeros que debiendo ser juzgados en Espafia, se hu- 
biesen refugiado en un país que no sea el suyo. 

827. Procederá la petición de extradición: 

I.* En los casos que se determinan en los Tratados vigentes con la 
Potencia en cuyo terrítorrio se hallare el individuo reclamado. 

2.^ En defecto de Tratado, en los casos en que la extradición proce- 
da según el derecho escrito ó consuetudinario vigente en el territorio á 
cnya nación se pida la extradición. 

3.* En defecto de los dos casos anteriores, cuando la extradición sea 
procedente, según el principio de reciprocidad. 

828. El Juez ó Tribunal que conozca de la causa en que estuviere 
procesado el reo ausente en territorio extranjero será el competente para 
pedir su extradición. 

829. £1 Juez ó Tribunal que conociere de la causa acordará de oficio 
ó á instancia de parte, en resolución fundada, pedir la extradición desde 
el memento en que, por el estado del proceso y por su resultado, sea pro- 
cedente con arreglo á cualquiera de los números de los arts. 826 y 827. 

830. Contra el auto acordando ó denegando pedir la extradición 
podrá interponerse el recurso de apelación, si lo hubiese dictado un Juez 
de instrucción. 

831. La petición de extradición se hará en forma de suplicatorio di- 
rigido al Ministro de Gracia y Justicia. 

Se exceptúa el caso en que por el tratado vigente con la Nación en 
cuyo territorio se hallare el procesado, pueda pedir directamente la extra- 
dición el Juez ó Tribunal que conozcan de la causa. 

832. Con el suplicatorio ó comunicación que haya de expedirse, 
según lo dispuesto en el artículo anterior, se remitirá testimonio en que 
se inserte literalmente el auto de la extradición, y en relactúu, la preten- 
sión ó dictamen fiscal en que se haya pedido y todas las diligencias de la 

8 
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poder judicial, regla que se complementa en la 
25; así se practica en Inglaterra; en Bélgica sola- 
mente se le oye, sin que su informe tenga carác- 
ter ejecutivo; en los demás países tiene carácter 

cansa necesarias para justificar la procedencia de la extradición con arre- 
glo al número correspondiente del artículo 826 en que aquélla se funde. 

833. Cuando la extradidón haya de pedirse per conducto del Mi- 
nistro de Gracia y Justicia, se le remitirá el suplicatorio y testimonio, por 
medio del Presidente de la Audiencia respectiva. 

Si el Tribunal que conociese de la causa fuese el Supremo ó su Sala 
segunda, los documentos mencionados se remitirán por medio del Presi- 
dente de dicho Tribunal. 

artículos del código dx justicia militar 

Art. 6; t . £1 Consejo Supremo de Guerra y Marina y las Autorida- 
des judiciales de los Ejércitos y Distritos, propondrán al Gobierno que 
Solicite la extradición de los procesados ó condenados por sentencia firme 
en los casos que corresponda. 

Art 672. Los Fiscales del Consejo Supremo y los jueces instructo- 
res podrán también pedir, los primeros á didio Consejo, y los segundos á 
la Autoridad judicial de quien dependan, que promuevan la solicitud de 
extradición cuando lo crean procedente. 

Art. 673. Solo podrá pedirse ó proponerse la extradición: 

I .* De los españoles que, habiendo delinquido en Espafta, se hayan 
refugiado en país extranjero. 

2.* De los espafioles que, habiendo atentado en el extranjero contra 
la seguridad exterior del Estado, se hubiesen refugiado en piuts distinto 
del en que delinquieron. 

3.^ De los extranjeros que, debiendo ser juzgados en Espafia, se hu- 
biesen refugiado en un país que no sea el suyo. 

Art. 674. Para pedir ó proponer la extradición, es requisito necesa- 
rio que se haya acordado la prisión del culpable ó recaido contra él sen- 
tencia firme. 

Art. 675. Procede la petición de extradición. 

I .* En los casos que determinen los tratados rigentes con las poten- 
cias en cuyo territorio se hallase el individuo reclamado. 

2.'' En defecto del tratado, en los casos que la extradición proceda 
según el derecho escrito ó consuetudinario rigente en el territorio á caya 
nadón se pida. 

3.^ En defecto de los dos casos anteriores, cuando la extradición sea 
procedente según el principio de riproddad. 

Art. 676. La Autoridad ó Tribunal que conozpa de la causa en que 
esturiese procesado el reo ausente en territorio extranjero, será competen- 
te para pedir su extradición y lo hará en ferina de suplicatorio dirigido al 
Ministerio 4e U Crtierr», 
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puramente administrativo la demanda de extra- 
dición. En España, fuera de lo estipulado en los 
tratados, la práctica general es, pues no existe 
ley especial como en otras Naciones, que aun 

Se exceptúa él caso en que por el tratado rigente con la nación en 
cuyo territorio se hallase el procesado, pueda pedir directamente la extra- 
dición la Autoridad ó Tribunal que conozca de la cau^a 

Art. 677. Con el suplicatorio ó comunicación que haya de expedirse 
según lo dispuesto en el artículo anterior, se remitirá testimonio literal de 
la proTÍdencia de extradición en que se consi{;uen sus fundamentos, y 
s¿lo en relación de aquéllas diligencias con que se justifique que la extra- 
dición procede con arreglo al número correspondiente del articulo 675. 

Los tratados de extradición concertados por España son los de: 

Alemania 2 de Mayo de i878. 

Anam, 5 de Junio de 1862. 

Argentina (República), 7 de Mayo de 1881. 

Austria, 17 de Abril de 1861. 

Bélgica* 17 de Junio de 1870. 

Brasil, 16 de Marzo de 1872. 

Colombia (República), 25 de Junio de 1892. — 17 de Junio de 1893. 

Congo (Estado libre del) 30 de Julio — 27 de Octubre de 1895. 

Dinamarca, 12 de Octubre de 1887—9 de Abril de 1890. 

Estados Unidos de América, 5 de Enero de 1877. 

Francia, 14 de Diciembre de 1877.—- 15 de Junio de 1878. 

China, 10 de Octubre de 1864. 

Inglaterra, 4 de Junio de 1878. 

Italia, 3 de Junio de 1868. 

Liberia (República), 12 de Diciembre de 1894. 

Lnxemburgo, 5 de Septiembre de 1879. ^ 

Méjico, 17 de Noviembre de i88i. 

Monaco, 3 de Abril de 1882. 

Países Bajos, 29 de Octubre de 1874. — 1/ de Mayo de 1895. 

Portugal, 35 de Junio de 1867 y 7 de Febrero de 1873. (En la *^" 
tualidad se está concertando otro.) 

Rusia, 12 y 24 de Abril de 1888 

Salvador (República), 22 de Noviembre de 1884. 

Sneda y Noruega, 15 de Mayo de 1885. 

Suiza (Confederación Hel?ética), 2 de Agosto de 1883.— 13 de Fe- 
brero de 1884 

Uruguay (República), 23 de Noviembre de 1885. 

Venezuela (República). 2 de Enero de 1894 — 7 de Junio de 1895. 

Existen también tratados especiales para la entrega de desertores ccn 
Francia, Inglaterra, por lo que se reñere á la plaza de Gibraltar, Méjico 
y Portugal. 
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cuando la procedencia de la extradición se acuer- 
da por el Ministerio de Gracia y Justicia, no pue- 
de decirse que intervenga el poder judicial. 

Lleva consigo la extradición la ocupación al 
delincuente de todos los objetos y efectos que 
puedan tener relación con el delito y se entregan 
con aquél en la frontera ó puerto, siendo de cuen- 
ta del reclamante todos los gastos. 

Si durante el curso del proceso variase la ca- 
lificación del delito que motivó la extradición, no 
podría ser condenado el reo si la definitiva no es- 
taba incluida en los tratados. 

La extradición de los naturales no es general- 
mente admitida por los Estados, y la regla 7.* de 
las que nos ocupan, sin atreverse á proscribirla, 
únicamente la acepta como práctica cuya conti- 
nuación no recomienda; pero como ningún delito 
debe quedar impune, las leyes nacionales contie- 
nen disposiciones para juzgar á los que delinquen 
en país extranjero. En España estos preceptos 
están contenidos en los artículos del 335 al 343 
de la ley orgánica del poder judicial. (1) 

(i) A&Tf culos db la. lsy orgánica que se citas 

Art. 335. £1 coDodiniento délos delitos comenzados á cometer ea 
Espafia, y consumados ó frustrados en países extranjeros, corresponderá 
á los tribunales y jueces espafloles, en el caso de que los actos perpetra- 
trados en Espafia constituyan por si delito, y sólo respecto á éstos. 

Art. 336. Serán juzgados por los jueces y tribunales del Reino, 
según el orden prescrito en el art. 326, los espafioles ó extranjeros que 
fuera del territorio de la Nación hubiesen cometido alguno de los deütos 
siguientes: 

Lesa Majestad. 

Rebelión. 

Falsificación de la firma, de la estampilla Real ó del Regente. 

Falsificación de la firma de los Ministros. 
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Como reconocimiento del mutuo auxilio que 
los Estados deben prestarse en la administración 
de justicia, se estipula la forma en que han de 
ser dirigidos y evacuados los exhortes que de uno 
á otro se dirijan, diligencia que es siempre gra- 
tuita^ si no intervienen en ella peritos ó da lugar 
á análisis ó cambio de residencia de los testigos, 
porque siendo asi, ó cuando éstos hayan de com- 
parecer ante el Tribunal, los gastos son de cuenta 
del exhortante. 

Las reglas vigentes en España sobre la mate- 
ria son: 

1/ Que los exhortes se dirijan á las Autori- 

FalsificaciÓD de otros sellos públicos. 

Falsificaciones que perjudiquen direcUmeote al crédito ó intereses del 
Estadio, y la introducción ó expendición de lo falsificado. 

F'alsificación de billetes de Banco, cuya emisión esté autorizada por la 
ley y la introducción ó expendición de los falsificados. 

Los cometidos en el ejercicio de sus funciones por empleados públicos 
residentes en territorio extranjero. 

Art. 337. Si los reos de los delitos comprendidos en el articulo an- 
terior hubiesen sido absuéltos ó penados en el extranjero, siempre que en 
este último caso se hubiese cumplido la condena, no se abrirá de nuevo la 
causa. 

Lo mismo sucederá si hubiesen sido indultados á excepción de los 
delitos de traición y lesa Majestad. 

Si hubieren cumplido parte de la pena, se tendrá en cuenta para 
rebajar proporcionalmente la que en otro caso les correspondería 

Art. 33S. Lo dispuesto en los dos artfculos que anteceden es aplica- 
ble á los extranjeros que hubiesen cometido alguno de los delitos com- 
prendidos en ellos, cuando fueren aprehendidos en el territorio espatlol ó 
te obtuviere la extradición. 

Art. 339. Kl espafiol que cometiere un delito en país extranjero con- 
tra otro español, será juzgado en ¿spafia por los juzgados ó tribunales de 
signados en el art. 326, y por el mismo orden con que se designan si con- 
currieren las circunstancias siguientes: 

I .* Que se querelle el ofendido ó cualquiera de las personas que pue- 
dan hacerlo con arreglo á las leyes. 

2/ Que el delincuente se halle en territorio espa&ol. 

3.* Que el delincuente no haya sido absuelto, indultado ó penado en 
el extranjero, y en este último caso haya cumplido su condena. 
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dades judiciales extranjeras, empleando frases de 
cortesía y ruego y promesas de reciprocidad cur- 
sándose por los Ministerios de Gracia y Justicia, 
Guerra ó Marinn, al de Estado para que lleguen 
á su destino por la vía diplomática. 

2/ Los que se dirijan á Turquía, Marruecos, 
Trípoli, China, Japón, Anam, Siam y deniás paí- 
ses orientales, si han de ser evacuados en subdi- 
tos españoles, se envían á nuestros Cónsules por 
la vía diplomática. 

3.* La evacuación de exhortos del extranje- 
ro deberá ordenarse siempre que no se oponga á 
nuestras leyes, pero para que los jueces les den 

Si hubiere cumplido parte de la pena, se observará lo que para igual 
caso previene el art. 337. 

Art. 340 £1 espafiol que cometiere en pais extranjero un delito de 
los que el Código penal español califica de graves contra un extanjero, se- 
rá juzgado en España si concurren las tres circuntancias señaladas en el 
articulo qne precede, y por los mismos jueces que en él se designan. 

Art. 341. No podrá procederse criminalmente en el caso del artículo 
anterior, cuando el hecho de que se trate no sea delito en el país en que 
»e perpetró, aunque lo sea según las leyes de España. 

Art. 342. Los españoles que delincan en país extranjero y sean en- 
tregados á los cónsules de España, serán juzgados con sujeción á esta ley 
en cuanto lo permitan las circunstancias locales. 

Instruirá el proceso en primera instancia el cónsul ó el que lo rempla- 
ce, si no fuere letrado con el auxilio de un asesor y en su defecto con el de 
dos adjuntos elegidos entre los subditos españoles, los cuales serán nom- 
brados por él al principio de cada año y actuarán en todas las causas pen- 
dientes ó incoadas duraote el mismo. 

Terminada la instrucción de la causa, y ratificadas á presencia del reo 
ó reos presuntos las diligencias practicadas, se remitirán los autos al tri- 
bunal español que, atendida la naturaleza del delito, tenga competencia 
para conocer de él. y sea el más próximo al consulado en qne se haya 
seguido la causa, á no ser que por fuero personal debiera ser juzgado el 
reo por distinta jurisdicción que la ordinaria sí hubiera delinquido en £ft- 
paBa, en cuyo caso lo será por el tribunal superior correspondiente al fue 
ro que disfrute. 

Art. 343, La jurisdicción ordinaria es competente para conocer de 
las faltas, sin más excepciones que las que señala esta ley respecto á los 
militares y marinos. 
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cumplimienio, es preciso que los reciban por con 
ducto de las Audiencias ó de las Autoridades ju 
diciales en Guerra y Marina. 

4.* En los de los países con quienes no hayí 
tratados^ deberá estarse á la reciprocidad, y á fal 
ta de precedentes deberán ejecutarse si su formj 
es correcta y consta la autenticidad de la fírma 

También es atribución del Estado emanad 
de su soberanía regir los actos relativos á las peí 
sonas de sus residentes en el extranjero, así ce 
mo dictar reglas sobre la permanencia de los ex 
tranjerosen su propio territorio; concertar las con 
diciones á que e! ejercicio del comercio entre su 
subditos y los de otras naciones ha de ajustars 
para evitar ó decidir los conflictos á que la dife 
rencia de los preceptos en los varios códigos civi 
les y mercantiles pueda dar lugar; y lo mism 
por lo que se refiere á la propiedad intelectual 
literaria é industrial, asuntos cuyo examen ce 
rresponde al derecho internacional privado po 
lo que nos limitamos á consignar la facultad de 
Estado. 

Otro derecho derivado de los primarios dt 
Estado es la extraterritorialidad, que ya se ha es 
estudiado con respecto á la Representación d 
aquél, y ahora debe hacerse en su concepto ge 
neral, esto es, como derecho del mismo Estadc 

Es la extraterritorialidad el derecho de u 
Estado á mantener sometidas á su jurisdicció 
las personas ó cosas que le pertenecen, dond 
quiera que se encuentren. 
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Por virtud de este derecho se limita la sobe- 
ranía del otro Estado en cuyo territorio puedan 
hallarse las dichas personas ó cosas. 

No satisfaciéndonos la ficción jurídica como 
fundamento de derecho, no podemos aceptar el 
que la generalidad de los autores señala al que 
estudiamos, y es el de suponer jurídicamente en 
el territorio de un Estado cosas ó personas que 
se hallan realmente en el de otro, concepto que 
también expresan en el sentido contrario de su- 
poner que no están las cosas ó personas que en 
realidad se encuentran. 

Tal vez no han buscado base más positiva 
para fundamentar un derecho que, arrancando 
de el de imperio y jurisdicción del Estado, tiene 
diversa extensión en cada caso de los que com- 
prende, según la relación mayor ó menor que 
con la personalidad del Estado tienen las perso- 
nas ó las cosas. Recordando lo dicho sobre los 
Jefes de Estado y los Representantes se encon- 
trará confirmación á este aserto, y mayor al tra- 
tar de la extensión de este derecho á las naves de 
guerra y á las mercantes. 

Como por el solo hecho de cambiar de resi- 
dencia no se pierde la nacionalidad de origen 
respecto de quien no ha dejado de ser ciudadano 
de un Estado, conserva éste sus derechos en todo 
aquello que no afecta á la legislación real ó á la 
penal del otro Estado donde reside; y aun en este 
punto acabamos de ver que siempre aquél se re- 
serva los medios de castigar al que en ciertas 
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condiciones delinquió en pais extranjero^ c< 
sagrándose de este modo la extra lerritoriali( 
de las leyes civil y penal. 

En esto no hay ni puede haber ficción al] 
na^ ni es preciso suponer presente al que ( 
ausente: la ley de origen le sigue donde qui 
y debe regir sus actos mientras espontáneame 
no se someta ¿ otra. 

Este derecho, claramente definido, del su; 
activo (Estado de origen), determina en el pas 
(Estado de residencia) la obligación de no inn 
cuirse en aquellos actos que regula una ley < 
no es propia de él. 

Tal es, en nuestra opinión, el verdadero fi 
damento, el concepto positivo del derecho de 
traterritorialidad, que no puede confundirse 
los de inviolabilidad é inmunidad. 

El particular que reside en pais extranjero 
za de aquél mientras no pierda su ciudadanía; 
alcanzando á más que ¿ regir sus actos persoí 
Jes por sus leyes propias y á que ciertos contri 
celebrados con sus conciudadanos, sean juzga 
conforme á éstas, siempre que no versen so 
bienes inmuebles radicantes en la nación doi 
reside. 

En lo criminal no puede, por los particulai 
invocarse la extraterritorialidad más que en 
países que tienen otorgadas capitulaciones. 

En ninguna parte, el extranjero, sin otro < 
rácter ó representación, ni su domicilio goza 
inviolabilidad ni inmunidad. 
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El estado de civilización de muchos pueblos 
de Oriente hace que sus leyes sean excesivamen- 
te crueles y se apliquen castigos desde mucho 
tiempo desterrados de las legislaciones de los 
pueblos civilizados; éstos, comprendiendo la ne- 
cesidad de amparará sus naturales residentes en 
aquellos dominios, han recabado mediante trata- 
dos ó convenios que reciben el nombre especial 
de capitulaciones, que los subditos de los Estados 
convenidos sean juzgados por sus propios Cónsu- 
les en lo criminal; también juzgan en lo civil en- 
tre individuos de la misma nación, y existen tri- 
bunales mixtos si los litigios son entre individuos 
de diferente nacionalidad ó intervienen indígenas. 

En Egipto en 1875 se suprimió la jurisdicción 
consular, y se crearon tres tribunales mixtos de 
!.■ instancia y uno de apelación en Alejandría. 

En cuanto á los naturales de España, tenemos 
en este punto los tratados celebrados con Turquía 
en 14 de Septiembre de 1872; Trípoli, 10 de Oc- 
tubre de 1784; Siam, 23 de Febrero de 1870; 
Anam, 5 de Julio de 1362; Argel, 14 de Junio de 
1786; Túnez, 19 de Julio de 1796; Marruecos, 30 
de Mayo de 1780, I.'' de Marzo de 1799 y 20 de 
Noviembre de 1861; China, 10 de Octubre de 1864 
y Japón 12 de Noviembre de 1868. 

Extensivo es este derecho del Estado é sus 
ejércitos de tránsito en territorio extraño (de los 
en campaña y de ocupación no hay para qué ha- 
blar), porque siendo el Ejército parte y represen- 
tación de aquél, donde quiera que se encuentre 
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Objeto del derecho 

CONSTITUYEN el objeto en el derecho internacio- 
nal lodas las cosas susceptibles de apropia- 
ción ó uso por parte de los Estados. 

Entre ellas la más importante es el territorio. 

Sabemos que para que un Estado tenga per- 
sonalidad jurídica internacional es preciso que 
esté constituido en territorio propio dentro del 
cual ejerce libremente su soberanía; los limites 
de los Estados son políticos^ y por lo tanto se con- 
sideran comprendidos dentro de ellos todos los 
dominios, ya se trate de posesiones aisladas, ya 
estén enclavadas en los limites geográficos de 



Digitized by LjOOQIC 






no puede estar sometido á otra ley que la suya \ 

propia, ley además peculiar de la institución ar- ^ 

mada (jue para el cumplimiento de su misión ne- ^ 

cesita de una jurisdicción y un Código especiales. # 

La extraterritorialidad comprende no solo al \ 

ejército como entidad, utí unioersitas, sino tam- 
bién á los individuos aislados por los delitos que ^ 
cometan, no siendo después de desertados; por- i 
que hasta entonces no han dejado de estar suje- 
os á sus ordenanzas y á la jurisdicción desús 
Jefes. 

Y como los ejércitos necesitan espacio donde 
vivir y acomodarse, éste, sea campamento, cuar- 
tel ó como se denomine, debe disfrutar de la in- 
munidad necesaria pata que no se pertúrbela 
vida regular de las tropas. 
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a Nación. Los límites políticos se señalan 
los tratados como puede verse principalmente 
los de Westphalia Utretch, Congreso de Viena, 
isecuente al tratado de París de 1814 y en el 
Francfort de 1871, y la delineación material de 
os suele ser objeto de convenios entre las nacio- 
3 fronterizas, á los que precede siempre el es- 
lió por parte de comisiones -compuestas de 
embros de todas las partes interesadas. Así en 
pasado siglo se han fijado los de Francia y Es- 
fia y de esta y Portugal, marcándose por medio 
signos visibles la línea divisoria. 
Naturalmente, se encuentran los Estados limi- 
los por las costas y riberas del mar. En reali- 
d aquí debía terminar el dominio de aquéllos; 
ro la necesidad de evitar conflictos y cuestiones 
^bables si se declaraba libre toda la parte del 
iv comprendida entre riberas, ha hecho que se 
conozca á los pueblos el dominio sobre aquélla 
rte del mar ribereño donde fácilmente puede 
• ejercitado por los medios coercitivos de que 
aponen. 

Si en el reconocimiento del derecho hay una- 
nidad, no existe igual en la cuantía de su ex- 
isión. Quieren algunos tratadistas que se fije un 
lite uniforme, pero la generalidad siguen la 
inión de Bynkerstork de que el límite del do- 
nio en el mar lo determina al alcance de las 
nas de tierra, opinión que tiene su fundamen- 
real en la fuerza de las cosas, aunque ello haga 
e esos límites sean desiguales para todas las 
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Naciones^ y que para una misma varíen con el 
tiempo y con arreglo ¿ los progresos crecientes 
de la artillería, que hacen que cada dia se en- 
sanche la zona de mar dominable. Y estimamos 
forzosa la adopción de esta teoría porque bien 
podría en tiempo de paz señalarse para todos los 
Estados un limite uniforme para los efectos de 
los derechos de pesca y fiscales, (Espafia por las 
ordenanzas de Aduanas los ha fijado en seis mi- 
llas); pero en tiempo de guerra ¿cómo impedir 
que ninguno deje de tener dominio hasta el pun- 
to mismo á donde llegan los proyectiles de sus 
bocas de fuego? 

Sobre la zona marítima se extiende la acción 
del Estado, que en tiempo de paz se limita á los 
efectos puramente fiscales y reglamentación de 
la pesca que es del exclusivo derecho de los na- 
turales, así como la navegación y comercio de 
cabotaje, y en tiempo de guerra ya veremos los 
derechos que de ella nacen. Por la configuración 
de las costas, sobre todo en la desembocadura de 
los ríos, suelen nacer cuestiones entre los habi- 
tantes de las Naciones colindantes que se resuel- 
ven mediante convenios como el de Bayona entre 
Francia y España de 1886, concediendo iguales 
derechos á unos y otros nacionales para la pena 
en elBidasoa. Los que existen entre España y 
Portugal han sido derogados. 

Con mayor razón que la zona marítima se 
consideran dentro de los límites del Estado sus 
puertos, radas y ensenadas, y por virtud de su 
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dominio puede conceder ó negar la entrada en 
ellos, limitarla y reglamentarla conforme á su 
conveniencia. No obstante este principio, la cos- 
tumbre ha establecido que entre los pueblos cul- 
tos permanezcan abiertos para toda clase de bar- 
cos, sin más condición para los de guerra que los 
saludos y visitas reglamentarias, y para los mer- 
cantes el pago de los arbitrios establecidos; estan- 
do todos sujetos á las medidas sanitarias. Entre 
nosotros las Reales órdenes de 17 de Abril de 1867 
y 11 de Agosto de 1882 declaran abiertos todos 
los puertos españoles para los buques de guerra 
de todas las naciones, y solamente queda prohi- 
bida la entrada en los arsenales, prohibición que 
se explica por motivos de justa y legítima defensa. 

También conserva el Estado el dominio é im- 
perio sobre todas las naves que al amparo de su 
bandera cruzan los mares, las que lo mismo en 
el mar libre que en los jurisdiccionales é inte- 
riores y estrechos que á éstos conducen y en los 
puertos gozan de absoluta inviolabilidad y extrate- 
rritorialidad las de guerra, y limitada las mer- 
cantes. 

Todos reconocen la existencia de este derecho, 
pero no todos los jurisconsultos le asignan el mis- 
mo origen: unos, los más, y entre ellos Calvo 
Heffter, Blunschli y Ortolán, consideran á la na- 
ve como una prolongación del territorio patrio, ó 
como una fortaleza ó ciudad flotante desprendida 
de él, y de esta ficción jurídica deducen la exis- 
tencia de tales derechos, suponiendo que el bar- 
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co, donde quiera que se encuentre, forma parte 
integrante del territorio- 

Otros como Lampredi, Azurfn y Pinheiro-Fe- 
rreira, dicen que siendo el considerar é la nave 
como parte del Estado en que se abandera una 
hipótesis, no puede deducirse de ella verdad algu- 
na jurídica y seria ridículo someter á la legisla- 
ción del Bastado á que pertenece el barco, á una 
porción de hombres de nacionalidades distintas, 
que viven en un medio no sujeto á imperio alguno. 

Según ellos, estos hombres no están sujetos 
más que á la ley de la Naturaleza y son inviola- 
bles, no porque les ampare esta ni la otra bande- 
ra, como en el territorio soberano, sino por la ley 
de la naturaleza que los hace libres é indepen- 
dientes de todos, hasta del mismo Soberano; por 
tanto, la nave que se encuentra en alta mar no 
está sujeta á otro ni más derecho que al general 
de las Naciones. 

El verdadero origen, el verdadero fundamento 
racional y jurídico de la inviolabilidad y extrate- 
rritorialidad de los buques lo ha señalado, en 
nuestra opinión, Oreste Da Vella en su preciosa 
monografia «La nave in alto mare». Dice éste: 
«La independencia de la nave tiene su origen en 
el derecho que todo Estado tiene para servirse 
libremente del mar para sus fines.» 

Por tanto, no pudiendo el alto mar estar su- 
jeto ni á la propiedad ni á la soberanía de nin- 
gún Estado, se comprende que en él todos los 
Estadps son independientes el uno dej otro, y de 
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aqu{ el derecho de recorrerlo libremente sobre el 
pie de la más perfecta y absoluta igualdad; de 
modo que no puede caber la menor duda de que 
ningún Estado pueda en caso alguno recurrir á 
la fuerza, como no sea para reprimir aquellos 
actos que tiendan á menoscabar ó impedir el 
libre ejercicio del derecho ó á atentar de cual- 
quier modo á la completa y absoluta inviolabili- 
dad del mismo derecho. 

Si este derecho de recorrer el alto mar libre- 
mente compete á todo Estado con la consiguiente 
independencia é igualdad jurídica^ huyamos de 
toda cuestión y discusión^ pues es evidente que 
tal derecho y tal inmunidad corresponde incon- 
testablemente á toda nave que vengamos á encon- 
trarnos en alta mar^ en cuanto es personificación 
y representación del ejercicio de tal derecho por 
un Estado cualquiera. Es indudable que sola- 
mente la nave de guerra (por ser la más alta per- 
sonificación del Estado que la arma y equipa) 
puede considerarse como el Estado mismo que 
directa, oficialmente ejercita tal derecho; pero la 
mercante no es el mismo Estado, es una socie- 
dad ó un particular autorizado por aquél para 
ejercitar el derecho de que se habla. 

Y que el dicho particular ejercita este dere- 
cho en nombre del Estado y para ejercitarlo ne- 
cesita de su autorización, es indudable. 

Bien que el alto mar sea, como se ha dicho, 
naturalmente libre pero por una consideración de 
alto interés político al particular le está prohibí- 
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do el derecho de recorreFlo libremente, si previa- 
mente no ha sido autorizado del Estado de quien 
depende. Y esto es tanta verdad, que el mismo 
Grocio, como acertadamente observa Ortolan, 
cuando sienta el principio general «á cualquiera 
le esté permitido navegar en el mar libre sin pe- 
dir autorización á ningún principe», no quiere 
decir otra cosa sino que el ciudadano de un Es- 
tado que tiene permiso de su Principe para na- 
vegar por alta mar, no necesita permiso de nin- 
gún otro Estado. 

Demostrado cómo una nave mercante, lo mis- 
mo que una de guerra, ejercita en alto mar el de- 
recho del Estado, se demuestra que encontrándo- 
se una nave en alto mar, poco importa que sea 
mercantil ó de guerra, resulta ipso fació inviola- 
ble é independiente de toda jurisdicción extranje- 
ra, no en virtud de una ficción quimérica como 
la de que la nave en alta mar es un fragmento ó 
prolongación del Estado á que pertenece, ni en 
virtud de una ley natural conocida por Lampredi 
y los que le siguen, sino porque ella encarna en 
si misma el derecho de uso del alto mar que tie- 
ne el Estado de quien depende; porque ella ejer- 
cita un'derecho que lleva consigo como corolario 
la más completa y absoluta independencia. 

De esto se deduce que todos aquéllos actos 
que tengan por objeto turbar el libre ejercicio de 
aquel derecho ó atentar á la inviolabilidad y á la 
independencia de la nave de guerra ó mercante, 
son punibles, no por razón de leso territorio, no 

9 
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porque se haya vulnerado la ley de la naturaleza 
Lamprediana, sino porque resulta lesionado el 
Estado por la violación del derecho que todo Es- 
tado tiene sobre el alto mar. E stato lesso violato 
el diritto che ogui stato ha sal alto mare. 

Resultarla manca y defectuosa nuestra de- 
mostración de que la independencia é inviolabili- 
dad de la nave en alta mar no es por efecto de 
una ficción jurídica ni por el de una ley natural^ 
sino por el derecho que todo Estado tiene de ser- 
virse del alto mar, si no la completásemos expli- 
cando por qué una nave debe necesariamente re- 
conocer para su resguardo el imperio de la sobe- 
ranía y de la jurisdicción del Estado á que per- 
tenece. 

Como el hombre^ por su naturaleza social^ 
está destinado^ naturalmente^ á formar parte de 
la colectividad organizada y sujeta á la ley co- 
mún, no podría vivir fuera de la sociedad sin re- 
negar de su naturaleza y sin comprometer la 
tranquilidad y la seguridad de los otros hombres 
asociados desde el momento, que resultarla pe- 
ligrosísimo, el encontrarse en frente de un indi- 
viduo que no obedeciese á ninguna ley ni á nin- 
guna autoridad positiva. Del mismo modo una 
nave que pretendiera considerarse en alta mar 
libre é independiente de cualquiera Estado, de 
cualquiera sociedad, que no reconociese para su 
gobierno el ejercicio de una autoridad, de una 
jurisdicción cualquiera, no podría navegar sin 
comprometer la seguridad de la navegación, la li- 
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bertaddel mary por consiguiente el derechoque to- 
dos los Estados tienen para servirse del alto mar. 

De aquí que toda nave necesariamente, indis- 
pensablemente, esté obligada ¿ reconocer en alta 
mar el imperio de una jurisdicción ¿cuál será la 
jurisdicción que podrá ejercer sobre la misma 
toda su eficacia? 

Es indudable el principio de derecho interna- 
cional marítimo que toda nave debe tener una 
nacionalidad; una nave que no tuviese hoy un 
marcado carácter nacional, que no perteneciese 
á una nacionalidad propia y claramente definida, 
sería una nave fuera de ley (ex lege) que, verda- 
deramente, por tal hecho no sólo se encontraría 
privada de toda protección, sino que además ce- 
saría inmediatamente de ser inviolable en cuanto 
á que ejercía ilegalmente, dolosamente, sobre el 
alta mar un derecho de uso que, como sobrada- 
mente sabemos, sólo á los Estados, como tales, co- 
rresponde y no al particular citado, el cual debe 
ser castigado por ejecutarlo sin permiso del Esta- 
do á que pertenece. De aquí se deduce que si una 
nave, para poder navegar legalmente, ha de estar 
provista de una patente de nacionalidad, es evi- 
dente que el Estado que ha concedido á una nave 
su nacionalidad tiene derecho á imponerle la ob- 
servancia de su ley, de someterla enteramente á 
su jurisdicción y esto lo mismo en su lugar como 
en alta mar, donde todos los Estados son inde- 
pendientes unos de otros. 

Los anteriores párrafos son, en su totalidad, 
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traducción literal de la dicha monografía á la 
que no hemos querido privar en nada de la fuer- 
za de la sólida argumentación^ mediante la cual 
desde la demostración del principio fundamental 
en que se basa la inviolabibilidad j extraterrito^ 
rialidad de la nave se llega por deduciones lógi- 
cas ¿ la conclusión de que la ley de origen debe 
regir la embarcación. 

A esta conclusión definitiva vienen ¿ parar to- 
dos cualquiera que sea el punto de partida^ por lo 
que ahora hemos de estudiar como el derecho re- 
conocido en la teoría se desarrolla en la práctica. 

El barco de guerra goza de un perfecto dere- 
cho de inviolabilidad y extraterritorialidad en 
todos tiempos y lugares^ y el menor atentado con» 
tra éstos derechos, sería una grave ofensa á la 
Nación; únicamente en el caso de insubordina- 
ción de la tripulación pueden prestársele los au- 
xilios que el Comandante reclame para el resta- 
blecimiento de la disciplina sin que ni en alta 
mar ni en puerto puedan pasar de ahí las Autori- 
dades. 

Los buques de guerra al entrar en puerto es- 
tán sometidos á los reglamentos de policía sanita- 
ria que en él rijan, y todas las reclamaciones ó 
demandas deben hacerlas por conducto del Cón- 
sul de su país. 

Todo acto de hostilidad realizado por un barco 
de guerra, debe ser repelido por la fuerza, sin 
perjuicio de la responsabilidad en que su Jefe 
haya incurrido. 
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Más limitada es la inviolabilidad de la nave 
de comercio que en tiempo de guerra está some- 
tida^ cualquiera que sea el pabellón bajo que 
navegue^ á la visita de los cruceros de los belige- 
rantes^ y en tiempo de paz siempre que haya 
pacto espreso para ello entre la Nación del que 
hace la visita y la del que la recibe, ó se haga 
sospechoso de dedicarse al tráfico negrero. Esto 
solo obliga á los estados que asistieron á la confe- 
rencia antiesclavista de Bruselas. 

En los puertos deben sujetarse á las prescrip- 
ciones sanitarias y fiscales, y en cuanto á los de- 
litos cometidos á bordo son de la competencia del 
Capitán de la nave ó del Cónsul, siempre que no 
afecten al orden público, á la seguridad del Esta- 
do, ó constituyan atentado contra la fuerza públi- 
ca; delito que no sólo puede ocurrir, sino que es 
frecuente contra la destinada á perseguir la de- 
fraudación de las rentas públicas, porque enton- 
ces debe juzgarlos el Estado ofendido. Asi sucede 
en España con los atentados cometidos contra los 
carabineros, cuyo conocimiento incumbe á la ju- 
risdicción de guerra, sin excepción alguna, como 
ninguno de los á esta atribuidos según digimos 
al hablar de los diplomáticos. 

Respecto á los delitos que puedan cometer las 
tripulaciones desembarcadas, aún cuando por 
este hecho quedan en principio sujetas á la ley 
del territorio, se sigue la regla de que si se trata 
de hechos ó colisiones ocurridas entre tripulantes 
de una misma Nación, 6 contra residentes de la 
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misma, se entregan los culpables al Agente con- 
sular para que por éste ó el capitán del barco se 
proceda á lo que haya lugar^ y lo mismo por las 

;. faltas de embriaguez, escándalo, etc.; pero si la 

victima es subdito del territorio donde han tenido 
lugar los hechos ó de Nación distinta á la del 
agresor, conocen las autoridades locales; cuando 
son poco importantes confieren su castigo á la 
soberanía del delincuente, con acuerdo del Cón- 
sul del tercer Estado, si á ello hubiere lugar. 

El derecho á castigar al que delinquió no se 
pierde aunque el delincuente se refugie en una 
nave, pudieddo ser extraído de ella con acuerdo 
del Cónsul, si es mercante y por la vía diplomáti- 
ca si de guerra. 

Como pudiera haber necesidad con el objeto 
indicado, ó con otro, de practicar alguna diligen- 
cia judicial á bordo de un barco, hay que pedir 
permiso á su capitán y si lo negare al Cónsul, si 
se trata de nave de comercio, y si del Estado ha- 
brá de recabarse el permiso del Embajador ó Mi- 
nistro por el conducto regular. (Véanse los artícu- 
los 561 de la Ley de Enjuicia miedlo Criminal, 508 

> del Código de Justicia Militar y Real Decreto de 

í 17 de Noviembre de 1852.) 

■ Tienen las embarcaciones derecho á dejar en 

tierra sus heridos y enfermos, cuando carezcan 
de medios para su asistencia y siempre que, en 
cuanto á éstos, no se opongan las leyes de sanidad 
por peligro de la salud pública, y á que sean asis- 
tidos en los hospitales militares y civiles pagando 
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el importe de los gastos que ocasionen, y también 
pueden desembarcar los cadáveres y enterrarlos 
en los cementerios públicos, sujetándose á lo que 
la salud pública exija; y si se trata de personas 
pertenecientes á la dotación de los barcos de gue- 
rra á quienes deban tributarse honores militares, 
no puede desembarcarse fuerza alguna armada 
sin permfso de la Autoridad Superior de la Plaza. 

Es deber de todas las autoridades prestar el 
más eficaz apoyo á cualquiera barco en peligro, 
amparar á los náufragos y prestarles todo auxilio 
mientras son recogidos por otra embarcación, asi 
como evitar los despojos que con motivo del nau- 
fragio puedan realizarse. Para las operaciones de 
salvamento están sujetas á servidumbre todas las 
propiedades y explotaciones establecidas en las 
orillas del mar, asi las cerradas como las acota- 
das y abiertas. 

En alta mar los barcos tienen el deber de mu- 
tuo auxilio, pudiendo estipular precio del remol- 
que ó del transporte, según proceda. La obliga- 
ción de prestar auxilio es ineludible en los barcos 
de guerra, que sólo pueden excusarse de ella por 
fuerza mayor, pues, por lo mismo que donde 
quiera que están llevan la completa representa- 
ción del Estado, asi como sus derechos son ma- 
yores, más estrechas son sus obligaciones. 
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Cosas que son de propiedad 
de uno ó xnéus Bstados y de uso común 

Los estrechos que comunican dos mares libres 
deben estar libremente abiertos á la navega- 
ción; impedir el paso seria atentatorio fel dere- 
cho que todos los Estados tienen al uso del mar. 
Por lo tanto^ aun cuando uno sea dueño de las 
dos orillas, no puede establecer derechos de pa- 
saje que no tengan por objeto indemnizarse de 
los gastos que pueda ocasionarle mantener expe- 
dita la comunicación entre los mares, que no po- 
drá ser impedida ni en tiempo de guerra á los 
neutrales. Respecto á los beligerantes, otorgarlo 
¿ uno podría considerarse como violación de los 
deberes de neutralidad. 

El estrecho de Gibraltar en todo tiempo ha 
permanecido abierto, y ni España ni Inglaterra 
han pretendido jamás poner trabas á la navega- 
ción; pero Dinamarca, desde muy antiguo, esta- 
bleció derechos sobre las naves que hacían el co- 
mercio con el Báltico, precisadas á atravesar el 
Sund, Gran Belt y Pequeño Belt, derechos que 
le fueron confirmados en los tratados de 1644, 
1663 y 1742; pero considerándolos excesivos los 
Estados Unidos, se reunió la Convención de Co- 
penhague en 1857, firmándose un tratado con 
Dinamarca por el que, mediante el pago de una 
cantidad alzada, que se prorrateó entre los signa- 
tarios, quedó establecida la libertad de navega- 
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ción por dicho Estrecho. Espafla, que no asistió 
á la Convención^ celebró en 1860 un tratado es- 
pecial que comprendía por separado á los buques 
peninsulares y coloniales. 

Mayores dificultades y alternativas ha ofreci- 
do la navegación del mar Negro y del Bosforo, 
cerrados siempre por Turquía: en el tratado de 
Adrianópolis de 1829 recabó Rusia para si y las 
Naciones que estuvieran en paz con Turquía el 
paso por dichas aguas; pero en el tratado de Lon- 
dres de 1841, confirmado el acuerdo en el de 
Paris de 1856, se consignó de nuevo la antigua 
costumbre de Turquía respecto á los barcos de 
guerra, y sólo se consintió la permanencia de pe- 
queños barcos para el servicio de las misiones 
diplomáticas y de la comisión de navegación del 
Danubio. En 1871 expuso Rusia á las demás Po- 
tencias la imposibilidad de cumplir el acuerdo, y 
por la Conferencia de Londres de dicho año se 
volvió al estado de derecho creado por la paz de 
Adrianópolis, que es lo vigente en el particular. 

Son varios los proyectos que se han hecho 
para la reglamentación del paso y neutralización 
del canal de Suez, sin que haya podido llegarse á 
un acuerdo definitivo, aun cuando en principio 
está reconocida la neutralización, por lo que en 
él no pueden realizarse actos de hostilidad con 
los beligerantes, si bien á todos está abierto el 
paso (1). La última tentativa para la resolución 

(i) Con motiTo de U guara Rnso-JapoDfsa ha Tuelto este ponto á 
adquirir actualidad. 
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de este problema jurídico es la Conferencia re- 
unida en París en 1885. 

Hasta la paz de París de 1814 no se intentó 
la reglamentación de la libre navegación de los 
ríos internacionales^ cuyo nombre se dá ¿ los que 
corren por dos Estados á la vez ó por varios su- 
cesivamente. En aquélla se estableció la libre na- 
vegación por el Rhin, y en los artículos 108 al 
115 del Congreso de Viena se establecieron prin- 
cipios generales para la libre navegación^ que 
posteriormente han sido aceptados por la gene- 
ralidad de las Potencias: están hoy abiertos al 
comercio en general el Rhin, el Danubio, el Es- 
calda y el Elba, en Europa, y el Congo y el Ni- 
ger, en África, por el Congreso de Berlín de 1885. 
El San Lorenzo, en América, sólo es navegable 
por ingleses y americanos, y el Duero y Tajo, por 
españoles y portugueses, según el tratado de Ma- 
drid de 1885. 

El derecho de los ribereños á la navegación 
por los ríos que corren por el territorio de dos 
Naciones, ¿ un tiempo ó sucesivamente, es indis- 
cutible, toda vez que, en el primer caso, de tra- 
tar de separar el cauce resultaría inútil para las 
dos; y en el 2.^, el primer Estado, si impedia el 
paso, privaría á los demás del uso de una vía na- 
tural de comunicación. 

El libre tránsito para los que son condueños 
es puramente convencional, y solamente se fun- 
da en la conveniencia general de facilitar el co- 
mercio á los pueblos. 
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La libertad de la navegación impone sobre 
las riberas la correspondiente servidumbre para 
que puedan realizarse las operaciones necesarias; 
y en los rios en que está aquélla declarada no 
puede cobrarse derecho alguno por razón de pa- 
so; pero en los que es convencional las Naciones 
estipulantes pueden señalar los que crean con- 
venientes. 

Los ríos navegables cuyas riberas pertenecen 
á un sólo Estado están bajo el dominio exclusivo 
de éste^ que puede imponer á su paso las cargas 
y gabetas que estime convenientes; asi el art. ^38 
de la ley de aguas, vigente entre nasotros, dice, 
«La navegación de los rios es enteramente libre 
para toda clase de embarcaciones nacionales y 
extranjeras con sujeción á las leyes y reglamentos 
generales y especiales de navegación.» 

Tampoco puede privarse á los extranjeros el 
paso por caminos y demás vías de comunicación, 
ni el uso de los medios de trasporte, ni de los co- 
rreos, telégrafos etc., en cuyo sentido puede afir- 
marse que, aún siendo de la propiedad del Esta- 
do, son cosas de uso común, no sólo en el dere- 
cho interno sino también en el externo. 
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Ctosas de uso ooxnún no Busceptlbles 
de apropiación 

DESPUÉS de habernos ocupado de las cosas 
propias del Estado sobre las que ejerce 
su dominio y de las que siendo también de la 
propiedad exclusiva de uno ó más Estados son 
de aprovechamiento común ó general á todos^ 
réstanos hablar de lo que siendo de uso común 
no es susceptible de apropiación: El mar libre. 

Por él entendemos todo el espacio de mar á 
donde no alcanza el dominio territorial de ningún 
Estado en el cual, como dice Grocio, pueden por 
derecho natural navegar todos. También en él es 
ilimitado el derecho á pescar, ó practicar sondeos 
y cuantos trabajos de orden científico, ú otros, 
quieran realizar los navegantes. 

Con ser tan natural el derecho á la libre na- 
vegación en el mar libre ó alta mar, no fué ente- 
ramente reconocido hasta fines del siglo xviii, 
pues como dice Hautefauille (De los derechos y 
deberes de los neutros). «Durante los últimos si- 
»glos de la edad moderna y sobre todo desde el 
»descubrimiento de América, el comercio marlti- 
»mo y la navegación, hablan tomado gran incre- 
»mento y estaban formando la base real de la 
»r¡queza y, por consiguiente, la fuerza de las Na- 
»ciones. Todos los pueblos habían puesto su in- 
»terés, no sólo en aumentar su comercio y su na- 
j^vegación, sino más aún, en disminuir y anular^ 
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»si les fuera posible^ las de las naciones vecinas 
»ó rivales. 

»Este interés era el móvil de las acciones de 
»un gran número de gobernantes é hizo nacer en 
»ellos la pretensión de apropiarse el mar y soms- 
»terIo al dominio exclusivo de una nación. Asi 
^Venecia tiende á apropiarse el Adriático (1). Gé- 
:»nova el mar de Liguria; los españoles y portu- 
»gueses los mares de América y de las Indias; 
»finalmente, Inglaterra desde tiempos muy re- 
)»motos^ abriga la pretensión de tener la soberanía 
»de los mares comunicantes con todos los que 
»bafi an las costas^ es decir^ el dominio de todos 
»los mares del mundo porque todos comunican 
»entre si». 

Tan absurdas pretensiones fueron brillante- 
mente combatidas por Grocio en su disertación de 
«Mare Liberum»^ en la que^ acertadamente^ de- 
muestra que el mar no es susceptible de apropia- 
ción. Y en efecto, mal puede apropiarse aquello 
sobre lo que no puede ejercerse dominio y juris- 
dicción, y por otra parte, es medio absolutamente 
necesario para el desenvolvimiento de la vida de 
todos los pueblos. 

El trabajo de Grocio, aparte de la generali- 
dad de los principios, va encaminado á la defen- 
sa de los derechos de Holanda, su patria, contra 
las pretensiones de los portugueses, como lo prue- 
ba la conclusión que sienta de que en todo tiem- 

{i) Con grandes fiesUs celebraba la República las bodas de su Pqz 
ooD m mar. 
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po, en paz, en guerra y en tregua, debe ser para 
Holanda libre el connercío y tráfico con la India. 

Como los irrefutables argumentos del Maestro 
contrariaban las aspiraciones de Inglaterra, á de- 
fenderlas salió Juan Saldeni con su obra «Mare 
claussum»^ dedicada á Carlos I y escrita bajo sus 
auspicios, en la que pretende demostrar: 1.*^ Que 
el mar, ni por derecho natural ni de gentes, es 
del dominio de todos, sino capaz de apropiación. 
2.** Que el Rey de la Gran Bretaña tiene el do- 
minio y perpetuo imperio de todos los mares que 
baflan sus costas. 

Esta ha sido la política inglesa hasta tiempos 
muy recientes, política que dio lugar á las dos 
neutralidades armadas de 1780 y 1800. 

Fuera de la elucubración de Saldeni, ningún 
publicista se ha atrevido á sostener tan peregrina 
teoria, y hoy está devado á la categoría de prin- 
cipio universalmente reconocido el derecho de la 
libre navegación en alta mar, hasta el punto de 
que la generalidad de los autores, y nosotros con 
ellos, opinan que no es renunciable por los Esta- 
dos tal derecho, como que forma parte integran- 
te de la soberanía de los mismos. Philimore y 
Heífter son de la opinión contraria; dicen que es 
renunciable. 

Algunas limitaciones á este derecho hemos 
señalado al hablar de la inviolabilidad de las na- 
ves, y también está condicionado por los regla- 
mentos de navegación y señales para evitar los 
abordajes, que por el gran número de Naciones 
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que lo han adoptado merece la consideración de 
regla de derecho: por Espafla fué aceptado en 
1.^ de Junio de 1871, y en él se preceptúan las 
luces ó fanales que han de llevar los barcos y su 
situación, toques de campana (tambor Turquía) 
para tiempo de niebla, borrasca ó nieve, y final- 
mente las maniobras que han de practicarse para 
evitar las embestidas ó abordajes. 



Modos de adquirir la soberanía 
sobre el territorio 

DIFERENTES veces hemos repetido que es indis* 
pensable, para que el Estado tenga persona- 
lidad jurídica el dominio territorial ó sea la pose- 
sión de territorio donde pueda ejercer en primer 
término la soberanía. 

Si la posesión es titulo de grandísima impor- 
tancia en el derecho civil, tiénela mayor en el in- 
ternacional donde es el único que por regla gene- 
ral pueden invocar los Estados en prueba de su 
legitima soberanía territorial. 

Adquieren este en tiempo de paz por la ocu- 
pación, la prescripción y la accesión: y también 
por la cesión voluntaria que podríamos llamar 
donación. 

En tiempo de guerra: por la conquista, modo 
que resume la anexión, la cesión forzada y la 
ocupación militar no abandonada ni contradicha. 

La ocupación tuvo grandísima importancia no 
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solo en los tiempos primitivos^ como que con la 
conquista es el verdadero origen histórico y jurí- 
dico de las modernas nacionalidades, sino tam- 
bién en los principios de la edad moderna^ pues 
merced á ella adquirieron los Estados de Europa 
sus grandes dominios en América y Oceania. 

Hoy, no siendo como punto de partida para 
dirimir las discordias á que pueda dar lugar la 
prioridad en la ocupación ha quedado reducida ¿ 
los territorios del África habitados por tribus sal- 
vajes y aun esto se ha reglamentado por el acta 
final de la conferencia de Berlín de 1885 en tér- 
minos que dé lugar á los menores conflictos que 
sea posible. 

Las condiciones que el derecho consuetudina- 
rio exige para que la ocupación se considere co- 
mo justo titulo de la adquisición de dominio, son: 

1.* Que se lleve á cabo por el Gobierno ó sus 
delegados; y en caso de ser realizada por empre- 
sas ó particulares, que sea aprobada y ratificada 
por el Poder. 

2.* Que sea de países inhabitados, ó de estar- 
lo, por tribus salvajes, 

3.* Que se tome posesión real del país ocu- 
pado; y 

4.* Que se ejerzan en él actos de soberanía 
mediante el establecimiento de una Autoridad y 
la fuerza pública necesaria para el meintenimien- 
to de aquélla. 

Estos dos últimos fueron los puntos de dere- 
cho sometidos en el conflicto de les Carolinas en- 
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tre Alemania y España á la mediación de Su San- 
tidad León XIII y que terminó por el tratado de 
Roma de 17 de Diciembre de 1885, de acuerdo 
con lo propuesto por el Pontífice. 

La ocupación, anexión ó protectorado de te- 
rritorios en las costas de África está expresamen- 
te reglamentado, como ya se ha dicho, por los 
artículos 34 y 35 de la citada conferencia de Ber* 
lín que establece que cualquiera potencia que en 
adelante tome posesión de un territorio en las cos- 
tas del continente africano situado fuera de sus 
actuales posesiones» ó que sin haberlas tenido 
antes llegue á adquirirlas, ó asuma su protectora- 
do, acompañará al acta correspondiente una noti- 
ficación dirigida á todas las potencias firmantes 
de la repetida acta (1), á fin de que puedan hacer 
valer las reclamaciones á que hubiere lugar. 

Las potencias se obligaron á asegurar la exis- 
tencia en aquellos territorios de una autoridad 
suficiente á hacer respetar los derechos adqui- 
ridos. 

De aquí se deduce la verdadera doctrina sobre 
los limites de la ocupación, que los fija la esfera 
de acción hasta donde puede alcanzar la Autori- 
dad establecida para su administración y go- 
bierno. 

El que adquiere un territorio hácese también 
dueño de la costa á él adyacente y del mar que 



(i) Austria HangrÍB, Bélgica, Dinamarca, Francia, Al«mania, Gran 
Bmtafla, Italia, Paíiet Bajos, Luxembargo, Púrtngal, Rusia, Espafia» 
SiUukiB Voldos, SuMla y Nonie|;a y Tunéala. 

IP 



Digitized by LjOOQIC 



146 MODOS DE ADQUIRIR, ETC. 

bafia^ en los términos dichos al tratar de los 
nites del territorio del Estado. 

El hecho material de la ocupación de nada 
rve si no lo acompaña la toma de posesión y el 
ercicio de actos de soberanía. No bastan los 
gnos materiales. El territorio sobre el que su 
•esunto dueño no domina en realidad, puede, 
gicamente, considerarse como abandonado por 
ite y pasar por titulo de prescripción á poder de 
lien por largo tiempo se encuentra en posesión 
t él sin oposición de nadie. 

No todos están conformes con tal modo de 
iquirir, fundados en que el Estado no puede ni 
)be sufrir las consecuencias del descuido de sus 
)bernantes; pero asi forzosamente es en todos 
s órdenes, puesto que los gobiernos son la per- 
►nificación del Estado y debe legalmente supo- 
írse que velan por sus intereses con la diligen- 
a debida, siendo, por el contrario, de absoluta 
3cesidad para la marcha ordenada de los puc- 
os evitar todo motivo de incertidumbre sobre 
dominio, y es de justicia que lo pierda quien 
ida hace por conservarlo y aprovechar los fru- 
s que las tierras abandonadas pueden producir, 
que con el abandono resultan perdidas para la 
>ciedad en general. 

Las condiciones que Fiore exige para que pue- 
i ser valedera la prescripción, son: 

1.* Que el ejercicio de los derechos de sobe- 
inla haya sido notorio, no interrumpido é in- 
¡uivoco; y 
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2.' Que se haya practicado durante treinta 
años^ si se trata de extensiones considerables de 
territorio^ y de cincuenta si de más pequeñas. 

Otro de los modos originarios de adquirir es la 
accesión, por cuya virtud adquiere el Estado los 
terrenos que se ganan al mar y las islas que se 
forman dentro de las aguas jurisdiccionales. Las 
que quedan al descubierto en el mar libre son 
cosas nullíus, y por lo tanto susceptibles de ocu- 
pación. 

Cuando las islas aparecen en ríos que separan 
el territorio de dos Estados se siguen las reglas 
establecidas por el derecho común para la divi- 
sión de las mismas entre los dueños de predios 
ribereños, y se apropia cada Estado la porción 
que separe al lado suyo la linea trazada por el 
centro del cauce del río; y si se formase la isla 
en la linea fronteriza de rio que corra sucesiva- 
mente por dos naciones, la continuación de esa 
línea, uniendo las fronteras de las dos márgenes, 
serviría para adjudicará cada una la porción que 
quedase dentro de sus límites propios. 

La mutación natural del cauce de un río in- 
ternacional no altera el limite de los Estados. 

Estos que hemos tratado son los modos natu- 
rales de adquisición de la soberanía en el territo- 
rio, que también se llaman originarios, y ahora 
pasaremos á ocuparnos de otro que por con- 
traposición podríamos llamar civil, y es la ce- 
sión. 

No resultaría íntegra la personalidad del Es- 
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lado si no pudiera, lo mismo que adquirir, tras- 
mitir su dominio, bien por título gratuito ó por 
remuneratorio, siempre que la cesión se haga 
por el Soberano y conforme á las leyes internas 
del Estado. 

Asi cedió España á Alemania los restos que 
de nuestras posesiones en Oceania nos dejó el 
tratado de París- 
Subrógase el adquirente en todos los derechos 
del ceden te y, desde el momento que la cesión 
queda perfeccionada, entra aquél en el pleno 
uso de todos los derechos anejos á la soberanía, 
que no pueden desconocer los habitantes de los ^ 
territorios cedidos, si bien conservan perfectísimo 
derecho á no renunciar á su anterior nacionali- 
dad; en cuyo caso, de continuar viviendo en ellos, 
quedarían con la condición de extranjeros. 

La voluntad de los habitantes de los países ce- 
didos que pretende hacer precisa, principalmen- 
te, la escuela italiana, no tiene razón de ser, toda 
vez que, y sobre todo en los países constituciona- 
les, se supone expresada por el voto de la nación 
emitido por sus representantes favorable á la 
unión; y en los que están bajo régimen puramen- 
te personal es bastante la voluntad del Soberano. 
Tal vez esta doctrina sirve de punto de partida 
para justificar cómo un pueblo puede por su es- 
pontánea voluntad cambiar de soberanía. 

Ni jurídicamente es necesaria la aquiescencia 
¿ la cesión de los naturales de los países cedidos, 
ni en la práctica hace falta si se conforman: y 
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de no conformarse el antiguo ó el nuevo Soberano 
les harían entrar en razón. 

Es vano cuanto se diga respecto á obligacio- 
nes del adquirente^ porque como la cesión ha de 
hacerse mediante un tratado, por las condiciones 
de absoluta libertad entre los contratantes, es de 
suponer, que estipularán todo lo que sea pre- 
ciso para puntualizar lo referente á deudas que 
pudieran estar afectas al territorio, empleados 
públicos del mismo, bienes y servicios comunales 
y demás que sea digno de tenerse en cuenta. 

De la adquisición de dominio por causa de 
guerra nos ocuparemos en el lugar oportuno. 



De las servidumbres 



COMO quiera que las más de las veces es una 
simple linea la que separa el dominio de los 
Estados colindantes, v aun cuando se establez- 
can zonas neutrales, no es posible impedir la 
existencia de servidumbres naturales como las de 
vertientes de aguas, paso y otras á que obligan 
ios accidentes del terreno y que siempre se espe- 
cifican en los convenios de limites; pero además 
existen otras puramente jurídicas que no tienen 
otro origen que las convenciones ó tratados. Im- 
posible es señalar en qué pueden consistir, pero 
si deben fijarse las circustancias que han de reu- 
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lir para que pueden considerarse como tales ser- 
vidumbres. 

Estos requisitos son: 

1.^ Que se constituyan á favor de otro Esta- 
lo aunque el disfrute se haga por particulares. 

2.® Que no sean incompatibles con los dere- 
chos de soberanía^ ni menos que anulen alguno 
le éstos: y 

3.^ Que sean puramente pasivas: es decir, 
[ue consistan en sufrir ó no hacer (in patiendo ó 
n non /aciendo), nunca en heícev (in faciendo). 

Las servidumbres naturales y jurídicas se ex- 
inguen, mejor dicho, dejan de serlo cuando los 
ios Estados vienen á constituir uno solo. 

Las jurídicas por pacto en contrario; por ven- 
íimiento del plazo, si son temporales; ó por ha- 
)erse realizado la condición, si condicionales; si 
ilguno de los Estados cambia de soberanía no 
)ueden considerarse subsistentes, si el nuevo So- 
Derano no las ratifica. 

Finalmente, en caso de guerra entre los Esta- 
los dominante y sirviente, quedan en suspenso. 

Algunos autores consideran como servidum- 
)res los censos, hipotecas y demás gravámenes 
'eales que antiguamente solían imponerse sobre 
)\ territorio de los Estados, obligaciones que han 
)erdido en la actualidad toda importancia en la 
brma dicha; mas frecuente es en el día ofrecer en 
garantía de empréstitos ó indemnizaciones rentas 
leterminadas, pero no creemos que esto constitu- 
ya una verdadera servidumbre; es un contrato de 
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préstamo con garantía que^ aunque respecto á 
ésta, limita la soberanía del Estado, no por esto 
lo constituye en sirviente. 



Tratados 

EL derecho natural impone á los pueblos debe- 
res recíprocos en armonía y correlativos á 
los derechos que les atribuye, y el modo de obli- 
garse los Estados, ó bien mutuamente ó comunal- 
mente, al ejercicio de unos y otros para la conse- 
cución de los diversos fines de la vida social, es 
mediante pactos solemnes. 

Estos pactos revisten distintas formas y con 
arreglo á ellas reciben diferentes nombres, como 
iremos viendo; pero el patrón, el tipo el más im- 
portante de todos es el Tratado. 

Es al derecho internacional lo que la escritu- 
ra pública al civil, y por eso lo definimos: Un do- 
cumento solemne en el que los Estados se obligan 
al cumplimiento de lo en él convenido, dándole 
fuerza de ley para los contrayentes. 

Su origen es tan antiguo como el de la necesi- 
dad de dos pueblos de asociarse para un fin; mas 
como quiera que hasta tiempos no muy remotos 
el objetivo principal era la guerra, de aquí que la 
historia sólo nos habla de alianzas ofensivas ó 
defensivas ó de las condiciones que al vencido 
imponía el vencedor. 

También encontramos otro modo de obligar 
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en aquel entonces importante, y que hoy es impo- 
sible; y son las cartas dótales ó capitulaciones 
matrimoniales por las que los Reyes como dueños 
y señores que se estimaban desús reinos cedían 
en dote á sus hijos provincias, ciudades, villas y 
señoríos que desmenbrándose del territorio de 
un Estado, venían á constituirse en indepen- 
dencia ó á formar parte de otro, unas veces 
íncondicionalmente y otras con obligación de 
auxilios ó subsidios, bajo cuyo aspecto toman 
cierto carácter de tratados internacionales, asi 
como los testamentos en que se dividía un reino 
en varios, ó se legaban territorios en propiedad ó 
usufructo á otros soberanos: disposiciones unas y 
otras que por lo mismo que implicaban cambio de 
soberanía en los territorios donados ó legados, ó 
constitución de nuevos Estados independientes, 
afectaban al derecho internacional creando obli- 
gaciones ó poniendo fin á las existentes, aunque 
todo esto, si bien se examina, atendiendo el estado 
del derecho en aquellos tiempos, tiene más im- 
portancia para el geógrafo que para el juriscon- 
sulto; también hoy puede decirse que afectan al 
derecho internacional las capitulaciones cuando 
alguno de los contrayentes renuncia sus derechos 
á una corona. 

La paz de Westphalia, es el verdadero oriente 
de ios tratados, porque quitando de las causas de 
la guerra una tan importante como la diferencia 
de religión tan adecuada para exaltar los ánimos 
más tranquilos, hizo viables relaciones amistosas 
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que hasta entonces se creyeran imposibles, rela- 
ciones que necesariamente tenían que metodizar- 
se mediante los convenios que reclamaban los in- 
tereses materiales, á los que por fuerza habla que 
dedicar mayor atención, resuelto el pavoroso pro- 
blema religioso y además facilitaban y fomenta- 
ban ese trabajo las ya habituales y bien miradas 
misiones permanentes. 

Donde no existe una ley general no hay para 
qué encarecer la importancia de ésta, á manera 
de ley parcial, que imperando para los que la 
aceptan, va en muchos casos ensanchando su es- 
fera de acción, hasta llegar á convertirse en pre- 
cepto de observancia común á todos los pueblos 
cultos. 

De buen grado prescindiríamos de ocuparnos 
en la clasificación y división de los tratados, por 
estimar que el agruparlos en una ú otra forma en 
nada afecta á su validez, ni á su fuerza obligato- 
ria, ni á la interpretación de sus cláusulas, ni á 
nada verdaderamente esencial; pero aun consi- 
derándolo del todo accidental, expondremos las 
principales de las clasificaciones hechas. 

Grocio los diferencia según que confirman ó 
modifican el derecho natural. Waltel los clasifica 
en iguales y desiguales, según que el pacto reporte 
la misma ventaja para lasdo^partesó mayor para 
una. Heffterforma tres grupos: constitutivos, regu- 
latpriosy de asociación. Son los primeros aquellos 
por los que se adquiere, otorga, aclara, trasmite 
ó extingue un derecho; los segundos, por los que 
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se fijan las relaciones políticas, materiales ó eco- 
nómicas de los Estados, y, finalmente, los de aso- 
ciación los constituyen el concierto de dos ó más 
Estados para el logro de un fin común, bien sea 
con tiempo y objeto fijos, ó para todos los fines y 
con limitación de la soberanía de los asociados. 

No puede aplicarse á los contratos internacio- 
nales, ni por las condiciones de los contratantes, 
ni por la forma de verificar los contratos, ni por 
la diversidad de las cosas que son materia de 
ellos, las divisiones que en el derecho civil, ó 
en el mercantil, se hacen; pero tampoco encon- 
tramos acertada ninguna de las antedichas. Más 
en su punto, y á ella desde luego nos atenemos, 
consideramos la de Martens, que hace de los tra- 
tados dos grandes grupos políticos y sociales, 
comprendiendo en los primeros los que afectan 
al Estado como tal, y en los segundos los que se 
refieren á intereses de los particulares. 

Encontramos esta división la más acertada, 
porque es la única que responde á la del derecho 
internacional en sus dos ramas de público y pri- 
vado, y marca una verdadera línea divisoria entre 
los tratados. 

Nunca los sociales son secretos, aunque lo 
sean, como en los políticos, las negociaciones y 
preliminares; pero como aquéllos han de ser 
cumplidos por los subditos de las partes contra- 
tantes, necesitan tener publicidad. 

En cambio, los políticos se dividen en públi- 
cos, secretos y mixtos. Son los primeros los que 
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se promulgan desde el momento que quedan per- 
feccionados. 

Secretos, los que por razones de alta política 
internacional no conviene que sus cláusulas sean 
conocidas por los demás Estados, con el fin de 
evitar recelos ó que por medio de otra combina- 
ción entre éstos pudiera anularse la eficacia de 
aquéllos, y también cuando su cumplimiento de- 
pende de una condición resolutoria. En todo 
caso, antes de surtir sus efectos, necesitan llenar- 
se para su ratificación los requisitos que las leyes 
internas de cada país exigen, y entonces se hacen 
públicos. 

Finalmente, se llaman mixtos aquellos que 
tienen una parte desde luego pública y otra que 
permanece reservada, pero en ningún caso las 
cláusulas secretas pueden estar en contradicción 
ni derogar á las públicas; pues lo contrario serla 
proceder de mala fe y ocasionado á justas recla- 
maciones de cualquiera tercer Estado que se con- 
siderase agraviado. 

Generalmente, tanto ios tratados secretos 
como la parte reservada de los públicos versan 
sobre alianzas que, aun cuando sean conocidas 
en principio, interesa mantener en secreto el ca- 
sus foederis. 

La capacidad de los contrayentes que en de- 
recho internacional la constituya el pleno goce de 
la soberanía de los Estados; que la cosa ó dere- 
cho sobre que versa el pacto estén en el dominio 
ó facultad de las pactantes; que la prestación sea 
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justa y posible; la libertad en el consentimiento y 
que el contrato no redunde en perjuicio de terce- 
ro, son los requisitos internos que ha de reunir 
todo tratado, para ser considerado como válido y 
obligatorio. 

Estas condiciones derivadas del derecho natu- 
ral y que en el civil tienen absoluta importancia, 
tan sólo, las más de ellas, la alcanzan relativa en 
el internacional. 

Por falta de la primera no son válidos los con- 
ciertos celebrados con las colonias, ni con los Es- 
tados protegidos sin la intervención del protector; 
por igual motivo carecen de validez los pactos ce- 
lebrados por un particular á nombre del Estado, 
mientras éste no los ratifique, y si se negare á ello 
y si el particular contratante hubiere recibido al- 
guna cantidad ó cosa como premio de la estipula- 
ción, lo que, aunque impropiamente, se conoce 
con el nombre de sponsio, está obligado á devol- 
verla; pudiendo el Estado, con arreglo á sus leyes 
privativas, juzgar al que estipuló en su nombre. 

También resultarla incompleta la soberanía 
del Estado cuyo representante legitimo estuviera 
de algún modo en dependencia de otro de los con- 
tratantes, porque carecería de la libertad necesa- 
ria para defender los derechos de su representado. 

Este requisito en tiempo de paz aún se llena 
normalmente, pues la igualdad entre las naciones 
es puramente jurídica, pero en la práctica no pue- 
de presciodirse déla influencia moral que la supe- 
rioridad real, que la efectiva desigualdad otorga 
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ai poderoso respecto del débil que no está ampa- 
rado por ninguna ley positiva; y si esto sucede en 
las relaciones pacíficas, puede juzgarse lo que 
ocurrirá en los tratados de paz por ios que se po- 
ne fin á la guerra, en los que todas las ventajas 
están de parte dei vencedor. ¿Podía iiat)er igual- 
dad perfecta entre Alemanes y Franceses en el 
tratado de Francfort ni entre Españoles y Ameri- 
canos en el de París? 

No en todos ios tratados vemos que se haya 
observado con rigor ei requisito de que la cosa 
objeto del pacto estuviera en poder ó dominio de 
las partes contratantes, como puede comprobar- 
se en los celebrados durante los primeros años 
del siglo Xix, y es porque la conservación ó res- 
tablecimiento del equilibrio ha servido más de 
una vez de razón ó pretexto para distribuirse en- 
tre los grandes los bienes de los pequeños y qui- 
tar al uno para dar al otro, sin su consentimiento, 
pero con la seguridad de que en su impotencia 
habría de conformarse sin protestar con las deci- 
siones de los fuertes. 

Aún puede ocurrir otro caso y es el que por 
habilidades de la diplomacia se pacte sobre cosa 
de tal modo incierta, que se haga imposible la 
entrega de ella. 

Que la prestación sea justa y posible, ó que 
sea lícita la materia sobre que versa el tratado. 
Por falta de esta condición no sería válido el 
pacto que consistiese en asunto prohibido por el 
derecho interaacional ó que repugnase ó la mo- 
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ral; ni el convenido teniendo por base faltar á 
obligaciones anteriormente contraidas por uua 
de las partes con un tercero; ni la renuncia ab- 
soluta de algunos de los derechos inmanentes; 
ni finalmente el que llevare aparejado la viola- 
ción de las leyes fundamentales del Estado de 
alguno de los contrayentes. Carecería de toda 
fuerza un convenio sobre no uso del mar ó para 
reglamentar el tráfico negrero. 

El libre consentimiento quiere decir que el 
encargado de firmar un pacto ha de estar en 
completa libertad y no ser inducido á ello por en- 
gaño, ni obligado por violencia externa: respecto 
al error difícilmente se dará, ya que no es de su- 
poner que para la conclusión de un tratado se 
nombren personas ignorantes, inexpertas y que 
además carezcan de las instrucciones apropiadas 
á la misión que se les confía. De todos modos, 
esta condición es la menos importante, aunque 
parezca paradógico afirmarlo asi, por carecer de 
eficacia los tratados hasta que no han sido ratifi- 
cados, en cuyo acto puede apreciarse el error. 

Finalmente, es ilícito todo pacto hecho en per- 
juicio de tercoro que tendría derecho á oponerse 
á su realización, llegando, justamente, hasta la 
g-uerra, á no encontrar mejor remedio para la de- 
fensa de sus derechos. 

Desde el momento que los requisitos antes 
mencionados los consideramos como esenciales 
para la validez de un tratado, declaramos que la 
falta de cualquiera de ellos determina la nulidad 
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del pacto. Esto es sencillo. Lo que no es hoy po- 
sible es fijar otro modo de conseguir la anulación 
que el que la parte lesionada apele á la guerra 
si. agotados los medios pacíficos, no obtiene la 
anulación del compromiso ilegitimo. 

Rara vez hoy los tratados se concluyen perso- 
nalmente por los Soberanos, y menos en los paí- 
ses constitucionales, hasta el punto de que duran- 
te el siglo XIX no se cita más caso que el de la 
Santa Alianza y sus complementarios de Aquis- 
gran, Troppan y Leybach; en todos los demás 
han servido de intermediarios los Embajadores 
permanentes, bajo la dirección de los Ministros 
del exterior ó Enviados extraordinarios ó Ple- 
nipotenciarios nombrados exclusivamente para 
tal fin. 

El perfeccionamiento de un tratado exige una 
porción de actos preparatorios que consisten, se- 
gún los casos, en el cambio de notas verbales (1) 
ó escritas cambiadas entre los Ministros y Envia- 
dos, ó bien en sesiones celebradas por los comi- 
sionados de los respectivos gobiernos, cuyas no- 
tas, ó actas de las sesiones, constituyen lo que se 
llama protocolo. 

Convenidos los contratantes sobre los puntos 
que han sido objeto de las estipulaciones, se pro- 
cede á la redacción del tratado. Lo misgíio que en 
la de las notas y discusiones, en su caso, no exis- 



(i) Aunque te lUman asi, de toda nota Terbal debe dejarte copia 
per escrito A aquel que ba de contestarla, no diferenciándose de las es- 
critas más que en no ir firmadas. 
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te regla establecida respecto al idioma que ha de 
emplearse, no pasando de una creencia, masque 
vulgar por lo generalizada, la de que es el fran- 
cés obligatorio en las relaciones internacionales. 
Ninguna nación ha querido reconocerlo así ofi- 
cialmente, y se sigue la costumbre de usar el 
idioma común entre Estados que lo tienen, como 
España y las Repúblicas del Sur de América, In- 
glaterra y los Estados Unidos, etc., y entre los 
que no lo tienen, ó se acuerda previamente un 
tercer idioma, que generalmente es el francés, 
familiar á todos los diplomáticos y hoy á la ma- 
yoría de las personas cultas, ó cada uno de los 
contratantes emplea el suyo propio acompañando 
al documento original una traducción literal al 
idioma del otro; y siendo varias las naciones que 
intervienen, aun cuando se emplee el francés, se 
da á cada representante, además del común, otro 
original en su propia lengua. También hoy se ha 
introducido la costumbre de acompañar una co- 
pia del protocolo, costumbre digna de alabanza, 
por lo que facilita la interpretación. 

En la redacción de los tratados se emplea el 
método de artículos, en los que se consignan los 
puntos sobre que ha versado el pacto; y la regla- 
mentación para el desarrollo ó cumplimiento de 
aquéllos, si se acuerda en el mismo acto, se hace 
por medio de adicionales ó anexos, y si en acto 
separado, por medio de convenios; en la firma, 
ó se usa el orden de la inicial correspondiente á 
cada Estado en el alfabeto francés, ó lo determi- 
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na la suerte ó cualquiera otro de los medios co- 
nocidos en los ceremoniales diplomáticos ó que 
estipulen los signatarios^ con cuyas formalidades 
intrínsecas y extrínsecas se considera concluido 
el tratado. 

Aun asi carece de fuerza obligatoria mientras 
no ha sido ratificado por todos los Jefes de los 
Estados que han intervenido (necesidad que fá- 
cilmente se comprende, porque pudiera ocurrir 
que alguno de los Plenipotenciarios se hubiera 
extralimitado en sus atribuciones imponiendo á 
su representado obligaciones que no quería con- 
traer) y hecho saber entre ellos la ratificación, á 
lo que se llama canje de ratificaciones. 

Cuando son muchos los signatarios se designa 
un punto para el depósito de todas las ratificaciones. 

Cumplida esta formalidad indispensable, pue- 
den retrotraerse los efectos de lo convenido á la 
fecha de la firma. 

Para que por los subditos de los Estados con- 
trayentes sea conocido (cuando no sea secreto), 
acatado y cumplido lo estipulado, debe publicarse 
en los órganos oficiales de cada nación, á lo que 
se da el nombre de promulgación. 

De la definición dada de los tratados se colige 
que obliga á los contratantes con fuerza de ley y 
que sus estipulaciones deben ser cumplidas fiel- 
mente y de buena fe, aun cuando cambiase la 
forma de gobierno, mientras el Estado subsista 
que es el ligado por el pacto, sin que sea causa 
para eximirse de él alegar la nef^adión del poder 

II 
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legislativo á facilitar los medios ó acordar las re- 
formas necesarias para su cumplimiento. 

Tampoco un Estado puede considerarse desli- 
gado de llenar los compromisos contraídos con 
el pretexto de que le resulten perjudiciales. Asi 
se hizo constar en la conferencia de Londres de 
1871 con motivo de haber pedido Rusia la denun- 
cia del tratado de París de 1865 en lo relativo á 
la navegación en el Mar Negro; y se comprende, 
porque tanto esto, como la aplicación abusiva del 
principio rebus sic stantibus (mientras las cosas 
subsistan en el mismo estado) que se supone im- 
plícita en los tratados, quita toda su fuerza y esta- 
bilidad á los pactos, abriendo el camino á la mala 
fe y quebranta el vigor de la única ley positiva 
que en nuestro derecho existe. Puede permitirse 
que el que se considere perjudicado por un con- 
venio, ó que por circunstancias sobrevenidas na- 
turalmente se vea imposibilitado para cumplirlo, 
gestione de los demás contrayentes, la modifica- 
ción ó caducidad, pero romper por si mismo el 
compromiso nunca puede hacerlo legalmente, y 
si lo hace debe correr el riesgo de su acción. 

Aun en este caso, si son más de dos las partes 
interesadas, el tratado continúa obligatorio y sub- 
sistente para las demás. 

Forman los tratados un todo perfecto é indivi- 
sible, por lo que no cabe dar cumplimiento á una 
ó más desús cláusulas y no á las restantes; esto 
equivaldría á desconocer en absoluto su autori- 
dad, y se entendería como incumplido todo él. 
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En cuanto á los terceros, que no han interve- 
nido, no puede impedírseles que se aprovechen 
de lo favorable, sin que estén obligados á lo ad- 
verso; pero pueden y es frecuente adherirse con 
posterioridad, á lo que llamamos accesión, y en 
tai caso quedan obligados en todos sus efectos 
desde el momento en que se adhirieron, sin que 
este^acto pueda tener efectos retroactivos contra 
derechos legítimamente adquiridos. 

En otros tiempos, cuando no existían tantas 
formalidades para la conclusión y ratificación de 
los tratados, no debió parecer en muchos casos 
garantía bastante de cumplimiento la ñrma de los 
principes, puesto que se exigían otras prendas, ya 
morales como el solemne juramento, ó materia- 
les como la entrega de las joyas reales, la hipoteca 
de territorios ó rehenes personales. Hoy solamen- 
te se conocen dos clases de garantías: la ocupa- 
ción militar hasta el pago de la indemnización de 
guerra que se conviene en los tratados de paz, y 
la ofrecida por otra ú otras Potencias que respon- 
den del cumplimiento del tratado, bien en el mis- 
mo ó en otro separado y que se llama tratado de 
garantía. Por virtud de él se obliga la fiadora, una 
ó más, á imponer á la asegurada el cumplimien- 
to de la obligación garantida, exigencia que puede 
hacerse en último extremo hasta por las armas. 

Siemprequeeltratadogarantidoesnulo, queda 
sin efecto la garantía, como cuando aquel en cuyo 
favor se lia constituido releva ¿ los garantes de su 
obligación^ ó cuando el pacto asegurado se renueva 
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Ó modifica sin intervención de los aseguradores, 
y en general, siempre que aquél queda sin vigor. 

No es preciso extenderse mes en la materia, 
pues aun en el periodo histórico en que estuvie- 
ron muy en boga estos pactos, decía de ellos Fe- 
derico II que tenían más aparato que realidad. 

La fuerza obligatoria de los tratados se extin- 
gue por la pérdida de la personalidad jurídica de 
uno de los contratantes, si bien el que le sucede 
en ella está obligado á respetar los efectos que 
hasta entonces hayan producido; por la resolu- 
ción de la condición impuesta en ellos y, en los 
á plazo, vencido que sea éste, á menos que se 
haya impuesto la condición de denunciarlos con 
cierto tiempo de anticipación, como generalmente 
se hace en los comerciales, en cuyo caso si no son 
denunciados se entienden prorrogados por un 
período igual. 

Lo mismo que del mutuo consentimiento na- 
ce la obligación, puede extinguirse por el mutuo 
disenso; pero cuando son varios los signatarios, 
ha de ser de todos el acuerdo para dar por termi- 
nado el pacto. 

Si tratándose de la ley en general y de los ac- 
tos y contratos en el derecho interno, tiene gran- 
dísima importancia y merece un especial estudio, 
el de las reglas á que debe atenderse en su inter- 
pretación, no hay para qué encarecer la que ten- 
drá la de los tratados internacionales en los que 
juegan no sólo el interés sino, á las veces, la suer- 
te de los pueblos, 
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Desde luego hay que prescindir de las llama- 
das iaterpretación auténtica y judicial: únicamen- 
te de ésta puede utilizarse la de los tribunales de 
presas que, como es consiguiente, sólo es aplica- 
ble á estos juicios. 

El estudio de los protocolos puede dar, en caso 
de duda, la clave para la interpretación de las 
cláusulas de un tratado, poderosamente auxiliado 
por las reglas generales de la hermenéutica jurí- 
dica aplicables al sentido gramatical y lógico de 
las palabras; pero éste no es fácil de alcanzar por 
cuanto sólo cuando los Estados contratantes tie- 
nen un idioma común se extienden en él los tra- 
tados; de otro modo, ya Siabemos que se emplea 
un tercer idioma, y aunque se facilite á los con- 
tratantes traducciones autorizadas en el suyo pro- 
pio, lo que verdaderamente hace fe es el original 
y por mucho que se domine el idioma en que 
esté escrito, siempre ofrece margen á encaminar 
el sentido de la frase dudosa por la senda más 
conveniente á los intereses de los litigantes. 

Procediendo éstos de buena fe el conflicto se 
resuelve fácilmente; pero cuando no es este el 
espíritu que anima á las partes, mas que pese á 
todos los sabios del mundo, no hay más que dos 
medios de solución, ó que el más débil ceda, 
aunque toda la razón le asista, ó que arrostre las 
consecuencias de la guerra para defender su 
derecho. 

Para evitar estas contingencias, y como todas 
las Naciones parecen ahora inclinadas al mante- 
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nimiento de la paz, sin perjuicio de prepararse lo 
más perfectamente posible para la guerra, se ha 
introducido la plausible costumbre de consignar 
en los tratados, principalmente en los sociales, 
que todas las dudas serán sometidas á la decisión 
de arbitros. Italia, que es de los pueblos europeos 
uno de los que pueden vanagloriarse de marchar 
á la cabeza del derecho, puede sin duda atri- 
buirse la iniciativa en este punto ó por lo menos 
su generalización 

La forma solemnísima de tratados sólo se em- 
plea para la estipulación de puntos esenciales á 
la vida de los pueblos: para los que pudiéramos 
llamar secundarios se usa de los Convenios que, 
aún teniendo menos formalidades extrínsecas, 
llevan igual fuerza de obligar para los convenidos 
si son ratificados y para los adheridos. 

También la tienen las Declaraciones que se 
diferencian de aquellos en que no se encabezan 
con los nombres de los Soberanos y de sus Pleni- 
potenciarios sino con la fórmula de los abajo fir- 
mados, y en vez de la de han convenido, estas 
otras consienten^ se prohibeny permitirán, etc. 

Los contratos celebrados con la Santa Sede, 
reciben el nombre especial de Concordatos cuan- 
do regulan las relaciones generales entre la Igle- 
sia y un Estado, y Convenios cuando se refieren 
á un solo punto. (1) 



(i) En 19 de Junio se ha firmado eo Madrid un CoñTenio sobre la 
situación jurídica de las órdenes religiosas en Espafia, pendiente de ra- 
tificación, previa discusión en las Cámaras. 
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Puede ocurrir que las negociaciones entabla- 
das para la celebración de un contrato, encuen- 
tren serias dificultades y sin llegar á un rompi- 
miento ó al desistimiento de ellas suele celebrar- 
se un concierto ó arreglo que se llama Modas m- 
vendi, que tiene total fuerza de obligar mientras 
no es denunciado por alguna de las partes ó sus- 
tituido por un concierto definitivo. 

Congresos y Conferencias 

No sólo como medio de sostener y fomentar 
la vida de relación de los pueblos, sino tam- 
bién como fuente de obligaciones tienen impor- 
tancia los Congresos y Conferencias internacio- 
nales. 

Verdaderas asambleas de representantes de 
los Estados formalmente autorizados por éstos 
para la determinación de reglas de derecho que 
puedan ser de general aceptación, han prestado 
valiosísimo servicio á la ciencia jurídica y á los 
intereses de la humanidad en general; por eso la 
frecuencia con que actualmente se celebran y las 
esperanzas que en ellos fundan cuantos aman el 
derecho, como medios eficaces de asentar su 
imperio. 

En realidad y por no ser instituciones sujetas 
todavía á reglamentación, no pueden marcarse 
las diferencias esenciales que separan á los Con- 
gresos de las Conferencias pues la que algunos 
autores señalan de que en los Congresos se tratan 
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diversos puntos de derecho y en las Conferen- 
cias uno sólo, podrá ser un hecho deducido de la 
práctica seguida hasta el presente, pero que no 
tiene carácter obligatorio para el porvenir, y se 
halla desmentido por la Conferencia de El Haya. 

Donde en realidad se encuentra perfectamen- 
te definido el carácter de unas y otras reuniones 
es en el proyecto de Flore que atribuye al Con- 
greso el establecimiento de las reglas de derecho, 
Máncese ley, y á la Conferencia le otorga atribu- 
ciones como de tribunal de primera instancia en 
los litigios internacionales. Conio esto no es más 
que una aspiración, carece de valor en el momen- 
to actual. 

Como Congresos importantes en la historia del 
derecho, pueden citarse los de que ya hemos he- 
cho mención de Viena, 1814; París, 1856; Berlina 
1875 y Madrid^ 1892 último que se ha celebrado. 

Larga seria la lista de las Conferencias y por 
eso nos limitaremos á enumerar las que creemos 
más importantes y son: las de Londres, 1831, so- 
bre arreglo de la cuestión de Grecia y 1839, sobre 
la independencia de Bélgica; Ginebra, 1864 y 
Parfs, 1868, sobre protección á los heridos en las 
guerras; de este último afio, en S. Petersburgo, 
sobre el calibre de los proyectiles explosivos; de 
Londres, 1871, sobre la navegación en el Mar Ne- 
gro; de Bruselas, en 1874, en la que se redactó un 
pioyeclo de codificación de las leyes y usos de la 
guerra; de Berna, 1874 y París, 1878, sobre la 
unión postal universal: de Madrid, 1880, sobre 
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prolección en el Imperio de Marruecos; de Ber- 
lín, 18§5, sobre colonización en el África Occi- 
dental y, finalmente, la de El Haya, en 1898, 
sobre la paz. 

No es la primera vez que damos noticia de 
algunas de ellas y ocasión tendremos de estu- 
diar detenidamente sus importantísimas resolu- 
ciones. 

Las reglas que por haberse observado siem- 
pre pueden reputarse fijas, son comunes á los 
Congresos y las Conferencias. 

Puede cualquiera Estado convocarlos expre- 
sando en la invitación que á los demás dirija el 
objeto y lugar de la reunión que, generalmente, 
es en la residencia del Gobierno que la provoca y 
en este caso bajo su presidencia. Rusia, ni en la 
de Bruselas ni en en la de El Haya, ha seguido 
esta regla. 

La asamblea examina las credenciales de los 
representantes y acuerda su reglamento según ya 
se dijo. 

De todas las sesiones so levanta acta que 
constituye el protocolo, y los acuerdos finales sólo 
estén obligados á suscribirlos aquellos enviados 
que con su contenido eslán conformes, (1) y para 
las naciones que los han suscrito tienen la mis- 
ma fuerza de obligar que los tratados y en igual 
forma se redactan. También obligan á los que 
posteriormente se adhieren á sus decisiones. 

(i) £a el Congreso de Viena estuvo representada Bspafia por don 
Pedro Gómea Labrador, que se negó á firmar el acta final. 
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Estas que hasta el presente hemos examinado 
son formas de obligaciones mutuas ó colectivas. 
También las hay individuales: las declaraciones 
de neutralidad y los preceptos de orden interna- 
cional contenidos en los propios códigos de cada 
Estado pertenecen á este modo de obligarse. 

Cuasi contratos y cuasi delitos 

DE la comunidad y diversidad de las relacio- 
nes jurídicas de los Estados pueden tam- 
bién nacer obligaciones que no tienen su origen 
ni en el consentimiento expreso ni en un acto 
voluntario, y que, sin embargo, les imponen de- 
beres formales. A eátos estados de derecho aplicó 
Heffter y los jurisconsultos que le han seguido, 
las teorías del derecho común de los cuasi-con- 
tratos y cuasi-delitos. 

Entre los primeros se cuentan los casos de 
mediación en que el mediador está obligado á dar 
cuenta de su gestión á los comitentes; los de in- 
tervención colectiva, cuando se encomienda á un 
solo Estado la ejecución, quien debe responder 
ante los demás de la manera cómo ha cumplido 
su misión, y en todo caso el que lleve la direc- 
ción. También la administración de bienes co- 
munes, la representación en actos internaciona- 
les y cualquiera que signifique gestión en nombre 
de otro, puede ser originario de obligaciones. 

Pertenecen á la segunda categoría las que con- 
trae el Estado por las faltas que en país extra nje- 
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ro cometan sus representantes ó naves, siempre 
que no hayan sido objeto de represión en él: y en 
general todo acto ú omisión de una autoridad en 
el ejercicio de sus funciones que ocasione perjui- 
cio ó inñera ofensa á otro Estado ó subdito de 
éste. Todos estos actos imponen al Estado la obli- 
gación de satisfacer al ofendido é indemnizar el 
daño. 

Relaciones anormales de los Slatados 
y medios pacifloos para resolverlas 

IGUALMENTE que los ind¡viduos, son los Estados 
susceptibles de quebrantar sus deberes, violar 
ajenos derechos é inferir ofensas á otro por ac- 
ción ó por omisión, actos ú omisiones que en todo 
orden social producen anormalidad y desequili- 
brio, pero mayor en el internacional, haciéndose 
preciso el restablecimiento de la relación jurídica 
violada, á cuyo fin, forzoso es repetir, no existen 
los medios coercitivos de que se dispone en la 
sociedad común, ni pueden existir por la igual- 
dad é independencia que son características in- 
separables de las naciones, lo que no consiente 
un poder superior, ni por tanto más justicia que 
la que cada uno pueda proporcionarse defendien- 
do su derecho ó su honra por la fuerza de las 
armas, cuando no se convienen ambas partes en 
someter su litigio á la decisión de un tercero, ó 
la naturaleza de los hechos no consiente esta so- 
lución sin mengua de la dignidad, según al pre- 
sente se entienden estas cuestiones. 
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En ellas sobrepónese en absoluto el principio 
individualista, y cada uno de los litigantes se eri- 
ge en juezdesu propia causa, cuya defensa queda 
confiada al esfuerzo de los ejércitos, única garan 
la eficaz y positiva de la soberanía, de la indepen- 
iencia y del honor de los pueblos, y la sentencia 
iefinitiva é inapelable la pronuncia el dios Éxito. 

Rara vez, acaso nunca, en los tiempos actua- 
es se presenta de improviso, instantáneamente 
a necesidad de la guerra entre pueblos civiliza- 
ios; sería preciso para ello un atropello brutal de 
,odo derecho, sin respeto alguno á la justicia, lo 
pe en el estado de cultura actual no se concibe, 
jgravio que obligarla al ofendido á contestar en 
gual forma, relevado, desde luego, de toda ges- 
;ión que no fuera repeler con la mayor energía 
la agresión. El periodo embrionario de las gue- 
rras hoy, generalmente, es muy largo y muy la- 
boriosa su gestación, aún en el caso de ofensa; y 
lurante él funciona la diplomacia buscando la 
solución del problema sin llegar al caso extremo 
le la guerra, lo que se logra muchas veces cuan- 
io los interesados proceden de buena fe. 

Este arreglo pacifico tiene lugar ó por desisti- 
miento de la demanda, ó por acceder completa- 
mente á ella, y se llama en derecho arreglo ami- 
jable, ó bien cediendo cada una de las partes en 
algo de sus pretensiones, cuyo pacto recibe el 
nombre de transacción. Esta no cabe tratándose 
de los derechos primarios del Estado. 

Cuando las negociaciones directas ofrecen di- 
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ficultades, da lugar á la ingerencia de terceros, 
bien sea en la forma que denominamos buenos 
oficios ó bien en la de mediación. 

Por buenos oficios se entiende la intervención 
expontánea y amistosa de uno ó más Estados, 
aconsejando á los interesados la conveniencia de 
una solución pacifica y hasta ofreciéndose á faci- 
litar los términos de ella. Como hoy la guerra ha- 
ce sentir sus efectos á todos los pueblos ligados 
por vínculos de interés, esta misión ha pasado de 
la categoría de honrosa, como deber de humani- 
dad, á la de obligatoria por propia conveniencia. 

Cuando esta iniciativa es rechazada, queda ter- 
minada la intervención del Estado que la tomó, 
y éste en completa libertad de adoptar el partido 
que le plazca si llega é declararse la guerra; pero 
si es aceptada, y las partes demandan que se les 
proponga una solución honrosa, entonces toma el 
corácter de mediación. 

Esta puede ser solicitada por una de las par- 
tes y aceptada por la otra, y también pedida por 
ambas, sin que pueda confundirse con el arbitra- 
je; pues ni la aceptación ni la demanda de la me- 
diación obligan á aceptar la fórmula que propon- 
ga el mediador, ni éste tiene derecho á imponerla, 
debiendo recabar su libertad de acción desde el 
momento que por uno ó los dos litigantes son re- 
chazadas sus proposiciones de arreglo. 

Los buenos oficios y la mediación solo pueden 
interponerlos los Estados soberanos, cualquiera 
que sea el motivo de la discordia entre los otros, 
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y la mediación en todos los momentos de la lucha, 
es decir, que pueden tener lugar antes de la gue- 
rra, durante ella y hasta al irá firmarse la paz, 
y en todo caso en que sea aceptada tiene derecho 
el mediador á intervenir en la conclusión del tra- 
tado á que dé lugar la negociación. 

Diferéncianse esencialmente los buenos oficios 
de la mediación en que aquéllos sólo son u n consejo 
para que se procure la avenencia, mientras que 
en la mediación se proponen los términos de ella. 

Los signatarios del tratado de Paris de 1856, 
se comprometieron en nombre de sus gobiernos, 
á no recurrir á las armas, si las circunstancias lo 
permitían^ sin escuchar los buenos oficios de una 
Potencia amiga, confiando en que igual norma 
de conducta seguirían las no representadas. En 
aquella salvedad se apoyó Francia en 1870 para 
rechazar el ofrecimiento de Inglaterra antes de 
estallar la guerra con Alemania, é iguales reser- 
vas se contienen en la Convención de El Haya. 

En los conflictos con Turquía se acordó en 
aquel mismo tratado, que antes que á la guerra 
se recurriría á la acción mediadora, siempre que 
se suscitasen entre aquélla y cualquiera otra de 
las Potencias convenidas. 

Mientras el mediador está en funciones deben 
cesar las negociaciones directas entre los Estados 
indispuestos; pero no los armamentos, defensas y 
demás aprestos necesarios para el caso de que la 
mediación fracasara. La mediación ha de ser pací- 
fica; si fuera armada se convertiría en intervención. 



Digitized by VjOOQIC 



DERECHO INTEftNACIONAL PtÍBLICO 175 



I>el arbltr^e 

OTRO de los medios pacíficos de solucionar las 
cuestiones internacionales es el arbitraje 
que podemos definir la sumisión voluntaria de los 
litigantes á la resolución de uno ó más designado 
de común acuerdo, ó por otras reglas, por juez de 
su discordia y cuyas decisiones se comprometen á 
acatar. El juez ó jueces reciben el nombre de ar- 
bitros, y siendo más de uno, la reunión se llama 
tribunal arbitral. 

No hay que buscar en nuestro derecho prece- 
dentes históricos de esta institución en los tiem- 
pos' antiguos, ni en los medios, ni hasta época 
muy reciente; que si en las contiendas particula- 
res la mejor razón era la espada, á ella con el 
menor motivo ó pretexto apelaban los pueblos, 
que, al contrario de lo que ahora sucede, consi- 
deraban como peligrosos los ocios de la paz, pues 
siendo la guerra la habitual ocupación que absor- 
bía la mayor y mejor parte de las actividades, el 
no hacerla fuera del Reino era exponerse á pro- 
vocarla dentro, porque durante la paz se fomen- 
taba el espíritu de parcialidad, cobraban alientos 
y ganaban prosélitos las banderías que dividían á 
señores, magnates y pueblos y estallaban las lu- 
chas intestinas que debilitaban y malgastaban las 
fuerzas tan necesarias para combatir á los enemi- 
gos exteriores que, ó por diferencia de religión ó 
de raza, ó por simple animosidad entre los prín- 
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cipes reinantes, lo eran ó podían pasar á serlo 
cuantos no estaban ligados por lazos de estrecha 
alianza. Puede asegurarse que los Estados repe- 
tían incesantemente la máxima del Salvador: 
«Qui non est mecum^ contra me est». 

En tal estado social en que la guerra exterior 
es considerada como necesidad para el manteni- 
miento de la paz interior y aunar los esfuerzos de 
todos los ciudadanos al mismo fín^ es inútil bus- 
car ejemplos frecuentes de sumisión á las decisio- 
nes dictadas en justicia por un tercero. 

El compromiso de Caspe, gloriosísima página 
de la historia de Aragón y muy digna de mención 
en este lugar, no tiene precedentes ni formó es- 
cuela. 

En los siglos xm y xiv se citan los arbitrajes 
de Luis IX entre Enrique III y sus barones, 1269, 
y del mismo entre los Condes de Luxemburgo y 
Ban, 1268; del Papa Bonifacio VIII entre Felipe 
el Hermoso y Ricardo Corazón de León, 1298, y 
1334 de Felipe de Valois entre el Rey de Bohe- 
mia y algunos Príncipes alemanes y el Duque de 
Brabante. 

Posteriormente^ fuera del verdadero arbitraje 
de Alejandro VI, que puso fin á las cuestiones en- 
tre España y Portugal sobre el dominio en las In- 
dias, los demás casos que pueden citarse revisten 
más bien caracteres de mediación; pero atendido 
lo imperfecto de la noción que de estos procedi- 
mientos se tenia, bien puede señalárseles, y mu- 
chos lo hacen como precursores y aborígenes de 
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una institución decaída en ios siglos xvii y xviii y 
que en nuestros días, en los que tanto se estima 
la paz por los beneficios que reporta al progreso 
y prosperidad de las naciones en todos los órde- 
nes de la vida, ha venido á constituir una aspira- 
ción general para la resolución de aquellos con- 
flictos internacionales en que no está por modo 
inmediato y directo afectada la honra y soberanía 
de los Estados^ porque en los conflictos que afec- 
tan á tan sagrados intereses podrá admitirse el 
consejo amistoso^ una fórmula satisfactoria á am- 
bas partes, pero nunca la decisión arbitral (1). 

Tal importancia va adquiriendo la idea del ar- 
bitraje^ que vemos que las potencias más podero- 
sas, las que figuran eri primera línea por el nú- 
mero de combatientes, por la organización de sus 
ejércitos y por sus medios de combate, son tam- 
bién las primeras, no sólo en ofrecer garantías de 
paz, sino que muestran propósitos generosos y fa- 
vorables á la solución pacífica de todas las cues- 
tiones por el juicio de arbitros, tendencia princi- 
palmente acariciada por Rusia, según lo prueba 
al convocar la conferencia de El Haya en 1899. 

Frecuentes son los casos de arbitraje durante 
el siglo XIX, citando hasta quince el Marqués de 
OJivart, sin incluir en este número otros varios 
por los que se han resuelto cuestiones suscitadas 

(i) En el siglo xyix los autores qae hemos oonsoltado enumeran 
liasta tres, siendo el más importante el de los Estados Generales que re- 
solvió bs difereadia enfire Bspafta y FrancU sobre iaterpretadón de U 
ptt 4e XfaMg». 

tt 
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entre Repúblicas de la América Central y del Sur, 
algunas de ellas sometidas á las decisiones de 
España. 

Las de Costa Rica, Guatemala, Honduras, 
Nicaragua y Salvador, en Guatemala (1887) y 
Costa Rica (1888), firmaron dos tratados de paz, 
amistad y comercio y un anexo de extradición, 
comprometiéndose, en el primero, á someter al 
juicio de arbitros sus diferencias siempre que no 
hubiere dado resultado la mediación de otras Re- 
públicas, y en el segundo convinieron las reglas 
para la constitución del Tribunal arbitral. 

En la repetida conferencia de El Haya, la pri- 
mera de las convenciones firmadas lleva por títu- 
lo: Con oe/iío para eZ arreg^iopací/íco de los con- 
flictos internacionales; y aunque sólo tiene fuerza 
de obligar para las naciones que han ratificado 
la convención que, hasta la fecha, han sido la 
mayor parte de las signatarias, fija el estado de 
derecho en este punto, por lo que consideramos 
esencialisimo darlo á conocer integro. 

Dice así: S. M. el Emperador de Alemania, 
Rey de Prusia; S. M. el Emperador de Austria, 
Rey de Bohemia etc., y Rey Apostólico de Hun- 
gría; S. M. el Rey de las Belgas; S. M. el Empe- 
rador de China; S. M. el Rey de Dinamarca; 
S. M. el Rey de España, y en su nombre la Reina 
Regente del Reino; el Presidente de los Estados 
Unidos de América; el Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos; el Presidente de la República 
Francesa; S. M. la Reina del Reino Unido de la 
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Gran Bretaña é Irlanda, Emperatriz de las In- 
dias, S. M. el Rey de los Helenos; S. M. el 
Rey de Italia; S. M. el Emperador del Japón; 
S. A. R. el Gran Duque de Luxemburgo, Duque 
de Nassau; S. A. el Príncipe de Montenegro; 
S. M. la Reina de los Países Bajos; S. M. Impe- 
rial el Sha de Persia; S. M. el Rey de Portugal, 
de los Algarbes, etc.; S. M. el Rey de Rumania; 
S. M. el Emperador de todas las Rusias; S. M. el 
Rey de Servia; S. M. el Rey de Siam; S. M. el 
Rey de Suecia y Noruega; el Consejo Federal 
Suizo; S. M. el Emperador de los Otomanos y 
S. A. R. el Principe de Bulgaria. 

Animados de la firme voluntad de concurrir 
al mantenimiento de la paz general; 

Resueltos á favorecer con todas sus fuerzas el 
arreglo amistoso de los conflictos internacionales; 
Reconociendo la solidaridad que uneálos miem- 
bros de la sociedad de las naciones civilizadas; 
Queriendo extender el imperio del derecho y for- 
talecer el sentimiento de la justicia internacional; 

Convencidos que la institución permanente de 
una jurisdicción arbitral, accesible á lodos en el 
seno de las potencias independientes, puede con- 
tribuir eficazmente á este resultado; 

Considerando las ventajas de una organización 
general y regular del procedimiento arbitral; 

Estimando con el Augusto iniciador de la Con- 
ferencia internacional de la Paz, que importa 
consagraren un acuerdo internacional los princi- 
pios de equidad y de derecho sobre los cuales 
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descansa la seguridad de los Estados y el bienes- 
tar de los pueblos; 

Deseando concluir un convenio, á este efecto 
han nombrado por sus Plenipotenciarios, á sa- 
ber: (Siguen los nombres y calidades de los repre- 
sentantes de cada soberano). 

Los cuales después de haberse comunicado 
sus plenos poderes y hallándolos en buena^y debi- 
da forma, han convenido en las disposiciones si- 
guientes: 

TÍTULO PRIMERO 

DEL MANTENIMIENTO DE LA PAZ GENERAL 

Art. 1.^ Para evitar en lo posible el recurrir 
¿ la fuerza en las relaciones entre los Estados, 
las Potencias signatarias convienen en emplear 
todos sus esfuerzos para asegurar el arreglo paci- 
fico de las diferencias internacionales. 

TÍTULO II 

DE LOS BUENOS OFICIOS Y DE LA MEDIACIÓN 

Art. 2.^ En caso de disentimiento grave 6 de 
conflicto, antes de apelar á las armas, las Poten- 
cias signatarias convienen en recurrir, ^/i chanto 
las cireunsíancias lo permitan (1) á los buenos 
oficios ó á la mediación de una ó varias Poten- 
cias amigas. 

(i) £1 primar conflicto serio suscitado después de este conrenio, se 
está TentÜando por las armas, sin haber recacrido ninguna de Ue partes ¿ 
Bi«9Qiio <la]iM medüotqqii M. iidieiB. 
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Art. 3.*^ Independienlamente de este recurso 
las Potencias signatarias juzgan útil que una 6 
varias Potencias extrañas al conflicto, ofrezcan 
por su propia iniciativa, en cuanto las circunstan- 
cías lo permitan^ sus buenos oficios ó su media- 
ción, á los Estados en conflicto. 

El derecho de ofrecer los buenos oficios ó la 
mediación, pertenece á las Potencias ajenas al 
conflicto, aún durante el curso de las hostilidades. 

El ejercicio de este derecho no puede nunca 
ser considerado por una ú otra de las partes en 
litigio, como un acto poco amistoso. 

Art. 4.^ El papel de mediador consiste en 
conciliar las pretensiones opuestas y en apaci- 
guar los resentimientos que puedan haberse pro- 
ducido entre los Estados en conflicto. 

Art. 5.° Las funciones del mediador cesan 
desde el momento en que se comprueba, bien 
por una de las partes del litigio, bien por el pro- 
pio mediador, que los medios de conciliación por 
él propuestos no son aceptados. 

Art. 6.** Los buenos oficios y la mediación, 
ya recurran á ella las partes en conflicto, ya sea 
por iniciativa de las Potencias extrañas á éste 
tienen exclusivamente el carácter de consejo y 
nunca fuerza obligatoria. 

Art. 7.^ La aceptación de la mediación, no 
puede tener por efecto, salvo pacto en contrario, 
interrumpir, retardar ó dificultar la movilización 
y otras medidas preparatorias de la guerra. 

Si tiene lugar después del comienzo de las 
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hostilidades, no interrumpe, salvo pacto en con- 
trario, las operaciones militares emprendidas. 

Art. 8.** Las potencias signatarias están de 
acuerdo para recomendar la aplicación, cuando 
las circunstancias lo permitan, de una mediación 
especial en la forma siguiente: 

En caso de diferencia grave que comprometa 
la paz, los Estados en conflicto elegirán respecti- 
vamente una potencia, á la cual confiarán la mi- 
sión de ponerse en relación directa con la poten- 
cia escogida por la otra parte, para evitarla rup- 
tura de las relaciones pacíficas. 

Mientras dure este mandato, cuyo término, 
salvo estipulaciones en contrario, no puede exce- 
der de treinta días, los Estados en litigio suspen- 
derán toda relación directa acerca del objeto del 
conflicto, el cual será considerado como sometido 
exclusivamente á las potencias mediadoras. Es- 
las deberán aplicar todos sus esfuerzos al arreglo 
de la cuestión. 

En caso de ruptura efectiva de las relaciones 
pacíficas, estas potencias quedarán encargadas 
de la misión común de aprovechar todas las oca- 
siones para restablecer la paz. 

TÍTULO III 

DE LAS COMISIONES INTERNACIONALES DE INVESTIGACIÓN 

Art. 9.^ En los litigios de orden internacio- 
nal que no comprometan ni el honor, ni los inte- 
reses esenciales y que provengan de una diver- 
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gencia de apreciación sobre puntos de hecho, las 
Potencias signatarias juzgan ¿íí7 que las partes 
que no hayan podido ponerse de acuerdo por la 
vía diplomática establezcan, en cuanto las cir^ 
cunstancias lo permitan, una Comisión interna- 
cional de investigación encargada de facilitar la 
solución de estos litigios, esclareciendo por me- 
dio de un examen imparcial y concienzudo las 
cuestiones de hecho. 

Art. 10. Las Comisiones internacionales de 
investigación se constituirán por Convenio espe- 
cial entre las Partes en litigio. 

El Convenio de investigación fijará los hechos 
que hayan de examinarse y la extensión de los 
poderes de los Comisarios. 

Determinará el procedimiento. 
La investigación tendrá lugar en forma con- 
tradictoria. 

La forma y los plazos que hayan de observarse 
serán determinados por la Comisión misma en 
cuanto no estén fijados por el Convenio de inves- 
tigación. 

Art. 11. Las Comisiones internacionales de 
investigación se formarán, salvo estipulación en 
contrario, de la manera determinada en el artí- 
culo 32 del presente Convenio. 

Art. 12. Las Potencias en litigio se obligan 
á proporcionar á la Comisión internacional de 
investigación, en los términos más amplios que 
juzguen posibles, todos los medios y todas las fa- 
cilidades necesarias para el conocimiento com- 
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pleto y la apreciación exacta de los hechos en 
cuestión. 

Art. 13. La Comisión internacional de inves- 
tigación presentará á las Potencias en litigio su 
informe, firmado por todos los miembros de la 
Comisión. 

Art. 14. El informe de la Comisión interna- 
cional de investigación, limitado á hacer constar 
los hechos, no tiene en modo alguno el carácter 
de una sentencia arbitral. Deja á las potenciasen 
litigio entera libertad en cuanto al curso que deba 
dársele. 

TÍTULO IV 

DEL ARBITRAJE INTERNACIONAL 



CAPÍTULO I 
De la justicia arbitral 

Art. 15. El arbitraje internacional tiene por 
objeto arreglar los litigios entre los Estados por 
medio de jueces de su elección y sobre la base del 
respeto del derecho. 

Art. 16. En las cuestiones de orden jurídico, 
y en primer término en las de interpretación y 
aplicación de los Convenios internacionales, las 
Potencias signatarias reconocen el arbitraje como 
el medio más eficaz y al mismo tiempo más equi- 
tativo, para el arreglo de los litigios que no han 
sido resueltos por la vía diplomática. 
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Art. 17. El Convenio de arbitraje se celebra 
para cuestiones ya existentes ó para cuestiones 
eventuales. 

Puede referirse á todos los litigioso solamente 
á los de una clase determinada. 

Art. 18. El Convenio de arbitraje implica el 
compromiso de someterse dé buena fe á la sen- 
tencia arbitral. 

Art. 19. Independientemente de losTratados 
generales ó particulares por los cuales las poten- 
cias signatarias estipulen actualmente la obliga- 
ción de recurrir al arbitraje, dichas Potencias se 
reservan concluir, bien sea antes de la ratifica- 
ción del presente acto, bien sea después, nuevos 
acuerdos, generales ó particulares, á fin de exten- 
der el arbitraje obligatorio á todos los casos que 
juzguen posible someterle. (1) 

CAPÍTULO II 

DEL TRIBUNAL PERMANENTE DE ARBITRAJE 

Art. 20. A fin de facilitar el recurso inme- 
diato al arbitraje para las diferencias internacio- 
nales que no hayan podido arreglarse por la vía 
diplomática, las potencias signatarias se compro- 
meten á organizar un tribunal permanente de ar- 
bitraje asequible en todo tiempo y que funcione, 

(i) Como consecuencia de este acuerdo son numerosos los tratados do 
arbitraje concertados entre las Potencias Recientemente Espalla lot ha fir- 
mado en 26 y 27 de Febrero con Francia é Inglaterra y en 31 de Mayo 
con Portugal, 
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á menos de estipulación contraria de las partes 
conforme á las reglas de procedimiento insertas 
en el presente convenio. 

Art. 21. El Tribunal permanente será com- 
petente para todos los casos de arbitraje, á me- 
nos que no haya entre las partes una inteligencia 
para el establecimiento de una jurisdicción es- 
pecial. 

Art. 22. La Oficina internacional establecida 
en El Haya, sirve de Secretaria al Tribunal. 

Esta Oficina será el intermediario de las co- 
municaciones relativas á las reuniones de aquél. 

Tiene á su cargo la custodia de los archivos y 
la gestión de todos los asuntos administrativos. 

Las potencias signatarias se comprometen á 
comunicar á la Oficina internacional de El Haya 
una copia certificada de toda estipulación de ar- 
bitraje habida entre ellas y de toda sentencia ar- 
bitral que las concierna y sea dada por jurisdic- 
ciones especiales. 

Se comprometen á comunicar asimismo á di- 
cha Oficina las leyes, reglamentos y documentos 
que atestigüen eventualmente la ejecución de las 
sentencias dictadas por el Tribunal. 

Art. 23. Cada una de las potencias signata- 
rias nombrará dentro de los tres meses siguientes 
á su ratificación del presente acto, cuatro perso- 
nas á lo sumo, de reconocida competencia en 
cuestiones de derecho internacional, que gocen 
de la más alta consideración moral y se hallen 
dispuestos á aceptar las funciones de arbitro. 
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Las personas así nombradas serán inscritas, 
á titulo de Miembros del Tribunal, en una lista 
que la Oficina cuidará de notificar á todas las 
Potencias signatarias. 

La Oficina se encargará de poner en conoci- 
miento de las Potencias signatarias cualquier 
modificación introducida en la lista de arbitros. 

Dos ó más Potencias podrán entenderse para 
designar en común uno ó varios miembros. 

La misma persona podrá ser designada por 
Potencias diferentes. 

Los miembros del Tribunal serán nombrados 
por término de seis años. 

Sus poderes pueden ser renovados. 

En caso de fallecimiento ó de retiro de un 
miembro del Tribunal se procederá á su reem- 
plazo, según el modo fijado para su nombra- 
miento. 

Art. 24. Cuando las Potencias signatarias 
quieran dirigirse al Tribunal permanente para el 
arreglo de una diferencia surgida entre ellas, la 
elección de los arbitros llamados á formar el 
Tribunal competente para decidir sobre dicha di- 
ferencia, deberá hacerse en la lista general de los 
miembros del Tribunal. 

En efecto de constitución del Tribunal arbi- 
tral por acuerdo inmediato de las Partes, se pro- 
cederá del siguiente modo: 

Cada parte nombrará dos arbitros, y éstos 
elegirán juntos un tercero. 

En caso de desacuerdo, el nombramiento del 
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tercer arbitro se confiará á una tercera Potencia, 
designada de común acuerdo por las Partes. 

Si el acuerdo no se estableciere acerca de este 
punto, cada parte designaría una Potencia dife- 
rente, y la elección del tercer arbitro se efectuará 
de concierto por las Potencias designadas. 

Compuesto asi el Tribunal, las partes notifi- 
carán á la Oficina su decisión de dirigirse al Tri- 
bunal y los nombres de los arbitros. 

El Tribunal arbitral se reunirá en la fecha fi- 
jada por las partes. 

Los miembros del Tribunal que se hallen en 
el ejercicio de sus funciones y fuera de su país, 
gozarán de los privilegios é inmunidades diplo- 
máticas. 

Art. 25. El Tribunal arbitral residirá de or- 
dinario en El Haya. 

Salvo el caso de fuerza mayor, la residencia 
del Tribunal no podrá ser cambiada más que con 
el asentimiento de las partes. 

Art. 2G. La Oficina internacional de El Ha- 
ya queda autorizada á poner su local y su organi- 
zación á la disposición de las potencias signata- 
rias para el funcionamiento de cualquiera juris- 
dicción espeqial de arbitraje. 

La jurisdicción del Tribunal permanente po- 
drá extenderse, en las condiciones prescritas por 
los reglamentos, á los litigios existentes entre po- 
tencias no signatarias ó entre potencias signata- 
rias y potencias no signatarias, si las partes con- 
vinieren en recurrir á esta jurisdicción. 
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Art. 27. Las potencias signatarias consideran 
un deber recordar á aquellas entre las cuales 
amenazase estallar un conflicto agudo^ que el 
Tribunal permanente está á su disposición. 

En consecuencia, declarar que el hecho de re- 
cordar á las partes en conflicto las disposiciones 
del presente Convenio, y el consejo dado en el in- 
terés supremo de la paz, de dirigirse al Tribunal 
permanente, no podrán ser considerados más que 
como actos de buenos oficios. 

Art. 28. Un Consejo permanente de admi- 
nistración, compuesto de los representantes di- 
plomáticos de las potencias signatarias acredita- 
dos en El Haya y del Ministro de Negocios Ex 
tranjeros de los Países Bajos, que llenará las fun- 
ciones de Presidente, será constituido en esta 
ciudad lo más pronto posible, después que el pre- 
sente acto haya sido ratificado al menos por nue- 
ve potencias (1). 

Este Consejo se encargará de establecer y or- 
ganizará la Oficina internacional, la cual quedará 
bajo su inmediata dirección é intervención. 

Notificará á las potencias la constitución del 
Tribunal y proveerá á la instalación de éste. 

Fijará su reglamento de orden interior, así 
como los demás reglamentos necesarios. 

Decidirá todas las cuestiones administrativas 
que pudieran surgir acerca del funcionamiento 
del Tribunal. 



(l) Ea Septíionbce de 1900 hMtkéÓQXitíScai» por 19 
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Tendrá plenas facultades para el nombramien- 
to, suspensión ó separación de los funcion^arios y 
empleados de la Oficina. 

Fijará las asignaciones y sueldos é intervendrá 
en los gastos generales. 

La presencia de cinco miembros en las reunio- 
nes, debidamente convocados, será suficiente 
para que el Consejo pueda deliberar válidamente. 
Las decisiones serán tomadas por mayoría de 
votos. 

El Consejo comunicará sin dilación á las Po- 
tencias signatarias los reglanientos por él adopta- 
dos. Cada año les dirigirá una Memoria sobre los 
trabajos del Tribunal, el funcionamiento de los 
servicios administrativos y los gastos. 

Art. 29. Los gastos de la Oficina se sufraga- 
rán por las Potencias signatarias en la propor- 
ción establecida para la Oficina internacional de 
la Unión postal universal. 

CAPÍTULO III 

DEL PROCEDIMIENTO ARBITRAL 

Art. 30. Con el fin de favorecer el desarrollo 
del arbitraje, las Potencias signatarias han deter- 
minado las reglas siguientes, que se aplicarán al 
procedimiento arbitral, en tanto que las partes 
no hayan convenido otras. 

Art. 31. Las Potencias que recurran al arbi- 
traje firmarán un acta especial (compromiso), en 
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el cual estará claramente determinado el objeto 
del litigio Y la extensión de los poderes de los ar- 
bitros. Este acto implica la obligación de las par- 
tes de someterse de buena fe á la sentencia ar- 
bitral. 

Art. 32. Las funciones arbitrales pueden ser 
conferidas á un arbitro único ó á varios arbitros 
designados libremente por las partes ó escogidos 
por ellas entre los miembros del Tribunal perma- 
nente de arbitraje establecido por el presente acto. 

A falta de constitución del Tribunal por acuer- 
do inmediato de las partes, se procederá del si- 
guiente modo: Cada parle nombra dos arbitros y 
éstos escogerán juntos un tercero. 

En caso de desacuerdo, el nombramiento del 
tercer arbitro se confiará á una tercera Potencia 
designada en común por las partes. 

Si el acuerdo no se estableciere acerca de este 
punto, cada parte designará una Potencia dife- 
rente, y la elección de tercer arbitro será hecha 
de concierto por las Potencias asi nombradas. 

Art. 33. Cuando un Soberano ó Jefe de Es- 
tado sea nombrado arbitro, el procedimiento arbi- 
tral será regulado por él. 

Art. 34. El tercer arbitro es de derecho Pre- 
sidente del Tribunal. Cuando el Tribunal no tiene 
tercer arbitro, él mismo nombra su Presidente. 

Art. 35. En caso de fallecimiento, dimisión 
ó imposibilidad por cualquier causa de uno de 
los arbitros, se procederá á su sustitución en la 
forma establecida para su nombramiento. 
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Art. 36. La residencia del Tribunal será de- 
;nada por las Partes. A falta de esta designa- 
5n, el Tribunal residirá en El Haya. 

Fijada asi la residencia, no podrá, salvo caso 

fuerza mayor, ser cambiada por el Tribunal 
Sis que con el asentimiento de las Partes. 

Art. 37. Las partes tendrán derecho á nom- 
ar delegados ó agentes especiales cerca delTri- 
nal, con la misión de servir de intermediarios 
tre aquéllas y éste. 

Están además facultadas á encomendar la de- 
isa de sus derechos é intereses ante el Tribunal 
Consejos ó Abogados que hayan designado al 

3CtO. 

Art. 38. . El Tribunal decidirá sobre la elec- 
in de idiomas de que haya de hacer uso, y cu- 
empleo será autorizado ante él. 

Art. 39. El procedimiento arbitral compren- 
, por regla general, dos fases distintas: 

La instrucción y los debates. 

La instrucción consiste en la comunicación 
[cha por los agentes respectivos á los miembros 
i Tribunal y á la parle contraria de todos los 
tos impresos ó escritos y de todos los documen- 
3 que contienen los medios indicados en la 
usa. 

Esta comunicación se verificará en la forma y 
azos determinados por el Tribunal en virtud 
1 art. 49. 

Los debates consisten en el desarrollo oral de 
9 medio6 de las partes ante el TribunaL 
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Apt, 40. Todo documento presentado por 
una de las partes deberá ser connunicado á la olra. 

Art. 41. Los debates serán dirigidos por el 
Presidente. 

No serán públicos sino en virtud de una deci- 
sión del Tribunal^ tomada con el asentimiento de 
las partes. 

Serán consignados en actas redactadas por 
los Secretarios que nombre el Presidente. Sola- 
mente estas actas tendrán caráter auténtico. 

Art. 42. Una vez terminada la instrucción, 
el Tribunal tiene derecho á descartar del debate 
todo acto ó documento nuevo que una de las 
partes quiera someterle sin consentimiento de 
la otra. 

Art. 43. Será de la libre competencia del 
Tribunal el tomar en consideración los actos ó 
documentos nuevos acerca de los cuales lla- 
men su atención los Agentes ó Consejos de las 
partes. 

En taPcaso, el Tribunal tendrá derecho á re- 
querir la presentación de estos actos ó documen- 
tos, salvo la obligación de dar de ellos conoci- 
miento á la parte contraria. 

Art. 43. El Tribunal puede exigir é los Agen- 
tes de las partes la presentación de toda clase de 
documentos y pedir todas las explicaciones nece- 
sarias. Si las rehusasen, el Tribunal lomará acta 
de ello. 

Art. 45. Los Agentes y Consejos de las par- 
tes quedan autorizados á presentar verba Imen te 

«3 
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al Tribunal todos los medios que crean útiles para 
la defensa de su causa. 

Art. 46. Tienen el derecho de alegar excep- 
ciones y promover incidentes. Las decisiones del 
Tribunal sobre estos puntos son definitivas y no 
pueden dar lugar á ninguna discusión ulterior. 

Art. 47. Los miembros del Tribunal tienen 
derecho á hacer preguntas á los Agentes y Con- 
sejos de las partes y á pedirles aclaraciones sobre 
los puntos dudosos. 

Ni las preguntas ni las observaciones de los 
miembros del Tribunal durante el curso de los 
debates podrán considerarse como expresión de 
las opiniones del Tribunal en general ó de sus 
miembros en particular. 

Art. 48. El Tribunal queda autorizado á de- 
terminar su competencia interpretando el com- 
promiso y los otros tratados que puedan ser invo- 
cados en la materia y aplicando los principios del 
derecho internacional. 

Art. 49. El Tribunal tiene derecho á dictar 
reglas de procedimiento para la dirección del liti- 
gio^ ¿ determinar la forma y los plazos en los 
cuales cada parte deberá presentar sus conclusio- 
nes y proceder ¿ todas las formalidades anejas á 
la verificación de pruebas. 

Art. 50. Cuando los Agentes y los Consejos 
de las parles hayan presentado todas las aclara- 
ciones y pruebas en apoyo de su causa, el Presi- 
dente declarará cerrados los debates. 

Art. 51. Las deliberaciones del Tribunal ten- 
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drán lugar en secreto. Las decisiones serán to- 
madas por la mayoría del Tribunal. La negativa 
de un miembro del Tribunal á tomar parte en la 
votación deberá ser consignada en acta. 

Art. 52. La sentencia arbitral votada por la 
mayoría deberá motivarse. 

Estará redactada por escrito y firmada por to- 
dos y cada uno de los mienbros del Tribunal. Los 
miembros que constituyan la minoría podrán al 
firmar hacer constar su disentimiento. 

Art. 53. La sentencia arbitral será leída en 
sesión pública del Tribunal, estando presentes los 
Agentes y Consejos de las Partes ó habiendo sido 
debidamente citados. 

Art. 54. La sentencia arbitral debidamente 
pronunciada y notificada á los Agentes de las 
Partes decide el litigio definitivamente y sin ape- 
lación. 

Art. 55. Las Partes pueden reservarse en el 
compromiso el derecho á pedir la Revisión de la 
sentencia arbitral. 

En tal caso, y salvo pacto en contrario, la de- 
manda debe dirigirse al tribunal que ha {dictado 
la sentencia. Sólo podrá ser motivada por el des- 
cubrimiento de un hecho nuevo que hubiera po- 
dido ejercer una influencia decisiva sobre la son* 
tencia, y que al terminar los debates fuera desco- 
nocido para el Tribunal y para la parte que haya 
pedido la revisión. 

El procedimiento de revisión sólo podrá ini- 
ciarse por una decisión del Tribunal, haciendo 
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constar expresamente la existencia del hecho 
nuevo, reconociéndole los caracteres previstos en 
el párrafo anterior, y declarando por esta razón 
admisible la demanda. 

El compromiso determinará el plazo dentro 
del cual debe formularse la demanda de re* 
visión. 

Art. 56. La sentencia arbitral es solamente 
obligatoria para las partes que han celebrado el 
compromiso. 

Cuando se trate' de la interpretación de un 
Convenio en el cual hayan tomado parte otras 
Potencias que las partes en litigio, éstas notifica- 
rán á ias primeras el compromiso que hubieren 
concluido. Cada una de esas Potencias tiene de- 
recho á intervenir en el litigio. Si una ó varias de 
ellas hubieran hecho uso de esta facultad, la in- 
terpretación dada en la sentencia será igualmente 
obligatoria á su respecto. 

Art. 57. Toda parte sufragará sus propios 
gastos y una parte igual de los del Tribunal. 

Los arts. 58, 59, 60 y 61, últimos del Conve- 
nio, se refieren á la ratificación, adhesión de las 
potencias no signatarias y al caso de denuncia 
por alguna de las Altas Partes contratantes, 
estableciéndose que dicha denuncia no surtirá 
efecto hasta un año después de la notificación por 
escrito al Gobierno de los Países Bajos y esto tan 
sólo en cuanto á la Potencia denunciante. 

Este es el que pudiéramos llamar derecho po- 
sitivo para las Naciones adljeridas. 
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En él se separan las cuestiones de hecho de 
las de derecho, creándose para las primeras por 
el art9.° la «Comisión internacional de investiga- 
ción» institución completamente nueva y que juz- 
gamos puede ser de gran utilidad facilitando á las 
Potencias contendientes, y con la imparcialidad 
que presta la total indiferencia en el litigio, cuan- 
tos antecedentes conduzcan á poner en claro los 
hechos objeto del debate. 

El arbitraje se divide en común ú ordinario y 
especial. Tiene lugar aquél cuando la decisión 
del derecho se encomienda al Tribunal perma- 
nente, y el especial cuando las Partes, en uso de 
su derecho, separándose de las reglas generales, 
acuerdan otras en el compromiso. 

Finalmente también se establece en El Haya 
la Oficina internacional que sirve de Secretarla 
al Tribunal permanente y también al especial, si 
sus servicios son aceptados. 

Han quedado sin resolver algunas cuestiones 
de que más adelante hablaremos pasando ahora 
¿ conocer el derecho usual vigente para las Na- 
ciones no convenidas. 

El convenio previo de los Estados en litigio de 
someter éste á la decisión de arbitros se consigna 
en un tratado que se llama de compromiso. 

Este debe contener el nombre del arbitro ó 
arbitros y el procedimiento que ha de emplearse 
para su elección cuando no hayan podido avenir- 
se los contendientes; generalmente lo decide la 
suerte. Asf lo preceptúa el tratado de 1888, de 
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que ya hemos hablado^ celebrado entre las repú- 
blicas del centro de América: las pretensiones de 
las partes respecto á los puntos de hecho y dere- 
cho que se someten al juicio arbitral y sobre los 
cuales ha de recaer el tallo: si éste ha de dictarse 
con arreglo al derecho estricto ó á la equidad: 
lugar donde ha de reunirse el tribunal^ reglas pro- 
cesales que han de observarse é idioma que ha de 
emplearse en las deliberaciones: y finalmente el 
plazo en que ha de dictarse el laudo. 

Elste plazo, como todo lo que no es substan- 
cial, puede ser modificado por nuevo acuerdo de 
los contendientes. 

Asi como los buenos oficios y mediación, ya 
dijimos que solamente podían ser practicados por 
los Estados soberanos, esté capacitado para ser 
arbitro en litigios internacionales el que lo esté 
para serlo en ios civiles según las leyes de su 
país. También pueden nombrarse las corpora- 
ciones científicas ó miembros de ellas de distin- 
tos países y, cuando los arbitros son varios, des- 
pués de nombrar cada parte un número igual, el 
que r^sta para que resulte imparó lo nombran de 
común acuerdo, ó dejan su designación á los 
arbitros ó ó un tercer Estado. 

El arbitro debe hacer constar la aceptación 
del cargo, y el Manual del Instituto de derecho 
internacional exige quesea por escrito y señala 
los casos de incapacidad, por muerte, por haber 
caído en demencia ó por recusación válida de 
lina de las partes. Claro es que ésta no puede te- 
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ner lugar más que resf)ecto del arbitro no nom- 
brado de común acuerdo. 

Constituido el tribunal debe oir y examinar 
las reclamaciones y pruebas que las partes pre- 
senten y pronunciar el fallo dentro del periodo 
encargado ó del de ampliación, si lo ha habido, y 
sin extralimitarse de los puntos de hecho y de 
derecho fijados en el tratado de compromiso, 
pues sólo en cuanto á éstos es obligatorio para los 
comprometidos. 

La sentencia arbitral es perfectamente válida, 
aunque sea dictada por mayoría, siempre que á 
las deÜberaciones hayan asistido todos los miem- 
bros del tribunal; la falta de uno de éstos enten- 
demos que podría afectar á la validez de la deci- 
sión, que pudiera ser tachada por indefensión de 
la parte cuyo fuere el arbitro ausente. Sólo es 
obligatoria para los Estados que la han provocado. 

Preguntan los autores si en el caso de ser un 
Estado soberado el arbitro, está obligado á impo- 
ner á los contendientes el cumplimiento del fallo. 
Terminando la misión arbitral en el mismo mo- 
mento en que pronuncia su laudo sin que llegue 
su jurisdicción á hacerlo ejecutivo, no es posible, 
en buenos principios jurídicos, no ya reconocer 
tal obligación, sino ni aun derecho. 

También se suscita la cuestión de si puede el 
pago de la indemnización estipulada, librar á un 
Estado del cumplimiento de la sentencia. Estu- 
diada á fondo la institución del arbitraje en dere- 
cho internacional, se comprende que no puede se*- 
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fialarse á priori tal indemnización^ por cuanto 
aun cuando se proceda aquí en forma análoga 
ácomo se hace en el derecho común, no existe el 
mismo fundamento; en éste recurren los litigantes 
á los arbitros por no someterse al largo y costoso 
procedimiento ordinario y está muyen su bgar 
establecer una sanción para el que. de mela fe 
quebrante el compromiso de aceptar el fallo. De 
todas suertes los litigantes, si han de dejar defini- 
dos sus derechos respectivos, no pueden resolver 
por si más que mediante una transacción, mien- 
tras que los Estados no están sometidos é Tribu, 
nal ninguno y al hacerlo espontáneamcDte, hay 
que suponer en ellos el ánimo deliberado de aca- 
tar el fallo y argüiría una presunción fundada de 
mala fe por parte del que aceptase la estipulación 
de indemnización para el caso de incumplimiento, 
y hasta algo ofensivo para su dignidad. Además 
de que el que se negase á cumplir la sentencia lo 
mismo se negaría á pagar la itidemnización. 

Como causas de nulidad del fallo arbitral se- 
flala el Manual del Instituto la corrupción de los 
arbitros, exlralimitación de éstos en sus poderes, 
ó error esencial en el fallo. A éstas añade Riquel- 
me, y con fundada razón, el caso de que la conde- 
na exceda á la demanda^ aun cuando esto puede 
considerarse como extralimitación de los arbitros, 
y también el que admite Bluntschli de haber sido 
dictada la sentencia contra los principios del de- 
recho internacional. Finalmente, también consi- 
deramos como causa de nulidad del fallo, según 
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ya hemos dicho^ la falta de la presencia de algún 
arbitro en las deliberaciones. 

Discútese éntrelos autores sobre la diferen- 
cia entre arbitraje y arbilración: unos dicen que 
la arbitración tiene lugar cuando se somete la 
interpretación sobre el cumplimiento de un tra- 
tado á otros Estados que intervinieron en su con- 
clusión; otros, que el arbitraje define puntos de 
derecho y la arbitración de hecho, y, por último, 
J. de Martens llama arbitración cuando los arbi- 
tros fallan con sujeción á reglas preestablecidas 
en el tratado de compromiso y arbitraje cuando 
proceden con entera libertad para dictar su fallo 
según los principios del derecho internacional. 

De la enunciación de las precedentes cuestio- 
nes y silencio que sobre ellas guarda el Convenio 
de El Huya nacen las deficiencias que en él en- 
contramos, puesto que al consignarse en el ar- 
ticulo 54 que la sentencia debidamente pronun- 
ciada y notificada decide el litigio definitivamen- 
te y sin apelación, parecia que procedía señalar 
los casos en que por falta de algún requisito esen- 
cial pudiera ser considerada nula la sentencia 
para cerrar la puerta á la mala fe y evitar las ca- 
vilosidades de los jurisconsultos. (1) 

Sobre la fuerza obligatoria del fallo y exigibi- 
lidad de su cumplimiento nada podía estatuirse, 
dada la naturaleza de los litigantes, más que la 
presunción, acertadamente consignada en el ar- 

(i) £1 recurso de revisión que autorixa el articulo 55 no resuelve 
ninguno de estoe problemas. 
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ticulo 18^ de que el convenio de arbitraje implica 
el compromiso de someterse de buena fe á la 
senteaeki arbítraL 

Medios violentos 

CUANDO ni las gestiones de la diplomacia^ ni 
los buenos oficios ni aun la mediación de 
Estados amigos bastan para restablecer la nor- 
malidad, ni inclinar los ánimos hostiles á la su- 
misión de arbitros^ aun antes de la declaración de 
la guerra, pueden ponerse en juego medios de 
coerción en armonía con las ofensas inferidas 
por un Estado ú otro ó á los subditos de éste: ta- 
les medios son la retorsión, las represalias, el 
embargo y el bloqueo pacifico que otros llaman 
comercial. 

Como quiera que el empleo de ellos presupo- 
ne una ofensa, no puede decirse que el ofendido 
esté obligado á aguardar para adoptarlos á que se 
haya agotado la vía pacífica; pueden, en nuestro 
concepto, correr parejas é independientes de las 
gestiones para evitar la guerra; porque no es bien 
privar á una Nación injustamente agraviada de 
contestar ai agravio inmediatamente, y sin per- 
juicio de las negociaciones encaminadas á evitar 
una ruptura definitiva, á cuyo fin puede contri- 
buir poderosamente la energía y rapidez en la re- 
pulsa. 

Llámase retorsión al acto por el que un Esta- 
do aplica á los subditos de otro ó ¿ sus bienes el 
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mismo trato que éste dio á los de aquél. Seria caso 
de retorsión que un Gobierno negase á ios natu- 
rales de otra Nación, residentes en su territorio, el 
ejercicio de sus derechos civiles, del comercio ó 
de cualquiera profesión de las que no requieren 
titulo oficial, ó gravase su propiedad con mayo- 
res tributos que la de los subditos propios y de-^ 
más extranjeros ó les obligase á la prestación de 
servicios personales de los que solamente se exi- 
gen á los nacionales. En tal caso y en virtud de la 
reciprocidad que debe presidir ó las relaciunes in- 
ternacionales, el ofendido usarla de su derecho 
procediendo en igual forma; pero abusaría si fue- 
ra más allá en la represión ó la hiciera general ó 
extensiva á los subditos de otros Estados no res- 
ponsables, y no sólo abusaría sino que obrarla in- 
justamente. 

La represalia consiste en tomar las cosas de un 
Estado ó de sus subditos, como garantía de una 
reclamación justa, y negada en principio. 

Diferenciase de la retorsión, en que ésta tiene 
lugar por una medida general y aquélla puede 
estar motivada por la lesión inferida á uno solo ó 
á varios; y además en que la represalia presupo- 
ne una reclamación negada y por lo tanto -una. ne- 
gación iniciada, y aquélla puede adoptarse como 
medida previa y aun definitiva, mientras el otro 
Estado no vuelva de su acuerdo. 

Pueden ser causa de represalia: la negativa á 
la devolución de una presa, reconocida en princi* 
pió como injusta: la falta de pago de indemniza* 
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ción debida por razón de daños ocasionados por 
causa de guerra ó de utilidad pública, que en el 
derecho internacional resulta individual del Es« 
tado que la debe ó á quien la utilidad apro- 
vecha. 

Por virtud de las represalias pueden aprehen- 
derse y retenerse las cosas propias del Estado que 
procedió contra justicia, ó las de sus subditos, 
hasta obtener la satisfacción pedida ó ir á la gue- 
rra. Generalmente se hace presa de las naves, 
pero no puede disponerse de ellas como hizo 
Cromwell con las apresadas para resarcir á un 
comerciante inglés á quien los franceses habían 
secuestrado una suya, sin que pueda servir de ex- 
cusa á tal conducta el haber entregado él sobran- 
te de la venta al embajador de Francia. 

Emplean los Estados todos estos medios de 
represión no sólo por derecho propio, sino por la 
acción tutelar que deben ejercer sobre todos sus 
subditos, por virtud de la cual toda ofensa inferi- 
da á éstos por otro Estado ó por las Autoridades, 
consentida ó no satisfecha, se entiende como rea- 
lizada contra aquél. 

Suprimidas las antiguas letras de marca, por 
las que se autorizaba á los particulares para apo- 
derarse de las cosas propias del Estado, ó sus sub- 
ditos, contra quien se decretaban las represalias, 
hoy solamente las autoridades y representantes le- 
gítimos del poder público pueden llevarlas á cabo. 

Por igual concepto pueden embargarse los 
bienes que un Estado posee en los dominios de 
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otro, interrumpirse las relaciones diplomáticas y 
las comerciales y cerrarse á la importación ó ex- 
portación determinados puertos. 

Ocupa el último lugar, por más importante, 
entre los medios de represión el bloqueo pacifico 
ó comercial. No ha merecido, en verdad, la san- 
ción unánime de todos los escritores notables de 
derecho internacional; combátenlo, entre otros, 
Gefften, Wolsly, Pradier, Federé y Testa en su 
Derecho público internacional marítimo, y lo de- 
fienden Heffter, Bulmerimq, Weaton, Calvo y 
Fiore. 

La razón principal en que se apoyan los últi- 
mos es la de que constituye un medio de llegar 
á la paz con menos estragos y quebrantos que 
los que produce la guerra, razón que, por si sola, 
no consideramos bastante para diputar justo y 
legítimo un medio de castigo que no lo es exclu- 
sivamente para el supuesto delincuente, ni alcan- 
za tan sólo á los subditos del mismo que lo em- 
plea, á quienes puede dictar sus leyes é imponér- 
selas, pero no asi á los subditos de terceros indi- 
ferentes, que vienen también á sufrir en este 
punto los mismos quebrantos que si de guerra se 
tratara, sin la suprema razón de necesidad en 
que en tal estado se fundan todos los actos admi- 
tidos en derecho. 

Análogo fundamento y jurídico por virtud del 
cual se ejerce la soberanía de hecho sobre el te- 
rritorio ocupado durante la guerra invoca Fiore 
pera legitimar el acto de soberanía por el que se 
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prohibe la entrada y salida en uno ó más puer- 
tos, y es el hecho de la ocupación de las aguas 
jurisdiccionales por la escuadra bloqueadora: 
pero, aún admitiendo el supuesto, asi como los 
efectos de la ocupación militar no pueden gene- 
ralmente alterar los derechos de los extranjeros 
residentes en el territorio ocupado, tampoco la 
ocupación de las aguas jurisdiccionales puede 
privar á los terceros de los derechos otorgados por 
el verdadero y legitimo soberano. 

Y los mismos ó mayores perjuicios que el 
bloqueo por causa de guerra ocasiona el pacifí* 
co, que puede prolongarse mucho más, por ser 
el único daño que el bloqueado sufre, y se presta 
á más fácil resistencia con grave quebranto del 
comercio en general 

La sola consideración de que esta medida sólo 
puede tomarse respecto de aquellas Naciones cu- 
ya debilidad no les permite repelerla por la fuerza 
le da cierto carácter de odiosidad incompatible 
con los principios del derecho extricto. 

Como, justo ó injusto, de hecho existe, aunque 
sea poco frecuente, debemos estudiar las reglas ¿ 
que ha de someterse. 

Lo mismo que el establecido por causa de 
guerra, del que detenidamente hablaremos en el 
lugar correspondiente, debe notificarse á las Po- 
tencias y sostenerse eficazmente; pero los barcos 
que intenten forzarlo, sólo después de notificados 
pueden ser rechazados por la fuerza, y, caso de 
ser aprehendidos, no cabe más que retenerlos 
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mientras dura el bloqueo sin que n^erezcan la 
consideración de presas^ ni pueden ser juzgados 
como tales. 



D0 la gnarm 

INSISTIENDO en una idea anteriormente emitida 
diremos que es difícil^ ya que no imposible^ 
que entre pueblos cultos estalle inopinadamente 
la guerra^ prescindiendo de ese periodo genésico 
consagrado á buscar^ en apariencia al menos, la 
manera de evitarla. Llegados que son los Estados 
¿ valerse de los medios violentos que hemos des- 
crito puede asegurarse que el litigio terminará 
por la guerra^ si ambas partes tienen confianza en 
sus fuerzas ó la más débil estima su honra por 
encima de todo otro interés. En todo caso el fin 
de las negociaciones diplomáticas se propone en 
un escrito en el que, sin faltar á lo cortés en la 
forma^ se concretan con la mayor energía los tér- 
minos de la demanda^ señalándose un plazo, bre- 
ve por lo general, para una respuesta categórica; 
y trascurrido el término, ó si la contestación es 
negativa ó no satisfactoria, procede la declaración 
de la guerra y que los beligerantes lo comuniquen 
á las demás potencias acompañando una memo* 
ria explicativa de las causas que han motivado 
tan extrema resolución y justificativa del dere- 
cho que á cada uno asiste, desde cuyo momento 
los demás Estados deben observar los debenet 



Digitized by LjOOQIC 



208 bE LA GUERRA 

que su respectiva situación en cuanto ¿ los direc- 
tamente interesados les impone. 

Es la guerra un hecho cuyo concepto está en 
la conciencia de todos y por eso que cada uno la 
defina á su manera y que cualquiera definición 
sea aceptable; para nosotros es en el estado ac- 
tual del derecho, la lucha armada entre Estados 
como medio de restituir á la normalidad una re-- 
lación Jurídica internacional dolada. 

Ya, hablando del arbitraje, se dijo que éste 
nunca podría servir de medio adecuado para la 
resolución de los graves problemas en que juega, 
de modo principal, la vida ó la honra de las na- 
ciones, ó sean aquellos que ponen en peligro los 
que hemos llamado derechos primarios, sin los 
que no puede subsistir la personalidad jurídica de 
un Estado, cuya defensa no puede confiarse mes 
que á la suerte incierta de las armas, que, á las 
veces, añade al agravio la pena, lo que casi infa- 
liblemente sucede si el ofensor lleva ventaja en 
la dirección de la campaña, en el número de los 
combatientes y en el poderío de las máquinas de 
guerra hoy en uso, contra cuyos elementos poco 
ó nada podrá la legitimidad de la causa, ni el 
heroico esfuerzo de los paladines que en su de- 
fensa pongan todo el valor de sus corazones, aun 
superior al desengaño de sus inteligencias. 

Es, por tanto, la guerra una necesidad social 
común á todos los tiempos, y lo será mientras la 
humanidad perdure, á menos que elementos nue- 
yos en la vida pública de las naciones lleguen á 
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hacer prevalecer, sobre todas, las ideas de la co- 
munidad y fraternidad universales, y la buena 
voluntad de los hombres les haga merecedores 
de la paz cantada y prometida al advenimiento 
del Mesías. 

Como esta era venturosa no parece próxima 
y, por lo tanto, hoy y durante mucho tiempo será 
la guerra el único medio que oponer á las tre- 
mendas transgresiones de los deberes que la so- 
ciedad internacional impone á los pueblos, llega- 
do este caso á ella debe irse sin regateos y sacri- 
ficando en aras de la patria cuanto es susceptible 
de sacrificio, en la firme persuasión de que es 
honrosísimo ser ciudadano de un pueblo empe- 
queñecido por la desgracia, vencido por ley fatal 
de la historia, pero que ha sabido siempre con 
tesón defender sus derechos, sin contar el núme- 
ro ni medir la fuerza de sus enemigos. 

No debe sin embargo denostarse á los Após- 
toles de la paz ni achacarse sus predicaciones á 
poquedadde ánimo, ni á simple mercantilismo; 
no. Espíritus bien generosos y varones muy es- 
forzados se honran con aquel calificativo, y por 
la paz laboran sin tregua ni descanso, porque la 
paz, lo mismo para el individuo que para el 
pueblo como entidades sociales, es el medio ordi- 
nario y natural donde se encuentra ambiente 
apropiado para el desarrollo de toda iniciativa 
fecunda, de toda actividad, de toda labor pro- 
ductiva. 

En otras edades en que los pueblos se amura- 

. i4 
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liaban detrás de sus fronteras sin trasponerlas 
más que para atacar al vecino, el constante pro- 
greso de la humanidad casi no tenia para tras- 
mitirse de una en otra nación más vehículo ade- 
cuado que la guerra; en cuyo concepto puede 
asegurarse que ejerció una misión civilizadora y 
fué un auxiliar poderoso de todo adelantamiento^ 
y además el único factor con que los Estados con- 
taban para su engrandecimiento; pero hoy que la 
vida de relación es constante y todas las manifes- 
taciones del progreso son al punto conocidas y 
aun aplicadas en todos los pueblos cultos, hoy 
que no ñan los Estados el aumento de su riqueza 
al botin de la guerra, ni al despojo del enemigo, 
sino al fomento de las ciencias, de las artes, del 
comercio y la agricultura, y, en general, al des- 
arrollo de toda actividad humana, como la gue- 
rra ha dejado de ejercer la acción que le asigná- 
bamos y representa la paralización de todas estas 
actividades, y sus efectos se dejan sentir, no sólo 
entre los beligerantes sino también entre los ex- 
traños á la pelea, no puede sorprendernos que 
todos estén interesados en relegarla á los casos 
más extremos, y procuren evitar éstos estrechan- 
do más de día en día los lazos de unión y mutuo 
respeto, base del equilibrio de la comunidad in- 
ternacional, más firme que la inventada para el 
Europeo por Metternich y Tayllerand. 

No podríamos asegurar si la afinidad ó la an- 
títesis de las ideas nos impulsa á decir algo aquí 
sobre la paz perpetua. Ciertamente la paz y la 
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guerra son más que antitéticas; es la una nega- 
ción de la otra y, á pesar de ello, ó por ello mis- 
mo, tienen tal afinidad, que representando la 
guerra la pérdida de la paz, su fin es recobrarla; 
y asi como en la paz los gobiernos previsores tie- 
nen su pensamiento puesto en la guerra para con- 
servar aquélla, en la guerra todo se encamina, 
como á su último fin, á conseguir una paz venta- 
josa y estable. 

Valga pues esta correlación, que, tal vez, no á 
todos parecerá motivo bastante, para explicar 
por qué en éste, y no en otro lugar, vamos á ocu- 
parnos del transcendental problema de la paz per- 
petua. 

Respetando, como es debido, la sana inten- 
ción y el nombre ilustre de los sabios que á la 
consecución de ella han dirigido sus esfuerzos, 
empezaremos por afirmar que considerada la paz 
perpetua como un fenómeno consiguiente á la 
acción evolutiva de la humanidad, aun concede- 
mos su posibilidad, como en lo posible está el 
que se cierren los establecimientos penitenciarios 
por falta de delincuentes, ó los de beneficencia 
porque no haya desvalidos que acoger. 

Pero no se trata de esperar ese incierto térmi- 
no de la evolución, trátase de imponer desde lue- 
go la paz por medio de una especial constitución 
de la sociedad internacional. 

Cabe la gloria en la iniciativa y en haber ins- 
pirado el primer proyecto á este fin encaminado 
á Enrique IV de Francia que encargó su confec- 
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cíón á Sully, y muchos han sido los filósofos y 
jurisconsultos que en tal camino le han seguido 
de los que sólo citaremos los principales, que son 
Saint-Pierre, Rousseau, Kant, Bentham, Bluns- 
chli, Lorimer y Fiore. 

Numerosas sociedades de «Amigos de la paz», 
nacidas en América á principios del siglo xix, y 
hoy ya muy extendidas por Europa y la Asociación 
interparlamentaria que celebró su primera reu- 
nión en Paris, en 1889, bajo la presidencia de 
Julio Simón, aspirando todas á hacer del arbitra- 
je el procedimiento obligatorio para la resolución 
de todas las cuestiones internacionales, han con- 
tribuido á estimular en sus empresas á cuantos se 
han sentido con alientos para escogitar la forma 
más adecuada de que los pueblos renuncien el 
derecho y se desentiendan del pesado deber de 
defender sus intangibles derechos, encomendando 
tales funciones á un poder tutelar cuyo fallo defi- 
nitivo deben acatar con la misma sumisión que 
el más insignificante aldeano el de un juez rural. 

Esta aspiración es dogmática para la escuela 
socialista. 

No podemos entrar en el estudio detallado de 
cada una de las organizaciones que desde la Re- 
pública cristiana ideada por Enrique IV hasta la 
Unión de Fiore, se han propuesto para constituir 
la sociedad internacional, en la que habla de regir 
la paz perpetua. El estado único bajo la forma de 
Imperio ó de República, la Confederación y la 
Federación, y aun para éstas hay quien preferiría 
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que primero todos los Estados adoptasen el go- 
bierno republicano, todo ha sido proyectado. 

Descartado, por más utópico, el Estado único, 
veamos cómo los partidarios de la Unión en sus 
varias formas quieren imponerla paz á los que 
constituyan aquélla, y es obligándoles hasta por 
los medios violentos, sin llegar á la guerra, á so- 
meter todas sus cuestiones al proceso engranado 
de Congresos, Conferencias y Tribunales arbitra- 
les, y del mismo modo al cumplimiento del fallo 
definitivo; llegando ya en este punto hasta la in- 
gerencia colectiva, que viene á ser lo que hasta 
ahora hemos llamado intervención. 

Como se ve, todo este sistema se basa en la 
abdicación por parte de los Estados de la más her- 
mosa, de la más grande, de la más característica, 
de la más indispensable para su personalidad de 
las condiciones que la integran que es la sobera- 
nía, por virtud de la cual no pueden, en principio, 
someterse ajuicio alguno como no sea por un 
acto voluntario en cada caso, facultad que resul- 
taría renunciada expresamente, á perpetuidad, 
desde el momento que confiasen para siempre la 
definición y defensa de sus derechos á un poder 
que por este solo hecho sería más soberano que 
todos los Estados y superior á ellos. 

Si á éstos se les merma, mejor aun, se les pri- 
va de su soberanía é independencia ¿qué va á ser 
• la sociedad internacional? No será más que una 
sociedad común constituida, en primer término, 
por agrupaciones más ó menos grandes, cuyas re- 
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Vemos, pues, cómo la Federación, Unión ó 
como quiera llamársele, con carácter de univer- 
salidad, es contraria á la naturaleza personal de 
los Estados y además no puede afirmar la paz 
perpetua, y la no universal representaría en frente 
de los Estados no unidos una fuerza mayor ó me- 
nor, pero siempre expuestas ambas á chocar y 
por tanto tampoco resuelve el problema que estu- 
diamos. 

Como que es irresoluble considerado como ins- 
titución social. 

Solamente el libre reconocimiento de los dere- 
chos de cada pueblo por parte de los demás, y 
por la de todos el libre cumplimiento de los debe- 
res internacionales, y la buena fe presidiendo en 
las relaciones mutuas y generales, podrán crear 
un estado de paz duradero largamente, indefini- 
damente si se quiere, pero expuesto á desaparecer 
desde el momento que cualquiera délos miembros 
de la hbre comunidad se desvie de la justicia. 

A esta obra, mejor que con proyectos irreali- 
zables, pueden contribuir los jurisconsultos emi- 
nentes mediante la enseñanza continuada á los 
pueblos de las reglas del derecho que deben regir 
sus relaciones y de los deberes que éstas les impo- 
nen y, cuando el estado normal se vea amenaza- 
do de alterarse, aunando sus esfuerzos para de- 
mostrar á los Gobiernos de parte de quién de los 
contendientes está la justicia, aun cuando para 
ello precise contrariar las aspiraciones de sus pro- 
pios Soberanos en defensa del derecho, de la mo- 
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ral y de la equidad y por el bien de toda la huma- 
nidad. 

Y para tan meritísima labor no pueden ser 
más favorables las circunstancias. Pasó la época 
de las conquistas; pertenece á la historia el tiem- 
po en que los hombres querían imponer por la 
fuerza sus creencias, y hasta los puntos de la 
honra van reduciéndose al limite justo en que 
deben estar contenidos: comunidad de intereses, 
cultura social, conciencia jurídica, todo está pre- 
parado para que la paz, hoy sostenida por nume- 
rosos ejércitos y armamentos costosísimos, venga 
é tener su natural asiento en el consciente respe- 
to del derecho, sin que los Estados abdiquen en 
lo más mínimo de ninguna de las augustas pre- 
rrogativas de su majestuosa personalidad. 

Convencidos de que la guerra es un medio ne- 
cesario, en ciertos casos, para la defensa de los 
derechos de los pueblos, deben estudiarse sus 
causas, el modo de realizarla y su término y efec- 
tos, procurando limitar aquállas, reglamentarlos 
derechos y deberes de los beligerantes, aliados y 
neutrales así como los de los respectivos ejércitos 
en los varios accidentes de la lucha, y por último 
la vuelta al estado de paz y sus consecuencias 
para el vencedor y el vencido. 

Las causas de la guerra pueden ser origina- 
das por las relaciones internacionales ó exterio- 
res, ó por las propias entre los gobiernos y sus 
subditos ó interiores: de aquí la división de la 
guerra en pública ó internacional y civil ó inte- 
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rior. Gomo de estas últimas nos ocuparemos por 
separado, cuanto se diga en adelante se refiere á 
las guerras públicas. 

Varias son las convenciones que sobre puntos 
parciales referentes á la forma de hacer la guerro 
se han celebrado y diversas las tentativas para 
hacer una codificación general sobre los usos y 
leyes de la guerra. 

El tratado de París de 1856, el convenio de 
Ginebra de 1864 y los de París y San Petersburgo 
de 1868, pertenecen al primer orden, y regulan 
accidentes importantísimos de la campaña segúu 
se verá en el curso del estudio. 

Gomo tentativas de carácter general deben se- 
fialarsa la conferencia reunida en Bruselas en 
1874 por iniciativa del Gzar de Rusia, en la que 
se discutió un proyecto de Gódigo de las leyes y 
usos de la guerra que no mereció la aprobación 
de las Potencias reunidas, y cuya conferencia fué 
provocada por las muchas reclamaciones y pro- 
testas á que dio lugar la guerra Franco-Alemana, 
en la que, como en todas, se acusaron repetida- 
mente los beligerantes de falta de respeto al dere- 
cho de gentes. También en la conferencia de Ox- 
ford del Instituto de derecho internacional de 
1880, se concluyó otro reglamento con el mis- 
mo fin. 

El Gongreso Ibero-Americano reunido en Ma- 
drid en 1892 formuló un proyecto bastante nota- 
ble de codificación de las leyes de la guerra te- 
rrestre y marítima. Este Congreso se celebró en 
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convenida, ó si este requisito concurriese en alia- 
da del enemigo ó nuestra. 

No carece de defectos el citado reglamento, 
pero es tan completo y tan bien inspirado que 
honra al ilustre soldado que lo autorizó con su 
firma, el inolvidable General Martínez Campos, y 
á los dignísimos Jefes que en su confección to- 
maron parte. No es el patriotismo ni nuestra sig- 
nificación en el Ejército, quienes dictan estos elo- 
gios, como se verá cuando censuremos aquello 
en que estemos en desacuerdo, sino el indiscuti- 
ble mérito de dicho cuerpo legal. 

Señalados los preceptos jurídicos dictados 
para la ejecución de las guerras, pasemos á ocu. 
parnos de su división, habiendo apuntado ya la 
de públicas y civiles. 

Las guerras se dividen en justas ó injustas por 
razón del motivo que las ocasiona, división que 
ha preocupado mucho á cuantos han tratado de 
estos asuntos y que, en realidad, no tiene impor- 
tancia práctica más que á los efectos de la efica- 
cia de los tratados de ahanza, porque todos los 
Estados combaten por lo que creen su derecho 
que sólo puede ser juzgado por la crítica históri- 
ca, y aun esto de modo imperfecto; pues si bien 
el alejamiento de los tiempos favorece á la sere- 
nidad é imparcialidad del juicio, las perjudica el 
conocimiento remoto de los hechos, por bien con- 
servados que se mantengan, la diversa considera- 
ción que según las épocas merecen, y lo difícil 
que es al escritor prescindir del medio ambiente 
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en que su criterio se ha formado, siempre distin- 
to del en que los sucesos que se juzgan acae- 
cieron. 

Ya nuestro Victoria admitía que una guerra 
podia en algunos casos ser igualmente justa para 
ambos combatientes. De todos modos justa ó no, 
ni los naturales de los Estados beligerantes pue- 
den excusar sus deberes, ni tampoco los no inte- 
resados, ni por último aplicarse otras reglas que 
las generalmente en uso. 

Según el art. 83G de nuestro reglamento son 
seis los motivos que pueda justificar una guerra. 

1.** La defensa de los intereses generales del 
Estado ó de sus derechos esenciales. 

2.*^ Rechazar con la fuerza una agresión in- 
justa. 

3.° Recobrar lo que se le ha arrebatado y 
cuya devolución se le niega. 

4.® Obtener reparación de un daño ó perjui- 
cio y garantías de que no se vuelva á repetir. 

5.° Satisfacer el sentimiento de dignidad 
cuando se recibe alguna ofensa, un agravio, un 
insulto, y el ofensor niega explicaciones. 

6."* Obligar á otro Estado á cumplir deberes 
estipuladosy obligaciones formalmente contraídas. 

El Marqués de Olivar no encuentra justa la 
primera de dichas causas por no comprender que 
el interés del Estado pueda ser la causa de una 
guerra y por esta misma razón censura la defini- 
ción de Martens «la lucha armada entre Estados 
independientes para la defensa de sus derechos é 
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intereses» y es porque en este caso confunde el 
Marqués la necesidad con la justicia ¿Pues qué 
otro recurso que la guerra queda á un Estado para 
la defensa de sus intereses cuando sus reclamacio- 
nes son desatendidas, ni cómo negar que esté 
bastante justificada? Lo que hay es, que asi como 
cuando se trata de los derechos esenciales proce- 
de y es justa y necesaria la guerra desde el mo- 
mento -que no se obtiene satisfacción directa, 
cuando se ventilan otra clase de intereses deben 
agotarse todos los medios pacíficos, y sólo en últi- 
mo término recurrir á la guerra. El único defecto 
que puede con razón señalarse al párrafo aludido 
es el de anteponer los intereses á los derechos 
esenciales del Estado. 

Más defectuoso es el siguiente articulo 837, 
que exige para considerar razonable y legitima 
una guerra, cualquiera que sea la causa que la 
motive, el previo agotamiento de la vía diplomá- 
tica y los recursos de los buenos oficios, media- 
ción ó ar-bitraje. No: las causas de la guerra son 
las que la hacen justa y legítima. Lo demás en el 
estado actual del derecho no puede considerarse 
obligatorio; únicamente seria censurable la rup- 
tura de hostilidades mientras estaban en funcio- 
nes los otros medios pacíficos. (1) 



(I) En la guerra que actualmente preocupa á la humanidad entera, 
ha llegado á acusarse á los japoneses, confrontando las diferencias de me- 
ridiano, de haber roto las hostilidades contra las escuadras rusas de Che • 
mulpo y Port-Artur, antes de darse por terminadas las gestiones diplomá- 
ticas. Ni el estado de la contienda ni el carácter de esta obra, permiten 
emitir juicio alguno. 
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También se dividen las guerras en ofensivas 
y defensivas, división que los autores modernos 
consideran popia no más de las ciencias milita- 
res, pero que nosotros entendemos ser de gran 
importancia en la jurídica, como veremos muy 
pronto al tratar de las alianzas, donde surte sus 
efectos, y puede apreciarse el distinto concepto 
que en una y otra ciencia merecen. 

Finalmente, y aunque sólo sea eficaz á los 
efectos del estudio ordenado del derecho de la 
guerra, es importante, y nosotros aceptamos, su 
división en terrestre y marítima. 

Dereolios y deberes de los beligerantes 

LlAmansf Estados beligerantes á los que sos- 
tienen la guerra entre sí, uno ó más de cada 
parte, quienes al cesar en la vida de comunidad 
jurídica modifican las relaciones no sólo entre 
ellos, sino también con los demás Estados, por 
ser el hecho de la guerra determinante de rela- 
ciones especificas entre los combatientes, y entre 
ellos y los demás, ya sean aliados, ya asistan in- 
diferentes al resultado de la lucha; relaciones que 
son originarias de derechos y obligaciones recí- 
procos, de los que nos ocuparemos por su orden. 
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Declaración de guerra 

GRAN importancia dan los tratadistas á si en 
el derecho extricto es obligatoria la solemne 
declaración de la guerra y debe preceder siempre 
al rompimiento de las hostilidades^ y^ á falta de 
preceptos de carácter general, se refugian en el 
uso los que sostienen la afirmativa, recordando las 
solemnidades que en Roma se llenaban, las prác- 
ticas inglesas y los hechos más recientes de las 
últimas guerras de Oriente y Franco-Prusiana, 
además del testimonio de Gentilis y Grocio, que 
escribieron bajo la influencia de las costumbres 
de su época, que era mandar heraldos que prego- 
nasen la guerra. El no haberse declarado solem- 
nemente en otras muchas guerras de las habidas 
en el siglo xix, sirve á otros de argumento para 
opinar en contra de la necesidad. Tampoco en 
la actual Ruso-Japonesa precedió declaración, 
sino que el primer acto fué el ataque de los japo- 
neses á la escuadra rusa de Chemulpoy Puerto 
Arturo. 

Nosotros que por regla general otorgamos muy 
poco interés á lo puramente formal, cuando sus 
efectos pueden ser suplidos por otro medio, opi- 
namos que la declaración de guerra depende de 
las circunstancias en que ésta se presente y, des- 
de luego, que no puede supeditarse á ella la rup- 
tura de las hostilidades. 

Cuando han mediado largas negociaciones^ 
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hay tiempo para hacerla y debe hacerse; pero 
cuando se trata de repeler en el nnomento una 
agresión injusta de las que no dan lugar ágénero 
alguno de explicaciones, el primer acto hostil sir- 
ve de solemne declaración, pues no puede pospo- 
nerse á ella, en ocasiones, la acción de las armas, 
si de la celeridad en el principio de las operacio- 
nes depende, como con facilidad puede ocurrir, 
el éxito de la campaña. 

Lo que si es obligatorio, notificar arlas Poten- 
cias el estado de guerra y, como dicen Calvo y 
Wolssey, el principio de ella, para que haciéndo- 
lo saber á sus respectivos subditos, no puedan 
sutrir perjuicio por ignorancia, ni alegarla en ca- 
so de violación de sus deberes. 

En resumen, respecto de los beligerantes la 
necesidad de la declaración de guerra la deter- 
mina el estado de sus relaciones, y en cuanto é 
los neutrales queda cumplido el deber internacio- 
nal con el anuncio de que van a romperse las hos- 
tilidades, ó el del momento preciso en que esto ha 
ocurrido y claro está que siempre ha de ser en 
el plazo más breve posible, puesto que hasta que 
llegue á su noticia no puede exigirseles el cum- 
plimiento de los deberes de la neutralidad. 

Dice el reglamento español en su art. 839, «El 
uso común es hacer pública y oficialmente la de- 
claración de guerra, antes de romper las hostili- 
dades, por la publicación de un manifiesto ó me- 
moria justificativa; por la ruptura de relaciones 
diplomáticas, por la retirada del embajador' cer- 
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ca de la corte enemiga, 6, en fin, por la espira- 
ción de un plazo que se haya fijado en la presen- 
tación de un ultimátum. 

Como se ve se consigna como de uso común, 
n0 ya la solemne declaración sino también otros 
signos que se reputan equivalentes, pero no se 
consagra esta formalidad como principio de de- 
recho, por lo que nadie podría querellarse si, en 
caso de absoluta necesidad ó conveniencia, se 
rompía con el uso: y buena prueba de nuestro 
aserto es que en los tratados celebrados por Es- 
paña con Nicaragua y Costa Rica, en 10 de Mayo 
y 25 de Julio de 1850 respectivamente y Guate- 
mala, en 29 de Mayo 1863, se consigna que nin- 
guno de los contratantes podrá autorizar ningún 
acto de represalia ni hostilidad por mar ó por 
tierra, sin haber presentado antes á la otra una 
memoria justificativa de los motivos en que fun- 
de la injuria ó el agravio, y denegádose la co- 
rrespondiente satisfacción. 

Ahora bien, cuando circunstancias extraordi- 
narias no aconsejan lo contrario, debe precederse 
como se dijo al empezar ¿ tratar de la guerra. 

La declaración corresponde hacerla al Sobera- 
no conforme á los preceptos establecidos en cada 
Nación, y por lo que á España respecta dijimos lo 
bastante al hablar de las atribuciones de los Jefes 
de Estado; pero los actos preparatorios que afec- 
tan al presupuesto deben ser objeto de una ley. 

La declaración ó el estado de guerra debe ha- 
cerse público no sólo en los órganos oficiales de 
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los pueblos beligerantes sino también en los de 
los demás, para que llegue á conocimiento de los 
subditos de aquéllos al efecto del cumplimiento 
de los deberes que su situación les imponga (1). 

Todo Estado beligerante, desde el momento 
en que la guerra es un hecho, puede impedir la 
salida de su territorio de los subditos del otro re- 
sidentes en él, y que no sean Agentes diplomáti- 
cos ó consulares, pues á éstos debe señalárseles 
un plazo para ausentarse, y esto con el fin de res- 
tar elementos al enemigo. Pero sólo en casos 
contados puede decretarse la expulsión de aqué- 
llos, aunque si sometérseles á la mayor vigilan- 
cia y también á su correspondencia, y al menor 
acto de hostilidad manifiesta tratárseles como á 
tales enemigos. 

No tiene esta doctrina por fundamento, como 
afirma Bluntschli, el que solamente los Estados 
son enemigos y no los individuos, sino otro más 
cierto, y es que deliberadamente no debe hacerse 
sentir los efectos de la guerra al indiferente, al 
que únicamente la nacionalidad da el carácter de 
enemigo, mientras con sus acciones no se revele 
como tal. 

En buenos principios de derecho no pueden 



(i) Antigaamente acostumbraban los Soberanos á mandar letras 
inhibitorias, exhortatorias y admonitorias, que tenían por objeto instruir á 
los respectivos subditos del estado de güera, indicarles la conducta que 
habían de seguir ó llamarles para engrosar los ejércitos, hoy se puede lla- 
mar á los subditos residentes en país enemigo y prohibirles entrar á su 
serrido y mantener correspondencia con él. (Art. 843 del Reglamento de 
campaAa Espafioi.) 
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existir más que dos casos que justifiquen la ex- 
pulsión en masa de todos los naturales del país 
enemigo: primero, el haberlo hecho éste, en cuyo 
caso toma el carácter de retorsión y debe ajustar- 
se á los mismos términos y forma empleados por 
el enemigo: y segundo, expulsión de todos aque- 
llos naturales del contrario que residan en el te- 
rritorio amenazado de invasión. Esta no puede 
calificarse de expulsión en masa, pero está basa- 
da en los más elementales principios del derecho 
de propia defensa, en el más rudimentario ins- 
tinto de propia conservación, que aconsejan im- 
pedir que individuos que pueden tener conoci- 
miento exacto del país y de los elementos con 
que se cuenta se pongan en contacto y comuni- 
cación con sus propios ejércitos, y para evitarlo 
no debe dejárseles en libertad de escoger direc- 
ción, sino que deben ser conducidos en la opues- 
ta á la que siga el ejércitp invasor, puesto que en 
la guerra el principio de la seguridad se sobre- 
pone á todo otro. Siendo posible, siempre debe 
darse á los expulsados el tiempo suficiente para 
que realicen ó dispongan de sus bienes, que nun- 
ca, más que en concepto de represalias, pueden 
ser embargados ni confiscados, á diferencia de 
los propios del Estado enemigo que pueden serlo 
por el derecho estricto de la guerra. 

Por el mismo quedan en suspenso todos los 
tratados existentes entre los beligerantes. La in- 
terpretación de este principio se ha hecho exten- 
siva á las relaciones de los subditos del un Esta- 
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lo residentes en el territorio del otro, suponiendo 
[ue por el hecho de la guerra pierden su perso- 
lalidad y representación por la retirada de los 
embajadores y Cónsules. Esto nos parece una exa- 
¡eración de los efectos de la guerra, nada propia 
le los tiempos actuales. El subdito de un Estado 
[ue permanece en el territorio enemigo durante 
a guerra sin tomar en ella participación alguna, 
lebe, de ordinario, conservar todos sus derechos, 
r en cuanto á su representación, si bien es cierto 
[ue le falta la de sus naturales, no lo es menos 
[ue en ella se subrogan los de otra nación amiga 
^on el beneplácito de ésta y hasta de los mismos 
)eligerantes. 

¿De qué servirla haber suprimido las letras de 
narca si los subditos de los Estados en guerra y 
>us bienes estaban no sólo á merced del contrario 
\n cuyo territorio residen, sino á la de cualquiera 
)arlicular, sin amparo alguno y sin poder de- 
nandar justicia mientras no se fírmase la paz? 

No es la personalidad internacional, que nun- 
5a según nosotros la tiene el individuo, sino la 
latural y civil la que se le niega, lo que equival- 
Iria á una especie de interdicción ó muerte ci- 
^il incompatible con el estado actual del de- 
recho. 

Además, estos individuos no sólo mantienen 
•elaciones con sus connacionales y los del pais 
ie su residencia, sino también con los de los neu- 
;rales, y la negación de personalidad que se pre- 
>upone podría causar á éstos perjuicios innecesa- 
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rios, que es precisamente lo que hoy se trata de 
evitar á todo trance- 

Por tanto, debemos decir que se suspenden 
los efectos de los tratados en cuanto ¿ las relacio- 
nes de los Estados, y en lo referente á los subdi- 
tos de uno residentes en el otro, los que significan 
concesiones especiales, pero no los que afectan á 
la personalidad natural y civil ni é las relaciones 
que por virtud de ella tengan establecidas donde 
están domiciliados, ó con los naturales délos paí- 
ses ajenos á la contienda, 

Y esta doctrina la vemos implícitamente con- 
firmada en el hecho de haberse tolerado el co- 
mercio bajo pabellón neutral en la guerra de 
1854, y en el precepto del articulo 842 de nuestro 
Reglamento, que en su párrafo segundo dice que, 
siendo posible, no se suspenden las relaciones co- 
merciales ni el servicio de correos, prohibiéndo- 
se solamente la exportación de lo que pueda favo- 
recer al enemigo: pues si no se interrumpen, en 
principio, las relaciones postales ni comerciales 
entre los beligerantes, menos las relaciones jurídi- 
cas individuales. 

Situación de los Slstados 
ñn sos relaolones oon los bellgarantes 

Dos órdenes de relación no más pueden afec- 
tar los Estados con respecto á los directa- 
mente beligerantes, ó sea aquellos entre quienes 
ha surgido el casus belli, y son la alianza con al- 
guno de éstos y la neutralidad. 
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De la alianza 



POR el lugar en que de ella tratamos bien se 
comprende que no vamos é ocuparnos de 
ella en su sentido lato ó genérico, ó sea del con- 
cierto que las naciones pueden establecer entre sí 
para la persecución de los varios fines en que 
puede existir, y de hecho existe, un interés co- 
mún, en cuyo concepto todos los tratados y conve- 
nios ó cualquiera otra forma de unión ó pacto 
entre los pueblos merece el nombre de alianza, 
sino en su sentido especifico, esto es, el concier- 
to de dos ó mós Estados para determinar su mu- 
tua situación con relación á los casos de guerra 
en que uno de ellos puede estar directamente in- 
teresado. 

No es condición precisa que la alianza se haya 
pactado con anterioridad á la presentación del 
casas belli; puede hacerle al declararse la guerra 
y hasta después de entablada la lucha. 

Fuera negarse á la evidencia desconocer la 
conveniencia, más aún, la necesidad de las alian- 
zas, que si en los tiempos pasados significaba una 
amenaza de guerra, en los presentes más bien 
son á modo de garantía de paz, aunque su fin 
sea crear entre los aliados un estado de derecho 
para caso de guerra. 

Garantía de paz hemos dicho, y también de 
respeto á los derechos de todos; por parte de los 
aliados lo impone su mismo pacto, y en cuanto 
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á los extraños, cuanto más fuerte sea una socie- 
dad, más difícil ha de ser que se atente contra 
ella, ni contra ninguno de los asociados, cu- 
yos derechos vienen á ser comunes á todos los 
aliados. 

Además, todos los pueblos tienen hoy gran 
interés en conservar la paz, y si pueden ver sin 
gran alarma la guerra entre dos solos Estados, 
no asi cuando afecta á varios; de ahí que tanto 
los respectivos aliados de los litigantes, como los 
no interesados en el pleito, se esfuercen en evitar 
un rompimiento cuyas consecuencias no es posi- 
ble prever. 

Si todos los Estados tuvieran su esfera de ac- 
ción bien deslindada, y no hubiera puntos que 
aun llaman poderosamente la atención de mu- 
chos, y que un dia ú otro han de resolverse, ya 
pacificamente ó por medio de las armas, carece- 
ría de importancia discurrir sobre las ventajas ó 
inconvenientes de la comunidad de acción; pero 
en el presente momento se inripone confesar que 
las alianzas son muy convenientes á las grandes 
potencias, y necesarias á las pequeñas, cuyo con- 
curso no pueden aquéllas desdeñar, porque en el 
orden internacional no hay amigo inútil ni ene- 
migo despreciable, pues el que parece más insig- 
nificante puede en el momento critico inclinar la 
balanza del lado donde eche la fuerza. 

Pero de esperar á este momento podrá suce- 
der que no se aceptase su concurso si el que lo 
ofrecía tenía interés directo en el problema plan-» 
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teado, interés que, acaso, fuera factor comuna los 
litigantes. 

Por eso toda Nación grande ó chica, más po- 
tente ó menos poderosa, no necesita sentir afanes 
de engrandecimiento, basta que aspire é conser- 
var el lugar que ocupa y á que sean respetados 
sus derechos, y escuchada su voz en el concierto 
internacional, no debe encerrarse en los estre- 
chos limites de la política interior sino buscar 
fuera de sus fronteras en el consorcio de otros 
pueblos los elementos necesarios para hacer re- 
saltar siempre su propia personalidad á cambio 
de los riesgos que la defensa de los otros concu- 
rrentes pueda ofrecer, de seguro siempre meno- 
res que el aislamiento. 

La misantropía en política internacional pue- 
de ser la muerte: es desde luego un estado psíqui- 
co-patológico que solamente la espansión puede 
curar. 

Tema es el que nos ocupa de tanta importan- 
cia en la actualidad, y tan debatido en terreno 
que no podemos entrar, que habremos de dar por 
suficientemente demostrada, más que la conve- 
niencia, la necesidad de la alianza y, avanzando 
en su exposición, diremos que para contraerlas 
no debe atenderse como condición indispensable 
ni á la comunidad de razas, ni á las afinidades 
de religión, ni de régimen político, ni, finalmen- 
te, á los vínculos de la sangre que pueden unir 
á los Príncipes reinantes, motivos todos que tu- 
vieron la importancia que nos muestra la Histo- 
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ria, pero que hoy no bastan para formar un lazo 
durable de unión entre los pueblos: en la comu- 
nidad de intereses y de aspiraciones, es en lo que 
únicamente puede fundamentarse una unión con 
condiciones de viabilidad. 

No cabe confundir las federaciones y confede- 
raciones con las alianzas, porque aquéllas for- 
man una unión perpetua con fines que afectan á 
la vida política é internacional, y éstas sólo son 
temporales y relativas á los deberes que ha de 
cumplir cada uno de los aliados en los casos de 
guerra en que otro de ellos puede encontrarse, 
según las condiciones estipuladas. 

Las alianzas se dividen en ofensivas y defen- 
sivas, y ofensivas y defensivas á la vez. Por la 
primera se comprometen los aliados á hacer cau- 
sa común en todo caso de provocación á la gue- 
rra por parte de alguno de ellos; por la segunda 
sólo existe la comunidad cuando la guerra es pro- 
vocada por el adversario, aun cuando no medie 
solemne declaración. 

El que promueve con sus actos la guerra siem- 
pre la hace jurídicamente ofensiva, mientras que 
el que va á ella por sostener sus derechos la hace 
defensiva. 

Esto, como se ve, es completamente distinto 
é independiente del rompimiento de las hostili- 
dades y de la acción ofensiva ó defensiva de los 
ejércitos, lo que es del dominio exclusivo de la 
técnica naihtar, como el aspecto primero lo es del 
derecho, pudiendo, por tanto, una guerra ser 
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jurídicamente ofensiva y defensiva militarmente, 
y al contrarío, debiendo atenderse no más al pri- 
mer concepto para determinar las obligaciones 
de los aliados. En la confusión deliberada de 
estos términos se apoyaron los Estados gené- 
rales para negar á Inglaterra el concurso de- 
bido por el tratado de alianza defensiva por haber 
roto las hostilidades el ejército inglés. Véase, 
pues, si tiene importancia en derecho la división 
de las guerras en ofensivas y defensivas. 

Las alianzas que para ambos casos se con- 
traen tienen eñcacia en toda clase de guerra 
exterior, pero no pueden invocarse en las gue- 
rras civiles, é menos que así se haya establecido, 
lo que no es costumbre, porque implicaría de 
parte de ios Estados poca confianza en la esta*- 
bilidad de sus instituciones políticas, en la disci- 
plina social del pueblo y eii la fuerza pública 
necesaria para la represión de cualquiera acto de 
rebeldía. 

Como todos los pactos internacionales, y más 
de la importancia de éstos, debe ser objeto de un 
tratado, y si en todos ellos se recomienda la ma- 
yor claridad en la redacción, mucho más en és- 
tos, y principalmente en la especificación de las 
circunstancias ó condiciones en que el convenio 
ha de surtir sus efectos y puede ser exigido su 
cumplimiento; á estas condiciones se conoce en 
derecho con el nombre de casus Jcederis. 

Determinado éste con la precisión debida, no 
puede haber lugar á dudas ni vacilaciones entre 
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los aliados para el cumplimiento de sus deberes^ 
llegada que sea la ocasión estipulada en el tratado. 

En buenos principios de derecho ningún pac- 
to puede obligar á cometer un acto injusto^ y asi 
afirman algunos autores que si la guerra sosteni- 
da por uno de los aliados fuese injusta^ el otro 
quedaría relegado de su obligación. 

No es posible negarla certeza del principio, 
lo que ocurre es que resulta difícil su aplicación á 
esta clase de contratos, por ser los mismos signa- 
tarios los llamados á decidir sobre la justicia de 
la guerra á cuyo sostenimiento están obligados á 
contribuir, y podría sobreponerse la conveniencia 
á la conciencia del derecho; además de que 
puesta á discusión la justicia ó no de una guerra 
no habrían de faltar razones lo mismo para con- 
siderar injusta la más santa de las causas, como 
para justificar la mayor iniquidad, ya que no es 
dable al hombre la concepción absoluta de lo jus- 
to ó injusto, y la relativa que posee se imperfec- 
ciona más cuando en el juicio se atreviesa el in- 
terés. 

Por eso entendemos que el tratado de alianza 
debe cumplirse escrupulosamente, llegado que 
sea el vencimiento de la condición, la presenta- 
ción del casas fcederis. 

No es posible determinar á priori los que pue- 
den estipularse, como dependiente que es del fin 
que los Estados contratantes persigan; así es que 
puede servir de condición un tiempo fijo ó sujeto 
á la resolución de un estado de cosas determina- 
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do cuya fórmula es rebus sic síantibus según 
los jurisconsultos^ ó para la realización de una 
empresa determinada^ como los problemas de 
Oriente y Marruecos, etc. Respecto á aquél son co- 
nocidas aunque imperfectamente las alianzas de 
Rusia y Francia por un lado y del Japón é Ingla- 
terra por otro, porque estos tratados, por regla ge- 
neral, no se hacen públicos hasta el momento de 
hacerse efectivos. También pueden ser contra un 
Estado ó liga determinados ó contra todos los 
demás. 

Como ejemplo de alianza general se cita el 
Pacto de familia subscrito en París, primero por 
Francia y España, en 15 de Agosto de 1761, al 
que más tarde accedieron el Rey de las dos Sici- 
lias y el Duque de Parma, en cuyo pacto no sólo 
se estipuló la acción, sino que se estableció la 
sanción que debiera imponerse al que faltara 
á ella. 

El pacto obliga de tal modo que, llegada la 
guerra, todos los Estados ligados por él se hacen 
perfectamente solidarios, corren igual riesgo, y 
participan de las ventajas que la guerra, en su 
caso, pueda reportar, interviniendo en el tratado 
de paz á no ser que se hubiere convenido lo con- 
trario. 

El cumplimiento del tratado de alianza es 
asunto de la exclusiva competencia de los alia- 
dos, sin que en nada pueda intervenir el otro be- 
ligíM'ante, quien, á lo sumo, podrá explorar la 
actitud que van á observar en la guerra: pero 
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mientras expresamente no le notifiquen su vo- 
luntad de permanecer neutrales, debe conside- 
rarlos como enemigos aplicando ¿ sus subditos 
y cosas el trato de tales. 

En éstas^ que podemos llamar alianzas tota- 
les, las partes hacen común la causa de una de 
ellas, y se comprometen á defenderla con todas 
sus fuerzas y recursos, del mismo modo que si 
cada uno guerrease por su cuenta; pero hay otras 
alianzas que pueden denominarse parciales y son 
los tratados de subsidio^ por los que una Nación 
se compromete á facilitar á otra en caso de gue- 
rra ciertos auxilios en el modo y forma que se 
conviene. 

Cuando consiste el auxilio en ejércitos de mar 
6 tierra cumple el que ha de prestarlos con poner 
desde el momento fijado A disposición del otro 
los barcos y tropas preestablecidos, con los ele- 
mentos de combate adecuados á los reglamentos 
orgánicos del que hace la prestación, y dotados 
de los armamentos y medios de combate que en 
el momento posea y que desde luego no han de 
ser inferiores ni menos perfectos que los que te- 
nía en uso al celebrarse el convenio. 

El Estado ligado á uno de los beligerantes, 
aunque sea sólo por tratado de subsidio, no puede 
declararse neutral en lo demás, ni reclamar los 
derechos que al neutro corresponden, quedando 
expuesto á ser considerado como enemigo, y á 
que la guerra se lleve á su propio territorio; por- 
que no puede ponerse en duda que el hecho de 
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prestar auxilios á una Potencia en guerra^ aun 
cuando sea en cumplimiento de un tratado pre- 
existente, es un acto de hostilidad á la otra, y por 
consiguiente causa justificada de guerra. ' 

Por esto que tales pactos no tengan lugar hoy 
más que cuando se trata de una acción colectiva 
dirigida, generalmente, contra pueblos, si no 
completamente bárbaros, por lo menos de tan 
escasa cultura, que en sus territorios no están 
bastante garantizados los derechos de los ciuda- 
danos de los pueblos civilizados, y cuya fuerza no 
es poderosa para llevar la guerra no ya á los Es- 
tados subsidiarios, sino ni al principal. 

No están excluidos en las guerras entre pue- 
blos cultos, ni pueden considerarse estos contra- 
tos, según algunos lo hacen, como inmorales, 
apreciándolos como un alquiler de hombres. Na- 
da de eso. La alianza en el derecho internacional 
es un contrato de sociedad, é igualmente que en el 
orden común cada uno de los asociados aporta 
sus elementos propios para la consecución del fin 
social, el capitalista su dinero, su ciencia el téc- 
nico y los demás su trabajo personal, sin que por 
ello se considere ninguno rebajado en su digni- 
dad; en la asociación internacional el Estado que 
aporta sus fuerzas militares no hace más que dis- 
poner legítimamente, y en uso de su soberanía, 
de uno de sus elementos, que emplea, adecuada- 
mente á la misión de éste, en el logro del fin pro- 
puesto con la celebración del convenio. 

Las alianzas terminan por el mutuo disentí- 
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miento, por el vencimiento del plazo, por el cum- 
plimiento de la condición y por pérdida de la per- 
sonalidad jurídica de uno de los aliados. 

El disentimiento debe proponerse con anterio- 
ridad á la presentación del casus fcBderiSj y desde 
luego antes de la declaración de la guerra; todo 
proceder contrario á esta regla lo serla también 
al derecho y la moral, pues desde luego el que de- 
clara ó acepta una guerra, tiene en cuenta al ha- 
cerlo sus propias fuerzas y las de sus aliados, pero 
éste está en el deber, no tratándose de repeler 
una agresión en término que no admite espera, 
de tener á los obligados por la alianza al corriente, 
y con la mayor lealtad,^ del curso de las negocia- 
ciones, pues lo contrario excusaría la conducta de 
los aliados que no acudiesen á la lucha. 

También terminan las alianzas pactadas con 
la cláusula de rebus .sic stantibus, cuando por 
acontecimientos naturales ha variado el estado 
que las motivó: y se rompen por el estado de gue- 
rra entre los aliados, ó entre dos de éstos, si son 
varios, en cuyo caso quedan los demás en com- 
pleta libertad de acción, por lo menos para 
aquel caso. 

Únicamente puede suscitarse la duda de si 
terminada la guerra entre los aliados, puede con- 
siderarse subsistente el pacto de alianza anterior 
á ella, celebrado por tiempo fijo ó con condición 
determinada que aún no ha sido cumplida y en 
el que hay terceros interesados. 

Nosotros opinamos que no siendo la guerra 



Digitized by LjOOQIC 



240 t>E LA ALIANZA 

más que una suspensión ó tregua de la paz, al 
recobrarse ésta deben volver todas las cosas al 
statu quo ante bellum, siempre que sea compati- 
ble con las estipulaciones contenidas en el trata- 
do de paz; pero esto debe entenderse en cuanto 
á los tratados que hemos llamado sociales, no en 
cuanto á los políticos, y menos si obligan á cosa 
tal vez repugnante al estado de ánimo que, por 
algún tiempo al menos, deja en los beligerantes 
la guerra recientemente acabada. 



De la neutralidad 

EL estado de común amistad en que normal- 
mente se encuentran los pueblos, no puede 
suspenderse por el solo accidente de que dos ó más 
de ellos hayan apelado á las armas para dirimir 
sus discordias; por eso todos aquellos que no to- 
man parte directa en la lucha, están en el deber 
de no contribuir indirectamente á su resultado^ 
observando una pasividad absoluta é igual para 
los bandos contendientes en cuanto á la guerra se 
refiera; asi como en todo lo demás tienen derecho 
á seguir cultivando las mismas relaciones amisto- 
sas existentes anteriormente^, y las de todo género 
los neutrales entre si. 

Esto es lo que constituye la neutralidad, 
que puede definirse: La abstención absoluta de 
los Estados no interesados en una guerra de 
todo acto que pueda influir en ella, m aun por 
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concesiones ó permisiones iguales á los belige- 
rantes. 

Perfectamente comprensible es que los neu- 
trales no pueden intervenir directamente en la 
guerra, porque entonces pasarían á la categoría 
de aliados del beligerante en cuyo favor intervi- 
niesen; tampoco ofrece dudas que ni indirecta- 
mente deben favorecer á ninguno de los comba- 
tientes, ni aun tolerando á sus subditos nada que 
pueda significar auxilio, pero si necesita explica- 
ción el inciso final de nuestra definición ni aun 
por concesiones ó permisiones iguales á los belige- 
rantes. 

Parece á primera vista que no pueden violar- 
se los deberes de neutralidad prestando auxilios 
iguales á ambas partes, ó permitiéndoles ejercer 
los mismos actos en el territorio neutral, y ello, 
sin embargo, puede ser de mucha eficacia para 
el «no y de poca 6 ninguna para el otro, por don- 
de esta igualdad, al parecer estricta, resultaría en 
beneficio exclusivo de uno solo. 

Por eso el principio fundamental de la neu- 
tralidad es la abstención, principio que podría 
resultar falseado por cualquiera acción. 

La neutralidad, para responder al concepto 
jurídico que de ella hemos formado, ha de ser 
absoluta y por tanto carecen de razón de ser 
cuantas divisiones han querido hacerse de ella: 
es indivisible. 

Los Estados neutrales sí se dividen en neuifos 
y neutralizados; siendo aquéllos los que por su 

1^ 
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resto puede permanecer neutral ó no, lo mismo 
q^e todos los demás Soberanos. 

Como Estados totalmente neutralizados tene- 
mos en Europa á Bélgica y Suiza; y territorios^ 
las Islas Jónicas y las provincias de la Saboya, 
cedidas á Francia en 1859 y, por los artículos 10, 

11 y 12 de la Conferencia de Berlín, todC'S los te- 
rritorios del Congo (África) pertenecientes á las 
Potencias Europeas. 

También, según la convención de Ginebra, se 
consideran neutralizados los hospitales, ambulan- 
cias y casas donde se encuentren refugiados he- 
ridos de cualquiera de los ejércitos. 

Al declararse una guerra todos los demás Es- 
tados deben definir y hacer pública, aunque sea 
condicionalmente, la actitud que se proponen ob- 
servar con relación á los beligerantes, para que 
ni unos ni otros puedan alegar duda en el cumpli- 
miento de sus respectivos deberes, y del mismo 
modo debe publicarse, llegado el caso de que al- 
guno de ellos decidiese abandonar la neutralidad 
para intervenir en la guerra, y notificarlo á las 
demás Potencias como si se trátase de una for- 
mal declaración de guerra, 

España, en las de Crimea, América, Franco- 
Prusiana y de Oriente declaró su neutralidad en 

12 de Abril de 1854, 17 de Junio del 61, 26 de 
Julio del 70 y 12 de Mayo del 77, respectivamen- 
te, y en la actual del Extremo Oriente en 10 de 
Febrero del año actual. 

Los correlativos derechos y deberes que nacen 



Digitized by LjOOQIC 



244 DE LA NEUTRALIDAD 

por razón de la neutralidad^ no solamente alcan- 
zan á los Estados como entidades sociales ó |ier- 
sonas en el derecho internacional, sino también 
á los subditos^ que deben reflejar la misma im- 
parcialidad que aquéllos se han impuesto, sobre 
todo en el ejercicio del comercio, derecho el más 
defendido y uno de los más importante^ de los 
neutrales. 

Estos deben impedir que en su territorio se 
recluten tropas, armen buques, realicen emprés- 
titos ó construyan armamentos ni fornituras para 
ninguno de los beligerantes, asi como que por 
ninguno de sus subditos se lleve á éstos ningún 
articulo de los considerados como contrabando 
de guerra. 

No sólo está obligado el neutro á impedir en 
sus dominios el armamento de naves, sino que 
no debe consentir la salida de sus arsenales de 
aquellas que para los beligerantes se estuvieran 
construyendo antes de la declaración de la gue- 
rra y que se hubieran terminado después. 

No puede, en cami)io, oponerse á que los re- 
gionales de los combatientes abandonen su resi- 
dencia aun con la constancia de que tratan de 
incorporarse á sus ejércitos en cumplimiento de 
un deber natural, ni expulsarlos, no siendo que, 
con notorio abuso de la hospitalidad, realizasen 
actos contrarios á los deberes de los neutrales, 
medida que sólo podrían adoptar, después de ad- 
vertidos, si reincidían, y para garantizar su pro- 
pia seguridad,, tomando al efectyarla las precau- 
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clones convenientes para que los expulsados no 
cayesen en poder de los enemigos (1). 

No es de exigir á los neutros que impongan 
silencio á la opinión pública^ ni á sus naturales 
órganos en la prensa periódica, ya sea política, 
meramente informativa ó profesional, á la que 
siempre es licito juzgar sobre las causas de la gue- 
rra, dar las noticias que sus corresponsales le tras- 
mitan y estudiar las operaciones militares, mien- 
tras que en todo ello se contenga dentro de los li- 
mites de una critica racional, por apasionada y 
severa que sea, exenta de insultos que pudieran 
mortificar gravemente á aquél á quien fueran di- 
rigidos. 

También es licito abrir suscripciones para el so- 
corro de los heridos ó prisioneros de ambos ejér- 
citos, ó de uno tan sólo, puesto que la manifesta- 
ción de los deberes de solidaridad humananunca 
pueden implicar infracción de los de neutralidad. 

Esta, como toda relación social, á la par que 
impone deberes, es fuente de derechos, siendo 
los principales la inviolabilidad del territorio y el 
libre ejercicio del comercio. 

Por la inviolabilidad del territorio no pueden, 

(t) Por el armamento en Inglaterra del Aihabama, con destino á 
los sndistas, dorante la guerra de secesión, en virtud de redamación del 
Gobierno de Washington, fué aquélla condenada por el tribunal arbitral 
remido en Ginebra en 1873 al pago de quince millones y medio de 
dollars. 

El articulo 150 de nuestro Código penal dice: «El que sin autoriza* 
ción bastante levantase tropas en el Reino para el servicio de una poten- 
cia extranjera, cualquiera que sea el objeto que se proponga é la nación 
á quien intente hostilisar, será castigado con las penas de prisión mayor 
y mnlta de 5.000 á 50.000 pesetas. 



Digitized by LjOOQIC 



según nosotros lo entendemos, nunca penetraren 
el neutral los ejércitos terrestres beligerantes con 
ningún motivo ni pretexto, y caso de hacerlo son 
desarmados é internados aparcándose el material 
de guerra para, juntamente con los hombres y ga- 
nados, ser devuelto á la terminación déla lucha. 

Los prisioneros que el ejército internado lleva 
consigo, recobran desde el momento su libertad. 

Hoy puede permitirse, y generalmente se hace 
el paso de los convoyes de heridos y enfermos; 
pero no podría reclamarse contra el Estado que 
los retuviera ó exigiera que no volviesen á tomar 
parte en la campafia. De todas suertes los convo- 
yes no pueden conducir material de guerra. 

A los barcos de guerra se les reconoce el de- 
recho de tránsito pacifico por las aguas jurisdic- 
cionales del Estado neutro, pero no pueden reali- 
zar en ellas acto alguno de hostilidad aun con 
motivo de persecución ó combate empezado fuera 
de dichas aguas. 

Esta prohibición absoluta de toda persecución 
y acto de hostilidad en las aguas territoriales de 
una nación neutral, constituye para las naves el 
derecho de refugio, y para la nación el de asilo que 
debe reglamentarse en la declaración de neutra- 
lidad para evitar reclamaciones enojosas. 

Los principios generalmente observados en 
este punto son: Si un barco se refugia en puerto 

f^or motivo de temporal ó avería grave, debe salir 
uego que cesé aquél ó haya hecho las reparacio- 
nes precisas para navegar. 
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S¡ por carencia de víveres ó carbón, no puede 
permitírsele que lome mayor cantidad que la ne- 
cesaria para llegar al primer puerto de su Nación, 
y señalándosele un plazo prudencial durante el 
cual no podrá volver á repostarse. El barco que 
infrinja esta regla puede ser despedido sin la 
prestación de auxilio alguno. 

El plazo generalmente admitido es el de 90 
días en puertos de una misma Nación; pero en 
caso de arribada forzosa, no consideraríamos in- 
fingida la neutralidad por facilitar á una nave, de- 
tenida algún tiempo por causa de avería, los me- 
dios de llegar al primer puerto de otra Nación 
neutral aunque no hubiera pasado aquel tiempo 
desde que primeramente se repostó. 

Durante la permanencia en el puerto neutro 
no puede consentirse á ningún barco que repare 
ni menos aumente su armamento sino lo hace 
con los elementos que lleve á bordo, y sin ningu- 
no de tierra, ni que reclule tripulantes, excepto 
los maquinistas ó fogoneros necesarios para su 
movilización. 

Estas excepciones impuestas por la naturaleza 
misma de las cosas, han adquirido cierto carácter 
obligatorio y de general observancia, por lo que 
puede ocurrir, y de hecho ocurre, que buques de 
los dos beligerantes se vean por las mismas, ó 
distintas circunstancias, precisados á refugiarse 
en un mismo asilo dentro del cual,dicho está, que 
no pueden realizar acto alguno de hostilidad no 
ya directa como sería entablar un combate; pero 
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desde que comenzaron las operaciones de alis- 
tarse para marchar, ó desde la salida efectiva 
del barco, 

Parécenos que en realidad lo claro del texto 
del decreto citado, no puede dar lugar á contro- 
versia alguna; dice asi: «He resuelto ordenaros y 
»mandaros que siempre que entraren Vageles de 
j^estas dos Naciones (Inglaterra y Holanda), en 
»los puertos de vuestra jurisdicción ó ese puerto, 
»hagais notificar á los cabos ó capitanes de ellos 
»no se hagan hostilidad debajo de mi artíUeria, 
»y si los de una Nación lo hicieren á los de otra, 
»favorezcan al que fuere invadido. Y que si es- 
»tando surtos en ese puerto hubieren Je hacerse 
»á la vela, les prevengáis é intiméis, salgan vein- 
»ticuatro horas los unos después de los otros, 
»para que usando generalmente esta regla se evi- 
»ten, en cuanto se pudiere, los daños y perjuicios 
»refer¡dos». (Alude á que se batían en aguas ju- 
risdiccionales y hasta á la vista y bajo el fuego 
de nuestras plazas). 

Lo imperativo de la palabra salgan no permi- 
te dudar de que el plazo debe contarse desde di 
momento en que la nave que sale primero em- 
prende la marcha. 

Este era el derecho usual para todas las na- 
ciones y positivo para España, hasta que ésta, en 
el articulo l.^de la declaración de neutralidad de 
26 de Julio de 1870, motivada por la guerra Fran- 
co-Prusiana, atendiendo á la diferencia que exis- 
te entre los antiguos barcos de vela y los modernos 



Digitized by LjOOQIC 



Digitized by LjOOQIC 



DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO 251 



v/^ '>^ '-^z 



cho, si bien libre en principio, limitado necesaria- 
mente por el de propia defensa de los beligerantes^ 
lo mismo en alta mar que en puertos bloqueados, 
por lo que trataremos de él, con la extensión que 
nuestro propósito nos consienta, al estudiar los 
efectos de la guerra en el mar. 

De las fuerzas beligerantes 

Así como respecto de los Estados no existe di- 
ferencia entre los conceptos de enemigo y 
beligerante, si la hay, á los efectos de las leyes y 
usos de la guerra, para los que en ella toman 
parte. 

Enemigo es todo aquel que directa ó indirec- 
tamente, y por medios morales ó materiales, nos 
combate ú hostiliza; mientras que beligerantes 
son tan sólo las fuerzas que hacen la guerra en 
condiciones determinadas para disfrutar de las 
consideraciones que en el derecho actual se reco- 
nocen á los combatientes que representan la fuer- 
za legitima del Estado, y combaten francamente. 

Por eso no todo enemigo tiene derecho al tra- 
to de beligerancia; así el espía, el traidor, siendo 
verdaderos y grandes enemigos, no pueden invo- 
car los mismos derechos que el prisionero. 

De esta distinción no hay que buscar el origen 
ni en la etimología ni en el significado gramati- 
cal de las voces, sino en su general acepción, 
argumento bastante que oponer á todos los repa- 
ros de los filólogos. 
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mos^ pues^ á quiénes se considera belige- 

de luego ¿ todas las fuerzas regulares^ ó 
uellas que por las leyes de cada Estado 
jyen su ejército de tierra y mar y tienen 
;anización militar constante^ y también las 
s en los países donde existen con carácter 
lente. Pero como puede ser insuficiente 
úo, principalmente cuando se trata de la 
i del territorio y hay necesidad de recurría 
os extraordinarios, como organización de 
las, levas y levantamientos en masa^ y, 
ímo, la iniciativa particular puede también 
y de hecho toma, parte en la lucha pa- 
, y á la sombra de todo esto, nunca faltan 
js depravados que tratan de aprovecharse 
aprobados fines de lo excepcional de las 
itancias, amparándose del carácter de de- 
is de la patria, se ha sentido la necesidad 
irminar qué fuerzas de éstas irregulares 
qué requisitos, han de ser consideradas 
beligerantes. 

existiese en este particular un acuerdo co- 
pronto estaría terminada nuestra tarea; 
1 no ser así, nos vemos precisados á hacer 
:ión de los principios hasta hoy propuestos, 
tose esta cuestión principalmente con mo- 
1 dafio que los franco-tiradores franceses 
»an al ejército alemán, llegando los gene- 
rusia nos á exigir que cada uno de aqué- 
/iera una autorización personal^ una espe- 
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Cíe de nombramiento ó credencial de su G< 
no, el francés, pretensión que se llevó á la 
ferencia de Bruselas, donde, después de 1 
discusiones, se llegó á proponer que los Cue 
para ser considerados como beligerantes, h\ 
reunir las siguientes condiciones: 

1.' Teñera su cabeza una persona res 
sable de sus subordinados. 

2,* Ostentar un signo distintivo fijo y q 
conozca á distancia. 

3.* Llevar abiertamente las armas; y 

4/ Conformarse en sus actos con las 
y costumbres de la guerra. 

En los paises en que las milicias nació 
constituyen el ejército ó forman parte de él 
comprendidas en la denominación ejército. 

El Manual del Instituto, en su articul 
después de encarecer la necesidad de estat 
una regla fija pasa á hacerlo diciendo: 

«La fuerza armada de un Estado 
prende: 

1.^ El ejército propiamente dicho incl 
las milicias. 

2.^ Las guardias nacionales, levas (¿ 
turm) cuerpos francos y otros que reúnan le 
condiciones siguientes: 

a) Estar bajo la dirección de un Jefe 
ponsable. 

b) Tener un uniforme ó un signo dist 
fijo y que pueda reconocerse á distancia 11 
por los individuos que formen el cuerpo. 
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maritimo enemigo. 

é) Las juntas de defensa donde quiera que se 
formen y sus delegados-auxiliares. 
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2,* Tener algún distintivo fijo y perceptible á 
distancia. 

3/ Llevar armas abiertamente. 

4/ Sujetarse en sus operaciones ó las leyes 
y usos de la guerra. 

En los paises donde las milicias ó los cuerpos 
de voluntarios constituyen el Ejército ó forman 
parte de él, están comprendidos bajo la denomi- 
nación de Ejército. 

Art. 2.° La población de un territorio no ocu- 
pado, que al acercarse el enemigo toma expontá- 
neamente las armas para combatir á las tropas 
invasoras, sin haber tenido tiempo de organizarse 
conforme al art. 1.®, será considerada como beli- 
gerante si respeta las leyes y costumbres de la 
guerra. 

Art. 3.^ Las fuerzas armadas délas partes 
beligerantes pueden componerse de combatientes 
y no combatientes. 

En caso de captura por el enemigo, unos y 
otros tienen derecho al trato de los prisioneros de 
guerra. 

Como puede verse, coincide casi textualmente, 
con lo propuesto en la Conferencia de Bruselas. 

Hemos tPenscrito todos los anteriores textos 
para que pueda con mayor facilidad hacerse un 
estudio comparativo de ellos, pudiendo desde 
luego señalarse el nuestro como el más defectuo- 
so de todos. 

Una cosa es dictar reglas y leyes para la prác- 
tica de la guerra en plena paz^ y otra, y muy dis- 

17 
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tinta, es hacerla; sobre todo cuando el enemigo 
llama á la puerta de nuestros hogares, y el indi- 
viduo se ve en la precisión de defender todas las 
más caras afecciones de su alma, y cuanto posee 
para la realización de los fines de la vida. 

No es de extrañar que en las grandes poten- 
cias, que disponen de numerosos ejércitos mag- 
níficamente dotados, se abrigue la tendencia á 
extremar los requisitos que han de reunir las 
fuerzas combatientes para ser consideradas como 
beligerantes, tendencia, como hemos visto, lleva- 
da hasta la exageración por Alemania, y secun- 
dada, con el espíritu quijotesco propio de la raza, 
por el reglamento que nos rige; y es que los po- 
derosos confian siempre en vencer en las batallas 
campales; pero temen, y con razón, la guerra 
que los habitantes de los países invadidos les ha- 
cen con el heroico esfuerzo en que cristalizan la 
honra de la patria y la necesidad de la propia de- 
fensa, esfuerzo que los pueblos pequeños no de- 
ben nunca debilitar con excesivas reglamentacio- 
nes, porque en él está su verdadera fuerza y, en 
el caso extremo, la salvación de su independencia. 

Todo ciudadano, más aun que un ineludible 
deber tiene un perfecto derecho, consagrado por 
la naturaleza, á hacer la guerra al enemigo de la 
patria; y así como el deber puede ser exigido por 
el Estado, y regulado, no puede éste impedirle el 
ejercicio del derecho, ni en la reglamentación ir 
más allá de lo que á su utilidad y propia defensa 
interesa, ni el enemigo puede ver en quien lo 
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combate más que á olro enemigo^ ni imponerle 
en el modo de pelear otra condición que la de no 
ejecutar actos contrarios á los principios funda- 
mentales del derecho natural. 

Este debe ser el único punto de partida del 
derecho de beligerancia. De un lado los mero- 
deadores, los malhechores con capa de guerreros, 
los que sacrifican á los heridos, profanan los ca- 
dáveres, despojan y maltratan á los prisioneros, 
los que hacen la guerra sin cuartel: á éstos ya sea 
que militen con autorización ó sin ella, con ó sin 
uniforme y constituyan parte de las tropas regu- 
lares ó irregulares, debe perseguírseles por am- 
bos ejércitos, y castigárseles con arreglo á los có- 
digos de aquél que los haya á mano: como á los 
piratas. Pero, al que en ejercicio de su derecho 
legitimo hostiliza al enemigo, sin una autoriza- 
ción que no necesita, hay que respetarle como 
beligerante siempre que no pueda ser acusado de 
aquellos delitos cuyo castigo debería estar vincu- 
lado en cualquiera poder legítimamente consti- 
tuido. 

¡Pobres héroes víctimas de nuestra guerra de 
la independencia, guerrilleros sin patente, pacífi- 
cos campesinos que hostigabais vuestras yuntas 
con el arma que luego habla de serviros para 
combatir á los ejércitos del invasor, sin perjuicio 
de ocultarlas para volver á las tareas con que 
acorríais á vuestro sustento y al de vuestros hijos, 
y tornar á empuñarlas para conservar la perso- 
nalidad de nuestra España! ¿Quién había de deci>- 
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ha de suplir á la falta de uniforme, y distintivo. 
No insistimos más, y aun esto lo hacemos para 
que se vea hasta qué punto se ha llevado por nos- 
otros el deseo de regularizar la guerra, mejor 
aun las condiciones de los combatientes, como si 
se hubiera tenido el pensamiento puesto en la 
conquista, prescindiendo en absoluto de los obs- 
táculos legítimos que á ella deben oponerse. 

De los medios lioitos é ilioltos de liaoer 
la guerra 

DICE Montesquieuque los pueblos deben hacer- 
se en la paz el mayor bien que puedan, y 
en la guerra el menor daño posible: y Kant, que 
las hostilidades deben conducirse de modo que 
no hagan imposible por su crueldad el restable- 
cimiento de la mutua confianza después de 
la paz. 

Esta es la tendencia del derecho moderno ex- 
presada en los reglamentos con que hasta el mo- 
mento se ha dotado á los ejércitos, y solemnemen- 
te reconocida en la convención firmada en San 
Petersburgo, el dia 11 de Diciembre (29 de No- 
viembre en el calendario ruso), de 1868, en la 
que se establece que los progresos de la civiliza- 
ción deben producir el efecto de atenuar en lo 
posible las calamidades de la guerra. 

Que el único objeto legítimo que los Estados 
deben proponerse durante la guerra es la debili- 
tación de las fuerzas militares del enemigo. 
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Que á este fin es suficiente poner fuera de 
combale el mayor número de hombres. 

Y que este fin se exageraría por el empleo de 
armas que agravasen inútilmente los sufrimien- 
tos de los hombres puestos fuera de combate, ó 
hicieran inevitable su muerte. Iguales fundamen- 
tos sirven de base al convenio y las tres declara- 
ciones de El Haya. 

Nuestro reglamento dedica á esta parte doc- 
trinal, los tres artículos que ¿ continuación co- 
piamos: 

«848. El objeto de la guerra es alcanzar la 
victoria completa, y con ella una paz beneficiosa, 
obligando al enemigo á reconocer los derechos 
atropellados, y satisfacer daños y perjuicios. 

»849. La destrucción del ejército enemigo 
es el fin principal: la ocupación ó destrucción de 
lo que pueda servirle es secundaria. Por destruir 
al enemigo no debe entenderse exterminarle ó 
aniquilarle materialmente, sino ponerle fuera de 
combate, quebrantar, paralizar, anular, inutili- 
zar sus fuerzas combatientes. 

»850. Por eso el derecho internacional, si 
bien autoriza la destrucción, reprueba todo medio 
que no conduzca directamente al fin de la guerra, 
como la matanza inútil, el estrago y ruina de ob- 
jetos que no sirvan de utilidad inmediata al ad- 
versario. 

De todo esto se infiere que el fin inmediato de 
la guerra es la destrucción del ejército enemigo, 
y privarle de las cosas utilizables para su sub- 
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sistencia^ empleando para ello los medios gene- 
ralmente reconocidos como lícitos. 

Gomo en la guerra tanta ó más parte que la 
fuerza toma la inteligencia^ á estos dos órdenes 
pueden referirse los medios de combatir: mate- 
riales y morales. 

Dando á éstos la natural preferencia, diremos 
que es licito el empleo de ardides y extra tagemas, 
y cuantos artificios pueda sugerir la astucia 
mientras que en su uso no se quebranten las le* 
yes del honor, ni se falte á convenios ó tratados, 
ó á la palabra empeñada; porque entonces más 
bien que por las dotes militares estarían inspira- 
dos por la perfidia, siempre reprobable. 

Con arreglo á esto encajan dentro de los usos 
admitidos en la guerra, las emboscadas, las sor- 
presas, los ataques nocturnos, las retiradas simu- 
ladas, la difusión de noticias falsas, aun valiendo- 
dose de los corresponsales de los periódicos que 
acompañan á los Cuarteles generales, interrogar 
sin violencia á los prisioneros y desertores, enga- 
ñar al enemigo sirviéndose de sus toques ó con- 
traseñas para introducir en sus tropas el recelo, 
la inquietud ó la confusión; pero á este medio no 
puede recurrirse en el momento del combate, 
porque más que un ardid sería una deslealtad, 
(Artículos 882 y 883 del Reglamento Español). 

También es lícito introducirse subrepticiamen- 
te en el campo enemigo para obtener noticias y 
datos que puedan interesar al contrario, pero nun- 
ca para realizar un acto de venganza personal; 
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interceptar la correspondencia del enemigo y ser- 
virse de sus claves y medios de comunicación 
para atraerle ¿ un lazo; apoderarse de sus víveres 
ó destruirlos^ inutilizar las aguas potables de que 
se abastezca ó pueda encontrar en su camino, 
pero no envenenarlas, y cuidando de que la inu- 
tilización sea ostensible. 

En resumen, volviendo al principio sentado, 
es licito privar al enemigo de todos los medios 
que pueda utilizar para combatirnos y usar de 
todos aquellos que puedan dañarle, entorpecer 
sus operaciones, desbaratar sus combinaciones y 
cuanto contribuya á obtener la victoria, siempre 
sin causar un mal innecesario ni aumentar deli- 
beradamente el preciso. 

Por esta razón son ilícitos y reprobados el en- 
venenamiento y el asesinato, tan frecuente en 
otros tiempos el de los caudillos, la matanza inú- 
til, el maltrato á los heridos y prisioneros, la des- 
trucción de lodo aquello que no pueda ser de uti- 
lidad en la guerra, el incendio, la devastación y 
el saqueo. 

Esto no solamente lo prohibe el derecho inter- 
nacional, sino también las leyes positivas. Asi 
nuestro Código de Justicia Militar dispone: 

«Art. 232. Sufrirá la pena de prisión correc- 
cional á prisión mayor, el militar que en tiempo 
de guerra cometa cualquiera de los delitos si- 
guientes: 

1.® Destruir en territorio amigo ó enemigo 
templos, bibliotecas, museos, archivos, acueduc- 
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tos ú obras notables de arle, asi como vías de co- 
municación telegráfica ó de otra clase, sin exigir- 
lo las operaciones de la guerra. 

Art. 233. Serán castigados con la pena de 
cadena perpetua á muerte, previa degradación, 
los militares que prescindiendo de la obediencia 
á sus Jefes incendien ó destruyan edificios en 
otras propiedades, saqueen á los habitantes de los 
pueblos ó caseríos, ó cometan actos de violencia 
en las personas. 

A los promovedores y al de mayor empleo les 
será impuesta siempre la pena de muerte.» 

Con la misma castiga el incendio el art. 252 
del Código penal militar de Italia. 

La inviolabilidad de las personas comprende 
la prohibición de causar el menor daflo á los pa- 
cíficos, especialmente á las mujeres, niños, an- 
cianos y desvalidos, y según nuestro reglamento, 
que es el más humanitario de todos, no solo de- 
ben respetarse los veteranos é inválidos, sino tam- 
bién aquellas tropas organizadas en el interior de 
las poblaciones con encargo exclusivo de la poli- 
cía, seguridad y orden interior (art. 854 del Re- 
glamento Español), todo esto debe entenderse 
siempre que no sean sorprendidos ejecutando ac- 
tos de hostilidad ó contrarios al derecho de gentes. 

También están prohibidos, y principalmente 
entre los generales, los retos particulares, hacer 
. uso durante el combate de banderas, emblemas, 
señales y uniformes de los que usa el ejército ene- 
migo, asi como amparar bajo las insignias de 
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heridas de difícil curación, y por la deciaroción 
de El Haya. 

El mismo art. 865 de nuestro reglamento al 
hacerlo constar asi consigna la duda respecto al 
limite en que podrán usarse la bala roja, el pe- 
tróleo y la dinamita para incendiar y destruir ha- 
bitaciones. A nosotros todo ello nos parece ino- 
cente, al lado del poder destructor que se atribu- 
ye ¿ cualquiera otro de los inventos hoy conoci- 
dos, cuyo uso se prohibió durante cinco años por 
las otras dos declaraciones de El Haya. 

Más práctica encontraremos la doctrina del 
manual francés según el cual, aunque está pro- 
hibido por las leyes de la guerra cargar las ar- 
mas con metralla menuda, cascos de vidrio, lin- 
gotes, etc., esta prohibición sólo alcanza á ios 
ejércitos regulares, no á los combatientes impro- 
visados que emplean los medios que tienen á 
su alcance, lo mismo en armas de fuego que 
blancas. 

Todas estas reglas, y otras que irán apare- 
ciendo, á las que todos rendimos culto fervoroso 
en la paz, en todas las campañas de los últimos 
tiempos, desde la Franco- Prusiana á la Anglo- 
Boer, han dado lugar á mutuas reclamaciones de 
los beligerantes, que se recriminaban por su vio- 
lación: y es que como acertadamente observa 
nuestro reglamento en su art. 851» estas leyes y 
usos de la guerra no tienen más garantía que la 
buena fe. 

£sto por lo que se refiere á nuestro ejército^ 
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)»no enemigo^ sus agentes diplomáticos y todas las 
:^personas que prestan servicio de una utilidad par- 
)>ticular al ejército enemigo ó á su gobierno, son 
»prisioneros de guerra si son aprehendidos en el 
»m¡smo teatro de la guerra, sin otro privilegio que 
»el de ser conducidos por el Jefe de las tropas que 
:»los han capturado.» 

Ninguno de los dos textos nos resuelve la cues- 
tión, por más que en el español vemos más clara 
concepción del problema y mayor previsión del 
peligro, adoleciendo sólo de poca claridad en la re- 
dacción del articulo, por loque no resulta fielmen- 
te expresada la idea, indudablemente, concebida. 

La personificación es la íorma más apropiada 
á la inteligencia humana, y sobre todo á las poco 
ó nada cultivadas. 

Asi es que en el Rey personificamos al Estado 
principalmente en los momentos de lucha en que 
enmudecen, y como desaparecen todas las varie- 
dades de pensamiento, de oposición y criterio pa- 
ra fundirse en la imprescindible unidad: unidad 
de sentimiento, unidad de acción, unidad de di- 
rección contra el enemigo común* 
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rrer el nesgo consiguiente d la posición que se 
ocupa. Y como el obligará un General á abando- 
nar el punto de observación elegido, puede in- 
fluir eu la moral de las tropas, y más aún el pri- 
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blanca hadan frecuente que cayesen los enemi- 
gos abrazados, y asestándose golpes hasta en las 
últimas convulsiones de la agonía, (1) y al decidir- 
se la victoria el ejército derrotado buscaba su sal- 
vación en la más rápida huida sintiendo sobre sus 
espaldas las aceradas puntas del hierro del ven- 
cedor, que se ocupasen de los heridos, y nada ex- 
traño es que los abandonasen á su buena ó mala 
suerte, felices cuando topaban con quien por ca- 
ridad se dolía de su desgracia. 

No era la antedicha la única causa del proce- 
der, al parecer, tan inhumano. Los medios de cu- 
rar eran muy pocos y menos aun el número de 
personas que ostensiblemente los poseían y prac- 
ticaban, tanto que á duras penas en el cortejo de 
los Príncipes y grandes Señores figuraba algún 
hábil curandero, poseedor del secreto de las hier- 
bas medicinales apropiadas para la confección de 
bálsamos que aderezados con bendiciones ó con- 
juros producían ó no su efecto. 

Por eso en las tentativas hechas por los caba- 
lleros hospitalarios no puede aplaudirse el éxito, 
solamente la intención; pero ya á fines del si- 
glo xvi empiezan á celebrarse tratados sobre la 
suerte de los heridos, tratados que J. de Martens 
hace ascender á más de trescientos hasta princi- 
pios del siglo XIX. En éste, y principalmente en 
las guerras Napoleónicas, si es usual, y compro- 



(i) También los croDÍstas de la presente en'^rra refieren episodios 
aoAlogoi ocurridos en los ataqaes á Puerto- Arturo. ¿Será el hombre la 
fiera á quien más ezdta la vista y el vaho de la sangre? 
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ado por lo que á España se refiere , el convenio 
[itre los generales sobre el cuidado de los he- 
dos. 

Como se ve estos convenios nacen cuando la 
aturaleza del armamento modifica las condicio- 
es de la gueraa, y las ciencias médicas empie- 
ín á tener crecimiento y desarrollo, librándose 
s las trabas con que las sujetaba la superstición; 
ero no llegan á su plenitud ni á adquirir carác- 
ir general hasta hallarse el medio adecuado 
ue es el punto donde se han encontrado las 
spiraciones humanitarias de la ciencia del dere- 
ho con el sorprendente progreso de la médica, 
en especial de la cirugía, en feliz consorcio con 
I número de individuos que al cultivo de éstas 
í consagran, y que permite á los Estados dispo- 
er del personal y material necesarios y adecua- 
os para restañar las heridas recibidas en los 
ampos de batalla, y hacer en este punto práctico 
1 principio de evitar en lo posible los estragos de 
I guerra. 

Asi se explica el feliz éxito obtenido por la 
Bnerosa iniciativa de M. Monnier, provocando el 
ongreso de Ginebra que en 22 de Agosto de 
B64 suscribió la convención á cuya observancia 
an accedido todos los pueblos cultos, hasta el 
fctremo de que sus conclusiones se tienen en 
jenta hasta en las guerras civiles, ya que en su 
>talidad no pueden ser observadas. 

Esta Convención fué firmada por los repre- 
^ntantes de Badén, Bélgica, Dinamarca, Elspafta, 
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Francia, Hesse, Italia, Países Bajos, Portugal, 
Prusia, Suiza y Wurtemberg, y sucesivamente 
han ido adhiriéndose todos los Estados de Europa 
incluso Turquía, varias Repúblicas de América y 
el Japón, y ha sido ratificada su observancia por 
el art. 21 del Reglamento de El Haya. 

No tardaron mucho tiempo en notarse al- 
gunas deficiencias, y la necesidad de modificar 
sus reglas, á cuyo fin se suscribió un nuevo con- 
venio adicional, también en Ginebra, en 20 de Oc- 
tubre de 1868, por las mismas naciones que estu- 
vieron representadas en el del 64, menos España 
qu^ manifestó su conformidad en 24 de Julio 
de 1872. 

Lo más notable de esta última Convención es 
hacer extensiva á la guerra marítima los princi- 
pios de la terrestre, y aun cuando no ha sido rati- 
ficado por todas las Potencias signatarias, se ha 
observado en las guerras posteriores y en El Haya 
se firmó una Convención con este fin. 

No faltan quienes quieran regateará M. Mon- 
nier la gloria de su iniciativa, buscándole antece- 
sores como el Dr. Palsciano, de Ñapóles, según 
Fiore, por su Memoria «La neutralidad de los he- 
ridos en tiempo de guerra», y otros en un opús- 
culo del Doctor francés Arnault, «Noticia sobre 
el funcionamiento delasambulanciasvoluntarias.» 

Ya hemos dicho que desde las primeras gue- 
rras se tropezó con dificultades para el exacto 
cumplimiento de las reglas del Convenio; pero 
esto, más ó menos, ocurrirá con cuantas se dic- 
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ten, y por mucho conocimiento y práctica que de 
las artes militares y de la ciencia del derecho ten- 
ga quien las dicte, porque en la práctica, y más 
en esta de las guerras, pocas veces las cosas su- 
ceden como se previo; por lo que no es conducen- 
te reglamentarlas con exceso, debiendo dejarse la 
cuestión de detalle á la buena íe de quien, mejor 
que nadie, puede apreciar sobre el terreno lo más 
conveniente en armonía con principios eternos 
que hoy, por fortuna, están en el ánimo de todos. 

Entremos en el estudio y critica de las dispo- 
siciones de la Convención. Según el art. l.^se 
consideran neutrales é inviolables las ambulan- 
cias y hospitales militares, mientras haya -enfer- 
mos y heridos y no estén guardados por una fuer- 
za militar. 

No sin razón se censura esta prohibición dic- 
tada para impedir que al amparo de las ambu- 
lancias y hospitales pudieran acogerse tropas á los 
beneficios de la inmunidad, y que desde aquellos 
lugares inviolables se hostilizase al ejército ene- 
migo, desconociéndose que dichos establecimien- 
tos, para su custodia y conservación del orden in- 
terior, necesitan una guardia no más que lo sufi- 
ciente para llenar esos fines; pero no creemos que 
haya ningún General que, por esta sola circuns- 
tancia, se creyese relevado de considerar inmune 
tal local: lo que creemos que sucedería es que á 
la fuerza de la guardia la consideraría como pri- 
sionera de guerra y la substituiría por otra pro- 
pia, si lo estimaba necesario, cumpliendo en 
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cuanto al resto del personal los deberes que el de- 
recho internacional impone. 

Por el art. 2.° se concede igual beneficio de 
inmunidad al personal de los hospitales y ambu- 
lancias mientras haya heridos ó enfermos. Tam- 
bién éste ha sido lachado de obscuridad y en 
nuestro concepto más por espíritu de crítica que 
con sólido fundamento. Cierto es que en toda ley 
debe emplearse la mayor claridad y propiedad en 
la expresión del precepto, pero no lo es menos 
que ningún artículo de ella debe interpretarse 
aisladamente, sino teniendo en cuenta las dispo- 
siciones de todos ellos, y relacionándolas entre sí. 

La primera duda que proponen los autores es 
la de si la neutralidad alcanza al personal admi- 
nistrativo, lo que para nosotros es indudable: por- 
que de querer excluirlo hubiera mencionado sólo 
al personal médico; y al no hacerlo así, evidente 
es que se refirió á todo el personal necesario para 
la función regular de estos establecimientos, y, 
por lo tanto, que está incluido el personal sani- 
tario, administrativo, eclesiástico, enfermeros, co- 
cineros, mozos y cuantp el buen régimen exige. 

La segunda duda es, que terminando la in- 
munidad desde el momento que no haya enfer- 
mos ni heridos, cuál será desde entonces la si- 
tuación del personal. 

La clave para la solución nos la da el articulo 
siguiente: 

«3.^ Cuando las ambulancias y hospitales 
quedan en el territorio ocupado por el enemigo el 
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personal afecto á ellos puede optar entre conti- 
nuar ejerciendo su misión ó retirarse é su ejérci- 
to, y en este caso, y con todos los efectos de su 
propiedad,se les garantiza toda seguridad bástalas 
avanzadas del ejército ocupante. Pues esta misma 
regla se observa cuando cesan por baber termina- 
do su misión, y con los que paulatinamente vayan 
retirándose por ser innecesarios sus servicios. 

El.art. 4.*^ de la Convención distingue entre el 
material de bospitales y el de las ambulancias 
siendo aquél de la propiedad del vencedor y el de 
ésta3 pertenece siempre á su ejército. 

También concedía el art. 5.° inmunidad á los 
dueños de las casas donde se albergaba y curaba 
algún herido eximiéndoles de toda contribución y 
requisa. Esto más que la caridad en favor de los 
heridos, que es lo quese pretendió estimular, excitó 
el egoísmo y el deseo de librarse de las cargas que 
consigo lleva el estado de ocupación militar, y su 
extricto complimiento difícultaba grandemente la 
misión de los generales del ejército ocupante. 

Por el art. 6.° se dispone del ulterior destino 
de los heridos, y según él, los que resultan inúti- 
les deben ser enviados á su país, y los útiles tam- 
bién pueden serlo bajo condición de no volver á 
tomar las armas durante la guerra, cuya condi- 
ción es imposible llenar sin la expresa aceptación 
del interesado, sin la cual á nada estaba obligado, 
y á su vez no podía otorgarla por falta de libertad 
para ello, pues el ciudadano, en cuanto al servicio 
militar, está obligado á las leyes de su nación. 
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Finalmente se adoptó como símbolo de la 
neutralización el que todos conocemos de la Cruz 
roja sobre la banclera ó brazalete blancos y al ac- 
ceder Turquia, rindiendo tributo al respeto con 
que deben mirarse todas las creencias, se le auto- 
rizó para cambiar la cruz por la media luna roja* 

La facilidad de proveerse de estos signos tam* 
bien en los principios ofreció inconvenientes, 
pues los usaban cuando les convenia gentes que, 
bajo el sagrado cometido de recoger los heridos 
en los campos de batalla, se dedicaban á otras 
tareas nada licitas. Hoy también esto ha sido ob- 
viado con la creación de la «Asociación Interna- 
cional de la cruz roja» cuyos individuos son los úni- 
cos que sin pertenecer á los ejércitos, pueden usar 
de aquel distintivo y hande ir provistos de sucorres- 
pondiente nombramiento para ser reconocidos. 

Las principales reformas que se propusieron 
en el convenio del 68 fueron adicionar el articulo 
3.^ asimilando á las ambulancias los hospitales 
de campaña y demás establecimientos tempore- 
ros que siguen al ejército en su marcha: modifi- 
car el 5.^ dejando al criterio de los generales es^ 
cogitar los medios de excitar y recompensar el 
celo de los pueblos en favor de los heridos, y por 
lo que se refiere al art. 6.® hacer obligatorio lo 
que se habia establecido como potestativo de dar 
libertad á los heridos útiles, con la condición ya 
dicha, excepto ¿ aquellos oficiales que interesa 
retener por la suerte de las armas. 

Ya hemos dicho que esto es imposible de 
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los heridos durante el combate. 
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»891. Los heridos enemigos que despuésdesu 
curación queden inútiles para el servicio, serán 
enviados á su pais. Los demás quedarán retenidos 
como prisioneros, ó recibirán libertad á condi- 
ición de no tomar las armas durante la guerra. 

»892. Para despertar y estimular^sentimien- 
tos humanitarios conviene que los Generales ad- 
viertan á los habitantes que socorriendo á los he- 
ridos disfrutarán de los beneficios de la neutrali- 
dad, pudiendo enarbolar la bandera de la cruz 
roja; que todo herido recogido en una casa le 
servirá de salvaguardia. 

»893 Por el Convenio de Ginebra están de- 
clarados neutrales los hospitales y ambulancias 
con el personal afecto, mientras haya heridos que 
curar. 

»Después de la ocupación por el enemigo, el 
personal puede continuar haciendo su servicio 
sanitario ó incorporarse al ejército á que pertene- 
ce, en cuyo caso debe ser conducido hasta las 
avanzadas, conservando los efectos de su propie- 
dad particular. 

Las ambulancias conservan su material, pero 
el de los hospitales pasa á ser propiedad del ene- 
migo.» 

Este articulo, lejos de aclarar las dudas que 
el primero del Convenio de Ginebra suscitó, aun 
parece aumentarlas; pues en su primer párrafo 
habla de personal afecto á hospitales y ambulan- 
cias y por tanto está comprendido el de todos los 
servicios, pero en el segundo sólo habla de servi- 
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nistrativo. A pesar de ello nosotros al primero nos 
atenemos, como ya hemos dicho. 

La obligación que se consigna de recoger y so- 
correr á los heridos y enfermos del enemigo, ha 
de entenderse sin perjuicio de los propios que de- 
ben tener preferencia siempre en la curación, 
asistencia y alojamiento. 

Acompaña á los ejércitos eH la guerra obliga- 
do séquito de gentes maleantes que, á titulo de 
vivanderos ú otros, no les guia en realidad mes 
propósito que el despojo por malas artes del sol- 
dado, y ni los heridos y muertos se libran de la 
voracidad de estas verdaderas aves de rapiña, 
acción punible en que, é las veces, también por 
desgracia, incurren los mismos soldados, pues en 
toda reunión de muchos de todo hay. 

Enterrar á los muertos es para nosotros un 
deber de caridad cristiana, de humanidad para 
los que de otro modo piensen, y además una ne- 
cesidad higiénica para evitar los extragos que en 
la salud de las mismas tropas hablan de producir 
las emanaciones de los cadáveres insepultos. La 
forma en cada caso más conveniente de cumplir 
con esta obligación corresponde determinarla á 
los Generales asesorados de sus respectivos Jefec 
de Sanidad Militar. Lo que al jurisconsulto inte- 
resa es que se respete la persona y propiedad de 
los heridos y el cuerpo inerte de los cadáveres, y 
los bienes que sobre ellos pueden encontrarse. 

Consideramos inútil iosisiir en este principio 
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por lo que entramos á examinar los preceptos vi-^ 
gentes en nuestras leyes. 

Dispone el art. 239 del Código de Justicia Mi- 
litar^ que el que despoje de sus vestidos ú otros 
efectos á un herido ó prisionero de guerra, para 
apropiárselos y sufrirá la pena de presidio mayor. 
La pena podrá agravarse hasta la de muerte si al 
despojar al herido le causase otras lesiones ó 
agravase notablemente su estado.» Y el art. 236 
dice: El militar que en la guerra despoje y se 
apropie del dinero y alhajas que sus compañeros 
de armas muertos en el campo llevasen sobre si, 
será castigado como reo de robo con violencia en 
las personas». El art. 235 es de aplicación gene- 
ral, no asi el 236 cuya sanción alcanza sólo á los 
militares y siendo un verdadero delito contra el 
derecho de gentes, úiás fácil que sea cometido 
por los paisanos, bien de los que habitualmente 
siguen á los ejército ó de los que con este sólo 
objeto concurren á los campos de batalla, es de 
lamentar que no tenga sanción especial en el ca- 
pítulo 3.*" del titulo 1.^ del libro segundo del Códi- 
go penal ordinario. 

Como ha podido observarse, no se establece 
distinción en cuanto al despojo á los heridos, pero 
al hablar del de los cadáveres sólo se hace referen- 
cia á los propios, y es porque la propiedad de los 
enemigos se somete á las reglas que se estable-^ 
cen y examinaremos al hablar del botín ó presa. 

También ha sido motivo de estudio entre los 
internacionalistas, la necesidad y conveniencia de 
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este fin, por si en algún caso pueden dar el resul- 
tado que se persigue, ó el más aproximado á la 
verdad, teniendo presente que siempre se lucha- 
rá con el escaso interés que el mismo individuo 
pone en estas cosas. 

En nuestro ejército tienen todas las prendas 
marcadas, pero al mes de estar en operaciones 
no se conocen marcas, ni la mayor parte de las 
veces se sabe á quién pertenecieron las prendas. 

Esta es la realidad, perfectamente compren- 
dida por el legislador español, por lo que no hay 
que censurarle^ como algún escritor lo ha hecho, 
por no haberse ocupado de este particular. 

Solamente el art. 887 del reglamento previene 
que los cadáveres deben ser recogidos y sepulta- 
dos con honores militares, y remitidos al enemi- 
go los que reclame. Cuyo final también es censu- 
rado por el Marqués de Olivart como poco prác- 
tico y nosotros creemos que no sólo es práctico 
sino también una manifestación más del espíritu 
altamente caballeresco que en todos los tiempos 
distinguió al ejército espaflol. 

Desde luego que ni el enemigo pedirá todos 
sus muertos, ni en muchos casos podrían entre- 
gársele; pero lo que sí puede ocurrir, y no es ra- 
ro, que entre ellos se encuentre alguno á quien 
por circunstancias especiales se tenga interés en 
honrar de un modo señalado, en cuyo caso no se 
quiere que por nuestra parto haya un pretexto 
para impedir que por los suyos se le tributen los 
honores á que se crean obligados. 
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sioneros de guerra con arreglo ¿ las costumbres 
de Europa. 

Conforme ¿ los principios de la guerra moder- 
na se procura hacer el mayor número posible de 
prisioneros, porque siempre representan hombres 
restados al enemigo, y sólo en este concepto los 
retiene el captor, sin que le sea licito intligirles el 
menor daflo ni privarles de los efectos de su pro- 
piedad individual, excepción hecha de lasarmas^ 
debiendo mantener aquéllos en su poder mientras 
en ello no hubiere peligro de que pudieran em- 
plearlos en proporcionarse la fuga, el soborno de 
los encargados de su custodia, ó cosas contrarias 
ó la conservación del orden en el punto donde se 
encuentren. En estos casos pueden recogérseles 
sus bienes y depositarlos para serles devueltos 
cuando por canje, por voluntad del gobierno ó 
por fin de la guerra son puestos en libertad. En 
ningún caso puede retenérseles después de firma- 
da la paz. A los oficiales acostumbra á conce- 
dérseles que conserven sus espadas, pero no es 
obligatorio más que cuando se ha estipulado en 
la rendición. 

Toda persona que se encuentre en el teatro de 
la guerra al servicio del ejército, sin distinción de 
clases ni sexos, como acertadamente dice el ar- 
ticulo 50 ya citado de las instrucciones america- 
nas, puede ser hecho prisionero, y si á todos debe 
tratarse con humanidad, mayores consideracio- 
nes deben guardarse á aquellas personas revesti- 
das de jerarquías superiores, 19 
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Puede, como ya también hemos dicho, inte- 
rrogárseles hábilmente; pero no seducirlos, ni 
torturarlos para que hagan traición á su patria. 

Cesa lega I mente la prisión: 1.^ Por la fon 
malización del tratado de paz siempre, ó del ar 
misticio ó fírma de los preliminares, si asi s( 
acuerda en éstos. 2.^ Por la concesión de libertac 
hecha por el aprehensor, bien incondicionalmea 
te por no tener interés en retenerlos, ó con lí 
condición de no volver á tomar las armas; pen 
al prisionero que acepte su libertad bajo esta con 
dición, si es nuevamente apresado faltando á ella 
se le juzga como traidor. Según nuestro Códig( 
militar, núm. 2.^ del art. 224, incurre en la pem 
de cadena temporal á muerte. 3.^ Por canje. 

Esta operación se hace con sujeción á las re 
glas que estipulen directamente los gobiernos < 
los generales debidamente autorizados. Lo usua 
es que los individuos de tropa se entreguen hom 
bre por hombre, y los oficiales generales ó par 
ticulares categoría por categoría, procurando 
compensarse el número con lasjerarquias; no ad 
miliéndose ya hoy las compensaciones en meta 
lico, última reminiscencia del antiguo rescat 
incompatible con la dignidad del hombre. 

En el canje nunca entran los desertores de 
ejército enemigo para no exponerles á la peni 
que seguramente les sería impuesta, ni los qu 
hayan delinquido durante la prisión, á noserqu 
por generosidad se renuncie á su castigo; y 

4r;^ Por entrar el prisionero al servicio de 
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ejército captor. En la admisión de éstos debe pro- 
cederse con mucha cautela, desconfiar siempre, 
vigilarlos mucho y no encomendarles servicio ó 
comisión cuyo desempeño pueda tener gran in- 
fluencia en el éxito de las operaciones. 

Hemos sentado como regla general que todo 
el que se encuentra en el campo enemigo y al 
servicio de su ejército si es aprehendido merece 
la consideración de prisionero, cuya regla tiene 
una excepción, que son los desertores del ejército 
propio, los que son juzgados y castigados como 
traidores, y los nuestros con la pena de muerte con- 
forme al art. 222 del Código de Justicia Militar. 

Es indudable que un gran número de prisio- 
neros pueden constituir más que una seria difi- 
cultad, un verdadero peligro para la seguridad 
del ejército, del campamento ó plaza donde resi- 
den, si ante ellas se presenta el enemigo, además 
de un gravamen que puede llegar á privar al ejér- 
cito propio de lo necesario para su sustento, por 
cuyas consideraciones, y otras más que no es po- 
sible enumerar, se ha suscitado la cuestión de si 
es licito en algún caso sacrificar á los prisioneros. 

El art. 906 de nuestro reglamento resuelve 
que en ningún caso, ni en el de guerra sin cuar- 
tel, ni por no poder conducirlos ni guardarlos con 
seguridad: esta es la doctrina sustentada por Cal- 
vo. Pero Blunschli y las instrucciones america- 
nas admiten que en tres casos puede ser licito 
matar á los prisioneros: 1.^ Por absoluta necesi- 
dad> cuando es imposible llevarlos sin compro- 
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los abandona aumentando por este medio las 
fuerzas del contrario. 

Por eso profundizando en la realidad de lo 
que es la guerra^ hecho de suyo inhumano, há- 
cese el ánimo á la consideración de que no pue- 
den extremarse los sentimientos de piedad hasta 
el punto de comprometer la propia seguridad por 
la conservación de la vida de unos cuantos ene- 
migos, mucho más si se atiende á que ese rasgo 
generoso no influirá en lo más mínimo para que 
el ataque por parte de éstos sea menos vigoroso. 

Cuando uno de los combatientes no da cuar- 
tel, es muy posible que golpe por golpe se le haga 
comprender las consecuencias de su bárbaro pro- 
ceder y se le aparte de él, salvando muchas vidas 
de los propios cuya conservación interesa más 
que las de tan crueles contrarios. 

Y por último una infracción tan grave délas 
leyes del honor y de las reglas del derecho inter- 
nacional como representa el batirse con el mis- 
mo uniforme que usa el enemigo, exige castigo 
severísimo, que en la actuahdad no hay otra for- 
ma de imponer que la de autorizar á que sean 
fusilados los que de tal modo innoble y desleal 
procedieron, con lo que será fácil evitar la falta. 
Es muy cierlo que los soldados son inocentes, 
como lo es el ejército en general de los yerros de 
los poderes, pero, como personificación del Esta- 
do en la guerra, es el Ihi'mado á sufrir inmedia- 
tamente y del modo más directo las consecuen-* 
cia$ de ella. 
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Por eso no encontramos irracional, dada la 
naturaleza déla guerra^ el que pueda haber mo- 
mentos supremos en los que se imponga dejar á 
un lado todos los sentimientos de humanidad^ y 
que cedan su lugar á los de propia defensa, y 
al castigo de las trasgresiones del derecho de 
gentes. 

Sintetizan.lo más nuestro pensamiento dire- 
mos que no puede ni debe establecerse como obli- 
gatorio, con ningún motivo, el sacriñcío de los 
prisioneros; pero, y principalmente en los tres ca- 
sos que las instrucciones americanas consignan, 
sí dejarse al arbitrio de los Generales, previa con- 
sulta ó Consi3Jo con los Jefes principales de la 
unidad á sus órdenes y con la consiguiente res- 
ponsabilidad que lleva aneja toda función de 
mando. Si quiere alejarse el peligro de que esla 
responsabilidad la hagí ilusoria el poder del más 
fuerte, podría ser sometida al juicio de un tribu- 
nal internacional. 

Los desertores y fugitivos del ejército enemigo 
también en principióse consideran como prisio- 
neros, por lo que hasta convencerse de que han 
abandonado voluntariamente su ejército y no son 
espías ó, cuando el número de aquéllos es consi- 
derable, que no tienen por objeto favorecer los 
planes del enemigo, deben observarse respecto á 
ellos precauciones que la más elemental pruden- 
cia á conseja, como recogerles las armas y apar- 
tarles del ejército ó custodiarlos en él y, si so- 
licitan prestar servicio, habrá de tenerse eq 
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innovaciones que la del establecimiento de una 
oficina de información en cada uno de los Esta- 
dos beligerantes encargada de recoger y facilitar 
noticias de los prisioneros y conservar los efectos 
que pudiesen dejar á su fallecimiento, asi como 
los encontrados en los campos de batalla; la de 
garantizar el medio de que lleguen á poder de los 

Nanea deben ser encerrados en prisiones ni asegurados 
con grillos. 

911. Los soldados se distribuyen en cantones ó en cam- 
pamentos iguales á los de las tropas que los custodian, y re- 
ciben también la ración ordinaria. 

Por lo común, á los oficiales se les deja en libertad en las 
plazas ó ciudades bajo palabra de honor, alojándolos y soco- 
rriéndolos según su graduación. 

912. Los beligerantes tienen derecho á enviar comisa- 
rios é inspectores á los depósitos de prisioneros, para infor- 
marse dei trato que les da el gobierno enemigo, y presentar 
las reclamaciones que juzguen oportunas. 

913. Los gastos ocasionados por los prisioneros son siem- 
pre objeto de un articulo en el tratado de paz; pero en nin- 
gún caso se los debe retener como rehenes ó represalias para 
el cumplimiento de ciertas estipulaciones. 

9i4. No se puede obligará los prisioneros á empeñar su 
palabra de honor de no intentar evadirse. Más si por su pro- 
pia ventaja y provecho la dan voluntariamente, deben cum- 
plirla, bajo pena de prisión y hasta de muerte. 

915. £1 oficial prisionero que faltase á su palabra de ho- 
nor, óel soldadoque infringiere las órdenesy reglas sobre acan- 
tonamiento, pueden ser privados délas ventajas quedisfruten. 
916. No es delito en el prisionero el conato de evasión , que 
debe suponerse inspirado por un sentimiento honoroso de dig- 
nidad y patriotismo; pero debe saber á lo que se expone, pues- 
to que el que le custodia está en perfecto derecho de usar de 
sos armasy de todos los medios hábiles para impedirlla evasión. 

917. Algunas veces se da libertad á los oficiales, y aun á 
los soldados, bajo palabra de no tomar parte activa en toda 
la campaña, ó con otras condiciones estipuladas, pero no se 
pueden imponer por la fuerza estas condiciones, y el prisio- 
nero tiene derecho á rehusarlas si prefiere aguardar un can- 
je que le pernodta seguir combatiendo por su patria. 
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El gravtí problema del posible sacrificio no ha 
sido abordado: bien es verdad que este Regla- 
mento lo consideramos muy inferior á cualquiera 
de los conocidos, y, en general, en toda la labor 
de la famosa conferencia de la Paz uo se resolvió 
ninguno de los grandes problemas que al derecho 
interesan. 



tipulando las equivalencias en caso de que aquella no exista. 

No se suele hacer distinción entre los soldados de linea y los 

francos ó movilizados, siempre que e^tén declarados fuerzas 

regularen. Li separación se hace entre heridos y enfermos. 

926. Un prisión To no puede hacerse pasar por superior 
á lo que es para obtener mejor trato con esta superchería; & 
la inversa, puede ocultar en el acto de ser cogido su gradua- 
ción ó su importancia, para no perjudicar su causa, revelán- 
dola después en el acto de ser canjeado. 

927. Se estipula también si ios prisioneros han de vol- 
ver ó no á servir durante la campaña, ó si pueden hacerlo 
después de cierto tiempo. 

Des9rtor*s — 9i8. Los desertores ó pasados del enemigo 
deben considerarse en principio como prisioneros, pero sin 
confundirse con el ios. 

Generalmente no son admitidos después de la retreta Al 
presentarse en cualquier punto, si son muchos, se les condu- 
ce con la correspondiente escolta al cuartel general de la di- 
visión del ejército, procurando evitar comunicación, tanto 
con las tropas como con los habitantes del pais. 

Se les recog )n las armas, pasándolas al parque de artille- 
ría; y se venden sus caballos, según disponga el jefe de esta- 
do mayor general, ó se eligen antes los más útiles, fijando su 
precio y entregándolo de todas maneras por medio de la in- 
tendencia al desertor á quien haya pertenecido. 

9 -'9. Si los desertores ó pasados solicitasen servir en las 
filas del ejército, el general en jefe resolverá por si ó pedirá 
instrucción al gobierno, asignando entre tanto á cada indi- 
viduo los auxilios qu3 juz^^ue proporciónalos á su clase. 

930. Los que no lo ^oliciten se dirigirán desde luego á 
los depósitos prefijados, y si no ios hubiese, permanecerán en 
el cuarto general, convenientemente vigilados, hasta que se 
resuelva au ulterior destino. 
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JDe la tralolón y del espionaje 

TODA la pericia militar, la combinación más 
hábilmente concebida y puesta en ejecución, 
y hasta una victoria considerada cómo indudable, 
pueden hacerlas fracasar la traición ó el espiona- 
je; por eso que en todos los códigos se castiguen 
tan severamente estos delitos, y para prevenirlos 
se adopten las mayores precauciones. 

Uno y otro pueden ser cometidos en tiempo 
de paz y en el de guerra, siendo en éste en el que 
los vamos á estudiar, y ocupándonos en cuan- 
to al primero, sólo de aquellos actos que^ por 
poder ser ejecutados por los extranjeros intere- 
san al derecho internacional. 

Del enemigo no cabe traición más que por 
parte del prisionero que habiendo aceptado su li- 
bertad bajo la palabra de no volver á tomar las 
armas quebrante la fe prometida, punto del que 
ya hemos hablado. 

Pero también hay otros hechos legalmente 
calificados del mismo modo que pueden ser rea- 
lizados por subditos de los Estados neutrales re- 
sidentes en el territorio del beligerante contra 
quien obran y, al auxiliar ai enemigo, no sólo 
faltan al deber que, como subditos de aquéllos, 
tienen impuesto de no intervenir en la contienda, 
sino que infringen las leyes penales del pais donde 
residen, y con arreglo á ellas deben ser juzgados 
sufriendo su sanción por grave que sea. 
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Con mayor motivo aun deben ser castigados 
cooio traidores los subditos de las naciones alia- 
das que incurren en delito así calificado con arre- 
glo á las leyes de los respectivos paises. 

Puede ocurrir que un hecho esté definido 
como traición en los códigos de uno de los alia- 
dos y no en los del otro; y aun en este caso opi- 
namos que, por la comunidad de intereses y uni- 
dad de acción que la alianza implica^ debe al que 
falte á las leyes de cualquiera de los aliados cas- 
tigársele con sujeción ¿ ellas^ y cualquiera que 
sea el punto donde cometió su delito^ porque el 
perjuicio alcanza por igual á todos. (1) 



(1) La legislación vigente en España y que puede apli- 
carse, según la teoría expuesta, es la siguiente: 

Código de justicia militar: 

Art. 222. Será castigado con la pena de muerte, previa 
degradación eu su caso, el comprendido en alguno de los 
números siguientes: 

1.^ Que abandonando sus t>anderas, entre á formar par- 
te del ejército enemigo. (Ta hemos dicho que no puede recla- 
mar la condición de prisionero.) 

2.'' Que induce a una potencia extranjera i declarar la 
guerra á España, ó se concierte con ella para el mismo fin. 

4.* Que» por favorecer al enemigo, le entregue la fuer- 
za que tenga a sus órdenes, la plaza ó puesto confiado á su 
cargo, la bandera, las provisiones de boca ó guerra, ó le pro- 
porcione cualquiera otros medios de ofensa ó defensa. 

5.* Que seduzca tropa española ó que se halle al servi* 
cío de España, para que se pase á las filas enemigas ó deser- 
te de sus banderas en tiempo de guerra. 

6.^ Que estando en función de guerra ó dispuesto para 
entrar en ella se fugue en dirección al enemigo. 

7.* Que directa ó indirectamente mantenga relaciones 
con el enemigo sobre las operaciones de la guerra. 

Art. 223. Incurrirá en la pena de cadena perpetua á 
maerte^ previa degradación en &u caso: 
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A la precisa aplicación de las l^yes penales 
no puede oponerse más excepción que la nacida 
de un tratado. 

Por muy completo que sea el conocimiento 
del Estado Mayor del territorio donde el ejército 
opera, y más aun siendo en el extranjero, hay 
precisión de valerse de guias^ que asi se llaman 
aquellos prácticos en el terreno que conducen á 
las tropas en su tránsito de un punto á otro. Mien- 
tras el ejército está dirigido por ellos queda en 
gran parte, á merced de su fidelidad, y se castiga 
como delito de traición el hecho de marcar á sa- 
biendas una falsa ruta. 



1/ El que facilite al enemigo el santo, seña ó contra 
seña; planos, estados de fuerza, órdenes circuladas por las 
lineas telegrófícas, ú otros datos ó noticias que puedan ñvo- 
recer sus operaciones ó perjudicar las del ejército nacional. 

2.* £1 que malverse caudales ó efectos del ejército en 
campaña y con daño de las operaciones de la guerra ó per- 
juicio de las tropas. 

3.* Que f ilsifique un documento referente al servicio 
militar, o haga, á sabiendas, uso de él cuando se emplee para 
causar perturbaciones ó quebrantos en las operaciones de la 
guerra, ú ocasione la entrega de una plaza o puesto militar. 

4.* Que dé á sus superiores maliciosamente noticias con- 
trarias á las que supiere acerca de las operaciones de la 
guerra, 

5/ Que en plaza sitiada ó bloqueada ó en operaciones de 
campaña promueva algún complot, ó seduzca alguna fuerza 
para obligar al que mande á rendirse, capitular ó retirarse. 
Los individuos de las clases de tropa y las personas no 
militares qus en este caso no sean Jefes ó promovedores, su- 
frirán la pena de cadena temporal á perpetua. 

G.« Que en campaña ó territorio declarado en estado de 
guerra, inutilice, de propósito caminos, vias férreas, como* 
nicaciones telegrófícas ó de otra clase, y sus aparatos; cause 
averias que interrumpan el servido^ deetrajra canutes, puea* 
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Igualmente es considerado el nacional ó neu~ 
tral que voluntariamente guia al ejército enemigo, 
de cuya caliñcación, y consiguiente castigo^ sólo 
puede eximirle la plena justifícación de haberlo 
hecho obligado por la fuerza. (1) 

En la guerra internacional más frecuente que 
el de traición es el deh'to de espionaje, en el que 
pueden incurrir todos; y es tal la variedad de los 
actos que pueden merecer y, legalmente, mere- 
cen este calificativo que vanamente se esfuerzan 

tes, obras de defensa, armas, municiones ó cualquier otro 
material de guerra ó víveres para el aprovisionamiento del 
ejórrito, intercepte convoyes ó correspondencia, ó de cual- 
quier otro modo malicioso ponga entorpecimientos á las ope- 
raciones del Ejército ó facilite las del enemigo. 

Art. 224. Sufrirá la pena de cadena temporal fi muerte: 
2.* Que en el territorio de las operaciones de la guerra 
ó la vista del enemigo propale especies, dé voces ó ejecute 
actos que puedan producir la dispersión de las tropas. 

El cap. !.• del tít. !.• del capitulo 1.* del libro 2/ del Có- 
digo penal ordinario, comprende los delitos de traición que 
pueden considerarle comprendidos en los anteriores, pero en 
el art. 140 se castiga á los extranjeros residentes en territo- 
rio español, con la pena inmediatamente inferior, salvo lo es- 
tablecido en los tratados y la inmunidad diplomática, y la 
misma sanción señala el art. 141 para los que cometen el de- 
lito de traición contra una Potencia aliada de España. 

(1) Art. 894 del Reglamento de campaña.— El que sirve 
de guía al enemigo comete traición á la patria, y debe ser 
castigado según las circunstancias. 

Los guias que extravíen á las tropas pueden ser castiga- 
dos hasta con pena de muerte. 

Art. 224 del Código de Justicia Militar.— Sufrirá la pena 
de cadena temporal ó muerte. 

1.* El que prestando el servicio de guia para las opera- 
ciones de la guerra desvíe intencionadamente á las fuerzas 
del ejército del verdadero camino ó de la dirección que se le 
miurque por k^ Jefes que de él salgan. 



Digitized by LjOOQIC 



904 DE LA TRAiaÓN T DEL ESPIONAXE 

escritores y leyes en fotografiar al espía en los 
términos precisos y concretos de una definición. 

En las mejores encontramos estereotipados 
rasgos subjetivos del espfa^ como la clandestini- 
dad^ el falso pretexto y la perfidia; pero nunca 
revelada su personalidad completa. 

La más aceptada de las definiciones es en la 
actualidad la contenida en el art. 17 de la decla- 
ración de Bruselas: «El individuo que obrando 
clandestinamente ó bajo falso pretexto, recoja ó 
trate de adquirir noticias en las localidades ocu- 
padas por el enemigo con la intención de comu- 
nicarlas á la otra parte)>. Análogamente lo define 
el art. 29 del Reglamento de El Haya. Esto no es 
más que una fase del espionaje, uno de los actos 
que puede realizar el espfa, y sin embargo, son 
otros muchos los que se castigan con el mismo 
calificativo. 

Lo que son el espía y el espionaje todos lo sa- 
bemos y, difícilmente, el más lego se equivoca- 
rla en su calificación: de todos modos intentare- 
mos dar una idea más general que las que he- 
mos visto. 

Para nosotros espía es: «Todo aquel que sir- 
ve á uno de los beligerantes procurando adquirir 
y comunicarle noticias relativas al otro, ó infor- 
mando á éste falsamente, valiéndose para ello de 
medios dolosos». 

¿Es licito el empleo del espionaje! No solamen- 
te es licito, sino que es un medio eficacísimo para 
obtener datos y noticias respecto 4 la verdadera 
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situación y planes del enemigo, que sólo pue< 
proporcionar, con seguridad, un hábil espía, pu 
no es fácil adquirirlas mediante reconocimiento 
exploraciones ni otras operaciones de caráct 
puramente militar, ni puede darse crédito con 
pleto á la misma correspondencia del enemij 
interceptada, que pudiera encerrar un ardid, 
ser expedida con deliberado propósito de engí 
fiar al contrario. 

Otra de las cuestiones que se suscitan es 
el oficio de espía es deshonroso. Cuando se eje 
ce en virtud de obediencia debida, de un mand; 
to superior, ó llevado del noble deseo de ser\ 
desinteresadamente á la patria, no sólo no es de 
honroso sino que el que lo ejerce es digno i 
toda consideración moral, puesto que expone i 
vida, no á la manera gloriosa como se arriesga ( 
los campos de batalla, sino oscura y fatidicame 
te del modo que se les quita á los más atroc 
delincuentes. Su sacrificio es digno de la may 
estimación, y debe ser honrado por parte < 
aquel en cuyas aras se ofrece; á diferencia ci 
traidor que ni por el mismo que recibe el ben 
ficio puede nunca ser bien estimado. 

Cuando el espionaje se practica por el vil ii 
teres, ni honroso ni simpático es el espía, y m 
nos si á la vez sirve á los dos ejércitos: á éste 
llama espía doble. 

De todos modos, es tan siniestra la figura d 
espía que á sus oficios se atribuyen, generalme 
te, todas las grandes catástrofes que no ñem 

f 
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principio asi consignado en el art. 20 de la decla- 
ración de Bruselas. «El espía cogido infraganti 
será juzgado y tratado según las leyes vigentes en 
el ejército que lo apresó». 

No se considera como espias ¿ ^los militares 
que sin despojarse de su uniforme penetran en el 
campamento enemigo, ni á los conductores de plie- 
glos^ militares ó paisanos^ que los llevan abierta- 
mente; á todos éstos no puede más que hacérseles 
prisioneros á menos que al ser apresados inuti- 
licen ú oculten la comunicación para que no les 
sea ocupada. 

El art. 22 de la repetida declaración da igual 
consideración al militar que^ aun disfrazado^ es 
aprehendido, si puede inmediatamente recono- 
cerse su cualidad de oficial. El reglamento nues- 
tro no lo considera más que como causa de ate- 
nuación. El de El Haya exige que no vayan dis- 
frazados, para no ser reputados como espias. 

Consideramos perfectamente inútil la reco- 
mendación que hace Landa de que no debe ejecu- 
tarse á ningún espfa sin permitirle la defensa. 
Hoy las leyes, las españolas al menos, no admiten 
más ejecución sin formalidad de juicio que la del 
que por cobardía es el primero en volver la espal- 
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da al enemigo, y esto, como tiene por objeto conte- 
ner la desbandada, no admite demora ni da lugar 
á formalidades. Todosjos demás delitos se someten 
porlo menos alas del juicio sumarísimo que, fuera 
déla brevedad en los trámites, tiene todaslasgaran- 
tías necesarias que prescribe el derecho procesal. 

También el art. 32 del Reglamento de El Ha- 
ya, impone eljuicioprevio para el castigo del espia. 

Atribuida como hemos visto la jurisdicción 
contra los espías al ejército captor, interesa cono- 
cer nuestros tQ;ctos legales. (1) 

De la aplicación cada día mayor que de la na- 
vegación aérea se hace á los usos de la guerra, 
resulta, más que la posibilidad, la certeza de que 



(1) Reglamento de campaña: 

Espías. — Art. 895. El espionaje, para ser licito, es pre- 
ciso que esté exento de la perfidia, que destruye toda con- 
fianza, y debe reservarse para los casos de necesidad ab- 
soluta. 

En todas las naciones los espías son tratados con el ma- 
yor rigor. 

896. En general se considera como culpables de espio- 
naje á todos los que intenten, por cualquier medio, propor- 
cionar al enemigo informes capaces de comprometer las 
operaciones. 

El oficio nada tiene de infamante, fuera de los casos en 
que el espía sirve al enemigo contra la causa de su propio 
país, traición que se castiga con la muerte; o de que preste 
sus servicios por dinero. 

897. Además de los espías de oficio, las leyes de la gue- 
rra consideran como tales: 

Toda persona que sin previa autorización reconozca, to- 
me apuntes y noticias, levante planos de plaza, alniacenes, 
edificios, terrenos importantes en las operaciones. 

El que, por sobornó ó cualquier medio ilegal, adquiera 
documentos reservados é importantes sobre cualquier asunto. 
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los globos puedan utilizarse como medio para es- 
piar al enemigo, y por lo mismo en el derecho in- 
ternacional el problema de la justicia de la perse- 
cución de los aeróstatos y consideración que han 
de merecer sus tripulantes si se logra apresarlos. 

Blunstchli, pretende aplicar al dominio de la 
tierra sobre el aire el principio aceptado como 
corriente al tratar de su dominio sobre el mar, ó 
sea el alcance del cañón; á lo que objeta Landa, 
que, para que tal teoría fuese aceptable, sería 
preciso que se inventaran máquinas de eficacia 
en el tiro vertical equivalente á las que se poseen 
para el horizontal. 

No deja de ser racional esta' objeción; pero. 



El enemigo que disfrazado se introduzca entre las filas de 
las tropas en campamentos ó puestos fuertes. Hay, sin em- 
bargo, en este caso atenuaciones para el oficial que, en vir- 
tud de órdenes expresas de sus jefes, lleva la noble misión 
de sacrificarse por su pais, y para el individuo particular á 
quien solamente inspire el puro móvil de patriotismo. 

Toda persona que, voluntariamente ó por retribución, 
conduzca para el enemigo pliegos, partes ó noticias. Pero 
también hay circunstancias atenuantes, si son obligados por 
fuerza; y agravantes, n al ser requeridos no entr^an ú 
ocultan los pliegos. 

En fin, toda persona que proteja, oculte ó ponga en salvo 
un espía ó agente del enemigo. 

898. No se debe confundir el espionaje con el servicio 
puramente militar de reconocimientos. 

899. De todos modos, para imponer castigo á un espía 
es condición precisa que la guerra esté formalmente declara- 
da. Los que se sorprendan antes podrán ser expulsados, pero 
no castigados; asi como los emisarios ó agentes que, bajoel velo 
de asuntos poli ticos, adquieran informes y noticias militares. 

Durante una suspensión de armas, los espías deben ser 
tratados con todo rigor. 
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además, prácticamente resulta imposible la teoría 
de Blunstchli porque no hay términos hábiles de 
comparación entre un vapor y un globo. Aquél, 
una vez salvado el campo de acción de la artille- 
ría, es libre y recalaré donde le convenga: pero el 
globo forzosamente, más pronto ó más tarde, ha 
de descender á la tierra y, en su descenso, poner- 
se al alcance de las armas. (1) Si lo salva, y cae en 
territorio neutral, no hay discusión, quedan en 
libertad los tripulantes; pero si dan en tierra do- 
minada por el enemigo, no hay forma de obligar 
á éste á que deje de darles el trato que les corres- 

900. En principio, los beligerantes tienen derecho de 
emplear toda clase de medios para impedir qu se atraviesen 
sus líneas o se adquieran informes de cualquier género. Pue- 
den perseguir los globos y proceder contra los aeronautas 
que los monten, según su calidad de combatientes ó inofensi- 
vos, militares ó civiles, adversarios ó neutrales; y también 
del objeto de la expedición, según sea para registrar el campo 
enemigo ó para una simple evasión. 

CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR 

Art. 228. Incurrirá con la pena de muerte, previa de- 
gradación si fuere militar, y en la de cadena perpetua ó 
muerte si no lo fuere: 

1/ El que subrepticiamente, ó con disfraz, se introduz- 
ca sin objeto justiflcado en las plazas de guerra ó puestos 
militares, ó entre las tropas qne operen en campaña. 

2/ El que conduzca comunicaciones, partes ó pliegos 
del enemigo, no siendo obligado á ello; ó caso de serlo, no los 
entregue á las Autoridades ó Jefes del Ejército al encontrar- 
se en lugar seguro, ó no los inutilice ú oculte para que no le 
sean ocupados. 

(i) ExpoDemos el caso más probable y frecuente, do ocultándosenos 
que el globo pnedis descender en el mar ni otros accidentes de la navega- 
dán aérea. 
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ponde, por más que en los aires hayan estado á 
salvo de los tiros. 

No encontramos inconveniente en aceptar la 
proposición del General Voigt-Retz, de que, antes 
de hacer fuego, se intime á los tripulantes de un 
aeróstato para que desciendan, si á ella se aña- 
de la salvedad de que la intimación no es obliga- 
toria en el caso probable de que en el tiempo que 
se invierte en hacerla no haya podido el globo 
ponerse á cubierto del fuego. 

Lo mismo la declaración de Bruselas que el 
manual del Instituto y el Francés opinan que los 
aeronautas no deben ser considerados como 
espías. 



3.* El que en tiempo de guerra, sin la competente auto- 
rización, practique reconocimientos, levante planos ó saque 
croquis de las plazas, puestos militares, puertos, arsenales ó 
almacenes que pertenezcan á las zonas de las operaciones mi- 
litares, sea cualquiera la forma en que lo ejecute. 

El que en tiempo de paz cometa el mismo delito será cas- 
tigado con la pena de presidio mayor. 

Art. 229. El que deje de llevar á su destino, pudiendo 
hacerlo, los pliegos que se le confíen sobre operaciones de la 
guerra, ser condenado á la pena de cadena temporal ó de 
muerte. 

En la misma pena incurrirá el que proteja, oculte, ó de 
otro modo favorezca á los espías. 

Art. 230. La conspiración para cometer el delito de es- 
espionaje se castigará con las penas inmediatamente inferio- 
res á las señaladas al mismo en los respectivos casos. 

La proposición con la de presidio correccional. 

Ya en nuestra Guia para la Administración de Justi- 
cia en el Ejército, señalamos la defectuosa redacción del nú- 
mero 2.*, mejor comprendidos en el reglamento de cam- 
paña. 
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El reglamento de El Haya dice que no pueden 
ser considerados espías los individuos enviados 
en globos para transmitir los despachos^ y en ge- 
neral paraa mantener las comunicaciones entre 
las diversas partes de su Ejércitoó de su territorio. 

¿Pero no pueden servir los aeróstatos para 
ejercer el espionaje? Indudablemente. 

Y como no comprendemos que el medio ó mo- 
do de realizar un acto pueda variar la esencia jurí- 
dica del mismo, encontramos lo más racional de 
cuanto hemos estudiado, lo dispuesto en el ar- 
ticulo 900 de nuestro reglamento de campaña, 
que ya hemos copiado; que los globos pueden ser 
siempre perseguidos, y que si se logra la captura, 
los tripulantes deben ser juzgados conforme á su 
calidad y á los móviles del viaje. 



Del sitio de plazaa 

Entre todos los accidentes que en la guerra 
pueden presentarse, requiere un estudio especial 
de parte del jurisconsulto el sitio de las plazas, en 
el que no son ya dos ejércitos regulares los colo- 
cados frente á frente en el campo de batalla, sino 
que figura un número considerable de seres inde- 
fensos expuestos á los rigores del sitio y á los 
efectos de las baterías del sitiador; y, si en todo 
el desarrollo de la guerra se tiene presente el 
principio de causar el menor daño posible, en 
ningún caso más indicada su recomendación, ya 
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de los habitantes^ y adoptar cuantas medidas sean 
conducentes á la seguridad de la plaza confiada á 
su mando. (1) 

Deberá izar en sitio visible el pabellón de la 
Cruz Roja en las enfermerías^ hospitales y pues- 
tos provisionales para la curación de los heridos^ 
cuidando de que desde ellos no se hostilice al si- 
tiador^ para que no pierdan los derechos de in- 
munidad. 

Si dentro de la plaza hubiera prisioneros de 
guerra^ puede dedicárseles á la construcción de 
nuevas fortificaciones ó repajración de las anti- 
guas^ pero no obligarles á combatir contra su ejér- 
cito. 

El Jefe de una plaza sitiada^ puede despedir 
de ella loque se llama bocas inútiles^ que son to- 
das aquellas personas que no pueden prestar ser- 
vicio alguno y es preciso alimentar con perjuicio 
de los combatientes; pero está obligado á recoger- 
los nuevamente si el sitiador no les permite el pa- 
so por sus líneas. 

Al establecer éstas pueden ocuparse los edifi- 
cios que convenga^ asi como destruir los que pue- 



(1) Es entre nosotros tan ilimitada la Autoridad de los Go- 
bernadores de Plazas ó fortalezas sitiadas ó bloqueadas, que 
pueden ejecutar las sentencias por los delitos de traición, es- 
pionaje, rebelión, conspiración para ésta, sedición, negligen- 
cia en actos del servicio, abandono del mismo, cobardía, in- 
sulto á superiores, desobediencia y secuestro contra el dicta- 
men de su Asesor, y prescindiendo de él si no lo tuvieren. 
(Arts. 35 y núm. 10 del 28 del Código de Justicia Militar.) 
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dan constituir un obstáculo para la operación^ ó 
servir de punto de referencia ¿ las baterías de la 
plaza. Desde luego es licito impedir la entrada de 
víveres, aun cuando no vayan destinados á la 
guarnición, así como desviar los canales de agua 
potable ó ensuciar ésta, pero nunca envene- 
narla. 

Solamente en último extremo está autorizado 
el bombardeo/ sin que pueda hacerse distinción 
entre plazas cerradas ó abiertas, siempre que en 
éstas se alberguen tropas que opongan resistencia, 
y sea el único medio de vencerla, según Bluns- 
chli. El bombardeo de pueblos indefensos sería 
un acto de barbarie que el derecho rechaza, y es- 
tá prohibido por el art. 25 del Reglamento de El 
Haya. De todos modos el bombardeo debo anun- 
ciarse con anticipación para que puedan salir los 
vecinos pacíficos, ancianos, mujeres y niflos, y 
durante él debe procurarse evitar la destrucción 
de monumentos, templos, museos, etc. 

Antiguamente, y con el objeto de facilitar la 
rendición, se acostumbraba amenazar á los habi- 
tantes, ó á las guarniciones délas plazas sitiadas, 
v.!on rigores extremados que desgraciadamente se 
llevaban á la práctica; hoy están prohibidas tales 
amenazas, asi como estimular á las tropas con la 
promesa de entregar la ciudad al saqueo, porque 
no solamente lo prohiben las leyes de la guerra, 
sino que, sin faltar abiertamente al derecho de 
gentes, no podría llevarse á cabo; llegado el caso 
de tomarla, aunque para ello haya sido necesario 
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apelar al asalto, (1) el primer cuidado del ejérci- 
to vencedor es evitar que sus tropas maltraten á 
las personas ni toquen é sus bienes, previniéndo- 
se asi en la orden para el asalto; y, ya dentro de la 
plaza, destacar fuerzas para la custodia de todos 
aquellos edificios más susceptibles de profanación 
ó de incitar la codicia de los soldados. En tal caso 
se encuentran los asilos, templos, hospitales, con- 
ventos, archivos, consistorios, bancos, almacenes 
y depósitos, sobre todo, los de explosivos. 

En la toma de toda plaza por sorpresa, asalto 
ó capitulación, quedan de la propiedad del vence- 
dor, toda la artillería, municiones j demás apres- 
tos militares, asi como las provisiones que sean 
de la pertenencia del Estado y estén, no sólo den- 
tro de la plaza, sino también en los demás tuertes 
ó lugares comprendidos en la capitulación. La 
guarninición, en principio, debe ser considerada 
como prisionera de guerra, sin que en ningún 
caso pueda emplearse con ella ninguna clase de 
rigores; al contrario: cuanto más heroica haya 
sido la defensa, mayores respetos ha de merecer 
del vencedor honrado y leal, y aun cuando se ha- 
ya rendido á discreción, ó sea á merced del ene- 
migo; pues esto debe entenderse solamente en el 
sentido de no poder exigir ventaja alguna, pero 
no en el de renunciar á la consideración debida 
según las leyes de la guerra. 

(1) El art. 18 de la declaración de Bruselas dice: Una 
ciudad tomada por asalto no puede ser entregada al saqueo 
de las tropas victoriosas, é igual prohibición contiene el ar- 
tículo 28 del R^lamento de £1 Haya. 



'3^ 
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Cuando se capitula^ ha de tenerse muy en 
cuenta^ por ambas partes^ consignar con toda 
claridad si la guarnición queda prisionera ó ha de 
retirarse, y, en este caso, si con armas ó sin ellas, 
si han de tributársele honores ¿ su salida, y si ad- 
quiere el compromiso de no volver á combatir. 

Las condiciones de la capitulación deben ser 
iguales para todos: el estipular ventajas para el 
Jefe ó para alguna clase es ilícito, y entre nos- 
otros considerado como delito contra el honor mi- 
litar, y castigado con las penas de reclusión per- 
petua á muerte. (Art. 295 del Código de Justicia 
Militar.) 

Tampoco es permitido incluir en la capitula- 
ción más fuerzas que las que directamente de- 
penden del Jefe que ñrma la rendición^ delito que 
es considerado igualmente que el anterior. 

El sitiador, no habiéndolo prevenido antes^ no 
puede negarse por la primera vez á escuchar las 
proposiciones de los sitiados ni á recibir á sus 
parlamentarios, así como el sitiado puede siem- 
pre negarse á parlamentar; pero si no hubiera 
arreglo ó se comprende que tales proposiciones 
no tienen otro objeto que ganar tiempo para dar 
descanso á las tropas, ó dar lugar á la llegada de 
socorros, entonces puede aquél negarse en abso. 
luto á entraren negociaciones. 

Como éstas llevan siempre aparejada la sus- 
pensión de las hostilidades, durante ellas, ni el 
sitiador puede adelantar sus lineas, ni el sitiado 
aumentar sus medios de defensa; únicamente es 
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lícito el relevo de tropas, y desde luego la extin- 
ción de los incendios que el bombardeo haya po- 
dido producir, con cuyo solo fin se pactan mu- 
chas veces las suspensiones de armas. 

Los frecuentes bombardeos de plazas abiertas 
hechos por los alemanes en la guerra de 1870, 
motivaron una protesta por parte de los france- 
ses, contestada por aquéllos con mucha razón, á 
juicio nuestro, diciendo, que la rapidez, tan nece- 
saria en las operaciones de la guerra, exige el 
pronto empleo de los medios más conducentes á 
obligar al ejército enemigo á rendirse ó evacuar 
una posición cuya posesión interesa. 

Una vez ocupada la plaza combatida, si al 
vencedor interesa conservarla, adquiere los dere- 
chos que como á ocupante le corresponden, é in- 
mediatamente veremos; pero si se decide á eva- 
cuarla puede desmantelar sus baterías y destruir 
fuertes y murallas, y cuantos elementos de defen- 
sa encuentre, empleando para ello á la guarni- 
ción prisionera y é los habitantes útiles, siempre 
que no sean subditos de países neutrales; lo que 
nunca puede hacerse es arrasar la ciudad. (1) 

(1) £1 reglamento de campaña se ocupa de estos extre- 
mos en los artículos siguientes: 

659. Al redactar la orden de asalto, el general comandan- 
te designará las fuerzas que, después de entrar en la plaza, 
vayan exclusivamente destinadas á la protección de las per- 
sonas y de las propiedades, y ó impedir el saqueo y la vio- 
lencia, haciendo respetar los fueros de la humanidad y del 
derecho.. 

Estas tropas, dividiéndose en patrulUs, desharán las pe- 
queñas barricadas, abrirán las puertas de la plaza^ evitarán 



Digitized by LjOOQIC 



De la rendición de tropas 

No solamente las plazas fuertes pueden ren- 
dirse por capitulación; lo mismo pueden ha- 
cer las tropas que se encuentran en plazas abiertas 
y en campos, atrincherados ó no; y también los Je- 
fes de ellas pueden estipular con el enemigo las 
condiciones en que la entrega ha de tener lugar, 
pacto que surte desde luego sus efectos sin nece- 
sidad de que sea ratificado. Asi lo consigna nues- 
tro reglamento en su articulo 953, pero con la si- 



las voladuras de municiones y la destrucción de los objetos 

3ue puedan ser útiles, ocupando con preferencia aquellos edi- 
cios principales y que merezcan especial protección como 
templos, hospicios, hospitales, conventos, colaos, archivos, 
la casa ayuntamiento y los almacenes y depósitos. 

660. En toda plaza tomada por asalto, capitulación ó 
sorpresa, se reservará, como propiedad del Estado, todo el 
material y provisiones de guerra que en ella se encuentren: 
á cuyo fin se nombrarán comisiones para inventariar y ha- 
cerse cargo de ellas, eompusstas de oficiales de artillería, in- 
genieros, administración militar y auditoria. 

931. En el sitio formal de una plaza, su gobernador tiene 
derecho á declararla en estado de guerra; publicar bandos 
militares con fuerza de leyes; prescribir á los habitantes 
ciertas reglas de conducta, como proveerse de alimentos, re- 
tirarse á su casa á hora fija, iluminar las ventanas, entregar 
armas y vívereo; tomar posesión de las habitaciones, des- 
truirlas, y hasta obligar á salir de la plaza. 

En la previsión de un sitio, es deber de humanidad ad- 
vertrlo á los habitantes invitándoles á alejarse. 

932. Si la defensa se prolonga y la necesidad aprieta, se 
puede expulsar de una plaza de las que se llaman bocas in- 
útiles; pero volviéndolas á admitir, si el sitiador no consien- 
te que atraviesen sus lineas. 

933. Por su parte el sitiador puede acordonar la plaza, 
impedir la introducción de víveres, aunque estén destinados 
á los habitantes; n^ar el acceso y la salida de gentes y bo- 
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guíente salvedad: <^á menos de exceso manifiesto 
en las atribuciones.» Esto no puede tener eficacia 
mas que en cuanto ¿ exigir la responsabilidad que 
proceda al Jefe que se haya rendido indebida- 
mente^ ó faltado en tal acto á sus atribuciones^ 
lo que no habia necesidad de consignar; porque 
toda entrega de plaza, puesto ó fuerza, por las le- 
yes internas de cada país, lleva aparejado el con- 
siguiente juicio de residencia. Y otro efecto no 
puede producir, porque en cuanto al enemigo, es 
un hecho que causa estado, independientemente 



cas inútiles, si calcula que so (üsminución puede prolongar 
la defensa. 

934. Sitiado y sitiador tienen, en general, derecho de 
destruir todo lo que en el radio de la zona polémica pueda ser 
un obstáculo á sus planes. 

935. La destrucción de una ciudad por el bombardeo es 
un medio extremo que sólo puede admitirse, en la carencia 
absoluta de otros, para reducir una fortaleza importante. 

Según algonos tratadistas, es inmoral y conirario á los 
usos de la civilización moderna bombardear una ciudad con 
el exclusivo objeto de que la población aterrada ejerza pre- 
sión sobre el gobernador y le obligue á rendirse. 

De todos modos, el sitiador debe anunciar previamente á 
la plaza el bombardeo y dar un plazo para la saUda de los ha- 
bitantes pacíficos. 

936. Aun en guerra defensiva y nacional, los Ayunta- 
mientos ó autoridades civiles, nunca deben estatuir sobre 
si la ciudad es abierta ó murada, ó hasta qué punto pueda 
mantenerse ó prolongarse la defensa. 

937. En ningún caso está autorizado el saqueo, ni aun 
después del asalto más sangriento. Al contrario, deben desti- 
narse fuerzas para que protejan á las habitantes y sus pro- 
piedades, impidiendo todo desorden y violencia. 

938. Es medio reprobado en nuestros días amenazar con 
el saqueo después del asalto, estimular á las tropas con pro. 
mesas de botm, ó amenazar á la guarnición con ser pasacla a 
cuchillo si opone una resistencia prolongada. 
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de la ratificación del Soberano y del modo de 
obrar del Jefe, y no habría forma de hacer perder 
á aquél las ventajas adquiridas. 

Lo mismo que en la rendición de plazas el 
vencedor hace suyos, de no pactarse lo contrario, 
el material de guerra y víveres, pero no el de las 
ambulancias sanitarias, y prisioneros ¿ las tropas 
rendidas. 

También puede pactarse entre los Jefes délas 
tropas beligerantes la libre evacuación de plazas 
ó campamentos, que al ser desalojados pueden 
ser ocupados por el enemigo. 

En ninguno de estos pactos puede imponerse 
condición alguna ad referendum al tratado de paz, 
ni, si se impusiera, habría por esto solo de figurar 
en él, á no ser que el convenio se hubiera cele- 
brado entre los Generales en Jefe, con expresa 
autorización para ello de sus respectivos sobe- 
ranos. (1) 

(1) 953. Una capitulación que comprenda solamente 6 
una tropa en campo raso, ó á la guarnición de una plaza ó 
punto fuerte, es obligatoria sin ratificación del soberano^ á 
menos de exceso manifiesto en las atribuciones. 

954. La capitulación á veces se acuerda bajo la condi- 
ción de rendirse si no llega el socorro en un plazo fijo. 

955. Al Jefe que firme una capitulación le está vedado 
abusar de sus peyeres, comprometiéndose, por ejemplo, ¿ 
que se incluya esta ó la otra condición, política ó militar, en 
el futuro tratado de paz. 

956. Los beligerantes pueden también acordar entre si 
la evacuación pura y simple, sin capitulación ni destrucción, 
de una ciudad abierta ó murada, ó de un campo atrincherado. 

957. Las tropas ó plazas pueden rendirse & discreción, 
antes el vencedor podía y solía pasar á cuchillo á todos ó 
muchos de los rendidos. Hoy el derecho internacional no per- 
mite más que hacer prisioneros, 
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Dereobos sobre el pais ocupado 

No puede considerarse ocupado un país, 
mientras el enemigo conserve en él plazas 
de guerra y tenga ejércitos regulares que pue- 
dan oponerse á los actos del invasor; pero éste 
puede, desde luego, lícitamente, talar la parte 
que momentáneamente ocupe, arrasando los 
sembrados y devastando cuanto pudiera utilizar 
el ejército contrario en el caso de una retirada po- 
sible. 

Cuando ya se domina por completo una zona 
determinada, por el hecho de la ocupación, hace 
suyos el ocupante los efectos militares que en 
aquélla se encuentren, y adquiere derechos aná- 
logos á los del legítimo poseedor; pero no el do- 
minio plena, mientras éste no haya sido transmi- 
tido en virtud del tratado de paz que ponga fin á 
la guerra; por eso no puede ceder ni enagenar el 
territorio ocupado, actos que sólo corresponden 
al que posee el pleno dominio, pero sí administrar 
y hacer suyos los frutos, si bien los contratos que 
celebre de arrendamiento de servicios públicos, 
minas, montes ú otros, debe entenderse, según el 
manual francés, que no tienen eficacia más que 
mientras dure la ocupación, con cuya opinión 
coinciden en el fondo la declaración de Bruselas 
y el manual del Instituto. En una palabra, ad- 
quiere la administración y el usufructo, como 
dice el art. 55 del Reglamento de El Haya, ai 
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El ejercicio del poder y de la jurisdicción pasa 
á ser atribución del vencedor, que está capacitado 
para todas las funciones anexas con el rigor con- 
siguiente al estado de guerra, y al justificado te- 
mor de que los habitantes del país ocupado han 
de tratar de favorecer la causa de su nación, por 
lo que generalmente se les somete á un régimen 
puramente militar, mientras por la terminación 
de la guerra se decide de su suerte futura. 

Como soberano de hecho puede el ocupante 
imponer contribuciones, exacciones en especie ó 
dinero, requisas de toda clase de ganados y vehí- 
culos, dando siempre recibos de cuanto extraiga 
si no lo paga en el acto, para que puedan tenerse 
en cuenta al estipularse la paz, y procurando que 
las exacciones no excedan á lo que el país pue* 
de dar. 

También puede exigir prestaciones personales 
para la reparación de los dafios causados por la 
guerra, fomento de las obras públicas, fortifica- 
ciones y demás, imponiendo á ios contraventores 
la sanción severa que lo excepcional del caso re- 
quiera, siempre que no esté reñida con los prin- 
cipios generales del derecho de gentes; también 
puede variar la organización política, administra- 
tiva y desde luego la judicial, dictando las opor- 
tunas disposiciones en orden á estos ramos de la 
vida social. 

No puede disponer de los bienes de los par- 
ticulares, municipios ó provincias, y hasta los 
mismos de la propiedad particular del jefe del 
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Estado, están exentos del dominio del invasor, 
pero no de tributar en la forma que éste disponga. 
Sería contrario á la moral y al derecho obligar 
á los habitantes de un pafs ocupado á hacer la 
guerra contra sus nacionales, y emplearlos como 
espías. Algunos opinan que tampoco pueden em- 
pleárseles por la fuerza como guias, con cuya opi- 
nión no podemos conformarnos, porque siendo los 
guias una necesidad para la guerra, deben tomar- 
se donde y como se encuentran y puede, lícita- 
mente, apelarse á la fuerza, para obligar al que 
sea hábil, no siendo subdito de un Estado neutro, 
á que preste tal servicio. También es ilícito cau- 
sar en las personas ó cosas mayores daños que los 
que puedan justificarse por las necesidades de la 
guerra y la de defender la posesión del territorio 
ocupado; en virtud de este derecho puede consi- 
derarse como rebeldes á los que se alcen en armas 
contra la soberanía accidental del ocupante, y 
juzgarlos con arreglo á las leyes de éste. 

Más dudoso es que este principio pueda aplicar- 
se á los restos de las fuerzas alzadas anteriormente 
contra la invasiónyque se nieguen á reconocer la 
autoridad del actual poseedor, pues á éstos opi- 
namos que, mientras por su parte no cometan 
actos contrarios al derecho de gentes, no debe 
privárseles de la condición de beligerantes. 

Una de las cosas que con más rigor exige el 
derecho moderno es el mayor respeto á las obras 
de arte, ya estén abiertamente en plazas ó paseos, 
ya conservadas en museos, academias ó edificios 
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de cualquiera clase^ y sea quien quiera el due&o 
de ellas^ aunque sea el mismo Estado vencido^ 
pues no siendo objetos que puedan servir para 
hacer la guerra^ ni el apoderamiento de ellos ó 
su destrucción^ medio para obligar al enemigo á 
pedir la paz, no deben ser^ como observa Blunst- 
chli, licitamente captados. Por estas razones se 
obligó á Francia por el tratado de París de 1815 
á devolver á las demás naciones las obras de arte 
ó mérito histórico que Napoleón y sus generales 
habían sacado de los diversos países donde ha- 
bían llevado sus ejércitos. 

Ya hemos dicho que llegado el momento de 
la evacuación del territorio ocupado quedan nulos 
todos los contratos autorizados por el ocupante, 
pero no los efectos que durante la ocupación ha- 
yan producido, y si se tratase de bienes públicos 
enagenados y adquiridos por municipios, corpo- 
raciones ó subditos del mismo Estado, al recobrar 
éste su soberanía, podría castigar á los adquiren- 
tes si el hecho de la adquisición se consideraba 
como medio de aumentar las fuerzas ó recursos 
del enemigo, pues así como el dominio de éste es 
accidental y solamente de hecho, igual debe ser 
el reconocimiento por parte de los habitantes del 
territorio dominado. (1) 

(1) La doetrína del Reglamento de campaña sobre esta 
materia está oonteoída en los siguientes artículos: 

871. Al invadir un territorio enemigo, es necesario dis- 
tinguir entre la ocupación puramente militar ó transitoria y 
la posesión legal ó definitiva. Esta última es de derecho ad- 
quirida y consolidada por un tratado ó oonveaio^ mientras 
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Del botin ó presas en la guerra terrestre 

EN tiempos aun no muy lejanos^ era el botin 
el mayor, si no el único aliciente de los guerre- 
ros; pero en la actualidad impónese gran respe- 
to á la propiedad individual como hemos podido 
ver al tratar de la devastación y saqueo de los he- 
ridos y prisioneros y de la ocupación de plazas si- 



gue aquella no es más que un poder de hecho, conferido tem- 
poralmente por la suerte variable de las armas. ^ 

La soberanía temporal, por la ocupación militar, da al 
invasor, en el territorio que materialmente domina, los mis- 
mos ó más derechos sobre los habitantes enemigos que sobre 
los propios. 

872. ,De hecho todos los poderes políticos y administrati- 
vos de la autoridad civil enemiga pasan á la militar, que 
puede en consecuencia publicar el estado de sitio, suspender 
los derechos constitucionales, como libertad de la prensa, de 
reunión y asociación. 

873. Por su parte los habitantes deben obediencia á la 
autoridad militar; teniendo muy en cuenta que el derecho de 
la guerra permite el empleo de medidas coercitivas de extre- 
mado rigor, que pueden llegar hasta la pena de muerte en 
ciertos casos, singularmente en los de rebeldía. 

874. En cambio, el invasor no puede obligar á los habi- 
tantes á entrar en su servicio, mientras no haya tomado po- 
sesión legal del país. No puede tampoco exigir con violencia 
que le den informes ó noticias, que sirvan de espías, de 
guias, de rehenes; pero puede emplearlos como prestación 
personal en trabajos civiles ó de obras públicas, y en los mi- 
litares de fortificación, acuartelamiento, v transporte. 

875. Aunque el territorio conquistado se gobierne du- 
rante cierto tiempo exclusivamente según las leyes de la gue- 
rra, está en el interés del mismo invasor no suspender ni 
embarazar las íunciones de las autoridades administrativas y 
judiciales, limitándose á regularizar ó modificar su acción 
con las instrucciones que juzgue necesarias. 

876. En la ocupación militar de un territorio, es impor- 
tante distinguir las propiedades del Estado ó públicas y la^ 
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de entregarlo bien en los estados mayores de los 
ejércitos, bien á los Jefes de su propio cuerpo, 
quienes deciden lo que puede pasar á ser de la 
propiedad del captor (1). 

Contrilmciones. — 881. Por el antiguo y constante prin- 
cipio de que la guerra debe alimentar la guerra, por la mo- 
derna movilidad de los ejércitos, que no se puede alcanzar 
sino viviendo en gran parte sobre el pais, el general en jefe, 
puede imponer contribuciones militares en dinero ó en espe- 
cies, no sólo para mantener el ejército, sino como indemniza- 
ción de guerra. 

882. £1 conquistador, por los medios de contribución ó 
requisición, se provee de víveres, caballos, carros, y de cuan- 
to necesite y no traiga consigo, entregando siempre bonos, 
recibos ó documentos que den derecho á los propietarios á re- 
clamar la indemnización legal del gobierno de su pais. 

Los tratados de paz algunas veces estipulan la obligación 
de reembolsar estos gastos. 

883. Este derecho moderno y admitido condena, sin em- 
bargo, toda violencia inútil é injusta; prohibe amenazar á las 
poblaciones indefensas con el bombardeo ó el saqueo, para 
obtener el pago de contribuciones ó requisiciones. 

884. Actualmente se tienen por mas ventajosas las con- 
tribuciones en metálico, por las facilidades de exacción, tan- 
to para el mismo vencedor, como para los habitantes, que 
pueden hacer entre si el reparto con mayor equidad, y si- 
guiendo sus reglas y procedimientos usuales. 

885. Las amenazas, las represalias, la responsabilidad 
exigida á las dependencias oficiales, á los ayuntamientos ó 
corporaciones populares, nunca deben rebasar el limite de la 
conveniencia y de la discreción; de otro modo puede produ- 
cirse la exasperación, violando quizás sin necesidad el princi- 
pio moderno de ejercer la menor violencia posible sobre el 
que no toma parte activa en la guerra. 

(I) 286. Presas. — Los militares aislados no tienen de- 
recho 6 hacer botín, ni apropiarse los despojos del enemigo. 
. Si un pequeño destacamento ó partida suelta hace una 
presa, la presentará al Jefe de Estado Mayor, quien decidirá 
si corresponde al Estado ó á la partida; y en aquel caso, el 
premio pecuniario á que haya lugar; en el segundo, determi- 
nará la forma en que deba distribuirse. 
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De las «cftiMTiafl, pasaportes y salvo- 
oonduotos 

Los Estados, por el solo hecho de encontrarse 
en guerra, no pierden en lo más minimo su 
personalidad y soberanía, lejos de ello, la misma 
guerra es un modo de manifestarla y ejercitarla; 
por eso que pueden otorgar á sus subditos, ó á 
otros, autorizaciones que, si son para el ejer- 
cicio del comercio con el país enemigo durante la 
guerra, se llaman licencias, y si para viajar, atra- 
vesando el campo de la guerra, ó para circular li- 
bremente por él, reciben ios nombres de pasapor- 
tes ó salvo-conductos. 

Las primeras sólo puede otorgarlas el Gobier- 
no; para hacerlo los Generales en Jefe ó Almiran- 
tes de las escuadras necesitan estar especialmen- 
te autorizados. 

8S7. Las cajas públicas, el material de guerra, cañones, 
fusiles, armas, caballos, municioDes, tanderas cogidas al ene- 
migo, se remitirán directamente al general comandante más 
próximo, l>ajo las penas más severas. 

888. Todo el que recoja valores u objetos pertenecientes 
á prisioneros, heridlos, muertos ó ciudadanos inofensivos, 
incarre en delito castigado con pena tan rigorosa que puede 
U^^ á la de muerte. 

Los valores ú objetos preciosos encontrados sobre los 
muertos deben entregarse inmediatamente al jefe del cuerpo, 
quien hará la investigación necesaria para encontrar los ne- 
rederos. No compareciendo éstos, los despojos del)en repar- 
tirse entre los que los han cogido y las cajas de los cuerpos. 

889. Los cadáveres deben ser recogidos y sepultados con 
honores militares, y remitidos ai enemigo los que reclame. 
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Los pasaportes y salvo-conductos, pueden ex- 
pedirlos los gobiernos, los Generales en Jefe y to- 
dos los que tienen mando independiente, con la 
diferencia de que los expedidos por estos últimos 
solamente sirven para el territorio á donde alcan- 
za la zona de acción del jefe que lo concedió. 

Estos documentos no tienen validez mes que 
para la persona ó personas en ellos designadas, y 
su uso debe sujetarse extricta mente á las condi- 
ciones de ruta ó tiempo que en ellos se fije. La 
falta á cualquiera de estos requisitos hace perder 
al portador la inmunidad á que le daban derecho. 

De las salvaguardias 

L LÁMANSE salvaguardias aquellos signos ó perso- 
nas que sirven para indicar la inviolabilidad 
de un lugar ó un objeto. 

Pueden consistir en banderas, anuncios escri- 
tos ó vigilantes, por lo que se dividen en reales y 
personales, y según otros en muertas y vivas; 
llamándose reales ó muertas á las que consisten 
en señales, y personales ó vivas las que en vigi- 
lantes. 

La salvaguardia cualquiera que sea es tan 
respetable, que todo atentado contra ella se cas- 
tiga con extremado rigor que, en nuestro Código 
de justicia militar, art. 293, y en las legislaciones 
americana é inglesa, llega hasta la pena de muer- 
te, respetabilidad que se impone hasta al ejército 
enemigo y seria contrario al derecho de gentes 
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todo atropello contra la salvaguardia ó aquello 
que custodia. 

También por la importancia que el telégrafo 
tiene en los ejércitos modernos se da la conside- 
ración de salvaguardia^ según el art. 257 del ci- 
tado Código, al encargado del servicio telegráfico 
militar; pero esta consideración no creemos que 
deba para el ejército contrario tener el mismo al- 
cance en cuanto al trato personal que las verda- 
deras salvaguardias; pues mientras ¿ aquellas, 
una vez substituidas ó suprimidas, debe autori- 
zárseles á incorporarse á su ejército, no encon- 
traríamos falta en retener como prisionero de 
guerra al telegrafista que custodie un aparato. (1) 

(1) Salvaguardias. — Art. 137. Ordinariamente la guar- 
dia civil estará encargada del servicio de salvaguardias, esto 
es, de la protección ó custodia especial que un ejérciro en 
campaña concede en ciertos casos a las personas ó propieda- 
des, spgún el capitulo XXVII. 

Pueden ser perman^'ntes ó provisionales, y consistir ean 
fuerza armada ó en un resguardo por escrito. 

En este segundo caso, el documento estará formalmente 
autorizado por el general que haya concedido la salvaguar- 
dia, y se extenderá por duplicado para colocar un ejemplar 
en lugar público, y que el otro obre en poder del individuo 
nombrado para representar la autoridad. 

13S. Al General en Jefe compete exclusivamente con- 
ceder salvaguardias permanentes en el teatro entero de ope- 
raciones, y expedir Ihs que sean por escrito; limitándose los 
generales de división á las transitorias ó provisionales que 
juzguen indispensables en la comarca ocupada por las tropas 
de su mando. 

139. Los salvaguardias que al evacuar una localidad 
convenga dejar en custodia hasta la llegada del enemigo, 
quedaran precisamente autorizados con una orden especial 
que les sirva de salvoconducto para volver al ejército cuan- 
do se les mande retirar. 
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De la suspensión de hostilidades^ 
armisticios y treguas 

OTRA consecuencia de la conservación de la 
capacidad jurídica de los beligerantes es 
el derecho á celebrar pactos entre sí duran- 
te la guerra, bien directamente los Jefes de los Es- 
tados ó los Generales, según las necesidades ó 
accidentes de la campaña, pactos que deben estar 
sometidos al estudio del derecho, buscando la 
mayor uniformidad en todos los ejércitos. 

Ya hemos visto cómo anteriormente al conve- 
nio de Ginebra se celebraban contratos sobre la 
asistencia á los heridos que quedaban en poder 
del enemigo. Hoy, reglamentados con carácter de 
generalidad éste y otros puntos, uno de los más 
dignos de estudio es la suspensión de armas li 
hostilidades; pudiendo respecto á cualquiera otro 
que los Generales puedan acordar, decirse, que 
sus condiciones no han de ser opuestas al dere- 
cho internacional, con cuyo requisito deben ser 

140. Todo individuo, militar ó civil, está obligado á 
prestar auxilio á cualquier salvaguardia que lo pidiere para 
hacer respetar su consigua ó su persona. 

El que insultase ó hiciese violencia al salvaguardia per- 
sonal ó no respetase la salvaguardia por escrito, será juzga- 
do y castigado con arreglo al Código penal militar. 

141. Cuando la fuerza de guardia civil no sea suficiente 
para cubrir el servicio de salvaguardias, se elegirán sargen- 
tos ó cabos de las armas generales, y de acreditada conduc- 
ta^ que por achaques ó heridas no puedan desempeñar por 
algún tiempo servicio activo. 
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fielmente observados^ y vigilado su cumplimien- 
to por parte de los subordinados^ considerándose 
altamente deshonroso la falta á lo estipulado^ pues 
como ya decia San Agustín^ «también al enemigo 
debe cumplírsele lo prometido»; debiendo tenerse 
presente que la falta de cumplimiento de una 
promesa^ más que daña al contrario^ deshonra al 
que incurre en ella. 

La suspensión de armas puede ser acordada 
parcialmente y por efecto de necesidades suicidas 
durante un combate^ ó en el asedio de una plaza,y 
entonces pueden acordarlas los Generales ó Jefes 
que manden en aquel momento las fuerzas com- 
batientes^ sin que alcance más que á éstas. 

Las causas que generalmente dan lugar á es- 
tas treguas parciales, son recoger los heridos ó 
muertos cuando son numerosos, extinguir los in- 
cendios producidos por un bombardeo, ó discutir 
las condiciones de una rendición. Lo natural es 
señalar un plazo que se consagra, en todo caso, á 
mutua entrega de heridos, enterramiento de los 
muertos y descanso de las tropas, las que no pue- 
den variar sus posiciones, y transcurrido, cual- 
quiera de los combatientes puede reanudar la pe- 
lea sin previo aviso. Este debe en cambio prece- 
der siempre que no se haya convenido plazo. 

La situación de alguno de los ejércitos puede 
obligarle á suspender el combate, en cuyo caso 
no hay razón para imponer al otro que siga la 
misma conducta, sino que está en su perfecUsimo 
derecho continuando en la pelea. 
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Entiéndese por armisticio una suspensión ge- 
neral de las hostilidades que, si no siempre ü^ae 
en pos de sí la paz^ generalmente es preludio de 
ella. Realmente no existe hoy diferencia entre ar- 
misticio y tregua, sí antiguamente cuando no es- 
taba en uso la celebración de los tratados de paz 
pues era la tregua el modo habitual de poner fin 
temporal á la guerra. 

Las treguas ó armisticios suelen ajustarse 
mientras se acuerdan los preliminares de la paz, 
y es facultad de los gobiernos beligerantes ó de 
los Jefes superiores de sus ejércitos competente- 
mente autorizados; pues de carecer de facultades 
para ello, la eficacia del armisticio estaría some- 
tida á la ratificación del soberano. 

Estos pactos en que se acuerda la suspensión 
general de las hostilidades, tiene para nosotros 
ciertos caracteres de tratado internacional, por lo 
que, creemos, deben siempre estipularse por escri- 
to, puntualizando la situación que deberán con- 
servarlas tropas, y las reglas é que habrán de su- 
jetarse para evitar choques individuales ó parcia- 
les, si la proximidad de los campos aconseja estas 
precauciones. 

Cuando operan diferentes ejércitos en distin- 
tos territorios puede la suspensión referirse á uno 
solo y entonces no es obligatorio para los demás; 
pero cuando se comprende á todos en el pacto les 
obliga desde el momento, no más, en que llegue 
á su noticia y lo mismo para las fuerzas que ope- 
ran aisladamente, debiendo todas quedar en el lu- 
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gar que ocupen; y, para evitar que se susciten 
cuestiones sobre retroacción, ó sea restitución de 
las cosas ó plazas ocupadas después de acordarse 
el armisticio, debe éste por el medio más rápido 
comunicarse á todos aquellos á quienes com- 
prende. 

Tanta diligencia debe ponerse en esto que pro- 
bada una demora injustificada, la considera- 
ríamos hecha de mala fe y bastante á excusar el 
quebrantamiento de la tregua por la otra parte. 

La notificación del armisticio suspende el com- 
bate enmpeñado entre las tropas á quienes com- 
prende, más como no es fácil que los Jefes de los 
dos ejércitos reciban á la par la noticia, aquel que 
primero la tenga deberá comunicarla por medio 
de un parlamentario al Jefe enemigo, sin que éste 
resulte obligado á dar por terminada la batalla, 
mientras no obtenga confirmación por parte de 
sus superiores; pero si incurriría en violación del 
derecho de gentes si prosiguiese la lucha después 
de tener conocimiento indudable de haberse acor- 
dado la suspensión. 

Los efectos de la tregua en cuanto á las pla- 
zas sitiadas son los mismos ya dichos para las 
tropas en campo abierto y en combate; se apagan 
los fuegos y ni por parte de los sitiadores pueden 
avanzarse las líneas, ni continuarse los trabajos 
de caminos, zapas, minas ó construcción de nue- 
vas baterías, ni por la de los sitiados hacer cosa 
alguna que pudiera aumentar sus medios de de- 
fensa si se reanudasen las hostilidades. 
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Llegado este punto se ofrece una gravísima 
cuestión; puede la plaza sitiada carecer de víve- 
res, de agua, de alumbrado artificial, y parece 
injusto dejar perecer de hambre y sed á aquellos 
habitantes, á aquella guarnición, y sin embargo 
no lo es: porque los armisticios no cambian la 
condición de enemigos, ni modifican el derecho 
de la guerra, solamente suspenden la lucha ma- 
terial, es decir el empleo de las armas, sin que 
esté uno de los combatientes obligado á dejar que 
se provea el otro de los medios que, cesado el es- 
tado provisional, pudiera utilizar en su contra, 
viniendo á esterilizar los esfuerzos anteriores. 
Los términos del problema son los siguientes: Si 
la plaza no se aprovisiona durante la tregua pue- 
de perecer sin luchar por falta de víveres, ó con- 
sumir sus medios de defensa durante el armisti- 
cio: si se aprovisiona aumenta los dichos medios 
de defensa para el caso de reanudar la lucha. Es 
inhumano dejar perecer de hambre á quien no 
puede luchar por evitarlo, é injusto que en la tre- 
gua agote los elementos para defenderse y tam- 
bién lo es que los aumente, puesto que todo du- 
rante ella debe permanecer igual. 

Propone el marqués de Olivart, con muy rec- 
to juicio, para obviar estos inconvenientes, que el 
sitiador facilite á la plaza las raciones que diaria- 
mente necesite; pero como esto sólo es factible 
cuando aquél esté sobrado de presente y tenga 
asegurado en el porvenir el aprovisionamiento 
de su ejército, en el caso de no ser así, ó no con- 
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dar recibo de lo que se le facilitase para los efec- 
tos que pudiera surtir al ajustarse la paz. 

Cuando á los armisticios se ha seftalado tiem- 
po fijo, pasado que sea sin haberse prorrogado, 
pueden ambos ejércitos continuar sus operacio- 
nes; y si se han ajustado por tiempo indetermi- 
nado, cualquiera de ellos puede empezar las hos- 
tilidades, previo aviso al contrario con el tiempo 
suficiente para que pueda hacerlo saber á todas 
las tropas. 

En todo caso la violación de la tregua por par- 
te de uno de los combatientes releva al otro de la 
obligación de guardarla. 

Esto, sin embargo, no debe entenderse en ab- 
soluto, porque si la violación procede de indivi- 
duos ó tropas sueltas, ó de alguna unidad, cabe 
pedir su castigo, que todos los códigos impo- 
nen. (1) 



(1) Art. 231 del Código de Justicia militar: 
Incurrirá en la pena de reclusión temporal á muerte: 
2.* El que viole treguas, armisticios, capitulación ú otro 
convenio celebrado con el enemigo, siempre que de sus re- 
sultas viniese una declaración de guerra ó se produjesen vio- 
lencias ó represalias. 

En otro caso, la pena será la de prisión correccional á 
prie^iÓD mayor. 
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dades orgánicas de distinto modo á como lo es- 
taban, porque todo esto, aun cuando fuera facti- 
ble por los dos ejércitos, podría resultar mucho 
más ventajoso para el uno que para el otro y, por 
consiguiente, desiguales los efectos de la suspen- 
sión. Lo mismo decimos del aumento de defensas 
en los campos atrincherados; pero si hallamos 
perfectamente licito la recomposición de arma- 
mentó que pueda hacerse en los parques ó talle- 
res de campaña, y el que las tropas se ejerciten 
y perfeccionen su instrucción. 

En todo tiempo hemos considerado el empleo 
de espías como una necesidad justificada por el 
modo de ser de la guerra; durante ella para ha- 
cerla, y en la paz para si á aquélla se llega ir en 
las mejores condiciones; pero durante la tregua, 
nos parecería un acto indigno aprovecharse de la 
mayor confianza que tal estado puede inspirar al 
enemigo para tratar de sorprender sus secre- 
tos. (1) 



(1) Reglamento de campaña. 

939. Suspensión de hostilidades. — Las hostilidades 
pueden ser interrumpidas: 

Por una tregua, que siempre supone algo más general ó 
menos provisional que el armisticio. 

Por armisticio, que es una suspensión temporal de hosti- 
lidades, sin que por esto concluya la guerra; aunque á veces 
la tregua y el armisticio puedan preludiar la paz. 

La suspensión de armas es de término más breve, gene- 
ralmente por pocos días ó pocas horas, para cumplir ciertos 
deberes indispensables, como recoger heridos y sepultar 
muertos. 

Capitulación es un convenio, por el cual una tropa ó una 
plaza fuerte se obliga á rendirle bajo ciertas condiciones. 
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De los parlamentarios 

PARA la celebración de todos estos pactos de 
que anteriormente hemos hablado, preciso es 
que los Jefes de las fuerzas beligerantes se sirvan 
de emisarios á quienes se dá el nombre de Parla- 
mentarios. 

Su misión no es otra que la de servir de inter- 
mediario entre los dos Jefes presentando á uno 



940. En los tres casos primeros, la suspensión de hosti- 
lidades tiene lugar generalmente por medio de contrato ó 
convenio expreso; pero en algunos casos, por ejemplo des- 
pués de un asalto, para enterrar muertos, ó extinguir incen- 
dios, la suspensión puede ser tácita, sin acuerdo ni negocia- 
ción previa por ambas partes, v entonces vuelven á romperse 
las hostilidades sin aviso anterior. 

941. Las treguas y armisticios por un tiempo determi- 
nado, generalmente sd acuerdan entre enviados especiales de 
las potencias beligerantes, con demarcación precisa de las 
líneas que haya de ocupar cada ejército, .de las zonas neutra- 
les y otras condiciones. 

También pueden estar autorizados para concluir un ar- 
misticio los generales en jefe por medio de sus jefes de estado 
mayor general. 

952. Las suspensiones de armas, como más breves y ac- 
cidentales, pueden pedirlas y acordarlas los gobernadores de 
plazas, los comandantes de ejército sitiador, y en general los 
jefes de cuerpo ó unidad. 

943. Por lo regular, el armisticio ó tregua se estipula 
sobre la base del statu quo. 

944. Si la tregua es por tiempo determinado, no hay 
obligación de notificar anticipadamente la ruptura de las 
hostilidades. 

Si es indeterminada, por lo común se estipula que no po- 
drán aquéllas reanudarse sino avisando ó denunciándola 
terminación cierto tiempo antes de las veinticuatro horas por 
lo regular. 
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las proposiciones del otro y trayendo á éste la con- 
testación del primero, y por lo tanto es al dere- 
cho indiferente que el emisario sea militar ó 
paisano, basta que esté competentemente autori- 
zado, de modo que el que ha de recibirlo no pue- 
da dudar de la autenticidad de la misión. 

Para evitar dudas y principalmente cuando es 
verbal el mensaje, acostumbra á nombrarse á un 
Oficial de E. M. y no habiéndolo á un Ayudante ú 
Oficial con cargo á las inmediatas órdenes del que 
lo envía. 



945. El armisticio no implica suspensión de las leyes de 
la guerra. Se acuerda para dar descanso á los ejércitos ó por 
los rigores de la estación. Puede ser general, si se extiende 
al teatro entero de la guerra, ó parcial, si á una sola comar- 
ca ó localidad determinada. 

946. La conclusión de un armisticio se avisará con la 
debida rapidez á los cuerpos separados ó destacados, sin qae 
la hostilidad de las tropas que todavía lo ignoren dé motivo 
á la rescisión del convenio, sino en todo caso á la renuncia de 
ventajas adquiridas, como devolver prisioneros, plazas ó 
fuertes tomados. 

947. Cuando un cuerpo, ignorando el convenio, sigue su 
marcha al frente, debe fijársele, en el territorio que en el acto 
ocupe, una linea de demarcación. 

948. Publicado el armisticio, toda hostilidad debe cesar 
en el acto, hasta interrumpir un combate empezado. 

Las avanzadas no deben intentar ganar terreno, ni practi- 
car reconocimientos íuera de las líneas que ocupen. 

Todas las tropas conservan en general las posiciones que 
ocupan en el momento de la suspensión, ó las líneas que se 
acuerden en el convenio. 

£n sitios de plaza las baterías callan, los trabajos de trin- 
cheras cesan; y, aunque no sea dable especificar las medidas 
defensivas que el sitiado deba suspender, algunos opinan que 
no se deben reparar las obras que aumenten la resistencia, ni 
mucho menos construirse otras nuevas. 

949. Pueden, si, durante el armisticio, los beligejrantes 
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La persona del parlamentario es inviolable: 
este principio pertenece en el orden histórico á 
los primeros del derecho internacional; hoy no 
solo es universalmente reconocido sino también 
por todos los códigos castigada su infracción (1). 

Para no perder su inmunidad debe proceder 
correctamente y no dar con sus actos lugar ni 
aun á que pueda recelarse de sus intenciones; 
pero si se le viera tomar notas, sacar croquis; tra- 

conünuar concentraciones, recluta, abastecimiento, construc- 
ción de armas y organización en general del ejército detrás 
de sus respectivas lineas. 

Bl comercio á que se dediquen los habitantes durante la 
tregua ó armisticio puede también ser objeto de cláusulas 
especiales. 

950. El honor militar prohibe aprovecharse de las venta- 
jas que se pudieran obtener por la ignorancia del enemigo 
sobre la conclusión del armisticio; pero, al haberse estipulado 
otra cosa, los beligerantes deben quedar en posesión de las 
ventajas adquiridas de buena fe después de Armarse aquél y 
antes de haber sido notificado. 

951. Cuando una tropa falte á los deberes y obligacio- 
nes contraidos, el enemigo puede considerarse libre de su 
compromiso y reclamar que sea destruido lo hecho por aqué- 
lla, con el correspondiente castigo del jefe que ha violado el 
armisticio, ó romper desde luego las hostilidades. 

Los generales y jefes deben velar por el cumplimiento 
extricto y leal de lo pactado, castigando con rigor á los in- 
íractores. 

952. La diplomacia militar abre el paso á la política, ó 
la intervención amistosa de otras potencias, tratando de or- 
dinario los delegados de los beligerantes, no entre si, sino por 
los oficios de la potencia mediadora. La aceptación del punto 
principal puede dar lugar á los preliminares de paz, conclu- 
yendo después por el tratado definitivo. 

(1) El número 4.' del art. 232 del Código de Justicia Mi- 
litar castiga con la pena de prisión correccional á mayor al 
militar que ofenda de palabra ú obra á un parlamentario. 
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344 CONVENIO RELATIVO, ETC- 



Convenio relativo & las leyes y usos 
de la guerra terrestre 

(Acordado en El Haya el 29 de Julio de 1899) 

S. M. el Emperador de Alemania, Rey de 
Prusia, etc.: 

Considerando que, al mismo tiempo que se 
buscan los medios de garantir la paz y prevenir 
los conflictos armados entre las Naciones, impor- 
ta preocuparse asimismo del caso en que la ape- 
lación á las armas fuese traída por acontecimien- 
to que su solicitud no hubiera podido evitar; 

Animados por el deseo de servir, aun en esa 
hipótesis extrema, los intereses de la humanidad 
y las siempre crecientes exigencias de la civi- 
lización; 

Estimando que importa revisar, á dicho fin, 
las leyes y costumbres generales de la guerra, 
bien sea para definirlas con mayor precisión, 



rra, pierde su carácter y pueden aplicársele penas graves, 
incluso la de muerte. 

En ellas incurre también si se permite instigar á los pri- 
sioneros para que se subleven, ó incitar por cualquier medio 
á las poblaciones al levantamiento contra el ejército de ocu- 
pación. 

903. Se puede rehusar la admisión de un parlamenta- 
rio, singularmente en casos de perjuicio inmediato y mani- 
fiesto para las operaciones, y cuando se recele que el enemi- 
go solo se propone ganar tiempo y dar largas para mejorar 
su situación ó esperar refuerzos. 

904. En combate, por la aparición de un parlamenta- 
rio, no debe suspenderse el fuego hasta recibir ordenes su- 
periores. 



Digitized by LjOOQ IC 



Digitized by LjOOQIC 



t?5>iíiuit5uiuus enire i>iaciünes giviiizaaas, ae ios 
leyes de humanidad y de las exigencias de la con- 
ciencia pública. 

Declaran que en ese sentido deben entender- 
se especialmente los artículos 1.° y 2.^ del regla- 
mento adoptado. 

Las Altas Parles contratantes, desean cele- 
brar un Convenio á ese efecto, han nombrado á 
sus Plenipotenciarios, á saber: 

(Siguen los nombres de los Plenipotenciarios). 

Los cuales después de haberse comunicado 
sus plenos poderes, y hallándolos en buena y de- 
bida forma, han convenido lo que sigue: 

Art. 1.® Las Altas Partes contratantes darán 
á sus fuerzas armadas de tierra instrucciones de 
acuerdo con el Reglamento relativo á las leyes 
y costumbres de la guerra terrestre, anejo al pre- 
sente Convenio. 

Art 2.^ Las disposiciones contenidas en el 
Reglamento que se cita en el art. 1.^, sólo serán 
obh'gatorias para las Potencias contratantes en 
caso de guerra entre dos ó más de ellas. 

Estas disposiciones dejarán de ser obligatorias 
desde el momento en que, en una guerra entre 
Potencias contratantes, otra no contratante se 
uniera á uno de los beligerantes. 

Art. 3.° El presente Convenio será ratificado 
en el plazo más breve posible. 
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Las ratificaciones serán depositadas en El 
Haya. 

Del depósito de cada ratificación se levantará 
acta, de la cual se enviará, por la vía diplomáti- 
ca, copia certificada á todas las Potencias contra- 
tantes. 

Art. 4.^ Las Potencias no signatorias podrán 
adherirse al presente Convenio. 

Con este objeto deberá participar su adhesión 
á las Potencias contratantes por medio de una 
notificación escrita, dirigida al Gobierno de los 
Paises Bajos y comunicada por éste á todas las 
demás potencias contratantes. 

Art. 5.^ Si una de las Altas Partes contra- 
, tantes denunciara el Presente Convenio, esta de- 
nuncia no producirá efecto sino un año después 
de la notificación hecha por escrito al Gobierno 
de los Paises Bajos y comunicada inmediatamen- 
le por éste á todas las demás Potencias contra- 
tantes. 

Esta denuncia no producirá efecto sino res- 
pecto de la Potencia que la haya notificado. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han fir- 
mado y sellado, con el de sus armas, el presente 
Convenio. 

Hecho en El Haya el 29.de Julio de 1899, en 
un solo ejemplar, que quedará depositado en los 
archivos del Gobierno de los Paises Bajos, y del 
cual se enviará, por la vía diplomática, copia cer- 
tificada á las Potencias signatarias. 

(Siguen las firmas de los Plenipotenciarios) 
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Art. 2."^ La población de un territorio no ocu- 
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pado que al acercarse el enemigo loma expontá* 
neamente las armas para combatir á las tropas 
invasoras, sin haber tenido tiempo de organizar- 
se, conforme al art. 1.^, será considerada como 
beligerante si respeta las leyes y costumbres de 
la guerra. 

Art. 3.*^ Las fuerzas armadas de las partes 
beligerantes pueden componerse de combatientes 
y de no combatientes. 

En caso de captura por el enemigo, unos y 
otros tienen derecho al trato de los prisioneros de 
guerra. 

CAPITULO II 

DE LOS PRISIONEROS DE GUERRA 

Art 4.° Los prisioneros de guerra están en 
poder del Gobierno enemigo, pero no en el de los 
individuos ó en el de los Cuerpos que los hayan 
capturado. 

Deben ser tratados con humanidad. 

Todo lo que les pertenezca personalmente, ex- 
cepto las armas, los caballos y los papeles mili- 
tares, queda de su propiedad. 

Art. 5.° Los prisioneros de guerra podrán ser 
sometidos á internación en una ciudad, fortaleza, 
campamento ó localidad cualquiera, con obliga- 
ción de no alejarse de ella más allá de ciertos lí- 
mites determinados; pero no podrán ser encerra- 
dos sino como medida de seguridad indispen- 
sable. 

Art, 6."* fll Estado puede emplear, como tr^- 
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autoriza^ respecto á ellos, las medidas de rigor 
necesarias. 

Los prisioneros evadidos que sean cogidos de 
nuevo antes de haberse podido unir á su ejército, 
ó antes de abandonar el territorio ocupado por el 
Ejército que los hubiera capturado, estarán suje- 
tos á las penas disciplinarias. 

Los prisioneros que, después de liaber logrado 
evadirse, sean hechos prisioneros nuevamente, 
no estarán sujetos á ninguna pena por la fuga 
anterior. 

Art. 9.^ Cada prisionero de Guerra está obli- 
gado á declarar, si se le interroga sobre el parti- 
cular, sus verdaderos nombres y grado, y en el 
caso en que infringiera esta regla, se expondría á 
una restricción de las ventajas concedidas á los 
prisioneros de guerra de su categoría. 

Art. 10. Los prisioneros de guerra podrán 
ser puestos en libertad bajo palabra, si las leyes 
de su país les autorizan á ello, y, en este caso, es- 
tarán obligados bajo la garantía de su honor per- 
sonal, á cumplir escrupulosamente los compro- 
misos que hayan contraído, tanto respecto de su 
propio Gobierno como respecto del que los ha 
hecho prisioneros. 

En el mismo caso, su propio Gobierno estará 
obligado á no exigir ni aceptar de ellos ningún 
servicio contrario á la palabra empeñada. 

Art. 11. El prisionero de guerra no puede 
ser obligado á aceptar su libertad bajo palabra; 
de igual modo el Gobierno enemigo no está obli- 
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bajo palabra y capturado de nuevo haciendo ar- 
mas contra el Gobierno con el cual había com- 
prometido su honor, ó contra sus aliados, pierde 
el derecho de ser tratado como los prisioneros de 
guerra, y podrá ser llevado ante los Tribunales. 

Art. 13. Los individuos que siguen á un ejér- 
cito sin formar directamente parte de él, tales 
como los corresponsales de periódicos, los vivan- 
deros, los proveedores, que caigan en poder del 
enemigo, y que éste considere útil detener, ten- 
drán derecho al trato de los prisioneros de guerra, 
á condición de que estén provistos de carta de 
legitimación de la Autoridad militar del Ejército 
á que acompañaban. 

Art. 14. Desde el principio de las hostilida- 
des se establecerá, en cada uno de los Estados 
beligerantes, y si llega el caso en los países neu- 
trales que hayan recogido beligerantes en su terri- 
torio, una oficina de informes sobre los prisione- 
ros de guerra. Esta oficina, encargada de respon- 
der á todas las preguntas que conciernan á éstos, 
recibirá de los diversos servicios competentes to- 
das las indicaciones necesarias para que pueda 
formar una papeleta individual de cada prisione- 
ro de guerra. Se la tendrá al corriente délas inter- 
naciones y de los traslados, así como de las entra- 
das en los hospitales y de los fallecimientos. 

La oficina de informes estará igualmente eh- 
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cargada de recoger y centralizar todos los objetos 
de uso personal, valores, cartas, etc., que sean 
encontrados en los campos de batalla ó dejados 
por los prisioneros muertos en los hospitales y 
ambulancias, y de transmitirlos á los interesados. 

Art. 15. Las Sociedades de socorro para los 
prisioneros de guerra, regularmente constituidas 
según la ley de su país, y que tengan por objeto 
ser las intermediarias de la acción caritativa, re- 
cibirán por parte de los beligerantes para ellas y 
para sus Agentes debidamente acreditados, toda 
clase de facilidades dentro de los limites señala- 
dos por las necesidades militares y las reglas 
administrativas para cumplir eficazmente su hu- 
manitaria misión. Los Delegados de estas Socie- 
dades podren ser admitidos para distribuir soco- 
rros en los depósitos de internación, asi como en 
los lugares de etapa de los prisioneros repatria- 
dos, mediante} un permiso personal dado por la 
Autoridad militar, y comprometiéndose por escrito 
á someterse á todas las medidas de orden v de 
policía que aquélla prescribiese. 

Art. 16. Las oficinas de información goza- 
rán de la franquicia de puerto. Las cartas, man- 
datos y envios en metálico, asi como los paquetes 
postales destinados á los prisioneros de guerra ó 
expedidos por ellos, estarán libres de toda tasa 
postal, tanto en los países de origen y de destino 
como en los países intermediarios. 

Los donativos y socorros en especie destina- 
dos á los prisioneros de guerra se admitirán li- 

«3 
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bres de todo derecho de entrada y de cualesquie- 
ra otros, así como de los impuestos de transporte 
sobre los ferrocarriles explotados por el Estado. 

Art. 17. Los Oficiales prisioneros podrán re- 
cibir el complemento, si há lugar, del sueldo que 
tienen en esa situación por los reglamentos de su 
país, á cargo de reembolso por sus Gobiernos. 

Art. 18. Se deja una completa libertad á los 
prisioneros de guerra para la práctica de su reli- 
gión, comprendiendo en ello la asistencia á los 
oficios de su culto respectivo, con la sola condi- 
ción de sujetarse á las medidas de orden y de po- 
licía prescritas por la autoridad militar. 

Art. 19. Los testamentos de los prisioneros 
de guerra serán recibidos ó extendidos en las 
mismas condiciones que los de los militares del 
Ejército nacional. 

Se seguirán las mismas reglas en todo lo con- 
cerniente á los documentos relativos á la compro- 
bación de los fallecimientos, así como al entierro 
de los prisioneros de guerra, teniendo en cuenta 
su grado y su jerarquía. 

Art. 20. Después de concluida la paz, la re- 
patriación de los prisioneros de guerra se efectua- 
rá en el plazo más breve posible. 

CAPÍTULO III 

DE LOS ENFERMOS Y HERIDOS 

Art. 21. Las obligaciones de los beligerantes 
referentes al servicio de los enfermos y heridoS; se 
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CAPITULO III 

DE LOS PARLAMENTARIOS 

Art. 32. Será considerado como parlamen- 
tario el individuo autorizado por uno de los beli- 
gerantes para entrar en tratos con el otro, pre- 
sentándose con bandera blanca. Tiene derecho á 
la inviolabilidad, del mismo modo que el trom- 
peta, clarín ó tambor, el porta banderín y el in- 
térprete que lo acompafíen. 

Art. 33. El Jefe al cual se envíe un parla- 
mentario no está siempre obligado á recibirlo. 
Puede tomar todas las medidas necesarias á fin 
de impedir al parlamentario aprovechar su mi- 
sión para informarse. 

. Tiene derecho, en caso de abuso, á retener 
temporalmente al parlamentario. 

Art. 34. El parlamentario pierde sus dere- 
chos de inviolabilidad si se prueba de una mane- 
ra positiva é irrecusable que ha aprovechado su 
posición privilegiada para provocar ó cometer un 
acto de traición. 

CAPITULO IV 

DE LAS CAPITULACIONES 

Art. 35. Las capitulaciones convenidas entre 
las partes contratantes deberán sujetarse á las 
reglas del honor militar. 

Una vez acordadas, deberán ser escrupulosa- 
mente observadas por ambas partes. 
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CAPITULO V 






DEL ARMISTICIO 

Art. 36. El armisticio suspende las operacio- 
nes de guerra por un mutuo acuerdo de las Par- 
tes beligerantes. 

Si su duración no está determinada, las Par- 
tes beligerantes pueden reanudar en cualquier 
tiempo las operaciones, siempre, sin embargo, 
que el enemigo sea advertido de ello en tiempo 
convenido, conforme á las condiciones del armis- 
ticio. 

Art. 37, El armisticio puede ser general ó 
local. El primero, suspende en todas partes las 
operaciones de guerra de los estados beligerantes; 
el segundo, solamente entre ciertas fracciones de 
los Ejércitos beligerantes y en radio determinado. 

Art. 38. El armisticio deberá ser notificado 
oficialmente, y en tiempo útil, á las Autoridades 
competentes y á las tropas. Las hostilidades se 
suspenderán inmediatamente después de la noti- 
ficación ó en el término fijado. 

Art. 39. Depende de las partes contratantes 
fijar, en las cláusulas del armisticio, las relacio- 
nes que podrán tener lugar en el teatro de la 
guerra con los pueblos y entre si. 

Art. 40. 

cío cometida por una de las partes, da á la otra 
el derecho de denunciarlo, y hasta en caso de ur- 
gencia el de romper de nuevo las hostilidades 
inmediatamente. 



Toda violación grave en el armisti- 
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Art. 41. La violación de las cláusulas del ar- 
W misticio hecha por particulares obrando por pro- 

^' pia iniciativa^ da derecho solamente á reclamar 

^"' el castigo de los culpables^ y si há lugar á ello, 

'.y á una indemnización por las pérdidas sufridas. 

SECCIÓN TERCERA 

De la MfortdMi ailitir Mbre el lerrltorle M Eelaiie eMai^e 

Art. 42. Se considera un territorio como ocu- 
pado cuando se encuentra de hecho colocado bajo 
la autoridad del Ejército enemigo. 

La ocupación no se extiende más que á los 
territorios en que dicha autoridad se halla esta- 
blecida, y con medios de ser ejercitada. 

Art. 43. Habiendo pasado de hecho la auto- 
ridad del poder legal á manos del ocupante, éste 
tomará todas las medidas que de él dependan 
para restablecer y asegurar en cuanto sea posible 
el orden y la vida públicos, respetando, salvo im- 
posibilidad absoluta, las leyes vigentes en el pais. 

Art, 44. Queda prohibido obligar á los habi- 
tantes de un territorio ocupado á tomar parte en 
las operaciones militares contra su propio pafs. 
I? Art. 45. Queda prohibido obligar á los habi- 

tantes de un territorio ocupado á prestar jura- 
mento á la potencia enemiga. 

Art. 46. El honor y los derechos de la fami- 
lia, la vida de los individuos y la propiedad pri- 
vada, asi como las creencias religiosas y el ejer- 
cicio de los cultos, deberán ser respetados. 
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plotaciones agrícolas pertenecientes al Estado 
enemigo y que se encuentran en el país ocupado; 
deberá ser salvaguardia del fondo de estas propie- 
dades y administrarlas según las reglas del usu- 
fructo. 

Art. 56. Los bienes comunales, los de los 
establecimientos consagrados* al cuito, á la cari- 
dad y á la instrucción, á las artes y á las ciencias 
aun perteneciendo al Estado, serán tratados como 
la propiedad privada. 

Toda apropiación, destrucción ó daño inten- 
cional de dichos establecimientos, de monumen^ 
tos históricos, obras de arte y de ciencia están 
prohibidas y deben ser perseguidas- 

SECCIÓN CUARTA 
De los beligerantes internados y de los heridos cuidados en país nentraj 

Art. 57. El Estado neutral que reciba en su 
territorio tropas pertenecientes á los Ejércitos be- 
ligerantes las internará, en cuanto sea posible, 
lejos del teatro de la guerra. 

Podrá guardarlas en campamentos, y aun en- 
cerrarlas en fortalezas ó en lugares propios para 
este fin. 

Decidirá si los oficiales pueden ser libertados 
comprometiéndose bajo palabra á no abandonar 
sin autorización el territorio neutral. 

Art. 58. A falta de Convenio, especial el Esta- 
do neutral suministrará á los interesados los vive- 
res, vestidos y socorros exigidos por la humanidad. 
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rándose en los sentimientos expresados en la De- 
claración de San Petersburgo de ^. , ^, . — r — 

^ 11 de Diciembre 

de 1868, declaran: 

Las potencias contratantes se prohit ^ — 

pleo de balas que se ensanchan ó se aj 
Gilmente en el cuerpo humano, tales 
balas de envoltura dura, la cual no cu 
teramenle el núcleo ó estuviera provist 
sienes. 

La presente declaración sólo es c 
para las Potencias contratantes, en cas( 
rra entre dos ó más de ellas. 

Cesará de ser obligatoria desde el ir 
que una guerra entre dos Potencias cor 
otra no constante se uniese á uno de h 
rantes. 

La presente ratificación será ratific 
plazo más breve posible. 

Las ratificaciones serán depositadase 

Del depósito de cada ratificación se 
acta, una copia certificada de la cual s( 
por la vía diplomática á todas las Poten 
tratantes. 

Las Potencias no signatarias podrár 
se á la presente declaración. 

Tendrán á este efecto que dar á ci 
adhesión á las Potencias contratantes [ 
de una notificación escrita, dirigida al 
de los Países Bajos y comunicada por < 
demás Potencias contratantes. 
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Si una de las Altas Partes contratantes de- 
nunciase la presente declaración, esta denuncia 
no produciría sus efectos hasta transcurrido un 
año de la notificación hecha por escrito al Gro- 
bierno de los.Países Bajos y comunicada inme- 
diatamente por éste á las demás Potencias con- 
tratantes. 

Esta denuncia no producirá sus efectos más 
que con respecto á la Potencia que la haya noti- 
ficado. 

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han 
firmado y sellado la presente declaración." 

Hecho en El Haya á 29 de Julio de 1899, en 
un solo ejemplar, que quedará depositado en los 
Archivos del Gobierno de los Países Bajos, y del 
cual se remitirán por la vía diplomática copias 
certificadas á las Potencias contratantes. 

(Siguen las firmas de los Plenipotenciarios). 

Deolaraolón relativa al lanzamianto de ppoyeotilas 
y explosivos desde lo alto de o'^bos 6 por me« 
dios análogos nuevos. 

Los abajos firmados, Plenipotenciarios de las 
Potencias representadas en la Conferencia inter- 
nacional de la Paz en El Haya, debidamente auto- 
rizados á este efecto por sus Gobiernos, inspirán- 
dose en los sentimientos expresados en la Decla- 

. ^ , ^ f^ X L j 29 de Noviembre 

ración de San Petersburgo de - ^ , — =:r--: ; 

11 de Diciembre 

de 1868, declaran: 
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Las Potencias constantes consienten durante 
cinco años en la prohibición de lanzar proyectiles 
y explosivos desde lo alto de globos ó por otros me- 
dios análogos nuevos. 

La presente declaración no es obligatoria más 
que para las Potencias constantes en caso de 
guerra entre dos ó más de ellas. 

Dejará de ser obligatoria desde el instante en 
que en una guerra entre Potencias contratantes, 
una Potencia no contratante se uniese á uno de 
los beligerantes. 

La presente declaración será ratificada en el 
plazo más breve posible. 

Las ratificaciones serán depositadas en El 
Haya. 

Del depósito de ratificación se levantará acta, 
una copia certificada de la cual será remitida por 
la vía diplomática á todas las Potencias contra- 
tantes. 

Las Potencias no signatarias podrán adherirse 
á la presente declaración. 

Para ello tendrán que hacer conocer á las Po- 
tencias contratantes su adhesión por medio de 
una notificación escrita, dirigida al Gobierno de 
los Países Bajos y comunicada por éste á las de- 
más Potencias contratantes. 

Si ocurriese que alguna de las Altas Partes 
contratantes denunciase la presente declaración, 
esta denuncia no produciría sus efectos hasta un 
afio después de hecha la notificación por escri- 
to al Gobierno de los Países Bajos y comunicada 
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Hecho en El Haya el 29 de Julio de 1899 en 
un solo ejemplar, que quedará depositado en los 
Archivos del Gobierno de los Países Bajos, y del 
cual se remitirán por la via diplomática copias 
certificadas á las Potencias contratantes. 

{Siguen las Jimias de los Plenipotenciarios). 



Según una nota dirigida con fecha 13 de Sep- 
tiembre de 1900 por el Excmo. Sr. Ministro Ple- 
nipotenciario de los Países Bajos en Madrid al 
Excmo. Sr. Ministro de Estado, las ratificaciones 
de los anteriores pactos, depositadas el 4 del mis- 
mo mes en El Haya, fueron las siguientes: 

II. Convenio concerniente á las leyes y usos 
de la guerra terrestre: las de Alemania, Austria 
Hungría, Bélgica, Dinamarca, España, Francia, 
Gran Bretaña, Italia, Países Bajos, Persia, Por- 
tugal, Rumania, Rusia, Siam y Bulgaria. 

IV. 1.° Declaración relativa al lanzamiento 
de proyectiles y explosivos desde lo alto de globos 
y por otros medios análogos nuevos: las de Ale- 
mania, Austria-Hungria, Bélgica, Dinamarca, Es- 
paña, Estados Unidos de América, Francia, Ita- 
lia, Países Bajos, Persia, Portugal, Rumania, 
Rusia, Siam, Suecia y Noruega y Bulgaria. 

2.* Declaración relativa al empleo de pro- 
yectiles que tienen por único fin desarrollar ga- 
ses asfixiantes ó deletéreos: las de Alemania, 
Austria Hungría, Bélgica, Dinamarca, Espafia, 
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citar los Estados, y lleva consigo no sólo la repul- 
sión de la fuerza con la fuerza, sino también la 
de cualquiera otro acto que, sin ser manifiesta- 
mente hostil, pueda contribuir á facilitar la agre- 
sión, ó á conservar ó aumentar la fuerza del ene- 
migo. 

Precisamente porque el mar por ser de todos 
á nadie en particular pertenece, nadie en tiempos 
normales puede ejercer en él otros actos de juris- 
dicción que los originados por la piratería, trata 
de negros ó convenciones que entre sí celebren 
los pueblos navegantes; pero en caso de guerra es 
natural conceder á los beligerantes el ejercicio 
del derecho de inspección sobre las naves, nece- 
sario para garantizarse de que á la sombra del 
comercio no se favorece al enemigo y, caso de 
suceder asi, y como consecuencia lógica de aquél, 
el de apresamiento del barco para someter sus 
actos al fallo del tribunal competente. 

Varios son los orígenes que los tratadistas se- 
ñalan á este derecho de los beligerantes; unos 
opinan que en la lucha entre la libertad de co- 
mercio, privativa de los países neutros, y el dere- 
cho de defensa de los combatientes, los neutrales 
han renunciado al derecho de castigar al subdito 
suyo que falta á los deberes de la neutralidad, 
trasmitiéndoselo al beligerante. Hall supone, y 
viene á ser lo mismo, que el Estado cuya es la 
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nave, le retira su protección; y, finalmente, Tra- 
ver Twin funda el derecho que analizamos en la 
desnacionalización de la nave, ó lo que es lo mis- 
mo, en que ésta forma una sociedad indepen- 
diente, abandonada á su propia suerte- 
Luchan aquí, efectivamente, dos principios: 
el de inviolabilidad de la nave en alta mar y el de 
propia defensa de los Estados en guerra; en cuya 
lucha es justo que el derecho internacional haya 
dado la preferencia á éste, tanto por utilidad co- 
mún de todos los Estados, como porque en la rea- 
lidad, el pequeño perjuicio, mejor molestia, que 
puede sufrir el comercio de buena fe, está sobra- 
damente compensado con la satisfacción del inte- 
rés general en el castigo de el de mala fe, ya que 
en la comunidad de vida hoy existente entre todos 
los pueblos civilizados, no es posible que dejen 
de sentir los efectos del estado anormal entre dos 
de ellos- (1) 

A pesar de estas razones, los Norteamerica- 
nos, pueblo eminentemente comercial, y de cuya 
buena fe en sus relaciones internacionales nadie 
como nosotros puede juzgar, ha defendido siem- 
pre la libertad de la navegación, y nunca ha 
aceptado la menor limitación en contrario, en 
frente de la opinión de casi toda la Europa, inclu- 
so la misma Francia que en todos tiempos se ha 
distinguido por sus enérgicas defensas de la liber- 



(1) Este mismo fundamento del derecho de defensa ve- 
mos que sustentan Wolssey y Curti. 
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ques enemigos y neutrales pueaen encontrarse ai 
hacerse la declaración de guerra y durante ella^ 
como iremos viendo sucesivamente. 

Con motivo de represalias, puede haber naves 
enemigas embargadas ó secuestradas, en cuyo 
estado provisional no ha adquirido el secuestra- 
dor derecho real alguno sobre ellas, pero, sobre- 
venida la guerra, pierde la presa su carácter de 
provisional para convertirse en efectiva. Este 
principio fué primeramente sostenido por el Juez 
de presas inglés Lord Stow^e 11, fundándose en la 
retracción del ánimo hostil, opinión combatida 
por bastantes jurisconsultos, pero que á nosotros 
nos parece muy acertada no por la ficción jurídi- 
ca de la retracción del ánimo hostil, que como 
ninguna ficción no nos satisface, sino porque la 
libertad de la nave confiscada en virtud de repre- 
salía, depende de que el Estado á quien pertene- 
ce dé la satisfacción exigida; si la guerra sobre- 
viene es porque no ha habido satisfacción, y por 
lo tanto falta la condición necesaria para que 
aquélla sea puesta en libertad, y el apresamiento 
condicional se convierte en puro y definitivo. 

Frecuente es que al declararse la guerra se 
encuentren en los puertos beligerantes barcos 
enemigos, por cuya condición pueden ser apresa- 
dos ó retenidos, siquiera no sea más que hasta 
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ver la conducta que el enemigo observa con los 
propios, ó los pactos que respecto al comercio se 
establezcan para el tiempo de guerra. 

De no establecerse ninguno, ni querer apresar- 
los, puede despedírseles bien en el estado de car- 
ga en que se encuentren, ó sin ninguna, ó permi- 
tiéndoles completarla en un plazo determinado. 
Asi se hizo en las guerras Franco-Alemana y 
T'irco-Rusa, quedando las naves en ese viaje 
exentas de captura. 

Si las relaciones comerciales no se suspenden 
en absoluto, como es la tendencia actual, puede 
concederse libertad absoluta, ó limitarse á ciertos 
artículos: en estos casos cada Gobierno provee á 
sus barcos de las oportunas licencias en las que 
se expresan las mercancías licitas, si el tráfico es 
limitado, y dichas licencias inmunizan á la nave 
y á la carga licita; la ilícita es secuestrable siem- 
pre que no pertenezca á un tercero neutral. El 
contrabando de guerra nunca es lícito aunque no 
se haya impuesto limitación alguna á las relacio- 
nes comerciales. 



De la visita 

ESTABLECIDO cl derccho de los beligerantes al 
apresamiento de las naves y sus mercancías 
deben regularse los medios de hacerlo efectivo; 
y éstos son la visita é inspección ejercida por los 
cruceros de guerra, por los de la marina auxiliar 
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alcance de las armas y la rápida marcha de los 
vapores no permiten fijar otra regla sino que la 
distancia sea la prudencialmente necesaria para 
poder maniobrar sin abordarse 

Puede ocurrir que la nave, en vez de detener- 
se huya, y en este caso puede perseguírsela mien- 
tras no se refugie en aguas de un pais neutral: 
apresarla en ellas constituiría una violación del 
territorio de aquel Estado, que, sobre anular la 
presa, daría lugar á reclamaciones. 

Finalmente: puede el barco que se intenta 
visitar resistirse por la fuerza, y entonces comete 
un acto de hostilidad que debe ser repelido por la 
fuerza y tratado aquél como enemigo, cualquiera 
que sea el pabellón que arbole. 

Las naves de guerra no son susceptibles de 
visita, porque su carácter es garantía bastante de 
su neutralidad, ni tampoco los convoyes. Así se 
llama á un número de embarcaciones que viajan 
al amparo y bajo la responsabilidad de un barco 
de guerra que les comunica su inmunidad, y en 
caso de duda basta la declaración del jeíe del 
convoy. • 

Todos los barcos que forman éste deben per- 
tenecer á la misma nación que el de guerra que 
los proteje y puede ocurrir que á su sombra se 
introduzca un barco enemigo, ó de otra potencia, 
ó fraudulentamente carga enemiga ó contrabando 
de guerra. 

Al barco enemigo nunca pueden alcanzar los 
beneficios del convoy, y es susceptible de captu- 
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ra: tampoco alcanzan, aunque muchos autores lo 
dudan, al neutral que no pertenece á la Nación 
que el de guerra: más aún, creemos que el Co- 
mandante de éste no se atrevería á defenderlo de 
la visita, porque el solo hecho de introducirse sin 
derecho en un convoy es bastante para infundir 
sospechas. 

Resta por examinar el caso en que éstas re- 
caigan sobre la carga de alguno de los barcos 
legítimamente convoyados, procediendo que por 
el Comandante del beligerante se comunique 
al de guerra neutral, y si éste autoriza la visita 
debe por sí ó por delegación acompañar á aquél 
á practicarla; si la niega, no puede proceder- 
se á hacerla á viva fuerza, porque equivaldría 
á un acto de hostilidad é igual carácter tendría la 
defensa del barco enemigo guarecido en el convoy. 

Dereolio de angaria 

OTRO de los derechos de los beligerantes q\i^ 
puede considerarse en desuso, aunque cree- 
mos que podría utilizarse sin protesta si hubiere 
necesidad, es el llamado de angaria y consiste eo 
poder embargar para el trasporte á los barcos 
mercantes neutrales anclados en un puerto, me- 
diante el pago de la oportuna indemnización. Es- 
tos barcos, mientras prestan su obligado serviciO; 
tienen para el enemigo el mismo carácter que los 
de la marina de quien los emplea, quien deberá 
responder de todos los riesgos. 
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Dereolio de preexnpción 

FINALMENTE, y aunque no muy generalizado, es 
digno de estudio el derecho instituido por la 
escuela inglesa, que se conoce con el nombre que 
encabeza este capítulo, y consiste en la facultad 
que se atribuye ó un buque de guerra beligerante 
para tomar de un mercante neutral lo que le haga 
falta, abonando su precio, el flete, y un tanto por 
ciento prudencial por indemnización al destina- 
tario. Es una especie de expropiación forzosa que 
justifícala suprema ley de la necesidad, y á la 
que, en realidad, no pueden oponerse los Estados 
neutros; porque si, atentos á esa ley, prestan en 
sus puertos determinados auxilios á las naves de 
guerra, no pueden alegar fundamento sólido para 
negarse á que en alta mar, donde aún puede ser- 
les más preciso, lo tomen en las condiciones que 
se ha dicho. 

El uso de este derecho es por igual beneficio- 
so á todos los beligerantes, y por tanto equitativo. 

Lo que nunca podría sancionarse es que se 
privase á la nave mercante del carbón, víveres ó 
agua potable necesarios para llegar á su destino, 
ni del armamento y municiones que para el uso 
de la tripulación tenga á bordo. 
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lenido por éste merced á los descubrimientos de 
los navegantes. 

Asi vemos que durante muchos siglos se 
observan sin contradicción las sabias leyes del 
Consulado de mar que establecía que la mercan- 
cía neutra era siempre libre, aun ¿ bordo de bu- 
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que enemigo, y la mercancía enemiga confisca- 
ble, aun á bordo de buque neutral, pero que al 
secuestrarla debía pagarse al patrón de la nave 
el importe del flete. 

España é Inglaterra siempre sustentaron estas 
máximas, aun cuando Holanda tenía la preten- 
sión de que el pabellón neutro cubre y neutraliza 
á toda la mercancía y conserva ésta su carácter 
neutro á bordode buque enemigo, lo que dio lugar 
á que Francia sostuviese la teoría de la infección 
comunicada por el buque á la carga y viceversa: 
esto es, que si un buque neutral lleva carga ene- 
miga pierde su inmunidad, porque se infecciona 
del carácter de la carga, y lo mismo la neutral á 
bordo de buque enemigo porque sufría la infec- 
ción que éste le comunicaba. 

Unido esto á la lucha que sostenían Inglaterra 
y Holanda por el dominio del mar, y á los abusos 
cometidos por aquélla en la guerra de la inde- 
pendencia americana, sobrevino tal estado de 
anarquía que motivó la primera neutralidad ar- 
mada en 1780 en la que para defender los dere- 
chos de los neutros propuso Rusia las siguientes 
bases: 

1/ Libertad de l-o navegación de cabotaje 
por parte de los neutros en los países enemigos. 

2.® Que la bandera neutral cubra la mercan- 
cía que no consiste en contrabando de guerra se- 
gún se clasifica en los arts. 10 y 11 de su tratado 
con Inglaterra. 

3.* Que para considerar efectivamente blo- 
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queado un puerto es preciso que los cruceros que 
lo cercan estén realmente detenidos, y tan cerca 
de él que haya un peligro real en entrar en 
la rada. 

Inglaterra se negó á aceptar estas bases, prin- 
cipalmente en lo relativo á la efectividad de los 
bloqueos, y continuó ejerciendo sus acostumbra- 
das vejaciones, que llegaron al colmo en las gue- 
rras con la República y el Imperio Francés, en 
las que ambos contendientes pretendieron que se 
considerasen bloqueados todos los puertos de 
ambas naciones. 

Esto dio lugar á la segunda neutralidad arma- 
da propuesta por Pedro I de Rusia, en lílOO so- 
bre las mismas bases que la de 20 años antes, 
adicionadas con la necesidad de avisar particu- 
larmente al buque neutral la existencia del blo- 
queo, y sólo si después de notificado insistía en 
forzarlo, podría tratársele como infractor; y con 
que la declaración del Jefe que conduce un con- 
voy es bastante para librar de detención y captu- 
ra á las naves que marchan bajo su salvaguardia. 

Desde estos momentos ya no se observan re- 
glas fijas, y el derecho convencional establecido 
en diferentes tratados es la norma de conducta, 
siendo el principio á que generalmente se ajus- 
tan el de que el pabellón cubre la mercancía li- 
cita, pero no la infecciona, es decir que la mer- 
cancía neutral no es secuestrable ni en buque 
enemigo. 

Tal es á grandes rasgos, y como el carácter 
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de este trabajo consiente, el proceso histórico del 
derecho de comercio de los neutros, hasta que el 
conflicto de China puso á Francia é Inglaterra en 
la necesidad de buscar una transacción y este fué 
el origen del Congreso de París de 1856, al que 
han accedido casi todas las Naciones. No lo han 
hecho España, Méjico ni los Estados Unidos, 
por más que éstos intentaron adherirse durante 
la guerra de secesión, para evitar el daflo que á 
su marina mercante causaban los corsarios de 
los Sudistas, pero las potencias de Europa se opu- 
sieron en aquella ocasión. 

Siendo la declaración del citado congreso de 
París el derecho generalmente vigente la tra- 
ducimos á continuación. 

Los plenipotenciarios que han firmado el tra- 
tado de París, en 30 de Marzo de 1856, reunidos 
en conferencia; 

Consideran: 

Que el derecho marítimo en tiempo de gue- 
rra ha sido durante largo tiempo objeto de con- 
testaciones desagradables, y que la incertidum- 
bre de los derechos y deberes en tal materia dan 
lugar entre los neutros y beligerantes á diversi- 
dad de opiniones que pueden hacer nacer dificul- 
tades serias y conflictos: 

Que hay necesidad, por consecuencia, de es- 
tablecer una doctrina uniforme, sobre punto tan 
importante. 

Los plenipotenciarios reunidos en el Congreso 
de París no saben responder mejor á las intencio- 
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Debidamente autorizados los susodichos ple- 
nipotenciarios, convienen en concertar sobre los 
medios de atender á esta necesidad y estando de 
completo acuerdo han ajustado la declaración si- 
guiente: 

1.® El coloso queda definitivamente abolido. 

2." El pabellón neutral cubre la mercancía 
enemiga, á excepción del contrabando de guerra. 

3.^ La mei'concia neutral, á excepción del 
contrabando de guerra, no es secuestrable bajo 
pabellón enemigo. 

4.^ Los bloqueos para ser obligatorios deben 
ser efectivos, es decir, mantenidos por una fuerza 
suficiente para prohibir realmente el acceso al 
litoral enemigo. 

Los gobiernos de los plenipotenciaros firman- 
tes se comprometen i\ poner esta declaración en 
conocimiento de los Estados que no han podido 
tener participación en el Congreso de París, invi- 
tándoles á acceder. 

Convencidos de que las máximas que acaban 
de proclamar han de merecer la gratitud del mun- 
do entero, los plenipotenciarios que firman no 
dudan de que los esfuerzos que sus gobiernos 
hagan para generalizar su adopción, se verán 
coronados por un éxito completo. 

La presente declaración sólo será obligato- 
ria para los países adheridos y los que en ade- 
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lante lo hicieren. Hecho en París á 25 de Abril 
de 1856. 

Lo firmaron Inglaterra, Austria, Francia, Pru- 
sia, Rusia, Cerdeña y Turquía y en efecto, más 
que por la bondad de los preceptos, por el deseo 
común de una regla de observancia general con 
cuya aplicación se pudieran resolver de un modo 
uniforme todos los conflictos, no puede negarse 
que las esperanzas de aceptación abrigadas por 
los signatarios no se han visto defraudadas. 

Es indudablemente más sana, más en armo- 
nía con la justicia extricta la doctrina del Consu- 
lado de mar, pues al establecer que el pabellón 
neutral cubre la mercancía enemiga se protege al 
comercio de mala fe, restándose al otro belige" 
rante medios de combate, porque no cabe dudar 
de que entre ellos ocupa un lugar muy importan- 
te el privar al enemigo de lo que puede serle ne- 
cesario ó útil para su subsistencia; por eso es mu- 
cho más justo que la mercancía enemiga sea sus- 
ceptible de secuestro cualquiera que sea el buque 
que la conduzca, y también es de justicia que se 
abone el flete al naviero, de no probarse que pro- 
cedió de mala fe, porque en este caso lo menos 
que puede hacerse es castigarle en su avaricia, 
privándole del lucro que se proponía obtener. 

Las sabias máximas del Consulado no han 
envejecido corno soberana expresión que son de 
lo justo: ellas constituyen un timbre de gloria 
legítima para España, que se adelantó en si- 
glos á consignar en preceptos lo que aun no 

«5 
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hab 
sabios. 

No hay necesidad de explicarlo que se entiende 
por buque amigo, enemigo y neutral porque esto 
lo determina la bandera legítimamente arbolada. 

El buque de una Nación aliada corre igual 
suerte que los del beligerante á quien se alió, 
siempre que aquélla tome parte en la guerra. 

La nave propia que conduce mercancía ene- 
miga ó contrabando de guerra para el enemigo, 
no sólo es secuestrable, sino que incurre en de- 
lito de traición; y asi debe ser juzgada conforme 
á las leyes del país á que pertenece. 

Lo verdaderamente difícil es precisar lo que 
se entiende por mercancía neutral, pues ni la 
procedencia de la carga, ni el origen y residen- 
cia del cargador bastan, por sí solos, á neutrali- 
zar la mercancía. 

La carga que procede de país ó colonia de uno 
de los beligerantes con destino á otro puerto de 
su territorio es enemiga, aunque cargador y des- 
tinatario sean neutrales por su nacionalidad: la 
misma regla puede aplicarse cuando la carga 
procede de puerto neutral y tiene este carácter el 
expedicionario, pero es enemigo el destinatario, 
porque la mercancía desde que sale del puerto, 
en principio, se considera propiedad del consig- 
natario, y por lo excepcional del caso de guerra, 
creemos que así debe ser aun cuando en los con- 
tratos de flete y seguro se consigne el riesgo á 
costa del cargador neutral. 
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La poca estabilidad de la mercaDcia expedida 
á puerto de nación en guerra la demuestra el alza 
que sufren siempre los seguros marítimos ante la 
sola amenaza de un conflicto internacional: y es 
porque ni existen reglas fíjas^ ni la misma ju- 
risprudencia de los tribunales de presas es ni 
puede ser uniforme, sino puramente casuística, 
pues no teniendo los tribunales precepto escri- 
to que aplicar han de dictar sus fallos confor- 
me ¿ las circunstancias especiales que en cada 
caso concurren, que en la realidad puede asegu 
rarse que no se presentan con iguales caracteres. 

Por otra parte los llamados á juzgar son Jue- 
ces del apresador en una ó más instancias, y so- 
bre la serenidad de sus juicios forzosamente ha 
de influir el resultado de la guerra: si bueno, se- 
rán justos y hasta clementes, y si malo, tal vez 
temerosos, nunca crueles ni duros; pero sus sen- 
tencias no podrán constituir una verdadera juris- 
prudencia internacional, aunque algunas merez- 
can especial estudio por la ciencia que de sus 
fundamentos se desprende. 

I3él bloqueo 

ENTIÉNDESE por bloqueo, la incomunicación por 
mar de un puerto ó litoral, decretado por un 
Estado beligerante, mantenida con fuerza bastan- 
te para hacerla efectiva, y notificada á los neu- 
trales. 

Tiene por ol^eto impedir el acceso á la posí- 



Digitized by LjOOQIC 



388 DEL BLOQUEO 

cióD bloqueada de toda clase de naves^ para asi 
debilitar la fuerza del enemigo y privarle de los 
recursos necesarios para la vida; medio que pue- 
de ser de influencia decisiva en la codcIusíód de 
la guerra, hasta sin combatir, porque si no se lo- 
gra romper el cerco, la falta de medios de subsis- 
tencia puede llegará obligar al enemigo ¿ pedir 
la paz. 

El bloqueo debe ser decretado por el Jefe del 
Estado y, aunque se establezca efectivamente por 
el Almirante ó Jefe de la escuadra, no tiene efica- 
cia para los neutrales mientras no les haya sido 
comunicado, acto que sólo puede realizar el So- 
berano. 

Los de los neutros deben hacerlo público para 
conocimiento de sus subditos, y desde este mo- 
mento hasta que oficialmente se declara levanta- 
do el bloqueo, es ilícita toda expedición dirigida 
á los puertos bloquados* 

Como ya anteriormente hemos indicado no 
basta la proclamación del bloqueo, como preten- 
dió Inglaterra; es preciso que se mantenga efecti- 
va y constantemente por medio de la fuerza bas- 
tante para impedir su violación. 

El deseo de reglamentar en sus detalles estas 
cosas de la guerra, lo que es en concepto nuestro 
imposible, pues no debe en ello irse más allá 
que de la fijación de principios generales que en 
cada caso particular habrán detener el desarrollo 
adecuado á las circunstancias, ha llevado á di- 
plomáticos y jurisconsultos á querer precisar Ia§ 
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condiciones que han de concurrir en un bloqueo 
para que se considere efectivo. 

La proposición de Rusia de 1780, exige que 
los barcos que bloquean un puerto estén verda- 
depamenle detenidos, y tan cerca de él que haya 
un peligro real en aproximarse á la rada. 

Phiiimore, quiere que los buques formen 
como un arco de circunvalación alrededor de la 
boca del puerto bloqueado, puesto de tal manera 
que si el arco falla en algún punto, falla también 
el bloqueo. 

El Congreso de París sólo exige que sea soste- 
nido por fuerzas suficientes para prohibir real- 
mente el acceso al litoral del enemigo, con cuyo 
principio concuerda el tratado franco-italiano 
de 1871. 

Y esto es lo único que puede exigirse; el nú- 
mero de cruceros y su situación con relación al 
punto bloqueado depende de su velocidad, del 
poder y alcance del artillado, de la anchura de 
las rias, ó bocas de los puertos y de otras circuns- 
tancias cuya apreciación sólo es dable á la extra- 
tegia naval, y por tanto al Jefe de las fuerzas blo- 
queadoras, quien habrá cumplido en derecho au 
misión con la demostración de que tácticamente 
ningún barco ha podido arribar á la costa blo- 
queada sin riesgo positivo de ser capturado, ó 
destruido por la artillería de los bloqueadores ó 
de las baterías de tierra, en el caso de que éstas 
apoyen la operación. En este punto va más lejos 
aun la jurisprudencia de los tribunales de presas^ 
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ción del Jefe de la escuadra sobre la efectividad 
del bloqueo, exigiendo al infractor de ella prueba 
en contrario. 

El debate es importantísimo, porque de la 
efectividad ó no del bloqueo, depende la condena 
ó absolución del barco apresado como infractor 
de él. 

La tercera condición que ha de concurrir en 
un bloqueo para legitimar la captura de una nave 
es que el capitán de ella tenga noticia de la 
existencia de aquél. 

Ya hemos consignado que el Estado que lo es- 
tablece lo notifica á los demás, y éstos á sus sub- 
ditos para que, apercibidos, suspendan todo viaje 
á los puertos bloqueados. 

Por otro lado el jefe de la escuadra lo hace 
saber á los Cónsules residentes en los puertos que 
se trata de incomunicar, y el plazo y condiciones 
en que los buques anclados podrán salir, y aque- 
llos funcionarios trasmiten la noticia á los capita- 
nes de los barcos, pudiendo, si alguna dificultad 
hubiere, resolverla con el referido Jefe) pero una 
vez apercibidos no pueden alegar excusa alguna 
y deben sufrir la subsiguiente responsabilidad á 
las infracciones que cometieren. 

En distinto caso se encuentra el barco que 
trata de arribar al puerto bloqueado, porque se- 
gún el tiempo pasado desde que se estableció la 
incomunicación, cabe presumir que la ignoraba, 
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Ó que hizo el viaje suponiendo que á su llegada ha- 
bría terminado, y por otro lado hay en contra de 
toda nave que se presenta enfrente de la linea de 
bloqueo la presunción legal de que intenta for- 
zarlo, de donde nace la contienda de si basta á los 
efectos de apresamiento la notificación del bloqueo 
hecha por el Soberano neutral ¿ sus subditos, ó es 
preciso que se haga individualmente á cada barco 
ai frente de la linea. 

La escuela inglesa proclama que basta aqué- 
lla y aún sostiene que si se demostrara que no 
habla existido en tiempo hábil, la culpa seria del 
Jefe de Estado que la hubiera omitido, pero siem- 
pre justificada la captura del barco. 

La francesa, por el contrario, establece que la 
notificación ha de ser individual y consignarse 
por el Comandante del crucero en los libros de la 
nave, recogiéndose del Capitán de ésta el oportu- 
no recibo, y á esta doctrina se ajustó el fallo del 
tribunal de presas en la captura de la Josejinay 
que probó que sólo habla sido advertida de vi- 
va voz. 

Esta teoria es la más generalizada hoy; tal vez 
no sea tan extrictamente justa como la inglesa, 
pero si mucho más equitativa, y menos ocasiona- 
da á errores y á causar perjuicios acaso irrepara- 
bles, y desde luego innecesarios. El objeto del 
bloqueo no es hacer presas, á lo que parece pro- 
pender el rigorismo de los ingleses, sino impedir 
el acceso hasta los bloqueados, y comoquiera que 
se llene este fin, sin perjuicio mayor para el c[ue 
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de buena fe intenta la arribada que el consiguien- 
te á su error, debe considerarse satisfecho el beli- 
gerante. 

En éste como en otros muchos puntos no po- 
demos menos de consignar con verdadera satis- 
facción el justo medio adoptado por el Reglamen- 
to español de 1864, para el bloqueo de los puertos 
del Pacifico y captura de buques, prefiriendo á 
extractar sus disposiciones, insertarlo integro. (1) 



(i) reglamento oonoaraieata al bloqaoa da paartaa enaatifiaa y á 
la oaptara da baqaaa anaailoaa 6 < 



Articulo 1/ Se considera bloqueado un puerto enemigo 
cuando cierra su entrada el número de buques de guerra sa- 
ficiente para que sea peligroso el paso. 

Art. 2/ Debiendo ser el bloqueo efectivo y constante pa- 
ra que se considere volido, si los temporales ú otras circuns- 
tancias apartasen á los buques bloqueadores de la entrada 
del puerto bloqueado, los buques neutrales que entren ó salgan 
durante su ausencia no se entenderá que violan el bloqueo. 

Art 3.* Establecido éste, no empieza á surtir sus efectos 
sino después de notificado por el Jefe de la Escuadra bloquea- 
dora 6 los Cónsules de las Potencias neutrales por medio de 
una circular, ad virtiéndoles que acto continuo señalen el pl^- 
zo que eslimen necesario para la salida del puerto de los bu- 
ques de sus respectivas naciones; y si pareciese admisible el 
que designen, lo manifestará asi, dejando libre el paso 6 di- 
chos buques durante el plazo concedido. 

Asimismo ha de comunicarse la noticia de quedar esta- 
blecido el bloqueo al Gobierno de S. M., para que éste la no- 
tifique en debida forma, por la vía diplomática, á ios gobier- 
nos de todas las naciones neutrales. 

Art. 4.* Aun después de publicada esta notificación, el 
bloqueo no del)e considerarse conocido por un buque que se 
dirija al puerto bloqueado sino luego que se le haya hecho U 
notificación especial, que habrá de consignarse en su Diario, 
rol y registro de cargas por el Comandante de la embarcación 
de guerra que se comisioue al efecto ó por el oficial que prac- 
tique la visita. 
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La buena fe debe presumirse siempre y en 
este caso especial hay un dato casi infalible para 
juzgar de la intención de la nave que se presenta 
ante la línea del bloqueo; si sigue la ruta ordina- 
ria y la marcha regular, aleja de si toda sospe- 
cha; si por el contrario trata de esquivar el en- 
cuentro de los cruceros, y por derrotas extraordi- 
narias busca las circunstancias favorables para 
burlar la vigilancia y ganar puerto, entonces ma- 
nifiesta su mala fe y puede sin escrúpulo susti- 
tuirse ala notificación el cañonazo anunciador de 



Art. 5.* Después de verificada la notificación especial, 
cualquiera tentativa para entrar en el puerto constituye 
violación del bloqueo; y el buque responsable de ella debe 
ser apresado, cualquiera que sea su cargamento y nacio- 
nalidad. 

De toda visita practicada se dará aviso inmediato ó en 
primera oportunidad al Jefe de las fuerzas bloqueadoras, pa- 
ra su conocimiento y circulación ó los demos buques. 

Art. 6.* En el caso de presentarse un buque notificado 
especialmente con intención de romper el bloqueo, el apresa- 
miento deberá hacerse en cualquiera de las circunstancias si- 
guientes: 

1.' Si fuese sorprendido en el momento de pasar la línea 
de los buques bloqueadores. 

2.* Si habiéndolo intentado, fuese perseguido por uno de 
éstos sin perderlo de vista, pues faltando esta condición, ó si 
entra en un puerto neutral, quedará libre. 

3.* Si habiendo conseguido pasar la linea intenta salir 
del puerto ó romper de nuevo el l)loqueo. 

Art. 7.® Cuando un buque neutral se presente ante el 
puerto bloqueado ó intente romper la línea arrostrando el 
fuego de los bloqueadores, se entenderá que los disparos equi- 
valen á la notificación especial, y podrá ser apresado. 

Art. 8.* Si un buque de guerra neutral intentase romper 
la linea del bloqueo después de la existencia de éste, se le re- 
chazará por la fuerza, siendo dicho buque responsable de las 
consecuencias de su agresión. 
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mente no se notifica lo contrario: esta teoría, no 
sólo por ser perjudicial al comercio de los neu- 
tros, sino porque pudiera dar lugar á convertir 
en puramente formal lo que con arreglo á la de- 
claración de París ha de ser etectivo, es hoy por 
todos rechazada, y se considera levantado el blo- 
queo desde el momento que los cruceros que lo 



Art. 9.* Si por razón de arribada forzosa, como mal 
tiempo, falta de víveres, etc., se presentase un buque ante el 
puerto bloqueado, se le podrá permitir la entrada, previa jus- 
tificación de la causa por que la solicita. Pero si llevase con- 
trabando de guerra, deberó depositarlo en poder de los bu- 
ques bloqueadores antes de entrar en el puerto, ú obligarse á 
conservarlo á bordo hasta su salida. 

Art. 10. Bajo la denominación de contrabando de gue- 
rra se comprenden los cañones, morteros, obuses, fusiles, 
pistolas, revólvers y toda especie de armas; las bombas, gra- 
nadas, balas, cápsulas, mechas, pólvoras, salitres, cartuchos 
metólicos, espoletas y azufres; los objetos de equipo, como 
uniformes, correajes, arneses, monturas, bridas y, en gene- 
ral, todos los instrumentos ú objetos fabricados para la gue- 
rra, ó de directa aplicación á ella. 

Art. 11. Para practicar la visita se observará, en cuanto 
á su forma, lo prevenido en el art. 120, titulo V, Tratado VI 
de las Ordenanzas de la Armada, á saber: se harón al buque 
avistado las indica'^iones usuales al cañón; se afirmará la 
bandera para que detengan su marcha, evitando causarle 
toda avería ó molestia innecesaia, salvo el caso de abierta 
resistencia, en que podrá obrarse coníorme al art. 2.*, titu- 
lo V, Tratado VI de las mismas Ordenanzas; se detondrá el 
buque reconocedor, si lo permiten las circunstancias marine- 
ras, á un tiro de cañón del reconocido; enviará un bote con 
Oficial, que subirá á bordo acompañado de dos ó tres hom- 
bres, y se limitará dicho oficial á examinar los documentos 
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mantienen abandonan la línea, aunque sea tem- 
poralmente, siempre que no sea por abrigarse de 
una breve tempestad ó por perseguir á un buque 
infractor. Aun en este caso no podría considerar- 
se buena presa la del que, aprovechando tales cir- 
cunstancias, hubiere pasado la línea, porque el 
bloqueo debe ser siempre efectivo, y en aquel 
momento no lo era, 

Pero si la ausencia de los barcos que bloquean 
un puerto se debe á haberse alejado de él por la 
acción de la escuadra enemiga, ó por dedicarse á 

que acrediten la nacionalidad del baque y la naturaleza y 
destino del cargamento, evitando toda violencia, estorsión ó 
perjuicio innecesario, como apertura de escotillas, fractura de 
cajones, dejándole continuar libremente su viaje si del exa- 
men no resulta motivo suficiente á justificar su detención ó 
captura. 

Art. 12. En caso de detención ó captura tampoco se 
ejercerá violencia sobre el Capitán, Oficiales, tripulantes ó 
pasajeros del buque, limitándose á recoger todos los papeles 
y documentos, de que íormará el Visitador el inventario co- 
rrespondiente, procediendo en seguida á marinar la presa 
con la dotación conveniente á su seguridad y custodia. Se 
guardarán á las personas todas las consideraciones debidas á 
sus categorías en cuanto sean compatibles con su seguridad 
y se respetarán los equipajes y efectos ds su propiedad, ex- 
cepto los que tengan aplicación á la guerra. 

Art. 13. El buque detenido ó apresado continuará arbo- 
lando en sitio preferente su propio pabellón hasta que seade- 
clarado buena presa por el Tribunal competente, pero podrá 
largarse en su tope de trinquete la bandera del apresador, 
como indicación de que le corresponde provisionalmente. 

Art. 14. El Tribunal que haya de entender en la califi- 
cación y juicio de las presas residirá en las capitales de los 
departamentos, en los puntos que designe el Gobierno, cuan- 
do el mar de operaciones estuviese distante de dichas capita- 
les. Los buques detenidos y sus tripulaciones deberán ser coa- 
ducidos á ellos. 
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Art 1(5. Ba el caso de hallarse en peligro un buque na- 
cional, ó de haber sido capturado por el enemigo, deberá 
prestársele auxilio, haciéndose los esfuerzos para represarlo, 
sin que la represa dé derecho alguno sobre el buque re- 
presado. 

Sí la represa fuese de un buque neutro, se considerará 
como enemigo en el caso de haber permanecido en poder de 
éste más de veinticuatro horas, á menos de que medien cir- 
cunstancias excepcionales, cuya apreciación se reserva S. M. 

Art. 17. Fuera de la linea del bloqueo, y aunque no se 
intente romperlo, es legitima la presa de los buaues pertene- 
cientes al Estalo enemigo ó á los ciudadanos del mismo, con 
toda la propiedad enemiga que se encuentre abordo, siempre 
que haya precedido al acto de la captura la declaración de 
guerra. La parte de cargamento neutral que conduzcan di- 
chos buques enemigos será libre si no consiste en contraban- 
do de guerra. 

Art. 18. En iguales circunstancias, deberá ser detenido 
y apresado cualquier buque neutral que transporte, con dea- 
tino al enemigo ó por su cuenta, objetos de contrabando de 
guerra, despachos oñciales ó tropas de tierra ó de marina; 
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do que tenían al acordarse^ á menos que se pacte 
lo contrario. 

Se considera interrumpido el bloqueo cuan- 
do^ por disminución de las fuerzas destinadas á 
sostenerlo, el poder de las que quedan no es bas- 
tante para impedir el acceso al litoral bloqueado; 
y esta consideración no es de hecho para los bar- 
cos que puedan atravesar la línea, sino que es de 
derecho para todos los buques; y también cuando 
por debilidad, descuido ó tolerancia de los blo- 
queadores, pueden citarse numerosos casos de 



mas si el contrabando no constituyese más de la mitad del 
cai^amento, la confiscación sólo alcanzará á los objetos que 
aquél comprenda, quedando libre el resto de la carga, y tam- 
bién el buque. 

Art. 19. Las embarcaciones cuya neutralidad no apa- 
rezca comprobada por los documentos correspondientes, 
deben ser igualmente apresadas. 

Art. 20. Se considerarán buques sospechosos, y queda- 
rán sometidos á examen, los que lleven documentos dobles ó 
que aparezcan falsos; los que carezcan de la documentación 
requerida por los reglamentos del pais de su nacionalidad, y 
los que no detengan su marcha á la intimación del crucero ó 
resistan al examen de los compartimientos donde se suponga 
que hay contrabando de guerra. Bstos buques sospechosos se- 
rán tratados como enemigos^ si no se destruye de algún mo- 
do la sospecha que sobre ellos recaiga. 

Art. 21. LfOs buques neutrales mercantes que naveguen 
convoyados por un buque de guerra neutral no podrán ser 
visitados, bastando la declaración del Comandante del Con- 
voy para considerar que no conducen contrabando de guerra. 

Art. 22. A bordo de cada uno de los buques de la Escua- 
dra bloqueadora deberá haber un ejemplar de este Regla- 
mento». 

(Las instrucciones para el bloqueo de los puertos del Can- 
tábrico de 11 de Enero de 1874 no contienen modi4cacio];e§ 
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infracción: porque entonces se establece en favor 
de los neutrales la presunción de que el JDelige- 
rante, por tolerancia ó por impotencia, no quiere 
hacer efectivo el bloqueo declarado. 

Generalmente es tolerada la libre entrada y 
salida de los buques de guerra neutrales en los 
puertos bloqueados; pero ni Francia ni nuestro 
reglamento lo consienten: éste en su art. 8.**pre 
viene que si después de notificado é íntinnadoaquél 
persistiese en forzar el bloqueo se le rechace por 
la fuerza, haciéndole responsable de las conse- 
cuencias. 

No se considera interrumpido el bloqueo por 
la entrada de buques de arribada forzosa por 
causa de temporal, averías de importancia ó ca- 
rencia absoluta de víveres, siempre que estos ex- 
tremos consten al Jefe de las fuerzas bloqueado- 
ras; ni tales barcos pueden ser apresados si cum- 
plen con las condiciones que para su permanen- 
cia y salida se les impongan; de no ajustarse á 
ellas podría considerárseles como infractores del 
bloqueo con todas sus consecuencias. 

Tampoco se considera infringido éste no sólo 
por la salida de buques dentro del plazo fijado al 
establecerlo, sino tampoco por la que pueda per- 
mitirse después en lastre, con carga anterior al 
bloqueo, con la que no haya podido venderse y 
por último, cuando existan temores fundados de 
guerra entre la Nación á que corresponde el 
puerto y aquella otra á que pertenece la nave. 
También pueden salir libremente los barcos que 
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están al servicio de los Representantes de Estados 
neutrales para la comuncación con los Gobiernos; 
y los que tienen licencia especial pueden entrar y 
salir subsistiendo el bloqueo. 

Los que se encuentran en las primeras cir- 
cunstancias deberán acreditarlo ante el Jefe de la 
escuadra. 

Todo barco que intenta atravesar la linea 
puede ser apresado, y, no pudiendo ser detenido 
en el acto, es licita la persecución mientras esté á 
la vista del crucero perseguidor, ó no entre en 
aguas jurisdiccionales de un país neutral. 

El que hubiere forzado linea para entrar pue- 
de ser aprehendido á la salida, si la intenta. 

Esto es lo preceptuado por el art. 6.^ del Re- 
glamento de bloqueos, doctrina más racional y 
más justa que las del viaje de retorno y conti- 
nuo, profesada aquélla por los ingleses, y ésta por 
los americanos, según las cuales vendría á ser 
licita la presa del buque infractor del bloqueo en 
todo tiempo, como no estuviese comprendido en 
la amnistía de la paz. 

En el apresamiento de una nave debe tenerse 
en cuenta la suerte que han de correr el casco, la 
• tripulación, el pasaje y la carga. 

Como el verdadero delincuente es el barco, 
sieiíipre es su casco confiscable, pero la carga 
solamente cuando por consideración á ella se co- 
metió la infracción; esto es, cuando el viaje se ha- 
cía por interés exclusivo de la carga, lo que se 
presume siempre que no concurren alguna de las 
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uex oontraDanao ae guerra 
y ouasi-oontrabando 

ENTRE los deberes que hemos asignado á los 
Estados neutros son, acaso, los más importan- 
tes el de no proporcionar á ninguno de los belige- 
rantes medios que puedan servir para liostilizar al 
otro, é impedir que ninguno de sus subditos lo 
ha^a; pero como el afón de lucro^ nunca tan cre- 



Digitized by VjOO^ l^ 



DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO 401 

cido como en estos momentos^ ingenia medios 
para burlarla vigilancia más exquisita, es fre- 
cuente que el comercio neutral lleve á alguno de 
los beligerantes, ó á ambos, material de guerra ú 
otros elementos necesarios para el sostenimiento 
de los ejércitos ó escuadras; esto es lo que se lla- 
ma contrabando de guerra, cuya represión y cas- 
tigo corresponde al Estado neutro cuando se des- 
cubre dentro de su territorio ó jurisdicción, y 
cuando en alta mar, al beligerante perjudicado. 

No hay para qué repetir que el Gobierno que, 
con notoria infracción de los deberes de la neu- 
tralidad, autorizase, ó consintiese el contrabando, 
seria responsable de su conducta en la forma 
usual entre las naciones. 

Imposible es enumerar todo aquello en que 
puede consistir el contrabando de guerra, atendi- 
da la noción que de él hemos dado; porque cada 
dia varían de tal modo los elementos utilizables 
para la lucha que si, aun hoy, se lograse formar 
una lista completa, mañana, tal vez, serla defi- 
ciente. Nada hay que decir de lo que resultarla si 
tratara de aplicarse en la actualidad el art. 12 de 
la paz de los Pirineos que, según todos, fué la 
primera convención en que se trató de establecer 
preceptos sobre el contrabando de guerra. 

Si el detalle resultaría arcaico, bueno será 
consignar el principio que se tuvo como funda- 
mental para calificar de contrabandista á la mer- 
cancía, y es que consista en objetos de aplicación 
directa ó indirecta para las hostilidades. «6 
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lamente, oírécese tal margen que, de dejar su 
designación á beligerantes poderosos, podría lle- 
gar á anularse el comercio neutral, volviendo 
indirectamente á los bloqueos figurados. 

Por eso opinamos que fuera de todo lo que 
como armas, piezas para las mismas, muni- 
ciones, máquinas para la fabricación de ambas 
cosas, ó para la recomposición de aquéllas, ga- 
nado de silla ó trasporte, correajes, monturas, 
explosivos, uniformes, material de telégrafos, 
puentes ó globos y otros que son de inmediata 
aplicación para usos militares y, sin duda algu- 
na, deben ser considerados como contrabando, 
lo demás es puramente circunstancial el consi- 
derarlo como lícito ó ilícito. 

Hay materias que siendo en principio inofen- 
sivas, pueden mediante una preparación no muy 
larga servir para la guerra; tal puede ocurrir con 
el cobre, plomo, acero, hierro niquelado, ó en 
bruto, utilizables para la fabricación de cartu- 
chería, y respecto de ellas no sería temeraria ni 
abusiva la conducta del Comandante de un cru- 
cero que las secuestrase como contrabando de 
guerra, sin perjuicio de que en su día el tribu- 
nal de presas resolviese lo conveniente. 
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Y finalmente hay otros artículos que siendo 
desde luego ¡nocentes se convierten en suscepti- 
bles de confiscación, si por la cantidad, ó desti- 
no, puede lógicamente presumirse que van di- 
rectamente encaminados á abastecer los ejércitos 
enemigos ó sus escuadras, lo mismo en puerto 
que en alta mar: en este concepto el carbón mi- 
neral, la harina, el aceite y ciertas grasas y hasta 
el agua potable, pueden atraer sobre si la cali- 
ficación de contrabando de guerra. 

Por lo dicho se comprende cuan grande es la 
dificultad para distinguir la condición de la carga 
de un buque y el compromiso del que lo visita 
que ha de resolver en el momento, y mediante 
una ligera información. 

En algunos tratados ya se prevé lo que en 
caso de guerra consideran como contrabando 
cada uno de los contratantes, y entonces la cues- 
tión está resuelta por el mutuo concierto, y el 
comercio de uno de ellos, neutral en la con- 
tienda del otro^ ya sabe que aquellos artículos no 
puede expedirlos á los puertos del enemigo y 
hasta puede servir de linea de conducta para los 
demás neutrales. Lo general es que al hacerse la 
declaración de guerra se manifieste lo que se 
considerará como contrabando; pero esta decla- 
ración, si los neutrales no la confirman en la su- 
ya respectiva, no puede tener más valor que el de 
instrucción á los buques de la escuadra del beli- 
gerante, que como no tiene en esto atribuciones 
ilimitadas^ aun los mismos tribunales de presas 
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deberán tener en cuenta al dictar sus fallos si es 
justa la prohibición. 

Cuando es accedida por los neutrales üene la 
misma fuerza de obligar que el más solemQe 
tratado. 

Un artículo hay digno de mención especial y 
es la venta de barcos de guerra ó mercantes & 
alguno de los beligerantes. 

Desde luego es nuestra opinión que la délos 
primeros es ilícita, hasta el punto de que desde 
el momento que se declara la guerra el Estado 
neutro debe impedir la salida de sus arsenales de 
los que estuvieren en construcción por encargo 
de cualquiera de los interesados; pero no podría 
exigirse responsabilidad al armador que vende 
un barco mercante á una compafiia ó empresa 
particular, si luego resulta armado para la gue- 
rra: pero sí habría responsabilidad si la ventase 
hacía directamente al gobierno beligerante, por- 
que en este caso, más que presunción, hay k 
certeza de que el destino del barco ha de ser para 
la campaña. 

Lo mismo puede decirse de toda clase de ar- 
mamentos. 

El carbón mineral por su uso hoy general) 
su necesidad parala industria y también parala 
guerra, ha sido objeto de principal estudio por los 
tratadistas, sin que hayan podido venir á ud 
acuerdo, ni es fácil; porque atienden unos asa 
importancia en la guerra y en tal concepto lo 
consideran, y otros, dando preferencia ¿ su 
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necesidad para los usos industriales^ y á que cons- 
tituye un ramo considerable de riqueza y exporta- 
ción^ lo tienen por inocente. Nosotros, como ya 
hemos dicho, creemos que asi lo es en principio, 
pero que es susceptible de captura si puede 
sospecharse que ha de ser dedicado á usos inme- 
diatos de la guerra. 

Solamente los efectos que tienen este fin, me- 
recen el nombre de contrabando propiamente di- 
cho; los demás de ussu ancipitiy ambiguo, que 
igualmente sirven para la guerra que para la in- 
dustria, y los de uso inocente, ó inocuos se deno- 
minan contrabando accidental, es decir, que no 
lo son por si mismos, sino por el destino. (1) 

(1) Eq la presente guerra entre Rusia y Japón, se ha 
considerado por este Imperio contrabando de guerra: 

1.' Las armas, municiones y sustancias explosivas, asi 
como sus materias primas como el plomo, salitre, azufre, et- 
cétera, las máquinas oue sirven para su fabricación, los uni- 
formes, y en general, los efectos de equipo para las tropas de 
mar y tierra, los blindajes, materiales y máquinas destina- 
das á la construcción y armamento de los buques, y en gene- 
ral todos los objetos utilizables en la guerra, aplicándose 
también todo esto á los objetos del mismo género que pasen 
por territorio enemigo ó lleguen á este territorio ó se encuen- 
tren sobre las tropas ó sobre los buques enemigos. 

2/ Serán igualmente considerados como contrabando de 
guerra, si se encuentran en camino con destino á las tropas 
enemigas ó plazas enemigas ó donde puedan ser utilizados 
para la guerra, viveros, bebidas, caballos, arneses, coches, 
forrajes, carbón, madera, moneda, oro ó plata sin acuñar, 
material para las instalaciones tel^ráficas ó telefónicas ó pa- 
ra la construcción de vías férreas. 

3.* No se hallarán comprendidos en estas disposiciones 
multitud de objetos del mismo género que, sin ninguna daaa, 
se consideren recesarlos para las necesidades del mismo bu- 
que que los coQuuzca. 
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mática, siempre que el puerto de origen ó de des- 
tino, ó ambos á la vez, sean de dicho Estado, En 
este caso, para la confiscación del barco se nece- 
sita que el capitán conociese el carácter de los 
pasajeros, ó la naturaleza de la correspondencia, 
cosas que probarían la mala fe: pues si aquéllos 
habSan ocultado su condición, ó los documentos 
hablan sido introducidos á bordo fraudulentamen- 
te, no podria hacérsele cargo alguno; pero sí ocu- 
par la correspondencia y hacer prisioneros á ios 
militares ó funcionarios. 

No puede haber duda alguna respecto al bar- 
co que va destinado á puerto enemigo y lleva á 
su bordo contrabando ó sustancias que, por su 
calidad ó cantidad, puede suponerse que están 
inmediatamente destinados á abastecer el ejército 
ó armada, ó á convertirse en útiles para la gue- 
rra; la duda está respecto del barco despachado 
á puerto neutral, y ']ue conduce dichos efectos y 
es hallado fuera de su verdadero rumbo, en cuyo 
caso sólo por la documentación puede venirse en 
conocimiento de la verdad. 

Puede ser medio eficaz para hacer el contra- 
bando, dirigir las mercancías á un puerto neu- 
tral de fácil acceso á otro beligerante; entonces 
es presumible la naturaleza de la carga si los gé- 
neros no van declarados por lo que son en reali- 
dad, y aun yendo así, por la calidad del deslina- 
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tario, la cantidad, la costumbre de tráfico en 
ellos en el país de su destino aparente, y otros 
indicios que son llamados á apreciar los tribuna- 
les de presas. 

Es tan varia la jurisprudencia de éstos, que 
tuera de aquellos casos que desde el primer mo- 
mento se aparecen conio indudables, en los de- 
más no puede señalarse orientación fija, ni con- 
signarse una regla invariable de conducta. 

Asi, ingleses y americanos estiman bastante 
la sospecha para la declaración de contrabando, 
mientras los franceses consideran necesario el 
conocimiento cierto del hecho, ó al menos la 
existencia de indicios tales, que en juicio puedan 
substituir á la certeza absoluta. 

Aquéllos admiten la confiscación de la mer- 
cancía que el barco contrabandista haya cargado 
después de alijado el contrabando (viaje de retor- 
no), suponiendo que ha sido comprada con el pro- 
ducto del contrabando; y aún los americanos, con 
la teoría del viaje continuo, hacen durar esa res- 
ponsabilidad indefinidamente; por lo menos has- 
ta que se proclame la amnistía por el tratado de 
paz. Esta teoría, fuera de los americanos, no hay 
quien la sostenga, porque se funda en el supuesto 
de que la carga de contrabando infecciona todas 
las sucesivas, lo que es absurdo. 

La del viaje de retorno tuvo su razón de ser en 
tiempos en que realmente con el producto de la 
venta de una carga se adquiría la nueva: pero 
hoy el comercio se hace de muy distinto modo^ 
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y, probablemente, los nuevos cargadores no tie- 
nen relación alguna con los que recibieron el 
contrabando. 

Por estas razones consideramos más acepta- 
ble la escuela francesa. 

Al contrario de lo que sucede en el quebran- 
tamiento del bloqueo, ocurre con las presas por 
contrabando; en éstas solamente es confiscable 
el barco cuando toda la carga, su mayor valor, ó 
su mayor parte son contrabando; cuando el due- 
fto de éste lo es á su vez del resto de la carga; 
cuando se ha tratado de disimular el destino real 
de ésta; y, finalmente, cuando esté de antemano 
considerada como contrabando en tratados con- 
venidos entre los Estados del apresador y apre- 
sado. 

Tampoco están de acuerdo los reglamentos 
sobre cuándo ha de proceder la confiscación de la 
nave por razón del valor del contrabando. Así el 
francés exige que el valor del contrabando sea el 
de las dos terceras partes de la carga total, mien- 
tras que según el español basta que exceda de 
la mitad. 

También puede dar lugar á la confiscación del 
barco todo acto que implique mala fe, como el 
arrojar al mar bultos al acercarse el crucero, 
huir del encuentro con éstos, ó en alguna forma 
resistir á la visita. 

Con objeto de suavizar, sin duda, la dureza de 
la doctrina inglesa en el caso de sospecha de con- 
trabando, han pretendido atribuir á los belige- 
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rantes el derecho de preempción, que ya hemos 
visto en qué consiste; esta doctrina ha merecido 
la reprobación de casi todos los escritores de de- 
recho internacional, porque como acertadamente 
dice Blunchli «De este modo el negociante de 
mala fe tendría siempre seguro el negocio, 
pues llegando á puerto tiene cierta la venta y si es 
apresado el beligerante habrá de abonarle el pre- 
cio de la carga». 

No sólo es el precio, sino una indemnización 
del diez por ciento. 

El fundamento de la teoría inglesa es que en la 
duda de si la mercancía va á ser aprovechada 
por el enemigo, el captor en vez de confiscarla 
Ja expropia, suponiendo para ello un acuerdo tá- 
cito entre beligerantes y neutrales. 

Las armas necesarias para la defensa de las 
tripulaciones no pueden considerarse como con- 
trabando ni son apresables mientras no han he- 
cho con ellas resistencia. 

Tampoco el dinero y las barras ó lingotes de 
oro ó plata mientras no consta que van dirigidas 
á un Gobierno beligerante, ó por la gran cantidad 
pueda presumirse asi. 

En el cuasi-contrabando, la única regla cierta 
para la confiscación de la nave es la constancia 
del conocimiento por parte del capitán de las per- 
sonas ó pliegos que conducía á bordo. 
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rans, ni una ni oira nación expiaieron paienies 
de corso. 

Entre nosotros la 1/ Ordenanza de esta clase 
fué dada por D. Pedro IV de Aragón en 26 de Fe- 
brero de 1356 y la vigente es de 1801. 

Corsario es el Capitán de una nave convenien- 
temente autorizado por el Estado de quien essúlh 
ditOy para visitar, perseguir y capturar á los bu- 
ques enemigos ó neutrales, al igual que los bar- 
cos de guerra. 

No pueden obtener autorización ó patente pa- 
ra navegar en corso más que los subditos del Es- 
tado que las expide; ni los aliados ni los neutra- 
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les, ni se puede obtener patente de dos gobiernos, 
aunque sean aliados. Obtenerla de los dos belige- 
rantes, se consideraría como delito de piratería, 
como el adquirirla de otro Estado que no sea el 
de la propia nacionalidad, y también correr el 
corso sin la debida autorización. 

Además de obtener la patente el corsario, ha 
de prestar juramento de guardar las leyes del de- 
recho internacional, y fianza bastante para el ca- 
so de contravenir á ellas. 

Finalmente las presas que haga están sujetas 
al tribunal competente, á cuyo fin debe entregar- 
las al Juez de presas correspondiente, y es aquél 
responsable de todas las infracciones que cometa. 

La abolición del corso puede considerarse, 
más que de derecho, universalmente aceptada de 
hecho después que en la guerra de 1898 ninguno 
de los beligerantes usó de él, si bien con las opor- 
tunas reservas de su derecho. 

Los corsarios representaron en la antigüedad 
un elemento poderoso, principalmente para las 
naciones que no estaban dotadas de una fuerte 
marina militar; boy los elementos de combate de 
que puede dotarse á un buque mercante son per- 
fectamente contrarrestados por otro de su clase, 
y nada digamos por el más insignificante de las 
marinas de guerra: por otro lado el coste eleva- 
do de los grandes trasatlánticos dificulta el que 
sus armadores los arriesguen en empresas teme- 
rarias, que no encuentran fácil compensación en 
la brevedad que caracteriza las guerras moder- 
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ter militar, responde á su época, y la del corso 
puede juzgarse defínitivamente pasada. Sin em- 
bargo, consideramos prudente que los Estados 
que no han renunciado á ese derecho lo manten- 
gan, por si en algún caso especial les conviniera 
hacer uso de él. 

Se ha comparado á los corsarios con los gue- 
rrilleros en la guerra terrestre; pero quien en- 
tienda algo de achaques de la guerra en mar y 
tierra, fácilmente echará de ver las notables di- 
ferencias que entre unos y otros existen. 

Con mucho acierto, según creemos, ha re- 
emplazado al corso en la guerra moderna la ma- 
rina voluntaria ó auxiliar, que consiste en el 
armamento de naves mercantes que obtienen la 
consideración de buques de guerra, están man- 
dados por marinos militares, y, bien forman par- 
te de las escuadras, ú operan aisladamente. Tie- 
nen desde luego los mismos derechos que los 
barcos de guerra respecto á presas, pero como 
no fian en esta eventualidad la compensación de 
su riesgo, sino que éste se halla garantizado |dor 
el Estado, no son de temer los afcusos, principal 
argumento de los detractores del corso. 



(1) El número de las que según la prensa llevan realiza- 
das ios japoneses, se debe á lo inesperado de la ruptura de 
hostilidades y aun la mayor parte darán lugar á protestas. 
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Este sistema fué iniciado por Alemania en la 
guerra de 1870, seguido por España en la del 98, 
y hoy por Rusos y Japoneses. 

De las presas 

DEL estudio hecho, en los capítulos anteriores 
se deducen los casos en que una embarca- 
ción puede ser capturada y son en términos gene- 
rales, siempre siendo enemiga, y siendo neutral, 
por resistir la visita, huir ante la intimación, ó 
hacer armas contra el barco beligerante; violación 
del bloqueo y conducción de contrabando ó cuasi- 
contrabando. 

Mas como el uso de todo derecho puede ser 
generador de abuso, la captura de un barco no 
prejuzga la legitimidad de ella, que queda some- 
tida á la decisión que recaiga en el oportuno jui- 
cio de presas, en cuya sentencia se declara si el 
apresamiento ha sido legitimo ó no, y se decide 
los bienes sujetos á confiscación, hasta cuyo mo- 
mento no puede disponerse de la presa más que 
en determinados casos. 

No puede ciertamente decirse que la materia 
que estudiamos pertenezca en toda su integridad 
al derecho internacional público, puesto que tan- 
to los tribunales llamados ó conocer en el juicio, 
como dictar las reglas que en él han de observar- 
se es atribución exclusiva de cada Estado, por lo 
que este punto parece que pertenece más bien al 
derecho interno; pero como^ sobre todo, cuando 
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Desde el momento que el Comandante de un 
crucero, corsario, ó barco de la marina auxiliar, 
decide la captura de un mercante, debe proceder 
á amarinarlo, que es colocar á bordo de éste el nú- 
mero de Oficiales y hombres precisos para su 
manejo; sigue arbolando su bandera el apresado 
y en otro lugar la del apresador con lo que indi- 
ca su condición de presa. Inmediatamente, y con 
intervención del capitán de la nave apresada, in- 
ventariará y aquél se incautará de todos los do- 
cumentos, metálico, objetos preciosos y demás 
que exijan especial cuidado: igualmente, siendo 
posible, inventariará la carga y en todo caso ce- 
rrará y sellará las escotillas, y, por último, si lo 
considera necesario, hará pasar á bordo de su 
nave al personal de la apresada, cuya permanen- 
cia en ella crea peligrosa. Los documentos expre- 
sivos de las operaciones apuntadas han de ser la 
base del juicio. 

La presa debe ser conducida á un puerto pro- 
pio, ó conquistado al enemigo, que por el he- 
cho de la ocupación se reputa como propio, ó á 
uno aliado, si la Nación toma parte en la guerra, 
sin que este hecho atribuya jurisdicción alguna 
al soberano del puerto. 

Varios son los accidentes que con respecto á 
la presa pueden ocurrrir: 
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1.® Que no pueda conservarse sin riesgo pa- 
ra el a prehensor: 

En este caso hay que distinguir si el barco 
apresado es enemigo ó neutral; si lo primero, co- 
mo es segura la declaración de buena presa, sal- 
vando el equipaje, desde luego, y de la carga 
cuanto se pueda, con preferencia la neutral que 
según la convención de París es libre, puede des- 
truirse el casco, acuerdo que deberá ser tomado 
en Junta de Oficiales, y estimamos que sería con- 
veniente dar intervención al Capitán del barco 
condenado. 

El mismo procedimiento debe observarse 
cuando sea neutral la nave que haya necesidad 
de echará pique; pero si la presa se declarase 
ilegal daría lugar á la indemnización correspon- 
diente, en la que, entendemos, cabria al Estado 
responsabilidad subsidiaria, si el captor fuera bar- 
co de guerra ó auxiliar, y si corsario, solamente 
por aquella cantidad á que no alcanzase la fianza 
prestada. (1) 

2.° Que las mercancías cargadas en el buque 
apresado no sean de fácil conservación hasta las 
resultas del juicio. Cuando así ocurra debe prece- 
derse á su venta en pública subasta en puerto 
amigo, enemigo ocupado, ó aliado. Generalmente 
las declaraciones de neutralidad prohiben llevar 
las presas á puerto neutral, pero si en algún caso 

(1) Blunschli y Wolssey do son de esta opinión; pero sí el 
R^lamento de presas del instituto y nuestas ordenanzas. 
(Art. 47 y 48 de ks de la Armada y 57 y 58 de las de C^orso.) 
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además del éxito del combale se promete resca- 
tar ó represar la nave apresada: y aquí se dividen 
las opiniones. Unos quieren aplicar ¿ este caso 
las mismas reglas que rigen, tratándose de un 
ejército que penetra en territorio neutral, y otros 
dicen que el barco debe seguir siempre su condi- 
ción, pero la presa quedar libre, como el prisio- 
nero que logra llegar ápais neutro. Bulmeríng, 
sostiene la opinión primera y el Instituto de de- 
recho internacional la segunda. 

Es principio fundamental de la neutralidad el 
no prestar auxilio alguno á los beligerantes á 
cambio del respeto por parte de éstos del territo- 
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rio y las cosas del Estado neutral; esta reciproci- 
dad está bien reglamentada y se observa con re- 
gularidad en la guerra terrestre, pero como las 
cosas en el mar son de modo muy distinto á co- 
mo son en la tierra, y una nave que es arrojada 
por un temporal sobre una costa no tiene más 
remedio que buscar refugio en el primer puerto 
que halle para su abrigo, y lo mismo si por su- 
frir averias, ó agotar su combustible, ó sus víve- 
res, no puede sostenerse sobre el mar, base ge- 
neralmente admitido, según ya sabemos, que pue- 
da entrar en puerto neutro, y que, pasado el 
tiempo, ó remediada la necesidad en lo estricta- 
mente preciso para llegar al puerto más próximo 
de su nación, abandone aquél. 

Pero no se encuentra en caso idéntico ni aun 
parecido, el que busca refugio huyendo de la per- 
secución del enemigo, porque éste debe conside- 
rarse moralmente vencido; y así como al perse- 
cutor no le es licito hostilizarle en su asilo, tam- 
poco al perseguido debe consentírsele realizaren 
aguas neutrales acto alguno de hostilidad ó fuer- 
za, que no otra cosa, respectivamente, representa 
la conducción de una presa enemiga ó neutral, y 
por tanto ésta debe ser libre cualquiera que sea el 
destino del barco de guerra. 

Ahora bien, esta libertad de la presa no debe 
entenderse de modo absoluto, porque entonces po- 
dría favorecerse la causa ó los intereses del con- 
trario. Si á éste pertenece el barco apresado, ha- 
brá de retenérsele en el puerto de refugio; y, 

«; 



Digitized by 



Googte 



res de imparcialidad para con ambos beligerantes. 

Los norteamericanos admiten libremente en 
todo caso y reconocen siempre el derecho de 
extraterritorialidad á toda nave de guerra que 
arribe á sus puertos y á las presas de las mis- 
mas, sea cualquiera la causa de la arribada, ha- 
biéndolo hecho así constaren diferentes tratados. 

Los demás Estados suelen hacer constar en 
las declaraciones de neutralidad la no admisión 
de presas en sus puertos, pero esto debe enten- 
derse en concepto de custodia, y menos aún para 
la venta de ellas, pero no en el caso de refugio 
por fuerza mayor. 

Asi se consigna en los artículos 3.° de la de- 
claración de España de 1861 y 4.'' de la de 1870. (1) 

¿Pero esta fuerza mayor comprende el caso de 
persecución por el enemigo? Opinamos que no, 
como anteriormente se ha dicho. 

Esta cuestión tiene más importancia en la teo- 
ría que en la práctica; porque el barco que busca 

(1) Con motivo de la ^erra actual nada se ba declarado 
en este punto. 



b.^ 



Digitized by LjOOQIC 



DERECHO INTERNACIONAL PÚBUCO 419 

refugio huyendo de la persecución y sin tiempo 
para destruir la presa, es de suponer que forzosa- 
mente habrá de abandonarla en el puerto. 

Tales discusiones se evitarían dando á los Tri- 
bunales de presas tal organización que permitiese 
á los neutrales admitir en sus puertos las presas 
y retenerlas con las formalidades necesarias é in- 
tervención de los Agentes diplomáticos ó consula- 
res del captor. 

Supuesta la presa en lugar seguro, se entrega 
al tribunal previamente nombrado cuya regla- 
mentación y funciones, como ya sabemos, corres- 
ponde al Estado á que pertenece el buque apre- 
hensor, por lo que en cada uno de ellos tiene una 
organización diferente. En España la primera ins- 
tancia se tramita en los Departamentos marítimos 
y la segunda en el Consejo de Estado. 

Los preceptos en vigor son las Ordenanzas de 
la Armada, de 1748 y adicional de 1779, habien- 
do sido derogados por el Reglamento de bloqueos 
que hemos insertado y por la R. O. de 27 de Julio 
de 1867, los artículos de la Ordenanza de corso 
que exigían el juicio contradictorio. 

Sigúese el juicio con las formalidades rituarias 
que cada legislación le asigna, decidiéndose en la 
sentencia la legitimidad ó no de la presa, que en 
este caso lleva aparejada su libertad, y en el pri- 
mero la adjudicación al captor del todo ó la parte 
que le corresponde con la subsiguiente obligación 
de distribuirlo en la forma prevista en los respec* 
üvos preceptos legales, 



Digitized by 



Q^i^le 



lece de un vicio de nulidad^ tan importante como 
es la parcialidad que cabe suponer en Jueces de 
la nacionalidad de una de las partes^ vicio tanto 
más de notar^ cuanto que todo lo que se relaciona 
con el hecho litigioso, menos el tribunal, pertene- 
ce al dominio del derecho internacional, y éste es 
el que hay que aplicar en el fallo, como en repe- 
tidos de los suyos ha consignado una de las pri- 
meras autoridades en la materia: Lord Stowel. 

Siendo así que el hecho origen del debate ju- 
dicial es motivado por la condición de nemigo, ó 
por la violación de una relación definida por el 
derecho internacional, y que los preceptos ó doc- 
trinas de éste son los aplicables en el fallo, y éste 
puede ser causa de conflctos internacionales, un 
Tribunal de este orden debe de ser el llamado á 
conocer en estos juicios. 

No entraremos á señalar reglas para llenar 
esta aspiración, arrogándonos una autoridad de 
que carece nuestra modesta personalidad, menos 
aún acometeríamos tal empresa después de los 
trabajos hechos en este sentido por el ilustre Bul- 
merincq, pero sí apuntaremos por nuestra cuenta 
que el procedimiento indicado, además de las 
garantías del fallo, le eximiría de toda reclama- 
ción desde el momento en que los neutrales tu- 
vieran la conveniente intervención. 

También Fioré en los números 1.506 y si- 
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guíenles, propone la creación de un Tribunal in- 
ternacional de apelación, formado por Jueces de 
paises neutrales y de los beligerantes. 

La sentencia definitiva tiene fuerza de obligar 
y ni el mismo Estado á quien pertenecía la nave 
condenada puede impedir la ejecución: si es de su 
potestad, si estima injusto el fallo, reclamar en 
defensa de sus subditos, llevando la acción hasta 
el límite que estime conveniente. (1) 

Llámase represa al buque apresado por el ene- 
migo y salvado por los barcos de otro beligerante. 
Si el represado pertenece á la Nación del represa- 
dor queda en completa libertad; también siendo 
neutral, si no ha estado en poder del enemigo 
veinticuatro horas, y si ha estado todo ese tiem- 
po ó más pasa á considerarse como presa del re- 
presador, por estimarse que ese plazo de posesión 
es bastante para considerarlo como de la propie- 
dad del primero que lo captó. 

De los ooxnbates navales 

SOLAMENTE pucdcn librarse en aguas territo- 
riales de alguno de los beligerantes, ó en mar 
libre; nunca en aguas jurisdiccionales de un Esta- 
do neutral, y menos en puertos de éste, que^ ten- 
dría derecho á tratar á quien hubiera iniciado el 
combate como verdadero enemigo. 

(1) Sobrs esta materia pueden consultarse las coleccio- 
nes de Robinsón, Lebeón, Barbsaur y Weatón. Como presas 
célebres y originarias de grandes controversias pueden citar- 
se las de la Frega, el Trerii, el Alhábama y el Virginitis, 
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que se presenta ante una escuadra arbolando la 
bandera blanca en la nave que lo conduce y que 
recibe el nombre de nave de cartel. 

Los barcos rendidos y apresados pasan á ser 
de la propiedad del vencedor con cuanto en 
ellos se encuentre perteneciente al Estado cuyos 
eran; pero aquí más que en las batallas terrestres 
es de exigir el mayor respeto á la propiedad indi- 
vidual de los prisioneros que si en tierra, por 
excepción es considerable, no así en el mar don- 
de con facilidad pueden los marinos ser portado- 
res de respetables bienes; como que la nave es á 
las veces su casa única por mucho tiempo. 

En cuanto á los buques echados á pique pue- 
den intentar su salvamento ambos combatientes 
mientras dure la guerra, y terminada ésta sola- 
mente aquél en cuyas aguas jurisdiccionales estén 
sumergidos á menos que se estipule otra cosa en 
el tratado de paz ó en otros sucesivos. 

En cuanto á los barcos hospitales y á los 
heridos, en el Convenio de 1868, en sus artí- 
culos del 6.*^ al 14, ambos inclusive, se dictaron 
reglas para adaptar á la guerra marítima los prin- 
cipios de la Convención de Ginebra, siendo lo vi- 
gente en la materia el Convenio de El Haya, cuya 
parte dispositiva es como sigue: 
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«Artículo 1.° Los barcos hospitales militares, 
esto es, ios barcos construidos ó adaptados por 
los Estados especial y únicamente para socorrerá 
los heridos, enfermos y náufragos, y cuyos nom- 
bres hubieran sido comunicados á las Potencias 
beligerantes ai empezar las hostilidades ó duran- 
te el curso de éstas, y en todo caso antes de ha- 
berlos utilizado, serán respetados y no podrán 
apresarse durante el periodo de hostilidades. 

Dichos buques no estarán tampoco asipnilados 
á los de guerra en lo que respecta á su permanen- 
cia en un puerto neutral. 

Art. 2.® Los buques hospitales, equipados 
total ó parcialmente á expensas de particulares ó 
Sociedades de socorros oficialmente reconocidas, 
serán igualmente respetados y no podrán ser 
apresados si la Potencia beligerante de la cual 
dependen les ha dado una comisión especial y ha 
notificado sus nombres á la Potencia enemiga al 
comienzo ó durante el curso de las hostilidades, 
y en todo caso antes de que se hayan utilizado. 

Dichos barcos deberán llevar un documento, 
en el cual declare la Autoridad competente que 
han estado sometidos á su inspección durante su 
armamento y á su partida. 

Art. 3.® Los barcos hospitales, equipados en 
todo ó en parte á expensas de particulares ó So- 
ciedades oficialmente reconocidas de países neu- 
trales, serán respetados y estarán exentos de cap- 
tura, si la Potencia neutral de quien dependan les 
ha dado una comisión oficial y ha notificado sus 



Digitized by LjOOQIC 



rantes sm distinción de nacionalidad. 

Los Gobiernos se comprometen á no utilizar 
estos barcos para ningún ñn militar. 

Estos barcos no deberán estorbar de ningún 
modo los movimientos de los combatientes. Du- 
rante el combate y después de él obrarán á su 
riesgo. 

Los beligerantes tendrán sobre ellos el dere- 
cho de inspección y visita, podrán rehusar su 
concurso, exigirles que se alejen, imponerles una 
dirección determinada y poner á su bordo un co- 
misario, y hasta detenerlos, si la gravedad de las 
circunstancias lo exigiera. 

En cuanto sea posible, los beligerantes anota- 
rán en el diario de á bordo de los barcos hospita- 
les las órdenes que les den. 

Art. 5.° Los barcos hospitales militares se 
distinguirán por su pintura exterior blanca con 
una banda horizontal verde de un metro y medio 
próximamente de ancho. 

Los barcos mencionados en los art. 2.^ y 3.° 
se distinguirán por su pintura exterior blanca con 
una banda horizontal roja de un metro y medio 
de ancho próximamente. 

Las lanchas de estos barcos, asi como las pe- 
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queftas embarcaciones afectas al servicio hospita- 
lario, se distinguirán por una pintura análoga. 

Todos los barcos hospitales se darán á cono- 
cer izando con su pabellón nacional el blanco con 
cruz roja establecido en el Convenio de Ginebra. 

Art. 6.® Los barcos de comercio, de recreo ó 
embarcaciones neutrales que lleven ó recojan he- 
ridos, enfermos ó náufragos de los beligerantes, 
no pueden ser capturados por el hecho del trans- 
porte, pero quedan expuestos á captura por las 
violaciones de neutralidad que pudieran haber 
cometido. 

Art. 7.*^ El personal religioso, médico y de 
enfermeros de todo barco capturado es inviolable 
y no puede ser hecho prisionero de guerra. Al 
dejar el barco se llevará los objetos é instrumen- 
tos de cirugía que sean de su propiedad parti- 
cular. 

Dicho personal continuará desempeñando sus 
funciones mientras sea necesario, y podrá retirar- 
se cuandoel Comandanteen Jefe lo juzgue posible. 

Los beligerantes deberán asegurar á este per- 
sonal caído en su poder el disfrute integro de sus 
haberes. 

Art. 8.^ Los marinos y militares embarcados 
que estén heridos ó enfermos, sea cual fuese su 
nacionalidad, serán cuidados y protegidos por los 
que los hayan capturado. 

Art. 9.^ Son prisioneros de guerra los náu- 
fragos, heridos ó enfermos de un beligerante que 
caen en poder de otro. A éste corresponde deci- 
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nación, á uno neutral y hasta á uno del adver- 
sario. 

En este último caso, los prisioneros devueltos 
asi á su país no podrán volver al servicio mien- 
tras dure la guerra. 

Article /O. Les naufragéSy blessés ou mala- 
des^ qui sont débarqués darts un port neutre, du 
consentementde I autor ¿té lócale, devront, á moins 
dun arrangement contraire de l'Étaí neutre aoec 
les Élats belUgérants, étre gardés par V État neu- 
tre de maniere quils ne puíssent pas de nouveau 
prendre part aux opérations de la querré. 

Les Jrais d hospitalisation et d internement 
seront supportés par I État dont reléoent les nau- 
fragas, blessés ou malades. 

«Articulo 10. Los náufragos, heridos ó enfer- 
mos desembarcados en un puerto neutro con con- 
sentimiento de la Autoridad local deberán, á me- 
nos de un arreglo en contrario del Estado neutro 
con los Estados beligerantes, ser guardados por 
el Estado neutro de modo que no puedan tomar 
parte nuevamente en las opereciones de la guerra- 

Los gastos de hospitalización é internación se- 
rán sufragados por el Estado de quien dependen 
los náufragos, heridos ó enfermos.» 

Este articulo fué excluido por España de la 
ratificación. 

Damos la traducción que nos parece más en 
armonía con la justicia y la equidad, pero confe- 
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samos que la locución empleada es muy ambigua, 
puerto que también cabe interpretar que los gas- 
tos habrán de ser soportados por el Estado donde 
los náufragos, etc., estén recogidos. ¿Será este do- 
ble sentido el que ha motivado la no ratificación? 
Hubiera sido de desear, dada la riqueza de la len- 
gua francesa, que se hubiera empleado una frase 
exacta y tan precisa que no se prestase á inter- 
pretaciones tan contrarias. 

También resulta muy delicado y ocasionado á 
muchas reclamaciones el echar sobre.síel Estado 
neutral la carga de custodiar á los albergados en 
forma de cumplir el compromiso de que no pue- 
dan volver á tomar parte en la guerra. 

Art. 11, Las reglas contenidas en los ante- 
riores artículos son obligatorias para las poten- 
cias contratantes, únicamente en caso de guerra 
entre dos ó varias de ellas. 

Dichas reglas dejarán de ser obligatorias des- 
de el momento en que, declarada la guerra entre 
dos Potencias contratantes, otra no contratante 
se uniese á uno de los beligerantes. 

Los artículos 12, 13 y 14 se refieren á ratifica- 
ción, accesión y denuncia, habiendo sido ratifi- 
cado por Alemania, Austria -Hungría, Bélgica, 
Dinamarca, España, Estados Unidos de América, 
Francia, Gran Bretaña, Italia, Países Bajos, Per- 
sia, Portugal, Rumania, Rusia, Siam, Suecia y 
Noruega, Bulgaria, Japón y Montenegro. De ac- 
cesiones no tenemos noticia hasta el presente. 

En esta Convención se ha definido perfecta- 
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renuncia expresa de la soberanía hasta muchos 
años después, que, mediante sucesivos tratados, 
se reconoció la personalidad jurídica á los Estados 
emancipados. 

Del segundo modo no puede hablarse entre 
países civilizados más que en sentido hipotético, 
puesto que la razón no comprende, ni la cultura 
permite, tal obcecación en un Estado que lleve 
su resistencia hasta verse precisado á rendirse á 
discreción; en este caso quedarla á completa mer- 
ced del vencedor. Tampoco la actual civilización 
consiente un espíritu tan implacable en un ene- 
migo, que se niegue á otorgar la paz desde el 
momento que se le pide, pues, como ya hemos 
dicho, el fin de la guerra es por medio de la vic- 
toria conseguir una paz honrosa. Ya dijo Grocio: 
tbellum paces causa suscípitur.j> 

Pasemos por tanto á ocuparnos de la paz esti- 
pulada. 

Cualquiera de los beligerantes puede propo- 
nerla, ó una potencia mediadora, y fácilmente se 
echa de ver que la iniciativa partirá siempre de 
aquel que lleva en la lucha la peor parte; por más 
que serla laudable generosidad en el victorioso el 
ofrecerla espontáneamente, salvado el honor na- 
cional. 

Precede un armisticio que suele ser general, 
aunque á veces la situación de los ejércitos no lo 
consiente, porque de no firmarse la paz pudiera 
con él disminuir el vencedor las ventajas obteni- 
das, y entonces se excluye del arn^isticio la zona 
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Durante aquél, se conciertan los preliminares ó 
bases á que ha de ajustarse el tratado definitivo 
de paz, en cuyas negociaciones no siempre inter- 
vienen directamente las partes interesadas. En 
los preliminares firmados en Washington entre 
España y los Estados Unidos, representó á aqué- 
lla el Embajador de Francia en éstos. 

Dichos preliminares ó bases, en el plazo y si- 
tio que en ellos se estipula, son los puntos que, 
mediante la discusión por los Plenipotenciarios 
que cada parte nombra, han de desarrollarse en 
el definitivo tratado de paz, el que generalmente se 
concluye en territorio neutral, como garantía de la 
independencia y libertad con que han procedido 
los signatarios, y para que nunca por falta de este 
requisito pueda el pacto redargüirse de nulidad. 

Por esta misma razón, no quieren los belige- 
rantes tratar con el soberano prisionero; pues si 
bien esta circunstancia por si sola no implica la 
pérdida de la soberanía ni de la autoridad, puede 
afirmarse que está en suspenso y como en entre- 
dicho, y pudiera el pueblo negarse á cumplir lo 
estipulado por su Príncipe cautivo, dando nueva 
ocasión á la guerra, cuando lo que se persigue es 
concertar una ^^ñz perpetua ^ aunque de la dura- 
ción de ella el vencido en su fuero interno opi- 
ne como quiera. 
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Así los alemanes, aleccionados con lo hecho 
por Francisco I con el tratado de Madrid, no qui- 
sieron pactar con Napoleón III, ni con la Ennpe- 
ratriz Eugenia, que, si bien habla sido nombrada 
Regente, era muy dudosa su autoridad por ha- 
berse proclamado el Gobierno de la Defensf. Na- 
cional, y por último, tampoco con éste á quien no 
hablan reconocido, y exigieron que se reuniera 
la Asamblea Nacional en Burdeos, firmándose la 
paz en Francfort. 

Teóricamente es indiscutible que un Rey pri- 
sionero no pierde los derechos anexos á la sobe- 
ranía, pero es lo cierto que tampoco puede ejer- 
cerlos, porque para ello la primera condición in- 
dispensable es la libertad, y más aun para cele- 
brar contratos en los que la mayor parte de las 
veces se exige la cesión de territorios, y otras car- 
gas que forzosamente afectan al haber nacional, 
todo ello en favor del mismo que lo retiene en pri- 
sión; por esto lo más cuerdo es asegurarse, y, ó de- 
volver su libertad al prisionero antes de discutirse 
los preliminares, ó entenderse con el Soberano 
de hecho instituido según las leyes de cada país. 
Fuera de este caso, lo mismo que declarar la 
guerra, corresponde á los Jefes de Estado hacer la 
paz, y asi lo consigna nuestra ley fundamental 
como vimos al hablar de ellos. 

Los tratados de paz revisten las mismas for- 
malidades extrínsecas que todos los demás, por 
lo que tiene aplicación á ellos cuanto se dijo al 
ocuparnos de los tratados en general^ sin más 
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acordadas serán perpetuas, (1) y se consigna la 
cláusula de annnistia general: luego se resuelve, 
en primer término, el punto concreto que motivó 
la guerra, y Banalmente se trata de la cesión de 
territorios con la correspondiente fijación de fron- 
teras, si procede, indemnización y ocupación mi- 
litar, ú otras garantías para hacerla efectiva; y en 
términos generales, cuanto, bien sea con carácter 
permanente ó eventual, pueda servir para regular 
en lo futuro las relaciones de los pueblos belige- 
rantes en su renacimiento á la vida de la paz. 

Tan diferentes puntos de vista no siempre son 
objeto de un solo tratado; las más de las veces, 
convenido lo principal, los otros extremos suelen 
acordarse en uno ó varios anexos, y en éstos des- 
arrollarse y reglamentarse los puntos esenciales 
acordados. 

Son tan complejos estos tratados de paz, que 



(1) La de Francfort entre Francia y Alemauia de 10 de 
Mayo de 1871 « no bahlau de la |)erp3tuidacl- 
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entre diplomáticos y escritores se cita como caso 
único el que puso fin á la guerra entre Servia y 
Bulgaria, firmado en 19 de Febrero de 1886, y 
redactado en un solo articulo que traducido lite- 
ralmente, dice: «Queda restablecida la paz entre 
el Reino de Servia y el Principado de Bulgaria, á 
partir del día en que se firme este tratado». 

Dice Kant, con el profundo saber que hasta 
sus mayores antagonistas le reconocen, que estos 
tratados deben hacerse de buena fe y sin ninguna 
clase de reservas mentales; que si en todo pacto 
es de recomendar la mayor claridad en su redac- 
ción, en éstos es de absoluta necesidad, porque, 
si siempre el vencido abriga la esperanza del des- 
quite, no es bueno que lo busque en la obscuri- 
dad ó doble sentido de una cláusula, y para que 
pueda tener cumplido efecto la usual de que la 
paz y amistad concertadas serán perpetuas; lo 
que no quiere decir otra cosa sino que quedan 
resueltas las antiguas cuestiones, y olvidados los 
agravios anteriores; esto es, que para una nueva 
guerra serian precisos motivos nuevos. Abundan- 
do en esta opinión, dice Blunstchli: «Todas las 
antiguas diferencias quedan descartadas por la 
conclusión de la paz, y olvidadas todas las ofen- 
sas anteriores. Una nueva guerra no puede ser 
provocada más que por causas nuevas.» 

Por la amnistía se perdonan mutuamente los 
beligerantes todas las ofensas que antes de la 
guerra ó durante ella hayan podido los subditos 
(Jel^uno inferir al otro, y que no hayan sido defi- 
na 
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lacionados con la guerra, hayan cometido los 
subditos de un Estado con respecto á las leyes del 
mismo, porque el perdonar ó no estos es de orden 
puramente interno, ni tampoco á los delitos co- 
munes que hayan podido cometer los prisioneros 
durante su cautiverio que se juzgan según las re- 
glas generales que rigen esta relación. 

Una vez firmada la paz, ya no es lícito rete- 
ner á los prisioneros ni aun como garantía del pa- 
go de la indemnización; porque en este caso cam- 
biarían su carácter de prisioneros por el de rehe- 
nes que, si aun en el estado de guerra son hoy 
muy raros, el derecho los prohibe en el de paz. 

Excusamos repetir, y es del dominio de todos, 
que hoy la mayor parte de las relaciones interna- 
cionales están reguladas por tratados ó convenios 
que durante la guerra quedan sin aplicación; di- 
vídense las escuelas al tratar de la causa y alcan- 
ce de esta inaplicación: así los Ingleses sostienen 
que al estallar la guerra queda anulado todo pac- 
to anterior,y por tanto para que readquiera validez 
después de concluida es preciso que se exprese 
en el tratado de paz, ó en otros sucesivos, mien- 
tras que otros publicistas sostienen que los trata.- 
dos sólo quedan en suspenso durante la guerra, 
recobrando su eficacia una vez terminada, si no 
son expresamente revocados. 

A esta opinión nos adherimos porque la gue- 
rra no tiene más que carácter de interinidad, es 
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un doloroso paréntesis entre la paz pasada y la 
futura, y por lo tanto es lógico que todo aquello 
que se convino en la paz, y para la paz, no pierda 
en absoluto su validez por la tennporal interrup- 
ción de aquélla, y que todo lo que al volver al es- 
tado normal, al estado pacífico, no haya sido 
objeto de estipulación especial, recobre su funcio- 
nalidad suspendida. 

Esto, además, facilitaría la vuelta á la norma- 
lidad, porque, mas que pese á todas las protestas 
sobre perpetuidad de la paz y amistad pactadas, 
es preciso que pase el tiempo para que desaparez- 
ca ó se mitigue grandemente el escozor de las 
heridas, estado que no es el mejor en que pueden 
encontrárselos enemigos recientemente reconci- 
liados, para remover, estudiar y concertar de 
nuevo los complejos problemas que integran la 
vida armónica de las naciones. 

Observado extrictamente el criterio que defen- 
demos, se facilitaría en mucho la redacción de los 
tratados de paz y su interpretación. Todo lo que 
no sea objeto de estipulación especial debe volver 
al staíu quo ante bellam, salvo los accidentes que 
por causa de ella haya sufrido. 

Este principio resuelve la duda que vemos 
expuesta en algunos tratadistas sobre la suerte de 
los territorios ocupados militarmente durante la 
campaña, y omitidos en el tratado de paz. Difícil 
nos parece que se presente el caso propuesto, 
pues no es lógico suponer que al estipularse la 
paz se omita punto tan importante para ambas 
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el principio establecido, porque la ocupación mi- 
litar no es título de dominio definitivo mientras 
no es consolidado por el tratado de paz, y debe 
suponerse que el que así no lo hizo es porque no 
tuvo interés en la apropiación ó anexión. 

Pero habremos de insistir en que la devolu- 
ción, pactada ó no, ha de tener lugar en el estado 
en que la cosa se encuentre, «uti possidetis». Si 
está deteriorada, cuando esto sea por razón del 
estado excepcional, no ha lugar á exigir repara- 
ción alguna, pues hasta pueden considerarse es- 
tos daños incluidos en la amnistía, pero si cuan- 
do el deterioro, sea por despojo ó daños no justi- 
ficados por las necesidades de la guerra. Tam- 
bién ha podido ocurrir que la diligencia del 
enemigo haya mejorado las cosas ocupadas, y en 
tal caso podría exigir, en justicia, el costo de la 
mejora, nunca inutilizarla, pero si llevarse todo 
lo que no esté adherido de un modo permanente. 

El tratado de paz está sometido también á las 
solemnidades de la ratificación, si bien con res- 
pecto á las hostilidades se retraen sus efectos á la 
fecha del armisticio ó tregua, y hasta acostumbra 
acordarse la devolución de las presas hechas en 
este período aun cuando hayan sido motivadas 
por hechos anteriores. 

Si la paz concertada en principio no adquiere 
condiciones de realidad, continúa la guerra; pero 
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si una vez ratificada aquélla por incumplimiento 
ó violación del tratado, surgiese de nuevo la gue- 
rra, no puede considerarse ésta como continua- 
ción de la anterior, sino como una nueva guerra; 
distinción que es de suma importancia para los 
aliados y neutrales. 

Fiore dice que cuando el vencedor impone al 
vencido condiciones excesivamente onerosas ó 
contrarias al derecho internacional puede el opri- 
mido pedir á los demás Estados una acción colec- 
tiva para reducir las pretensiones de aquél á 
limites justos. Esto teóricamente nos parece de es- 
tricta justicia, pero en la práctica, opinamos que 
no es todavía la fuerza del derecho tan avasallado- 
ra que pueda servir de dique al derecho de la fuer- 
za, ni el vencedor se sometería fácilmente á que 
los demás Estados le regateasen las ventajas que 
de sus victorias quiere obtener, y ni éstos se mez- 
clarían en tales asuntos más que en el caso de un 
interés particular como el de Inglaterra en la paz 
de San Stephano que puso término á la guerra de 
Rusia y Turquía en 1878, y precisamente por esto, 
Rusia, desde el comienzo de su actual campaña con 
el Japón, se ha apresurado á llenar el mundo di- 
plomático de la idea de que, si sale vencedora, no 
admitirá ingerencias de nadie en el ajuste de la paz. 
Cuando los territorios ocupados durante la 
guerra pasan á poder del vencedor, ú otros cedi- 
dos por virtud del tratado de paz, el adquirente, 
ipso factOy se subroga en todos los derechos del 
cadente obteniendo desde luego la plena sobera- 
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que en el Estado regulan los actos de los extran- 
jeros. Loa que optan por la nueva nacionalidad 
pasan á considerarse como naturales del Estado 
adquirente. Si bien estos territorios tardan mu- 
chos tiempos en estar sometidos á la legislación 
común, y casi siempre se rigen por leyes espe- 
ciales, generalmente restrictivas por el natural 
temor de que bien por propio impulso ó solicita- 
dos por su antigua soberanía tiendan hacia ésta, 
las restricciones no pueden en ningún caso llegar 
á privar á las personas del pleno ejercicio de sus 
derechos civiles. 
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En el orden internacional los territorios que 
cambian de dominio dejan de disfrutar de los tra- 
tados ó conciertos que el anterior soberano tuvie- 
ra ajustados con las demás Naciones, siéndoles 
en cambio de aplicación los concertados por la 
nueva soberanía, á menos que ésta declare querer 
someterlos á un trato especial. 

El hecho de la anexión sanciona los ac- 
tos realizados por la ocupación si precedió á 
aquélla. 

No es discutible la legitimididad de titulo de 
dominio fundado en la conquista; es absoluta- 
mente legitimo: pero puede ser perfecto ó imper- 
fecto. Será perfecto cuando el vencido subscribe 
la cesión, y si no otorga á ella será imperfecto, 
perfeccionándose por la posesión pacifica y el re- 
conocimiento de los neutrales. 

La ocupación temporal de territorios que pue- 
de pactarse como garantía del pago de la indem- 
nización de guerra, ó del cumplimiento de alguna 
otra estipulación, no trasfiere el dominio de ellos, 
ni siquiera temporalmente, ni da al ocupante 
más derechos que los precisos para la vida del 
ejército de ocupación, que puede disminuirse del 
número prefijado, pero no aumentarse sin justa 
causa. 

Hacerlo sin motivo legítimo equivaldría á un 
acto de hostilidad, por lo menos de desconfianza 
que comprometería la paz. El ocupante no puede 
dictar mas disposiciones que las relativas al orden 
y seguridad de su ejército, á menos que por las 
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reintegra en toda su fuerza y efectos, cesando 
desde luego los de la ocupación, y se restablecen 
en todo su vigor todas las leyes públicas y priva- 
das. Quedan invalidados cuantos contratos relati- 
vos á los bienes públicos haya realizado el ocu- 
pante y no se refieran é mera administración, 
cuyo derecho ejercía por el hecho de la ocupa- 
ción: y se dan por levantados los embargos y 
confiscaciones de bienes, multas y contribucio- 
nes extraordinarias que no hubieran sido hecho 
efectivas al firmarse la paz y cuyas providencias 
se hubieren dictado por razón de la guerra. 

A esta reintegración de dominio subsiguiente 
al restablecimiento de la paz, y que no es más 
que una lógica consecuencia de ésta, han buscado 
algunos escritores su fundamento en el derecho 
de postliminio. El derecho de postliminio entre 
los romanos se fundaba en la ficción legal de que 
el prisionero había estado siempre presente {Post- 
liminium fingit eum qui captas est in cioiiate 
semper fuissé)y cuya ficción tenia su razón de ser 
en aquella sociedad en que al prisionero, si se le 
conservaba la vida, se le reducía á esclavitud y 
perdía por eso mismo todos los derechos civiles 
de que sólo estaban en posesión los hombres li- 
bres. Ni aun respecto de los prisioneros tiene hoy 
motivo alguno de existir el derecho de postlimi- 
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nio, toda vez que no pierde su personalidad civil 
y las leyes dan los medios adecuados para suplir 
su ausencia; pero mucho menos en cuanto al Es- 
tado que no hace más que reivindicar derechos 
cuyo ejercicio tenía en suspenso por una despo- 
sesión de hecho. 

Las sentencias dictadas por los Tribunales ó 
autoridades judiciales establecidas por el ocupan- 
te conservan siempre su validez. 

El botín, como hemos llamado á las cosas 
muebles adquiridas por los ejércitos, no están 
sometidas á restitución. 

De los delitos Internacionales 



Plrttería.— Trata do negroa 

NO vamos á ocuparnos aquí de todos aquellos 
hechos que, haciendo aplicación al derecho 
internacional de la teoría general del delito, pu- 
dieran considerarse como tales, sino solamente 
de aquellos en cuya represión están interesados 
todos los pueblos cultos, y atribuido á todos ellos 
su castigo, cualquiera que sea la nacionalidad 
del que lo cometa. 

Estos hechos se reducen á dos: la piratería y 
la trata de negros. 

Era la piratería muy frecuente en los tiempos 
antiguos, y más aún en los modernos después del 
descubrimiento de las Américas, pues las grandes 
riquezas que de los nuevos mundos se aportaban 
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del mar. Hoy, muy írecuentados lodos los mares, y 
por las condiciones en que la navegación se hace, 
queda relegada la piratería á los peligrosos 
de la China y á las costas de Marruecos, si bien 
en ésta apenas pueden señalarse actos piráticos 
más que contra pequeñas naves, á las que tempo- 
rales ó averías arrojan sobre las costas alejándo- 
las de los puertos frecuentados. Aquellos arroja- 
dos piratas tunecinos, argelinos y berberiscos, 
pertenecen á la historia. 

No por menos frecuente el delito es menos 
digno de estudio. 

Ocurre en este punta algo parecido á lo que 
sucede al tratar de la extraterritorialidad de la 
nave; todos los autores y todas las escuelas con- 
vergen al mismo fin, á la misma conclusión, pero 
en el orden puramente doctrinal, en la considera- 
ción y estudio del delito en sí, no tienen en cuen- 
ta más que el sujeto activo y el objeto, prescin- 
diendo en absoluto del sujeto pasivo y de la rela- 
ción violada, y aun los que atienden á ésta lo 
hacen en un concepto erróneo. 

En resumen, para la generalidad la piratería 
es un delito común cometido en alta mar; y á la 
inñuencia de esta doctrina no han podido subs- 
traerse las legislaciones positivas, y entre nosotros 
ni el mismo Diccionario de la Academia. Así es 
que no se ve ni considera en la piratería más que 
el asalto á una nave con ánimo de robar su car- 
gamento, ó cometer otros excesos, realizado por 
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Otra embarcación sin autorización de ningún Es- 
tado; esto es, se considera al pirata como un 
ladrón de los mares, según la etimología de la pa- 
labra. 

En nuestra opinión siguiendo al ya citado Da- 
valla, es mqcho más extenso el concepto del pi- 
rata: es pirata toda nave que, sin justa causa y 
autorización expresa impide á otra el uso legiti- 
nno y pacifico del mar libre. Esto constituya para 
nosotros la esencia jurídica del delito de pira- 
tería. 

Según las anteriores teorías el derecho de pu- 
nición atribuido á todos los Estados sobre la nave 
pirata, nacía ó de un principio de utilidad común 
á todas las naciones, ó de un principio de común 
defensa; en la teoría que nosotros sustentamos 
este derecho igual de castigar, nace de la sobera- 
nía de los Estados en el libre ejercicio del uso 
del mar libre; y así como en éste hemos visto que 
todos son iguales, iguales también lo son en el 
derecho á reprimir toda violación de la relación 
jurídica que implica todo acto pirático, y por eso 
puede ejercitarlo cualquiera Soberano bajo cuyo 
pabellón ha sido apresada la nave pirata, ó á quien 
pertenezca el puerto ó costa donde haya sido de- 
tenida. 

Es el derecho de uso pacífico del mar á todas 
las naves lo que al hombre los derechos indivi- 
duales, y asi como en todo país bien organizado 
el privar injustamente á un ciudadano del libre 
ejercicio de ellos constituye un delito^ del mismo 
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á SU legitimo dueño cualquiera que sea su na- 
cionalidad. 

Estudiando dentro de las ideas expuestas la 
cuestión de si los delitos cometidos en tierra por 
las tripulaciones de barcos piratas deben ser con- 
siderados como delitos de piratería, no podemos 
asentir á la afirmativa como Hall, por entender 
que los actos piráticos sólo pueden ser cometidos 
en alta mar; los delitos realizados en aguas juris- 
diccionales, y más aun en tierra, son delitos co- 
munes cuya represión es de la exclusiva compe- 
tencia del Estado donde son cometidos. 

De la trata de negros. — Más aun que la pira- 
tería la trata de negros es problema jurídico que 
ha perdido casi por completo su importancia en 
el derecho moderno, así es que nos limitaremos 
á dar de él una somera idea. 

La represión del tráfico negrero inicióse en el 
Congreso de París de 1814, siendo objeto de cons- 
tante estudio por parte de las Naciones hasta la 
conferencia antiesclavista de Bruselas de 1890; 
pero estando todos conformes en el principio, y 
en la necesidad de extinguir tan innoble trato, no 
pudieron los diplomáticos ingleses y franceses po- 
nerse de acuerdo sobre el procedimiento más 
adecuado, pretendiendo aquéllos establecer la li- 
bre visita sobre los barcos sospechosos, y los fran- 
ceses, atentos siempre á defender la libertad del 
mar y comprendiendo cuánto peligraba de acep- 
tarse la doctrina Inglesa, y como podía facilitar 
las entonces recientes aspiraciones de Inglaterra 



Digitized by LjOOQIC 



sobre el dominio de los mares, querían que por 
todas las Naciones se ejerciera una esquisila vigi- 
lancia sobre todas las costas donde el tráfico, 
principalmente la importación, pudiera tener lu- 
gar; eso no fué aceptado por los demás Estados, 
por lo costosa que resultaba la vigilancia y arries- 
gada á contraer responsabilidades. 

Por estas razones no pudo llegarse á un acuer- 
do general y se convirtió en objeto de tratados 
particulares como el celebrado en 1817 entre In- 
glaterra y España por el que se autorizó la visita 
mutua de los barcos de las dos Naciones sospe- 
chosos de negreros, estableciéndose las reglas que 
han de observarse en las visitas, asi como las con- 
diciones que han de reunir los barcos para ser 
apresados^ juzgándose por comisiones mixtas es- 
tablecidas una en la costa de África, y otra en las 
españolas de América. 

En 1841 logró Inglaterra la adhesión á sus 
principios de Rusia, Austria y Prusia, pero no 
puede negarse que la doctrina verdaderamente 
jurídica es la sustentada por Francia. 

Para quien considere como uno de los dere- 
chos más absolutos que en la humanidad existen 
la libertad del mar y de su uso pacifico, es impo- 
sible que acepte que sea bastante para limitarla 
la naturaleza del cargamento que conduce una 
nave, menos aún, la sospecha de que puede ser 
destinada á la conducción de una ú otra mercan- 
cía; esto es un verdadero atentado contra aquel 
derecho, que no debe prevalecer en buenos prin- 
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cipios jurídicos, siquiera le sirva de pretexto cau- 
sa tan laudable y simpática como la extirpación 
del tráfico negrero que por tantos siglos ha sido 
un verdadero baldón de los pueblos cultos, mucho 
más cuando la persecución de ese contrabando 
internacional podía ser eficazmente realizada en 
las costas y en los mares territoriales, sin dar mo- 
tivo al entorpecimiento de la libre navegación. 

Por fortuna la abolición de la esclavitud ha 
relegado este tema á la categoría de puramente 
doctrinal, y más aún desde que por el art. 9.*^ del 
acta del Congreso de Berlín de 1885, todas las 
Potencias signatarias de él que tienen, ó adquie- 
ran en lo sucesivo soberanía ó influencia en la 
cuenca convencional del Congo, se comprometie- 
ron á que dichos territorios no pudieran servir de 
mercado ni de vía de tránsito para la trata de es- 
clavos, de cualquiera raza que sean, obligándose 
además á poner todos los medios para evitarlo y 
castigar á los que se ocupen en él. 

Hoy, por tanto, el innoble tráfico no tiene lu- 
gar más que entre pueblos salvajes, y cualquiera 
esclavo que penetra en país donde está abolida la 
esclavitud, queda, ipso factOy libertado de hecho y 
de derecho. 
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reconocida la beligerancia por el Gobierno á quien 
combaten no pueden invocar derecho alguno: sin 
embargo hoy, por razón de humanidad, se apli- 
can á las luchas civiles muchos de los principios 
del derecho internacional y esto explica que nos 
ocupemos de ellas. 

Es guerra civil ó interior la lucha armada y 
organizada entre las nacionales de un mismo Es- 
tado: no pudiendo merecer ese nombre los moti- 
nes de corta duración y, á más ó menos costa, re- 
primidos prontamente por la fuerza pública. 

Las guerras civiles se dividen en políticas y se- 
paratistas: siéndolas primeras las que tienen por 
objeto cambiar la forma de régimen ó gobierno, 
sin atentar á la integridad territorial del Estado, 
y las segundas las que tienen por fin proclamar 
la independencia de una parte del territorio ó su 
anexión á otro Estado. 

Estas, como se ve, revisten mayor gravedad y 
trascendencia, como atentatorias ¿ la integridad 
de la Patria, y por eso en nuestros Códigos los que 
luchan con fin político están comprendidos en los 
delitos de rebelión y los separatistas entre los de 
traición (niim. 3.® del art. 222 del Código de Jus- 
ticia Militar), si bien, por una tolerancia que nun- 
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ca hemos acertado á explicarnos, en el art. 237 
núm. 1.^ del Código penal para las islas de Cuba 
y Puerto Rico se consideró como mera rebelión 
«Proclamar la independencia de las islas de Cuba 
y Puerto Rico ó de cualquiera de ellas;^. Con lo 
que resultaba que el mismo delito cometido en 
cualquiera otro punto del territorio español tenia 
más dura calificación, y represión más severa, 
que allí donde tan fácilmente se cometía. 

De todas suertes los rebeldes cometen un deli- 
to y deben sufrir el castigo que las leyes les impo- 
nen; y por eso no son de exlricta aplicación á es- 
tas guerras los preceptos de las internacionales. 
Pero ¿quiere esto decir que pueda ordenarse la 
guerra sin cuartel, el sacrificio de los heridos y 
el exterminio de los prisioneros? De ninguna ma- 
nera: esto no lo consiente hoy la civilización, aun- 
que tampoco en nombre de ella puede privarse al 
Estado del ejercicio de su poder, y de la facultad 
de castigar con la severidad preestablecida en las 
leyes á los conculcadores de ellas. 

De estos principios podemos deducir que no 
es licito dar muerte á los heridos, ni á los prisio- 
neros en el campo de batalla, sin perjuicio de que 
se les imponga la pena que á cada uno correspon- 
da según su participación en el delito, bástala 
más grave, pero siempre mediante las formalida- 
des de un juicio que suele ser sumarisimo. 

Los heridos deben ser atendidos y curados; 
mas, una vez logrado esto, aunque queden inúti- 
les^ no tienen derecho á que se les envíe á sus ca- 

*9 
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prisioneros á combatir contra sus partidarios; 
pero los que hayan tomado parte en la insurrec- 
ción rehuyendo los deberes que las leyes de re- 
clutamiento les imponen, si pueden ser obligados 
á servir en los cuerpos del ejército^ tanto en los 
regulares como en los disciplinarios. 

Cuando las guerras civiles se prolongan y hay 
prisioneros de una y otra parte puede el Gobier- 
no, si lo estima conveniente, conceder el canje que 
se verifica con sujección á las reglas que ya cono- 
cemos. 

De hecho en la última guerra civil se celebra- 
ron varios. 

Tampoco es licito el empleo de armas ó me- 
dios de combate prohibidos en la guerra interna- 
cional, y su uso por parte de los insurrectos pue- 
de considerarse como una circunstancia agravante 
de su delito; asi como se juzgan independiente- 
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mente los comunes cometidos durante'la rebelión, 
muy frecuentes, por ser muchos los que en ella 
toman parte sólo por satisfacer odios y venganzas 
personales. 

Del progreso de los tiempos y de las costum- 
bres en esta materia podemos dar en España el 
mayor testimonio. De la forma cruel y bárbara 
como se hizo la guerra llamada de los siete años 
á cómo se llevó la de 1872 hay diferencia tan no- 
table como puede verse leyendo las historias de 
una y otra. 

Las guerras civiles cuando no terminan por la 
sumisión de los insurrectos concluyen por un con- 
venio cuyo cumplimientono no tiene más garantía 
que la buena fe de los contratantes, ni puede dar- 
se regla alguna sobre su redacción y contenido. 

Si en la guerra separatista logran el triunfo 
los insurrectos constituyen un nuevo Estado, una 
nueva entidad juridico-internacional, sobre cuyo 
reconocimiento hemos dicho bastante en su lugar. 

Hemos dado cima á nuestro trabajo habiendo 
procurado inspirarnos siempre en la razón y el 
derecho, aun separándonos á las veces de las 
grandes autoridades, sin menoscabo del profun- 
dísimo respeto que nos inspiran, pues á su indis- 
cutible saber y meritisimos trabajos debemos lo 
poco que hemos aprendido. 



Las horrorosas hecatombes, aun no bien co- 
nocidas, que se refieren ocurridas en las tremen* 
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fervientes votos porque la reunión se verifique y 
se obtengan de ella frutos beneficiosos para Ib 
vida del derecho y bien de la humanidad. 

El resultado será objeto de nuevo estudio por 
nuestra parte. 

Zaragoza 54 de Octubre de 190 i. 
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internacional. 

no solo son. ... no solo no son. 

acuchillaban . . . acaudillaban. 

Numancia .... Rumania. 

Sola Soto. 

reconocer .... desconocer. 

ó en alguna enta- ó en alguna forma 

blando entablando. 

16 años 6 años. 

memoriales: . . . memorias. 

Lucía de Saboya . . Luisa de Saboya. 

cosa sustancial . . consustancial. 

consular de los Con- consular, los Cónsu- 

sules les. 

como atenta. . . . como atentatorios. 

por prohibirla en el por prohibirla, en el 

caso,'^por que se caso por que sepi- 

pide por las leyes de, las leyes de la 

de la Nación. . . Nación que ha de 
otorgarla. 
. . . 1899. 
. . . Llámase. 



Omitimot salvar otras menos importantes que consisten en el cambio 
ú omisión de alguna letra y qoe seguramente suplirá la ilustración del 
lector. 
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